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Resumen 


Este breve texto intenta presentar una idea ampliamente desarrolla- 
da por Alliez y Lazzarato sobre las guerras y el capital. Inicia con 
una pregunta sobre qué significa pensar las guerras, para mostrar que 
estas son, ante todo, la condición de posibilidad del capital y que, 
según momentos históricos, renuevan sus mecanismos y estrategias, 
combinándolas cuando sea necesario. Las guerras no aparecen como 
un evento circunstancial que irrumpe en el orden temporal del capi- 


El presente texto se produce al interior del programa de investigación Dinámicas Territoriales y 
Conflictos derivado de Proyectos de Desarrollo en Antioquia. Implicaciones para la Paz, código 
35-000031. 
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tal, sino que son estrategia y condición permanente. Las máquinas de 
guerra del capital desplazan el teatro de guerra dentro de las poblacio- 
nes intensificando las luchas en todo nivel: raza, sexo, comunicación, 
subjetivación, fluyendo de las guerras sangrientas a las no sangrientas, 
como se hace evidente en el caso colombiano. Para terminar, una nota 
inconclusa sobre la importancia de leer las guerras y el collage capi- 
talista a contrapelo para acceder a una mirada estratégica del mundo. 


Palabras clave: guerras, estrategia, luchas, collage capitalista. 


Abstract 


This short text tries to present an idea widely developed by Alliez 
$ Lazzarato about wars and capital. It begins with a question about 
what 1t means to think about wars, to show that these are above all 
the condition of possibility for capital and that, according to histo- 
rical moments, they renew their mechanisms and strategies, combi- 
ning them when necessary. Wars do not appear as a circumstantial 
event that breaks into the temporal order of capital, rather they are a 
strategy and a permanent condition. Capital's war machines displace 
the theater of war within populations, intensifying struggles at all le- 
vels: race, sex, communication, subjectivation; flowing from bloody 
to non-bloody wars, as is evident in the Colombian case. To finish, an 
unfinished note on the importance of reading wars and the capitalist 
collage against the grain to access a strategic view of the world. 


Keywords: wars, strategy, fights at all levels, capitalist collage. 


Resumo 


Este pequeno texto tenta apresentar uma ideia amplamente desenvol- 
vida por Alliez 8: Lazzarato sobre guerras e capital. Parte-se de uma 
pergunta sobre o que significa pensar as guerras, para mostrar que 
estas sáo sobretudo a condigáo de possibilidade para o capital e que, 
conforme os momentos históricos, renovam seus mecanismos e estra- 
tégias, combinando-os quando necessário. As guerras náo aparecem 
como um evento circunstancial que irrompe na ordem temporal do 
capital, mas sáo uma estratégia e uma condigáo permanente. As má- 
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quinas de guerra do capital deslocam o teatro de guerra dentro das 
populacóes, intensificando as lutas em todos os níveis: raca, sexo, 
comunicagáo, subjetivagáo; fluindo de guerras sangrentas para náo 
sangrentas, como é evidente no caso colombiano. Para finalizar, uma 
nota inacabada sobre a importáncia de ler as guerras e a colagem ca- 
pitalista a contrapelo para acessar uma visáo estratégica do mundo. 


Palavras-chave: guerras, estratégia, lutas em todos os níveis, cola- 
gem capitalista. 


El capitalismo y el liberalismo llevan las guerras en su seno, 

así como las nubes llevan la tormenta [... ]. El desequilibrio entre 
las máquinas de guerra del Capital y los nuevos fascismos, por un 
lado, y las luchas multiforme contra el sistema-mundo del nuevo ca- 
pitalismo, del otro, es flagrante: desequilibrio político, pero también 
un desequilibrio intelectual 


Alliez y Lazzarato 


Pareciera, por la inevitabilidad de lo obvio, que las guerras (así, en 
plural) son un decorado sobre el que el capital reproduce su lógica de acumu- 
lación ilimitada y las ínfulas de ingobernabilidad del mercado se muestran 
en su más ardoroso esplendor, que no merece mayor análisis que cuando los 
estados hegemónicos se ven azarados por la cercanía de tanques y misiles. 
Pero allí anida una operación de entrampamiento. Una operación silenciosa 
que desvía la atención y que no escatima recursos para pasar desapercibida. 
Treta que encubre un asunto insoslayable: las guerras son la condición de 
posibilidad del capital. No hay que pasar por la ingenuidad de desconocerlo 
o de pensar que nos enfrentamos a un hecho relativamente reciente, en tér- 
minos históricos. 
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Dentro de esa operación de entrampamiento existe un revés desde el 
cual poner en evidencia la treta dispuesta. Cuando Fernández Savater (2022) 
se pregunta ¿qué significa repensar la guerra?, procede desde el interior 
mismo de la treta para mostrarla en su mayor dimensión, pues su respues- 
ta indica un horizonte desde el cual comprenderla en toda su complejidad. 
Aprender a mirar el mundo estratégicamente, responde. 

A pesar de que es innegable que cambian algunas condiciones, cir- 
cunstancias y contextos, la lógica brutal de la guerra mantiene su teatro de 
Operaciones, un tinglado sobre el que se desplazan, muchas veces inermes, 
las máquinas de guerra.' En la medida en que la guerra sirve de fundamento 
y contenido a la lógica de acumulación, se siguen produciendo nuevas má- 
quinas de guerra, y con ellas nuevos instrumentos, más letales y brutales, 
que amenazan la extinción de la vida. 

Pero para que las guerras continúen produciéndose sin demasiadas 
fricciones es ineludible crear, de forma paralela, un escenario que ridiculiza 
y somete a reducción suprema la riqueza y honestidad de la vida misma, 
pues plantea el teatro de guerra en términos de buenos y malos, soslayando 
que las guerras vacían de sentido y significado la pluralidad inagotable de 
los modos de existencia (Souriau, 2017), lo que facilita no solo la deser- 
tización del ámbito de la comprensión de los fenómenos complejos, sino 
además la reducción de la vida al ejercicio de poder que acaba con la vida; 
mientras simultáneamente se apropia de un plus que siempre (o casi siem- 
pre) va escondido entre el ruido de los cañones o de la (des)información. 

En ello, el capital se ha jugado su despliegue, pues no sería posible 
ni pensable el realismo capitalista (Fisher, 2016) sin la brutalización reduc- 
cionista de su empeño y la locura insaciable de una acumulación ilimitada 
(nuevo paradigma de lo sin límite), porque para el capitalismo no hay lími- 
tes, no hay quién los imponga, porque su dinámica expansiva hace que al 
encontrarlos, de manera inmanente, busque a cualquier precio poder derri- 
barlos; no así la existencia, que sí tiene límites y limitaciones establecidas 
por el propio capital, pues desde allí se trazan vectores que imponen una ac- 
tividad ficcional en la cual se produce “la existencia imaginaria de un límite 
y un límite imaginario de la existencia” (De Brasi, citado en Perdomo, 2019, 
p. 129), lo que funciona como una violenta sutura en la apertura irreductible 
de lo posible. Pero eso es lo de menos. En el caso de los actores prepon- 


1 Máquinas de guerra que devienen tal en un ejercicio simultáneo de expropiación de los medios de 
producción y apropiación de los medios de ejercicio de la fuerza (Alliez y Lazzarato, 2021). 
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derantes (Estados o capitales privados que terminan por asumir una muy 
similar fisonomía), solo la vida de los inocentes —sí, así los llaman bajo la 
caja de resonancia de los medios de comunicación impulsados por el propio 
capital, otra máquina de guerra que se disfraza con el traje siempre lúgubre 
y funesto de la neutralidad— importa, lo que genera una esfera valórica que 
sustrae de la discusión lo fundamental de las guerras: la condición de posi- 
bilidad del capital basada en la norma de la desmesura. 

Cuando abrazamos el liberalismo no tenemos plena claridad sobre 
sus alcances, sobre lo que no sale a la luz, sobre lo que opera una estrategia 
de penumbra y silencio. Si el Estado moderno, criatura excelsa de la más 
excelsa versión del liberalismo, se configura como un estabilizador del con- 
flicto social, como aquel guardián del buen orden, lo hace solo a condición 
de irrigar la axiomática capitalista tanto como le sea posible; situación que 
para Guattari (2021) resulta significativa de una relación que complejiza la 
comprensión del funcionamiento de la máquina del capital, pues “nos en- 
contramos frente a una situación paradojal, en cuanto al nivel político, el 
poder está completamente concentrado en el Estado; mientras que a nivel 
económico, el poder funciona y difunde en entidades que no coinciden con 
el Estado” (p. 29). No hay duda sobre cómo el estado liberal ha producido y 
conducido a esta situación ventajosa. 

El estado liberal ha cumplido sus funciones con demasiada celeridad, 
como lo comprueba su última fase, la neoliberal, donde se destina sobre 
todo a brindar seguridad jurídica y militar al capital privado (al menos en 
Colombia en lo que va del siglo xxI parece bastante claro); ruta conducida 
por la pacificación (sangrienta o no) de la conflictividad social. No obstante, 
“este mito ha servido para disimular la tendencia, inherente al liberalismo, 
a entrar en una violencia sistemática y llamarla paz; dicho de otro modo, 
para disimular la violencia de la paz liberal” (Neocleous, citado en Alliez y 
Lazzarato, 2021, p. 380). 

Hoy, el teatro de guerra —los escenarios expansivos de las guerras— 
no pasa unívocamente por cuestiones interestatales, sino que converge cada 
vez con más vértigo, en lo que Alliez y Lazzarato (2021), trayendo a cola- 
ción al general Vincent Desportes, denominan “guerra probable”, que no es 
otra cosa que 


el funcionamiento de una máquina de guerra que no tiene a “la” gue- 


rra como fin, en la medida misma en que transforma a la paz en 
una forma de guerra para todos [...]. La unidad y la finalidad de la 
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máquina de guerra no están dadas por la política del Estado-nación, 
sino por la política del capital, cuyo eje estratégico está constituido 
por el crédito/deuda. La máquina de guerra sigue produciendo guerras 
—Ancluso, aunque de manera limitada y lo más generalmente indirecta, 
interestatales—, pero están subordinadas a su verdadero “objetivo” que 
es la sociedad humana, su gobernanza, su contrato social, sus institu- 
ciones, y ya no tal o cual provincia, tal río o tal frontera, ya no hay línea 
O terreno por conquistar, que haya que proteger. El único frente que 
deben tener las fuerzas movilizadas es el de las poblaciones (p. 350). 


Esto puede explicar el viraje y los cambios en las guerras desde la 
Guerra Fría (y el problemático 68) hasta nuestros días. De una guerra in- 
dustrial en la que el complejo militar-industrial amenazaba la existencia 
completa del planeta —vía armas nucleares—, a las guerras dentro de las 
poblaciones, porque ya las guerras no se hacen “entre” sociedades, sino que 
se hacen “en” las sociedades (Alliez y Lazzarato, 2021), un teatro de opera- 
ciones que no es del todo desconocido, pero que sí enfrenta a la máquina de 
guerra del capital frente a un enemigo “irregular” o “indeterminado”? que 
puede estar esparcido o dispersado en las sociedades o dentro de las pobla- 
ciones. Así, el dispositivo capitalista expande sus intereses constituyendo 
una convergencia de guerras: de sexo, de raza, de subjetividades, comunica- 
cional y, por supuesto, militar,* cuando lo amerite la situación. 

Que esto pueda ser comprendido fácticamente pasa por revisar, entre 
algunos ejemplos, el estallido social de Chile en octubre de 2019 y el de Co- 
lombia desde abril de 2021. El tratamiento militar de contención a la energía 
social solo podría condensarse por medio de las guerras dentro de las pobla- 
ciones. Resultó paradigmático —además de la instrucción militar que reci- 
bieron el Ejército y la Policía para enfrentar estas nuevas guerras “en” las 


2 Puede interpretarse como un reduccionismo más en el vasto dosier de reduccionismos del capital, 
pues como afirmó en su momento Blanchot, lo impersonal no basta para garantizar el anonimato. 


3 Tal y como lo sostienen Alliez y Lazzarato (2021) hay versiones “no militares”, como durante 
la crisis de la deuda griega, donde la Troika europea (especialmente el FMI y el BCE) no tiene 
que responder ante ninguna institución democrática, ni siquiera ante ningún Estado, pero sí ante 
las instituciones financieras transnacionales que se convirtieron en el vector multiplicador de las 
guerras civiles, dejando un espectro de impotencia, desolación y sometimiento a actores vinculados 
exclusivamente al capital privado transnacional; ahogando cada vez más posibles respuestas 
democráticas que parecen no estar al nivel (en relaciones de fuerzas) que la financierización y 
la deuda como factor de poder inigualable, que dispone los consensos donde es viable alcanzar 
acuerdos, sobre todo de pagos, no sobre los factores que hacen posible la deuda y su nueva 
constitución en teología político-económica. 
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sociedades— que tanto en Chile como en Colombia se presentara el mismo 
experto (Alexis López Tapia) a instruir al estamento policial y militar contra 
la “revolución molecular”, basado en una interpretación pobrísima y desleí- 
da de la obra de Guattari, precisando a los enemigos indeterminados como 
moléculas que deben ser neutralizados por cualquier medio —tecnológico, 
militar, legal, e incluso ilegal—, pues pretenden instaurar el caos (ese sí, no 
capitalista) para alcanzar la revolución, o al menos, “una transformación 
que pone en evidencia el anacronismo de las coordenadas democrático-re- 
presentativas que se organizan en torno al Estado-nación” (Guattari, 2021, 
p. 11). La condición de contención de la máquina de guerra capitalista frente 
a estos enemigos indeterminados pasa por asumir que 


la población es el campo de batalla al interior del cual se ejercen ope- 
raciones contrainsurgentes de todo tipo que, simultánea e indiscerni- 
blemente, son militares y no militares, porque además son portadoras 
de la nueva identidad de las “guerras sangrientas” y de las “guerras 
no sangrientas” (Alliez y Lazzarato, 2021, p. 41). 


Aunada a esta instrucción, esta confrontación se expande por otros 
canales, incluso guerras, como las comunicacionales y las de subjetivación 
que intensifican el conflicto social “entre” la sociedad (entre sus integran- 
tes), lo que perfila un reducido mundo valórico entre buenos y malos, donde 
los malos son identificados casi de manera inmediata con el enemigo irre- 
gular, conductor del sabotaje que pretende inocular el caos en el flujo de la 
“máquina” capitalista, entorpeciendo y malogrando su axiomática, porque 
como sostienen Alliez y Lazzarato (2021): “el capital no es ni estructura ni 
sistema, es máquina, y máquina de guerra de la cual la economía, la política, 
la tecnología, el Estado, los medios de comunicación, etc., solo son arti- 
culaciones informadas por relaciones estratégicas” (p. 45). Esto tiene unas 
implicaciones bastante fuertes en las formas como responde esa máquina 
capitalista, que en el caso colombiano asume la forma particular de pacif1- 
cación securocrática, en la que se concentró la militarización del gobierno 
bajo la gubernamentalidad liberal de control y pacificación social que se 
viene refinando desde principios de este siglo (o desde 1999 con el Plan 
Colombia?*), y que arroja un escenario necropolítico en el que se imbrican 


4 En un documento expedido por el Departamento de Planeación Nacional y la Dirección de Justicia 
y Seguridad en septiembre de 2006, se hacía un balance exitoso, pues se manifestó que gracias 
a ese plan, Colombia había experimentado cambios significativos, sobre todo en términos de 
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y se mantienen, a toda costa, la acumulación y el monopolio del valor por 
parte del capital y la acumulación y el monopolio de la fuerza por parte del 
Estado (Alliez y Lazzarato, 2021), impulsado, entre otras, por una estrategia 
de tierra arrasada que vio en la táctica paramilitar su más preciado aliado, lo 
que permitió intercambios impensados entre uno y otro (con los actores que 
cada uno aportó). 

Hasta nuestros días, todos los días, de maneras diversas, en ruidosos 
estruendos de fusiles (en Cauca o Chocó, por ejemplo), en silenciosos des- 
tellos mediáticos que persisten en construir una matriz de opinión favorable 
a la pacificación securocrática (medios de comunicación emparentados con 
el capital privado), en reverberantes discusiones en redes sociales que hacen 
aflorar las guerras de subjetivación, en las recientes jornadas electorales a las 
que se reduce la democracia, las máquinas de guerra del capital continúan 
sin reparos, cubriendo cada dimensión de nuestra existencia, perpetuando 
una guerra probable en medio de una sociedad escindida que naufraga ante 
la mirada lustrosa del capital, sin que haya claridad frente a las formas de 
confrontación que permitan desidentificar subjetividades políticas —indivi- 
duales y colectivas— del juego electoral, de la disciplinarización y el con- 
trol de los dispositivos securitarios (desde lo militar a lo financiero) y lleven 
esa confrontación a todos los niveles posibles, puesto que ya que no se trata 
solo de la resistencia frente a, sino que “atañe también y sobre todo a la 
creación de una multiplicidad de funcionamientos alternativos” (Guattarl, 
2019, p. 52). 


NOTA (IN)CONCLUSA 


Las guerras y el collage capitalista, ensamblados en medio de la ido- 
latría por el mercado, es decir, la incuestionabilidad sobre sus supuestos 
fundamentos y las prácticas derivadas de estos, permitirían plantear, para- 
fraseando a Wittgenstein, que los límites del mercado son los límites de la 
existencia, que componen, descomponen y recomponen la vida en su totali- 


reducción de violencia y recuperación de la seguridad, basados “en un aumento en el control del 
territorio gracias a la presencia de la Fuerza Pública (Ejército, Fuerza Aérea, Armada y Policía) 
en la totalidad de los cascos urbanos de los municipios colombianos [...] lo que produjo un 
crecimiento económico cercano al 5 %”. Acá queda claro cómo la pacificación securocrática sirve 
a los intereses del capital privado trasnacional, sin que importe si las condiciones de existencia 
de muchas comunidades se hayan visto afectadas de manera negativa, ya que no aparecen otros 
indicadores que se enfoquen en asuntos más allá de reducción de violencia, recuperación de la 
seguridad y crecimiento económico. 
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dad mediante la barbarie y la desmesura en que la limitación del mercado se 
enfunda en los atavíos de la financiarización y la expansión de las guerras, 
ya no como evento que irrumpe de manera esporádica para alterar el buen 
orden, sino como una sorda permanencia, insistente, ubicua, que entrampa 
su propia condición de posibilidad y deja a los cuerpos que lo padecen in- 
sensibles a sus efectos y afectos; no en vano: “el mercado es, en este aspecto, 
una forma genial de marcado, de marcaje y acoso mucho más eficaz que 
el añejo y paternal Estado, que al fin y al cabo siempre estaba al borde del 
ridículo en sus gestos autoritarios” (Castro, 2011, p. 26). 

No se puede perder de vista, porque el mercado no es neutral, ni su 
función primordial es la asignación de recursos de manera eficiente, ni la 
circulación de información que puede ser puesta en conexión para maximi- 
zar el propio beneficio, entre otras, sino que hoy opera como un sofisticado 
dispositivo de sujeción identitaria que logra una fidelización de los sujetos 
a la máquina de guerra capitalista, o en palabras de Érik Bordeleau (2018): 
“El sujeto debe permanecer privado en todo momento. Devenir un socio 
del orden establecido” (p. 32) para seguir contribuyendo a la consolidación del 
orden impuesto mediante la actualización vertiginosa del collage capitalista 
que permite desplegar sus flujos bajo diferentes capas y fisonomías. 

Collage capitalista que se renueva cada vez que derriba los límites 
que aparecen después de cada empresa de acumulación, basado en la guber- 
namentalidad como biopolítica —por ello como exceso de gobierno sobre la 
vida (Foucault, 2007)— y como guerra civil permanente, como contínuum 
que repele cualquier insurrección o efecto de ruptura, que va de lo subjetivo 
(la producción de subjetividad es simultáneamente la primera de las produe- 
ciones capitalistas y una de las más importantes modalidades de la guerra 
(Alliez y Lazzarato, 2021)) a lo societal, intentando configurar una sujeción 
colectiva sin demasiadas fricciones al orden del capital. El collage capita- 
lista no funge como totalidad o absoluto, sino como fractalidad recurren- 
te, un trastocar vertiginoso, un vodevil de furia y poder, de insaciabilidad 
de acumulación bajo la norma ineludible de la competencia. Una mirada a 
contrapelo —contrahistoria— de las guerras, “no la guerra ideal de los filó- 
sofos, sino las guerras que causan estragos “al interior de los mecanismos 
de poder” y que constituyen “el motor secreto de las instituciones”” (Alliez 
y Lazzarato, 2021, p. 430), puede darnos una mejor posición frente a lo que 
viene, otorgándole la razón a Fernández Savater y su repuesta sobre repen- 
sar la guerra: “Aprender a mirar el mundo estratégicamente”. 
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Resumo 


O presente trabalho tem como tema a problematizagáo da teoria do- 
minante dos direitos humanos a partir das epistemologias do Sul. 
Objetiva-se indicar as potencialidades decoloniais do Novo Consti- 
tucionalismo latino-americano com vistas nas lutas por direitos de 
povos subalternizados. Tal empenho afirma a importáncia dos pro- 
cessos históricos e textos de direitos humanos, como também provoca 
reflex0es sobre a hegemonia colonial-patriarcal diante de realidades 
profundamente diversificadas. Para a sua realizagáo, vale-se de uma 
pesquisa teórica interdisciplinar, qualitativa, de análise de conteúdo, 
possibilitando uma compreensáo decolonial da problemática a partir 
da abordagem hipotético-dedutiva. Opta-se pela utilizagáo do termo 
decolonial, e náo descolonial, compreendendo que o termo representa 
uma resisténcia epistemológica, prática e política a partir de condu- 
tas insurgentes para promover propostas plurais. Afirma-se algumas 
concepcóes sobre colonialidade dos direitos humanos, analisando a 
sua limitagáo para o alcance de particularidades e pluriversidades de 
vidas subalternas, nas perspectivas que contemplem os discursos das 
lutas por direitos da forma como sáo praticados em diversas lutas 
por descolonizacáo. Nesse sentido, potencializa-se a promogáo de 
novas culturas de direitos humanos pautadas na pluralidade de an- 
seios legítimos pela dignidade. Propicia-se elementos significativos 
para avancos nos debates que visam a consolidacáo de resisténcias 
diante dos fenómenos da colonialidade e da modernidade eurocéntri- 
cas. A partir das epistemologias do Sul, demonstra-se o desvelamento 
das relagóes de poder que se valem das categorias de raga e género, 
fortalecendo-se novas epistemologias e paradigmas decolonizagáo e 
despatriarcalizacáo da sociedade. 


Palavras-chave: Direitos Humanos, decolonialidade, Epistemolo- 
gias do Sul, novo constitucionalismo latino-americano. 


Resumen 


El presente trabajo tiene como tema la problematización de la teo- 
ría dominante de los derechos humanos desde las epistemologías del 
Sur. El objetivo es indicar las potencialidades decoloniales del Nue- 
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vo Constitucionalismo Latinoamericano con relación a las luchas por 
los derechos de los pueblos subalternizados. Tal esfuerzo afirma la 
importancia de los procesos históricos y los textos de derechos huma- 
nos, así como provoca reflexiones sobre la hegemonía colonial-pa- 
triarcal frente a realidades profundamente diversas. Para su realiza- 
ción se utiliza una investigación teórica interdisciplinar, cualitativa, 
de análisis de contenido, que permite una comprensión decolonial del 
problema desde el enfoque hipotético-deductivo. Se opta por el uso 
del término decolonial y no descolonial, entendiendo que el término 
representa una resistencia epistemológica, práctica y política basa- 
da en conductas insurgentes para promover propuestas plurales. Se 
afirman algunas concepciones sobre la colonialidad de los derechos 
humanos, analizando su limitación para alcanzar a las particularida- 
des y pluriversidades de las vidas subalternas, en las perspectivas que 
contemplan el discurso de las luchas por los derechos, tal como se 
practican en diversas luchas por la descolonización. En este sentido, 
se intenta volver más fuerte la promoción de nuevas culturas de dere- 
chos humanos basadas en la pluralidad de los anhelos legítimos por la 
dignidad y se aportan elementos significativos para realizar avances 
en los debates encaminados a consolidar las resistencias frente a la 
colonialidad y la modernidad eurocéntricas. Desde las epistemologías 
del Sur, se demuestra el desvelamiento de las relaciones de poder que 
se valen de las categorías de raza y género, para fortalecer las nuevas 
epistemologías y paradigmas de la decolonización y la despatriariza- 
ción de la sociedad. 


Palabras clave: Derechos Humanos, decolonialidad, epistemologías 
del Sur, Nuevo Constitucionalismo Latinoamericano. 


Abstract 


The present work proposes a problematization of the dominant theory 
of human rights from the epistemologies of the South. It aims to in- 
dicate the decolonial potential of the New Latin American Consti- 
tutionalism with a view to the fights for the rights of subalternized 
peoples. Such commitment affirms the importance of historical pro- 
cesses and human rights texts, as well as provokes reflections on co- 
lonial-patriarchal hegemony in the face of deeply diversified realities. 
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For realization an interdisciplinary theoretical research, qualitative, 
of content analysis, enables a decolonial understanding of the pro- 
blem from the hypothetical-deductive approach. Choses the use the 
term decolonial, rather than decolonial, understanding that the term 
represents an epistemological, practical and political resistance from 
insurgent behaviors to promote plural proposals. Some conceptions 
of human rights coloniality are affirmed, analyzing their limitation 
to the scope of particularities and pluriversities of subordinate lives, 
in perspectives that contemplate the discourses of struggles for ri- 
ghts as they are practiced in various struggles for decolonization. In 
this sense, the promotion of new cultures of human rights based on 
the plurality of legitimate desires for dignity is enhanced. It provides 
significant elements for advances in debates aimed at consolidating 
resistance to the phenomena of Eurocentric coloniality and moder- 
nity. From the epistemologies of the South, the unveiling of power 
relations that use the categories of race and gender is demonstrated, 
strengthening new epistemologies and paradigms for the decoloniza- 
tion and depatriarchy of society. 


Keys-words: Human Rights, Decoloniality, Epistemologies of the 
South, New Latin American Constitutionalism. 
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INTRODUGAO 


O presente artigo tem como tema a problematizacáo decolonial da 
teoria dominante dos direitos humanos. Planeja-se evidenciar tais críticas a 
partir das epistemologias do Sul em um diálogo com os processos de luta e 
afirmagáo do Novo Constitucionalismo Latino-Americano. 

Para a realizagáo da escrita valeu-se de uma perspectiva transdisci- 
plinar de pesquisa teórica, com cunho qualitativo, do tipo análise de con- 
teúdo, possibilitando, a partir de uma abordagem hipotético-dedutiva, uma 
compreensáo crítica decolonial. Tém-se, a partir das epistemologias do Sul, 
reflexdes críticas sobre as relages de dominagáo das lógicas europeizadas 
dos sujeitos de direitos que, apreendidas como universais, náo abarcam uma 
pluralidade imensa de reivindicacóes de sujeitos e grupos subalternizados. 

O trabalho estrutura-se em quatro partes: primeiramente apresenta-se 
algumas questóes sobre a colonialidade dos direitos humanos questionan- 
do as supremacias de cor, género e classe escoradas na sua cultura domi- 
nante Euro-USA-centrada (Walsh, 2018). No segundo momento passa-se a 
exposigáo das epistemologias do Sul e suas ferramentas que possibilitam a 
identificacáo das barreiras coloniais do conhecimento e da institucionali- 
zagáo de direitos sob o modelo positivista europeu a partir da legitimagáo de 
demandas plurais por emancipacáo. Passa-se, a exposigáo de alguns pontos 
relevantes sobre o Novo-Constitucionalismo Latino-Americano e, por fim, 
a afirmacáo das suas potencialidades frente as reivindicacóes das lutas dos 
grupos subalternizados do Sul Global. 

A perspectiva decolonial, como defendida por Catherine Walsh 
(2009), representa muito mais do que possiblidades de reverter a colonia- 
lidade, mas uma real possibilidade de resisténcia epistemológica, prática e 
política a partir de condutas insurgentes e promover propostas plurais. 

É importante ressaltar que todo estudo que se propúe a construir ou 
retomar contextualizacóes históricas pode acabar por materializar reducio- 
nismos ou escolhas valoradas dos próprios pesquisadores em questáo. Neste 
trabalho, o cenário náo poderia ser diferente. A breve retomada histórica dos 
direitos humanos servirá apenas como base para a apresentagcáo posterior 
das discuss0es relativas ao objeto central da proposta, tendo em vista suas 
próprias limitagóes. 

Outro ponto relevante a ser mencionado, é que a referida matéria deve 
ser visualizada como um contínuo processo de (re)construgáo com génese 
na invengáo humana (Piovesan, 2018, p. 201). Os direitos humanos surgem 
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em espacgos de lutas e reivindicacóes de direitos visualizados como naturais, 
que posteriormente sáo vistos como positivos e particulares, até atingirem o 
caráter de positivos universais (Bobbio, 1992, p. 30). 

É neste contexto que as narrativas da construcáo dos direitos humanos 
remetem a teorias contratualistas e jusnaturalistas, de autoria de teóricos es- 
tadunidenses e europeus. Esses teóricos —homens brancos burgueses— se 
apresentavam como revolucionários, difusores de supostos ideais universa- 
listas, cuja caraterística seria a aplicabilidade para toda populagáo de forma 
homogénea. Na verdade, suas propostas revolucionárias eram limitadas e 
excludentes (Ramos, 2020, p. 47). 

Esses raciocínios ainda podem ser vislumbrados na contemporanei- 
dade em se tratando de relacóes sociojurídicas dos sujeitos internacionais, 
pois a estruturagáo do Direito Internacional e dos Direitos Humanos res- 
gatam, em alguma medida, a narrativa histórica da modernidade —criada 
por um único padráo de sujeito de direito—. Por conseguinte, essa acepgáo 
clássica acaba por desconsiderar novas identidades e pluralidades dentro da 
comunidade internacional. 

É dando énfase para o potencial emancipatório das reivindicacóes dos 
sujeitos subalternos que as epistemologias do Sul reivindicam a legitimi- 
dade dos saberes produzidos a partir das diversas resisténcias de “grupos 
sociais que tém sido sistematicamente vítimas da injustiga, da opressáo e 
das destruigóes causadas pelo capitalismo, pelo colonialismo e pelo patriar- 
cado” (Santos, 2019, p. 16).' 

A interpretagáo e aplicagáo dos Direitos Humanos e Fundamentais, 
e de sua tutela, náo pode ser somente pela via Norte. O desvelamento da 
coloniadade dos direitos humanos e o reconhecimento de que o discurso 
dominante propagado náo é universal, completo e absoluto abre espago para 
desestruturagáo das permanéncias das supremacias de cor, género e classe. 


DIREITOS HUMANOS E PERSPECTIVA DECOLONIAL 


A dominagáo epistemológica ocidental é seguimento de um proces- 
so histórico eurocentrado que, a partir da invencáo do paradigma da mo- 


1 Entende-se as limitagóes do autor em termos de geopolítica do conhecimento. Assim como se 
reconhece possíveis críticas direcionadas as suas teorias. Entretanto, para os objetivos do presente 
trabalho, considerar-se-á sua tese das epistemologias do Sul em diálogo com autores efetivamente 
decoloniais para se tratar da realidade do Novo Constitucionalismo Latino-Americano e das expe- 
riéncias subalternizadas da América Latina. 
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dernidade (Dussel, 2005), triunfa apoiada na dominagáo económica, por 
meio do modelo capitalista de produgáo, normativa, assente no positivismo 
jurídico europeu e etnoracial (Grosfoguel, 2012), tendo a ideia de “raga” 
como padráo para classificagáo e hierarquizacáo universal dos indivíduos 
(Quijano, 2002). Éa partir do desvelamento dessas faces da modernidade 
que o pensamento decolonial e as epistemologias do Sul propiciam o redi- 
mensionamento da narrativa dominante da matéria dos direitos humanos, a 
qual desobedece e val além do recorte imposto para as minorias jurídicas 
do Sul —comunidades tradicionais, populagdes indígenas, negras e negros, 
mulheres etc.—. 

A perspectiva hegemónica dos direitos humanos se constrói a partir 
de realidades exclusivamente Euro-USA-centradas (Walsh, 2018) e descon- 
sidera a experiéncia dos povos subalternizados do Sul global e a validade (e 
a existéncia) das suas lutas pela descolonizagáo. O sistema internacional de 
protegáo de direitos humanos, assim reconhecido como ordem dominante 
imposta, aponta para o reconhecimento da colonialidade dos Direitos Hu- 
manos, como articulado por Nelson Maldonado-Torres (2019), despertando 
questionamentos acerca da invencáo dos direitos humanos. É fundamental 
localizar sua invengáo dentro de um contexto histórico-cultural específico: a 
historicizagáo de uma história europeia produtora de linhas divisórias funda- 
mentais para a compreensáo do mundo tal qual se apresenta hoje, a linha se- 
cular da modernidade e a linha da colonialidade (Maldonado-Torres, 2019), 
ou as linhas abissais (Santos, 2019). 

A historicidade europeia dos direitos humanos, difundida como neu- 
tra e universal, invisibiliza as experiéncias e lutas descoloniais por dignida- 
de e direitos, uma vez que “o discurso dos direitos humanos do século xx 
procurou responder a um conjunto de problemas convenientemente delimi- 
tados que a modernidade ocidental tinha criado” (Maldonado-Torres, 2019, 
p. 101). É nesse sentido que o surgimento da Organizacáo das Nacóes Uni- 
das e da Ordem Internacional de Direitos Humanos, aparece como resposta 
a um problema específico: o fascismo do século xIx, que colocara em xeque 
a ordem da civilizagáo ocidental hegemónica. 


Trata-se, primeiro e principalmente, da expressáo de um acordo in- 
ternacional relativo a um número mínimo de normas para um tipo de 
convivéncia que evitaria Os excessos vividos durante a Segunda Gue- 
rra Mundial. O que normalmente se esquece nesse contexto é que, 
enquanto as poténcias europeias, os EUA e vários outros países se 
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envolviam na luta com ou contra Hitler, outros territórios e coloniais 
debatiam-se pela descolonizacáo (Maldonado-Torres, 2019, p. 103). 


A cultura dominante dos direitos humanos fora criada e nivelada a 
construgáo do Estado-nagáo em conjunto com a perspectiva hegemónica da 
comunidade internacional ocidentalizada. Dessa forma, a base epistemoló- 
gica do sujeito de direitos se dá por assimilagáo do sujeito homem, branco, 
heterossexual e, pertencente ao seu Estado-nagáo, portanto, cidadáo. A es- 
pecificagáo de quais indivíduos devem ser considerados e protegidos sob o 
espectro desses direitos funciona também como uma espécie de “anestesia 
as violéncias sobre determinados corpos” (Pires, 2020, p. 308). Sob essa óti- 
ca universal ocidental, salvaguardam-se os interesses do homem europeu 
branco e fazendo com que o “sofrimento dos europeus brancos e seus des- 
cendentes é visto como mais angustiante do que o sofrimento de outros po- 
vos” (Maldonado-Torres, 2019, p. 107). 

A ordem da modernidade/colonialidade dos direitos humanos deve 
assim ser reconhecida náo como uma lógica que exclui, mas que, operada 
nos esquemas das linhas abissais (Santos, 2007), passa a ser percebida como 
uma linha de condenagáo Maldonado-Torres, 2019). Condenagáo essa que 
diz respeito a linha de cor e de outras formas de categorizagáo dos seres infe- 
riorizados, dotados á uma “zona de condenagáo abaixo das zonas de existén- 
cia (facticidade) e náo-existéncia (liberdade) onde a humanidade se define” 
(Maldonado-Torres, 2019, p. 97), que os posiciona em um lugar muito dis- 
tante da ideia de “Homem” ultimada nos textos históricos sendo, portanto, 
totalmente inidentificável dentro da teoria dominante dos direitos humanos. 

Para Herrera (2009) os fundamentos ideológicos e culturais ocidentais 
dos direitos humanos hegemónicos passam a ser negados pelo invólucro do 
conhecimento jurídico e do cientificismo racional hegemónico e náo devem 
permanecer ocultos. Colocar os direitos humanos em seu contexto concreto 
e ocidental auxilia na percepcáo dos desafios que se encontram na práxis 
e na aplicabilidade desses direitos. Para o autor, esse ponto deve ser com- 
preendido diante de uma real incapacidade protetiva que passa por falta de 
meios económicos para aplicagáo da norma, de vontade política e de políti- 
cas públicas, da incompatibilidade de coordenadas sociais e culturais, dentre 
outras “raz0es que apelam a uma tradigáo considerada intocável” (Herrera, 
2009, p. 39). 

A colonialidade dos direitos humanos se assenta, nesse sentido, no 
fato de que estes permanecem seriamente desligados da reivindicagáo de 
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descolonizagáo. A idela de dignidade humana professada pelos paradigmas 
dos direitos humanos somente se concebe dentro de realidades ocidentais e 
hegemónicas. A linguagem assumida nesses parámetros representa também 
a opressáo histórica do lado dominado da linha abissal, quando se reconhe- 
ce uma pluralidade de possibilidades de interpretagOes e reivindicacóes de 
dignidade humana diante de violéncias e sofrimento humano que escapam 
da visáo hegemónica (Santos 4 Martins, 2019). 

Compreender as conformacóes históricas, culturais dos conceitos é 
imprescindível para que se assimile as opressdes e hierarquias das quais sáo 
formadas. Encontrar possibilidades de lutas contra hegemónicas no ámbito 
dos direitos humanos requer uma percepcáo sobre as suas intencionalidades 
e ideologías que, por mais que revertidas de um ideal de protegáo integral, 
terminam por reproduzir a colonialidade “que desumaniza todos aqueles que 
fogem a condigáo de sujeito de direitos humanos e da constatacáo de que as 
grandes declaragóes de direitos cumpriram o papel de manutencáo e legiti- 
macáo dessa mesma ordem” (Pires, 2020, p. 306). 

Evidenciando-se que os direitos humanos estáo fundados sobre essa 
lógica binária colonial, que é extremamente limitada no que concerne ao 
alcance de particularidades e pluriversidades subalternizadas, abre-se es- 
paco para que se voltem olhares para a forma que os discursos das lutas 
por direitos sáo transcritos e colocados em prática por “grupos nas suas lu- 
tas pela descolonizacáo” (Maldonado-Torres, 2019, p. 108). É nesse sentido 
que a perspectiva decolonial e as epistemologias do Sul voltam seus olhares 
para os movimentos e conhecimentos subalternizados pela linha abissal. As 
realidades dos povos colonizados retratam lutas desde os primórdios da co- 
lonizagáo, carregando consigo saberes próprios e plurais sobre liberdade e 
emancipacáo. 


Por meio dessa tradicáo, as lutas de libertacáo latino-americanas po- 
dem falar em direitos humanos sem assumir á forga as matrizes euro- 
céntricas, monoculturais, individuais e burguesas. Desde as próprias 
circunstáncias sócio-históricas da América Latina, a luta pela digni- 
dade humana adquiriu um sentido pluriétnico, pluricultural, comuni- 
tário e popular; a partir dessas características, Os direitos das pessoas 
tém sido pensados desde as classes sociais mais desfavorecidas, desde 
baixo e em contextos específicos, evitando assim a formulacáo de abs- 
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tragóes a respeito do ser humano ou de um formalismo que oculta e 
falseia aspectos da realidade (tradugáo livre)? (Martínez, 2011, p. 18). 


A despeito da arbitrariedade ocidental pela invisibilizacáo das lutas dos 
povos oprimidos contra os processos de colonizacóes, decolonizar os direitos 
humanos perpassa por reconhecé-los, antes da sua teoria Euro-USA-centrada, 
como um espaco de construgáo e luta social (Herrera, 2009, p. 109). Esse es- 
paco deve estar aberto para que se operem diálogos de saberes e experiéncias 
de resisténcia múltiplas em constantes processos de reconstrugdes epistemo- 
lógicas, construgdes cognitivas coletivas complementares de nocóes de digni- 
dades humanas plurais e um profundo respeito mútuo. 


AS EPISTEMOLOGIAS DO SUL 


A práxis decolonial das epistemologias do Sul fundamenta-se em crí- 
ticas ao pensamento universalizante eurocentrado e no desvelamento das 
barreiras coloniais do conhecimento objetivando, no plano dos direitos, po- 
tencializar a institucionalizagáo de demandas plurais de reconhecimento e 
mudangas sociais profundas (Lisbóa, 2018a). 

As epistemologias do Sul referem-se a produgáo e a validagáo de con- 
hecimentos ancorados nas experiéncias de resisténcia de todos os grupos 
socials que tém sido sistematicamente vítimas da injustiga, da opressáo e das 
destruig0es causadas pelo capitalismo, pelo colonialismo e pelo patriarcado 
(Santos, 2019, loc. 218). 

A partir do reconhecimento da colonialidade como (re)produtora das 
linhas abissais que marcam divisdes de mundo entre dominados e domi- 
nadores, desvelam-se essas as linhas invisíveis e mutáveis que separam os 
sujeitos modernos europeizados daqueles outros náo-sujeitos. As epistemo- 
logias do Sul convocam os saberes subalternizados a se rebelarem contra 
essas linhas dialógicas (espirituais, verbais, invisíveis) que determinam que 
“tudo o que é válido, normal ou ético no lado metropolitano náo se aplica no 
lado colonial da linha” (Santos € Mendes, 2018, p. 16). 


2 No original, em espanhol: “a través de esta tradición las luchas de liberación latinoamericanas 
pueden hablar de derechos humanos sin asumir forzosamente sus matrices eurocéntricas, 
monocultural, individual y burguesa. Desde las propias circunstancias sociohistóricas de América 
Latina, la lucha por la dignidad humana ha adquirido un sentido pluriétnico, pluricultural, 
comunitario y popular; a partir de estas características, los derechos de las personas se han pensado 
desde las clases sociales más desfavorecidas, desde abajo, y en contextos concretos, evitando así 
la formulación de abstracciones respecto al ser humano o de un formalismo que oculta aspectos de 
la realidad y la falsea” (Martínez, 2011, p. 118). 
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O referido reconhecimento, náo é somente um chamado, mas sim 
uma proposigáo de ferramentas e espagos de diálogos plurais de forma que 
se possibilite articulagdes de grupos e indivíduos contra as mais diversas 
formas de opressóes. 

As epistemologias do Sul langam máo de instrumentos para a per- 
cepcgáo da invengáo da modernidade e seu outro lado oculto da dominagáo 
dos territórios e corpos colonizados. Náo se apresentando como um novo 
pensamento universalizante ou capaz de produzir novas verdades absolutas, 
um dos objetivos maiores é redimensionar a modernidade (Mignolo, 2010) 
e reconhecer a diversidade de vidas e saberes que tém sido subalternizados 
pela colonialidade (Quijano, 2005). 

Tais instrumentos sáo compostos primeiramente pela sociologia das 
auséncias (Santos, 2019), como uma operacáo de identificagáo da realidade 
conhecimentos que foram invisibilizados. Esse processo passa por “transfor- 
mar sujeitos ausentes em sujeitos presentes como condigáo imprescindível 
para identificar e validar conhecimentos que podem contribuir para reinventar 
a emancipacáo e a libertagáo sociais” (Santos, 2019, loc. 256), servindo, assim, 
ao resgate de saberes que foram descartados, tachados de selvagens e inferio- 
res pelo colonialismo e racismo epistémico (Grosfoguel, 2016). 

Com a sociologia das emergéncias intenciona-se superar os obstácu- 
los abissais a partir das poténcias alternativas e coletivas de saberes e lutas. 
Destacam-se manifestag0es de outras formas de ver e conhecer o mundo, 
daquilo que náo foi aniquilado pela colonizagáo e segue como forma de 
resisténcia cotidiana. As emergéncias sáo possibilidades cognitivas e subje- 
tivas de outros lugares de enunciagáo e experiéncia (Santos, 2019). 

Náo se pode conceber que a experiéncia tenha um status inferior 
como o fez o cientificismo europeu, a partir dos corpos reúne-se tudo que a 
ciéncia tentou dividir. Juntas as sociologías das auséncias e das emergéncias 
buscam a “desmonumentalizacáo do conhecimento escrito” (Santos, 2019, 
loc. 156), o reconhecimento dos saberes corpóreos e a valorizagáo da expe- 
riéncia. Sáo um levante contra a colonialidade dos saberes (Mignolo, 2010) 
e um profundo processo de dissidéncias. 

Reconhecendo-se as poténcias alternativas de articulagáo de culturas 
e conhecimentos a ecologia dos saberes aparece como uma outra ferramenta 
das epistemologias do Sul. A partir dela tem-se a consolidagáo de conhec1- 
mentos válidos, legítimos, plurais e contra hegemónicos que formam uma 
forga enorme subversiva ao império cognitivo (Santos, 2019). 

A ecologia dos saberes reivindica a enunciagáo de conhecimentos 
corpóreos e situados em contextos e práticas específicas que náo podem ser 
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enumerados pela linguagem científica hegemónica. Por isso se langa máo de 
outro instrumento, a traducáo intercultural. 


A ecologia de saberes e a tradugáo intercultural sáo as ferramentas 
que convertem a diversidade de saberes tornada visível pela socio- 
logia das auséncias e pela sociologia das emergéncias num recurso 
capacitador que, ao possibilitar uma inteligibilidade ampliada de con- 
textos de opressáo e resisténcia, permite articulacdes mais abrangen- 
tes e mais profundas entre lutas que reúnem as várias dimensóes ou 
tipos de dominagáo de modos diferentes (Santos, 2019, loc. 919). 


Trata-se de movimentos plurais e recíprocos que instigam a cons- 
trugáo de conhecimentos e aprendizagens de forma mútua e com base nas 
experiéncias de vida e luta. A partir dessa relagáo entre as diversas culturas 
náo se procura construir equivaléncias exatas, pelo contrário, antes, recon- 
hece-se a impossibilidade de tradugóes linguísticas, uma vez que a experién- 
cia ultrapassa a capacidade cognitiva. Essa ferramenta aborda e possibilita a 
convivéncia com as diferengas e contradig0es ao mesmo passo que permite 
a articulagáo de diferes grupos sociais, fortalecendo lutas e contribuindo 
“para transformar a diversidade epistemológica e cultural do mundo num 
fator favorável e capacitador” (Santos, 2019, loc. 927). 

Por último, a ferramenta que consuma o trabalho das epistemologias 
do Sul é a artesania das práticas. Esta “consiste no desenho e na validagáo 
das práticas de luta e de resisténcia” (Santos, 2019, loc. 971) uma vez que 
cria condigóes para prática e aplicagáo dos conhecimentos, intervindo e 
transformando realidades. 

As epistemologias do Sul potencializam a procura ativa de alternati- 
vas e perspectivas decoloniais de se recriar o mundo para além da colonia- 
lidade (Santos, 2019, loc. 1758). Para o Direito, isso significa ver a impor- 
táncia e a expressividade dos movimentos contra hegemónicos que buscam 
formas alternativas de institucionalizar suas reivindicagóes. 

As dissidéncias latino-americanas despontam a partir da necessidade 
de se pensar o direito para além do indivíduo, reivindicando novos concel- 
tos de solidariedade e natureza. A possibilidade de adequagáo dos direitos 
humanos ás necessidades decoloniais se encontra no que Boaventura San- 
tos chama de “cosmopolitismo Subalterno” (Santos, 2007, p. 11). A partir 
das epistemologias do Sul e munido de propósitos decoloniais, se conduz 
a construgáo de uma cultura e prática de direitos humanos a partir Sul Glo- 
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bal em diregáo ao contexto internacional, privilegiando-se a horizontalidade 
mútua dos conhecimentos e das práticas. 


O NOovO CONSTITUCIONALISMO LATINO-AMERICANO 


O movimento denominado como Novo Constitucionalismo La- 
tino-Americano* surgiu em meados dos anos setenta, buscando um novo 
paradigma democrático, cuja pretensáo era de reformular as estruturas dos 
Estados (Pastor 8 Dalmau, 2010, p. 2). 

Como resultado, novos caminhos e novas perspectivas foram sur- 
gindo, tendo em vista a grande complexidade social de suas propostas e 
elementos (Lisbóa, 2018b). Os elementos centrais, principalmente na gé- 
nese desses movimentos, sáo: as participagdes populares nas Constituintes; 
fundamentos de legitimidade com maior teor democrático; questionamentos 
direcionados aos processos de colonizagáo e as relag0es sociais na América 
Latina (Pastor € Dalmau, 2010, pp. 3-5); biocentrismo; ecologia profunda; 
cosmovisóes (Corréa 8 Streck, 2014, p. 144); multiface do corpo social; 
sociodiversidade e biodiversidade (Melo, 2013, p. 79); busca e resgate de 
novas formas de conhecimento para povos historicamente excluídos (Bran- 
dáo, 2013, p. 14). 

A proposta foi de reformular a construgáo da Teoria Geral do Estado, 
Teoria da Constituicáo e da Filosofia do Direito (Ordóñez, 2016) de maneira 
que o projeto náo se negasse a reafirmar as particularidades e singularidades 
regionais dos países latino-americanos (Corréa  Streck, 2014, pp. 131-133). 
O objetivo, portanto, é de romper com o favorecimento do direito coloni- 
zador, o qual ignora, propositalmente, a populacáo nativa, para reconhecer 
as experiéncias marginalizadas que náo foram reconhecidas na legalidade 
oficial (Wolkmer, 2008, p. 29). 


3 O Novo Constitucionalismo Latino-Americano apresenta diversas denominacóes, algumas de- 
las sáo apresentadas por Brandáo (2013, p. 13): 1) Novo Constitucionalismo Latino-Americano; 
2) Constitucionalismo Mestico; 3) Constitucionalismo Andino; 4) Neoconstitucionalismo Trans- 
formador; 5) Constitucionalismo do Sul; 6) Constitucionalismo Pluralista; 7) Constitucionalis- 
mo Experimental ou Constitucionalismo Transformador; 8) Constitucionalismo Plurinacional e 
Democracia consensual plural do Novo Constitucionalismo Latino-Americano ou Novo Constitucio- 
nalismo Indo-afro-latinoamericano; 9) Constitucionalismo Pluralista Intercultural; 10) Constituciona- 
lismo Indígena; 11) Constitucionalismo Plurinacional Comunitário; 12) O Novo Constitucionalismo 
Indigenista e 13) Constitucionalismo da Diversidade. No Brasil, a terminologia de Novo Consti- 
tucionalismo Latino-Americano é usada para representacáo desse movimento com seus elementos 
centrais. 
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Esses elementos centrais se apresentam como reagóes as instituigdes 
e conceitos jurídicos eurocéntricos baseados nas dicotomias capitalistas mo- 
dernas (homem/natureza, sujeito/objeto, público/privado), que acabam por 
minar, excluir, padronizar, pensamentos que podem propor novas alternati- 
vas sociojurídicas (Bernardes, 2017, p. 24). Cabe destacar que os pensamen- 
tos intrínsecos as dicotomias capitalistas, geraram como resultado projetos 
vinculados a Teoria Geral do Estado clássica, cujas estruturas se baselam 
nas vis0es universalistas e unitárias de povo, território e governo (Barbo- 
sa 8 Teixeira, 2017, p. 1119), representacdes estas apegadas a monocultu- 
ra universal negadora da diversidade sociojurídica (Lixa dz Ferrazzo, 2015, 
p. 133). Barbosa e Teixeira demonstram essa relagáo: 


O direito, como sistema social que é, reflete o contexto de coloniali- 
dade, porque cria direitos e obrigacóes comprometidos com uma de- 
terminada visáo de mundo e de sociedade. Por isso, na narrativa 
consagrada pela Modernidade, o constitucionalismo representou a 
afirmagáo e legitimagáo de padróes eurocéntricos e valores liberais 
burgueses com a consequente exclusáo de grupos e sujeitos que náo 
se encaixam no perfil do homem branco europeu capitalista (Barbosa 
á Teixeira, 2017, p. 1118). 


O Novo Constitucionalismo Latino-Americano apresentou novas pro- 
postas de Constituig0es, reconhecendo os seus efeitos como fontes de ex- 
periéncias descolonizadoras e de novas práticas e hermenéuticas na concre- 
tizagáo desses novos compromissos desafiadores (Lixa éz Ferrazzo, 2015, 
p. 148) para romper com as ideias e valores de origem Euro-USA-centrada, 
Os quais impunham o seu poder com o intuito de conservagáo da dependén- 
cia dos Estados colonizados (Wolkmer, 2010, p. 147). 

Em termos de positivagáo, as Constituig0es reconhecidamente inaugu- 
rais do Novo Constitucionalismo sáo da: Colómbia (1991), Argentina (1994), 
Venezuela (1999), Equador (2008) e Bolívia (2009) (Gargarella, 2015, p. 169), 
sendo as duas últimas mais inovadoras frente ao Estado moderno clássico, 
pois buscaram construir um Estado Plurinacional, ou seja, aquele supere as 
próprias convencóes territoriais padronizadas, que podem representar diversas 
nacóes, interesses e cultura (Almeida $2 Aguado, 2017, p. 231). 

Por se pretenderem efetivar extenso rol de garantias e direitos, essas 
Constituigóes acabam por ser extensas, robustas e ampliadas (Gargarella. 
2015, p. 171), na medida que buscavam a aproximagáo com um constitucio- 
nalismo dirigente. Contudo, reitera-se que os pontos em comum das Cons- 
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tituigdes do Novo Constitucionalismo náo permitem qualquer afirmagáo de 
homogeneidade entre elas. 

Raquel Fajardo (2011) apresenta o Novo Constitucionalismo em trés 
ciclos: constitucionalismo multicultural (1982-1988); constitucionalismo plu- 
ricultural (1989-2005); constitucionalismo plurinacional (2006-2009) (p. 140). 

O primeiro ciclo surge com o reconhecimento da diversidade cultural, 
sendo intimamente ligado com as questóes e direitos indígenas (Fajardo, 
2011, p. 140). No segundo ciclo, o debate era deslocado para as caracterís- 
ticas na construgáo do Estado, sendo o maior destaque para o pluralismo 
jurídico (Fajardo, 2011, p. 142), entendido como concepeóes filosóficas com 
interdependéncia de realidades e princípios, assim como múltiplas fontes 
(Wolkmer, 1994, p. 158). Por fim, o terceiro ciclo traz a mencionada ideia do 
Estado Plurinacional. 

O eixo central do Novo Constitucionalismo é (re)afirmar a plurali- 
dade e romper com o padráo da normatividade hegemónica. Esse padráo 
normatizado náo permite diferenca. Portanto, a principal alteracáo paradig- 
mática no campo jurídico, é de se reconhecer as diferengas independente de 
qualquer padráo existente, cuja consequéncia é (re)valorizar as diversidades 
ofuscadas pelas narrativas hegemónicas. 

Neste contexto, os conhecimentos que em algum momento foram in- 
viabilizados ganham centralidade, pois permitem que grupos representantes 
destes conhecimentos se tornem atores sociais ativos, incorporados a esses 
novos processos (Almeida $£z Aguado, 2017, p. 229). Como consequéncia, as 
próprias constituintes se fundamentavam ainda mais, dado que a construgáo 
democrática das Constituig0es resultava em textos mais próximos da reali- 
dade latina, além de descontruir as concepgóes eurocéntricas: 


As cartas constitucionais sáo mais amplas, complexas e detalhadas, 
radicadas na realidade histórico-cultural de cada país e, portanto, de- 
claradamente comprometidas com os processos de descolonizacáo. 
Ao mesmo tempo, as novas Constituigóes conjugam a integragáo in- 
ternacional á “redescoberta” de valores, tradigóes e estruturas locais 
e peculiares e estimulam, assim, um novo modelo de integracáo lati- 
no-americana, de conteúdo marcadamente social, que supera o isola- 
cionismo intercontinental de origem colonial e enfatiza a solidarieda- 
de neste novo contexto da integracáo (Melo, 2013, p. 78). 
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O movimento do Novo Constitucionalismo Latino Americano pare- 
ce compor as características fundamentais para repensar o que Cesar Bal- 
di (2014, p. 17) chama de imaginacáo jurídica dominante, vez que alterou 
conteúdos e enunciados, reconhecendo novas formas de saberes com um 
legado ainda mais democrático (Baldi, 2014, p. 14). É uma legítima ruptura 
(Magalháes, 2016), que se apresenta como possibilidade de superagáo da 
modernidade inventada (Magalháes € Chalfun, 2015). 


AS LUTAS POR DIREITOS A PARTIR DO SUL, ROMPIMENTOS E 
POTENCIALIDADES DECOLONIAIS DO NOVO CONSTITUCIONALISMO 
LATINO-AMERICANO 


Como proposto por Boaventura Santos (2019), temas como luta e 
resisténcia social foram, e ainda sáo trabalhadas pelo cientificismo euro- 
céntrico, principalmente, com base no estruturalismo, de forma a excluir 
os sujeitos que integram tais movimentos, mantendo o foco nas estruturas 
dominantes, de forma a garantir sua manutengáo. 

O autor propde a separagáo das lutas sociais em dois tipos abstratos: 
“os que abordam as exclusóes abissais e os que abordam as exclus0es náo 
abissais” (Santos, 2019, loc. 1661). Essa interpelagáo propicia a compreensáo 
da estabilidade hegemónica dos direitos humanos a partir de movimentos 
específicos de reprodugáo e afirmagáo da universalidade dos conhecimen- 
tos, práticas e reivindicacdes levantadas por algumas lutas contextualiza- 
das no Norte global. Tal consolidagáo, como argumentado anteriormente, 
carece de recorte e reposicionamento, em termos de geopolítica do con- 
hecimento, como expressóes de resisténcia contra exclusóes e problemas 
sociais específicos de tal conjuntura. Reconhecer a intencionalidade a qual 
carrega a teoria dominante dos direitos humanos náo passa por negar sua 
releváncia, mas, antes, por reconhecer suas potencialidades, busca integrar 
conhecimentos plurais, reivindicagóes diversas e abissais de forma que res- 
ponda a busca por expansáo dos seus termos para além do recorte ditado 
pela modernidade eurocéntrica. 

“O que significa lutar contra a dominagáo do capitalismo, do colo- 
nialismo e do patriarcado?” (Santos, 2019, loc. 1673), sendo que há diversas 
alternativas ao raciocínio moderno eurocentrado em termos de luta por dig- 
nidade e direitos que se assentam em resisténcias históricas e traduzem o 
cotidiano de grupos sociais que ocupam o lado subalterno da linha abissal. 
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Incorporar uma pluralidade de possibilidades em termos de emancipagáo, 
independéncia e liberdade requer o reconhecimento de que seus conteúdos 
seráo sempre termos em disputa, bem como que “as lutas dos oprimidos 
assumem um número infinito de formas” (Santos, 2019, loc. 1684). 

Santos (2019) apresenta uma diferenciagáo entre lutas que sáo decla- 
radas e podem ser “facilmente delimitáveis no tempo e no espago” (Santos, 
2019, loc. 1689), enquanto outras se traduzem na própria forma de vida de 
sujeitos subalternizados e organizagáo de grupos. 

De modo geral, as lutas sociais sáo apoladas e dotadas de sentidos 
por saberes específicos. Seja pelo sentimento de injustigas, seja pela revolta 
com o poder, as resisténcias dáo aplicagáo a “conhecimentos complexos 
e experiéncias intimamente ligados aos mundos da vida” (Santos, 2019, 
loc. 1707) dos sujeitos que corporificam essas lutas. Tais conhecimentos 
devem ser apreendidos como códigos específicos e performativos (Santos, 
2019, loc. 1717) dotados de sentidos inerentes ao seu contexto. 

O conhecimento é um instrumento de colonizagáo, característica 
que permanece sob diversas formas —como o neocolonialismo atual ou os 
colonialismos internos (Mignolo, 2008)—. A afirmacáo da superioridade 
do cientificismo europeu firmou a neutralidade e universalidade racionais 
como única forma legítima de produgáo de epistemologias, políticas e direl- 
tos. Enquanto o outro lado da linha abissal, o lado colonizado, seria marcado 
pelo subdesenvolvimento e pelo primitivismo unicamente capaz de produzir 
mitologias e saberes selvagens. 

As epistemologias do Sul tém como promover rupturas mais radicails 
com os saberes estabelecidos sob as hegemonias europeias e estadunidense, 
dando foco para os conhecimentos invisibilizados pela colonialidade. Tais 
propostas buscam o desprendimento dos saberes hegemonicamente estabe- 
lecidos, náo mais tendo como base estudos eurocentrados, mas fomentando 
um movimento de verdadeira desobediéncia epistémica (Mignolo, 2010). In- 
vestigam-se respostas a necessidade de decolonizar os saberes e a produgáo 
de conhecimentos a partir de movimentos de recognigáo das experiéncias 
subalternizadas pela colonialidade, de modo transgredir as verdades impos- 
tas por matrizes dominantes. 

O grande exemplo de experiéncia ativa dessas narrativas náo Eu- 
ro-USA-centradas pode ser vislumbrado no Novo Constitucionalismo La- 
tino-Americano. Tal reflexáo pode ser visualizada, pois conforme Boaven- 
tura destaca (Santos, 2019, p. 122), as lutas pós-abissais questionam formas 
de dominagáo por meio de lutas sociais ativas. Característica central nos 
elementos do novo constitucionalismo latino. 
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Em se tratando de matéria jurídica, conforme demonstrado, as narra- 
tivas hegemónicas capitalistas modernas sempre reforgam as linhas abissais. 
Por conseguinte, as vis0es náo situadas nessas categorias sáo obscurecidas e 
falseadas (Lisbóa, 2018b, p. 200). 

É justamente na contraproposta que o Novo Constitucionalismo ma- 
nifesta O processo de descolonizar e adicionar outras realidades. O movi- 
mento expressa a tradigáo de pensamento anticolonial na América Latina 
(Santos, 2019, p. 172) por meio de instrumentos jurídicos, em específico as 
suas Constituigdes. 

Com isso, a comunicagáo e compartilhamento de ideias, essenciais 
para combater as opressdes (Santos, 2019, p. 126), urgem para efetivar os 
pluralismos nas realidades contemporáneas, os quais rompem com os tragos 
coloniais dominantes (Santos, 2019, p. 170) e valorizam a diversidade cog- 
nitiva (Santos, 2019, p. 177). 

É nesse sentido que os dois países com maior destaque no Novo 
Constitucionalismo devem ser colocados no cerne do debate, vez que de- 
monstram experiéncias potencializadoras no combate das opress0es. Con- 
forme aponta Boaventura, existe a necessidade de se ultrapassar as nogdes 
eurocéntricas. Nesse cenário, o autor menciona expressamente as lutas e 
conquistas indígenas da Bolívia e do Equador como exemplos a serem se- 
guidos (Santos, 2019, p. 100). 

As experiéncias do movimento ainda revelam propostas e estratégias 
positivadas para os “os colonizados se autodescolonizem a fim de comba- 
terem o colonizador de forma eficaz” (Santos, 2019, p. 97), inaugurando um 
novo paradigma para a sustentabilidade socioambiental (Melo, 2013, p. 78) 
na América Latina. Como bem exp0e Ferrazzo ao mencionar como os povos 
resistiram na construgáo desse novo paradigma “fora do exo eurocéntrico, 
portanto; o segundo, e especialmente: um paradigma construído *de baixo”, 
pelos movimentos populares, para atendé-los e náo para atender ás elites 
dominantes” (Ferrazzo, 2015, p. 36). 

Percebe-se, portanto, como houve o rompimento epistemológico do 
pensamento constitucional tradicional, em que as pessoas sáo como parte 
integrante de um todo (Barbosa $ Teixeira, 2017, p. 1131), de forma que 
O poder cognitivo desigual nas relag0es socials está sendo substituído por 
relag0es de autoridades compartilhadas (Santos, 2019, p. 11) para além dos 
dualismos engendrados pelo capitalismo moderno.* 


4 Náo concordamos com o posicionamento de que o Novo Constitucionalismo Latino-Americano 
é somente uma releitura de autores eurocentrados, como é apresentado por Daltro Alberto (De 
Oliveira et al., 2013). O teor do nosso trabalho, na verdade, apresenta um caminho contrário. 
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Esse potencial a ser explorado é de suma importáncia para o combate 
das opressóes cotidianas em relagáo aos povos que lutam no Sul. Como 
exp0e liderangas indígenas ao falar sobre o racismo cotidiano que estáo sub- 
metidos no Brasil: 


espera-se que, com a maior visibilidade do problema, possamos con- 
tar com a adesáo de aliados que venham também a atuar na erradi- 
cagáo do racismo e das formas de discriminagáo pautando abertamen- 
te os legados coloniais que atravessaram as interagóes entre “índios, 
brancos e negros” no passado e que continuam hoje a moldar a socie- 
dade brasileira (Milanez ef al., 2019, p. 2178). 


Ou do reflexo de mortes de liderangas indígenas ou de enfraqueci- 
mento de políticas públicas e instituigdes apontadas por liderangas dos po- 
vos Guarani, Pataxó, Guyraroká (Anistia Internacional, 2021). 

Isso náo quer dizer que a experiéncia está sendo perfeita,? entretanto 
náo se pode caminhar de encontro para negagáo dessas novas formas de 
conhecimentos e saberes que, essencialmente, vigoram para desestruturar Os 
poderios de opressúes relativos aos povos do Sul. Conforme exemplificado, 
Os próprios povos reconhecem a existéncia de opressóes no seu cotidiano. 
Contudo, o Novo Constitucionalismo representa uma epistemología do Sul 
para o Sul, cujo desenvolvimento descoloniza o neocolonialismo da iden- 
tidade jurídica (Ferrazzo, 2015, pp. 32-33) e permite que os processos de 
reconstrugáo possam ser constantes. 


REFLEXOES FINAIS 


O presente estudo vislumbrou contribuir para o aprofundamento de 
problematizag0es decoloniais da teoria hegemónica dos direitos humanos, 
frente as lutas dos povos colonizados e a busca por direitos e descolonizagáo 
por meio do Novo Constitucionalismo Latino-Americano. 

Ciente de que a temática envolve complexidades que escapam as pos- 
sibilidades da abordagem aqui empreendida, náo se objetivou apresentar 


O Novo Constitucionalismo é uma experiéncia do Sul que, em meio a avancos e retrocessos, 
apresenta a organizacáo do próprio Sul para o Sul. 


uu 


Autores como Marcelo Neves (2011) apontam para os aspectos simbólicos dessas Constituigóes. 
Além disso, Ferrazzo (2015, p. 44) aponta para a necessidade e questionamento crítico das questóes 
ainda em aberto nas suas efetivacóes. 
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proposicgóes definitivas sobre possibilidades e potencialidades da efetivagáo 
de direitos dos povos do Sul global, visto que as colonialidades representam 
marcas profundas nas sociedades. Salienta-se que as questóes desenvolvidas 
transparecem apenas uma parte do problema do sistema Euro-UuSsA-centrado 
que rege os direitos e as relagóes internacionais hoje; náo tendo, a própria 
abordagem decolonial, o objetivo de responder a toda uma gama de proble- 
mas diversos de forma geral. 

Foi possível compreender de que forma concepcdes sobre colonia- 
lidade dos direitos humanos, podem auxiliar na desestruturagáo das per- 
manéncias das supremacias de cor, género e classe contidos nas práticas 
hegemónicas. Sob o prisma das epistemologias do Sul compreende-se de 
que forma os paradigmas dos direitos humanos estáo limitados no alcance 
de particularidades e pluriversidades. Afirma-se a necessidade de repensar 
uma cultura internacional de direitos humanos a partir de perspectivas aber- 
tas que contemplem os conhecimentos empenhados nas lutas por direitos da 
forma como sáo praticados por grupos subalternizados, como é o caso dos 
processos sociais que culminaram no que hoje se chama de Novo Constitu- 
cionalismo Latino-Americano. 

Em meio as essas diversas epistemologias do Sul, o Novo Constitu- 
cionalismo, com os seus desafios e contradigOes, se revela como fonte de 
diversas experiéncias dotadas de características para repensar o classicismo 
dominante da narrativa Euro-UuSA-centrada dos direitos humanos. Seus ele- 
mentos impulsionam as contrapropostas oriundas dos conhecimentos subal- 
ternos latinos e originários frente ás tradigdes jurídicas capitalistas moder- 
nas. 

O processo é de (re)(des)pensar o direito, de modo que o discurso 
abale os próprios limites dos mundos jurídicos. As epistemologias do Sul, 
em especial o Novo Constitucionalismo Latino-Americano, ainda que timi- 
damente, é de pór fim o género da humanidade como aquele do homem nos 
padróes: branco, católico, heterossexual, europeu e racional (Bacha, 2020, 


pp. 19-21). 
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Abstract 


The purpose of the research is dedicated to the criminological des- 
cription and explanation of fraudulent behaviors that interfere in the 
results of official sports competitions in Ukraine. The foregoing 1s 
evidenced in the ultra-high level of latency of the possible crimes that 
could be committed and that are typified in art. 369-3 of the Criminal 
Code of Ukraine, which are 99 % probability that the act will be com- 
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mitted in reality. The structure of the number of matches (where the 
results could be falsified) according to the type of sport, the method 
of illegal influence on the results of official sports competitions, as 
well as the types of bribery were revealed and analyzed. In addition to 
the characteristics and corresponding structural units. Methodology: 
Qualitative-quantitative research, based on the analysis of documen- 
tary sources, coupled with the dialectical method of contrasting the 
facts with social reality, with a comparative legal approach. Conclu- 
sions. The sample identifies that there is a greater intensity in fraud 
in sports such as soccer, futsal, basketball and volleyball. Within the 
mechanisms used to incite athletes to commit illegal acts, bribery pre- 
dominates (75 %). At roughly the same level in terms of prevalence 
and with small fluctuations in specific weight are incitement (10 %), 
conspiracy (8 %) and coercion (7 %). In general, illegal influence on 
the results of official sports competitions such as bribery directly tar- 
gets athletes. In total, the proportion of such influence is 78 %, with a 
slight predominance of bribery of multiple athletes (players) in a team 
(40 %) over bribery of an individual player (38 %). In second place in 
terms of ranking - bribery of members of the coaching staff (10 %). 
Then bribery of judges (5 %), owners of sports clubs (5%), and finally 
on the support staff of clubs (2 %). 


Key words: bribery, influence, sporting events, corruption, latency, 
sports, structure. 


Resumo 


O objetivo da pesquisa é dedicado á descrigáo e explicagáo crimi- 
nológica de comportamentos fraudulentos que interferem nos resul- 
tados de competigdes esportivas oficiais na Ucránia. O exposto fica 
evidenciado no altíssimo nível de laténcia dos possíveis crimes que 
poderiam ser cometidos e que estáo tipificados no art. 369-3 do Có- 
digo Penal da Ucránia, que sáo 99 % de probabilidade de que o ato 
seja cometido na realidade. A estrutura do número de partidas (onde 
os resultados podem ser falsificados) de acordo com o tipo de es- 
porte, o método de influéncia ilegal nos resultados das competigdes 
esportivas oficiais, bem como os tipos de suborno foram revelados e 
analisados. Além das características e unidades estruturais correspon- 
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dentes. Metodologia: Pesquisa qualitativo-quantitativa, baseada na 
análise de fontes documentais, aliada ao método dialético de contraste 
dos fatos com a realidade social, com abordagem jurídica compara- 
da. Conclusó0es. A amostra identifica que há maior intensidade nas 
fraudes em esportes como futebol, futsal, basquete e vólei. Dentre os 
mecanismos utilizados para incitar os atletas a cometer atos ilícitos, 
predomina o suborno (75 %). Aproximadamente no mesmo nível em 
termos de prevaléncia e com pequenas flutuagdes no peso específico 
estáo incitacáo (10 %), conspiracáo (8 %) e coercáo (7 %). Em geral, 
a influéncia ilegal nos resultados de competicgóes esportivas oficiais, 
como o suborno, atinge diretamente os atletas. No total, a proporgáo 
dessa influéncia é de 78 %, com leve predomínio da propina de vários 
atletas (¡ogadores) em uma equipe (40 %) sobre a propina de um jo- 
gador individual (38 %). Em segundo lugar no ranking - propina de 
membros da comissáo técnica (10 %). Em seguida, suborno de juízes 
(5%), proprietários de clubes esportivos (5 %) e, finalmente, na equipe 
de apoio dos clubes (2 %). 


Palavras-chave: suborno, influéncia, eventos esportivos, corrupcáo, 
laténcia, esportes, estrutura. 


Resumen 


Esta investigación se dedica a la descripción y explicación crimino- 
lógica de las conductas fraudulentas que interfieren en los resultados 
de las competiciones deportivas oficiales en Ucrania. Lo anterior se 
evidencia en el nivel ultra alto de latencia de los posibles delitos que 
se podrían llegar a cometer y que están tipificados en el artículo 369-3 
del Código Penal de Ucrania, que son el 99 % de probabilidad de que 
se cometa el hecho en la realidad. Se reveló y analizó la estructura de 
la cantidad de partidos (donde se podían falsificar los resultados) se- 
gún el tipo de deporte, el método de influencia ilegal en los resultados 
de las competiciones deportivas oficiales, así como los tipos de sobor- 
no. Además de las características y unidades estructurales correspon- 
dientes. Metodología: investigación de carácter cualitativa-cuantita- 
tiva a partir del análisis de fuentes documentales, aunado al método 
dialéctico de contrastar los hechos con la realidad social, con un 
enfoque jurídico comparado. Conclusiones. La muestra identifica 
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que se presenta una mayor intensidad en el fraude en deportes como 
el fútbol, el fútbol sala, el baloncesto y el voleibol. Dentro de los 
mecanismos que se utilizan para incitar a los deportistas a cometer 
actos ilegales, predomina el soborno (75 %). Aproximadamente al 
mismo nivel en términos de prevalencia y con pequeñas fluctuacio- 
nes en el peso específico esta la incitación (10 %), la conspiración 
(8 %) y la coerción (7 %). En general, la influencia ilegal en los re- 
sultados de las competiciones deportivas oficiales como el soborno 
se dirige directamente a los atletas. En total, la proporción de dicha 
influencia es del 78 %, con un ligero predominio del soborno de varios 
atletas (jugadores) de un equipo (40 %) sobre el soborno de un 
jugador individual (38 %). En segundo lugar, en términos de 
clasificación-soborno de miembros del cuerpo técnico (10 %). Lue- 
go, soborno de jueces (5 %), dueños de clubes deportivos (5 %), y, 
finalmente, sobre el personal de apoyo de clubes (2 %). 


Palabras clave: cohecho, influencia, eventos deportivos, corrupción, 
latencia, deportes, estructura. 
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INTRODUCTION 


The only special legal norm that provides for criminal liability for 
illegal, in fact corrupt influence (although according to the note to Article 45 
of the Criminal Code of Ukraine this is not the case, but in the criminologi- 
cal sense and meaning is fully embedded in the understanding of the essence 
and manifestations of corruption, and especially in the light of the provisions 
of the Law of Ukraine “On Prevention of the Influence of Corruption Offen- 
ses on the Results of Sports Competitions”) on the results sports competi- 
tions is Art. 369-3 of the Criminal Code of Ukraine, which provides for liabi- 
lity for the so-called match-fixing - the organization of sports competitions 
with a predetermined result. The criminal law was supplemented by it on 
03/11/2015, an it definitely is grounded; all the necessary grounds were and 
are available and the basic principles of criminalization of relevant socially 
dangerous acts. Therefore, it is worth talking about the four-year period of 
socially demanded effect of this norm, but at the same time the results of its 
application are very modest. Domestic sport has not been properly cleansed 
of the destructive and harmful effects of match-fixing. This phenomenon 
remains largely latent, but at the same time large-scale. Identification, des- 
cription and explanation of the main indicators of the prevalence of crimes 
under Art. 369-3 of the Criminal Code of Ukraine is, therefore, an important 
condition for improving the effectiveness of law enforcement and criminal 
prevention practice (Anisimov, 2020). 


LITERATURE REVIEW 


According to the statement of the chairman of the committee on ethics 
and fair play of the Football Federation of Ukraine (now - the Football Asso- 
ciation of Ukraine) Y. Bordyugova, the football club “Sumy” systematically 
engaged in two types of match-fixing - bribery of referees or opponents. 
After that, they bet on their victory. In fact, it was an investment. When 
“Sumy” won, and the rate brought income. But when they didn't pay the 
referees and gave in, they played against themselves “in the office”. That 
1s, “Sumy” earned both on their victories and on their defeats (Bordyugo- 
va, 2015). In the situation with Sumy, bets were made both in Ukraine and 
abroad. But in most cases, this happened in Asian bookmakers markets. If 
we talk about the scale of earnings on these transactions, then according to 
the most modest estimates, it is about 10 million euros (Baranka, 2019). In 
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one and a half years, the club has played 30 contract matches (Bordyugova, 
2015). 


MATERIAL 8 METHODS 


Thus, the system-structural method made 1t possible to formulate the 
main elements of legal regulation to combat corruption in sports in their 
combination and interaction. 

Further, the application of the comparative-legal method was useful 
in analyzing the differences between national and international law in the 
fight against corruption, in particular in sports. The formal-legal method has 
proved its effectiveness in studying the content of legal norms in the aspect 
of combating sports corruption. The formal-legal method was used in the 
analysis of the current Ukrainian criminal and administrative legislation in 
the fight against sports corruption. In particular, this method was used to 
thoroughly investigate the composition of offenses under the Criminal Code 
of Ukraine and the Code of Administrative Offenses of Ukraine. 

Moreover, the method of analysis is reflected in the study of mani- 
festations of sports corruption and legal regulation, which is responsible for 
combating such manifestations. The method of synthesis was used to find 
the best ways to develop anti-corruption legislation, to formulate conclu- 
sions on the subject of research. 

What is more, the method of deduction has proved itself in the study 
of the specifics of anti-corruption norms as a reflection of the general prin- 
ciples of the legal systems of foreign countries. 

Finally, the method of induction provided a generalization of the re- 
search topic based on scientific developments, in particular, empirical data 
on the prevalence of corruption in sports and law enforcement of anti-co- 
rruption legislation. 

Concerning the elaboration of the problem in scientific sources and 
other literature, it should be noted at once that most of the research in this 
area of knowledge is primarily articles in the media based on the results of 
journalistic investigations. Therefore, it has become common practice to use 
them when quoting in scientific papers. 


RESULTS AND DISCUSSION 


During 2015-2019 and 6 months of 2020, only 6 cases of criminal in- 
fluence on the results of sports competitions were registered (Yefimov ef 
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al., 2020). Of these, 2 - in 2016, 3 - in 2019 and 1 - in January - June 2020. In 
two of these six proceedings, the pre-trial investigation was suspended in 
accordance with Art. 280 of the Criminal Procedure Code of Ukraine: one 
at a time - in connection with the illness of the suspect and in connection 
with the failure to establish the location of the suspect. It should also be 
emphasized that no verdict has been passed in these proceedings. Therefore, 
investigative and judicial statistics on this category of crimes are not repre- 
sentative, but indicative, in understanding the symptomatic miscalculations 
in the reformist progress of law enforcement. 

Even a cursory content analysis of media reports reveals a fairly wide 
prevalence of crimes under Art. 369-3 of the Criminal Code of Ukraine 
(Anisimov, 2020). Here are just a few examples. 

This, as in many other cases, is about the use of match-fixing not as 
an end in itself, ie in the context of achieving the desired tournament result, 
gaining appropriate points, but as a tool of so-called betting - further enrich- 
ment by means of sports betting. Large-scale corruption schemes with the 
organization of contractual football matches were revealed by law enforce- 
ment agencies in June 2019. Hence, according to official reports the National 
Police recorded 50 cases of contract football matches. 

A large-scale special operation aimed at identifying persons involved 
in the organization of “ordered” football matches lasted more than a year. 
The illegal activities of five criminal groups and 35 football clubs have been 
documented. Police conducted 40 searches in 10 regions of Ukraine: Kyiv, 
Dnipropetrovsk, Donetsk, Zaporizhia, Odesa, Sumy, Lviv, Kharkiv, Myko- 
laiv and Chernihiv (The National Police recorded 50 cases of “contractual 
matches”, 2019). 

The investigation has identified individuals involved in corrupt sche- 
mes of “custom” football matches, ranging from the top division of the 
Premier League to junior teams. This is the first case in Ukraine when not 
only players of football clubs, but also organizers will be brought to justice. 
Investigative actions are carried out by the organizers of contract matches, 
former and current football players, as well as other persons involved in 
criminal schemes. The pre-trial investigation is conducted under Part 4 of 
Art. 368-3 (bribery of a person providing public services) and Part 1 of Art. 
369-3 (illegal influence on the results of sports competitions) of the Crimi- 
nal Code of Ukraine (The National Police recorded 50 cases of “contractual 
matches”, 2019). 

There are many such examples. That is, in reality, the level of crimi- 
nal match-fixing in one form or another is much higher than the statistical 
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6 crimes over four and a half years. We should talk about the ultra-high level 
of latency, which according to our research reaches more than 99 %. The real 
level of crimes under Art. 369-3 of the Criminal Code of Ukraine, only in the 
professional segment of big football annually fluctuates at 150-200. If we add 
to this figure the cases of illegal influence on the results of official compett- 
tions in other sports (especially in futsal, basketball, volleyball, rugby), the 
level of crime under investigation will be at least 300 crimes per year. 

It should be noted that over the past 10-15 years there has been a 
change in the subject and mechanism of the corruption agreement under the 
scheme of match-fixing in combination with betting, sports betting. This is 
due to the variety of possible sports results for which bookmaker bets are 
accepted. For example, popular betting lots now are specific periods of pla- 
ying time when a goal is scored / conceded in football, as well as receiving 
a red card by a specific player at a certain time, assigning a penalty, etc. It 
1s worth pointing out the exceptional profitability of betting during the on- 
going match, usually during its break. For example, the bet on the number 
of goals conceded in a football match, the total final score with a zero score 
in the first half will have the highest coefficient. In this regard, in the Ukra- 
inian football championship we can observe some atypical matches, when 
in the unsuccessful first game segment the second becomes rich in goals 
scored. Both individual players and whole teams, coaches and club owners 
are interested in this. 

For example, in 2016, during the match of the First League teams be- 
tween Mariupol's Nlichivets and Girnyk-Sport from Horyshny Plavny, the 
hosts, losing 0: 1 after the first half, won 3: 1. All would be nothing 1f during 
the meeting in different offices for the victory of the Azovs did not bet on 
the amount of £ 218 thousand. During the internal investigation, the shadow 
fell on two Girnyk players - defenders Serhii Herashchenkov and Oleksandr 
Hrabar. Both were tested on a lie detector. Herashchenkov denied the guilt, 
but the polygraph revealed that he was lying. At the same time, Hrabar con- 
fessed to the crime, but did not reveal the customers. The materials of this 
case were transferred to the National Police (Verbytsky, 2017). 

In total, our survey of 360 professional athletes in big football (150 
persons), basketball (50 persons), volleyball (50 persons) of Ukrainian clubs, 
as well as rowing (70 persons), powerlifting (40 persons) gives the oppor- 
tunity to form a criminological structure of illegal influence on the results 
of official sports competitions by the criterion of the method of influence 
directly on athletes (Anisimov, 2020). 
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Thus, as can be seen, bribery predominates among the ways to en- 
courage athletes to commit illegal acts. We think this is a very telling cir- 
cumstance, which further emphasizes the problem of commercialization of 
sports. And this is not just a purely Ukrainian problem. As H.Yu. Bordyu- 
hova rightly points out, in the global analysis of the problems of bribery in 
sports, people most often agree to manipulate money - out of greed, or, for 
example, athletes who are not paid for months, or club officials, if the club 
has financial problems, etc. The benefits, depending on the country, sport, 
level of competition and league, range from $ 200. up to 300-700 thousand 
dollars (see SAS 2009 / A / 1920 FC Pobeda, Alexander Zabrchanets, Nikol- 
che Zdravetski v. UEFA, SAS 2011 / A / 2362 Mohammad Asif v. Internatio- 
nal Cricket Council, etc.). 

At the same time, the situation in Ukraine has its own specifics. It 1s 
not a secret that professional sports clubs, including in our country, are not 
only a matter for the soul, but also business projects. It is very good when 
these motives, patriotism-cheering and making money are organically 
combined without distorting each other. However, unfortunately, the re- 
alities of today?s Ukrainian sports are such that a considerable problem 
for any football or basketball club, other sports organizations 1s to reach 
at least “zero”, self-sufficiency, minimum liquidity and the profitability. 
Therefore, the desire to make money in sports is often combined with the 
use of illegal mechanisms. To understand their essence, we believe that 
the analytical scheme of anomie in R. Merton”s concept is quite suitable. 
It is known to the general public of the scientific community, which frees 
us from the need for a more detailed argumentation of its provisions in 
the projection on the plane of the subject of this study. 

Instead, we also emphasize the fact that approximately at the same 
level of prevalence with a small fluctuation in the proportion of structurally 
located such ways of influencing athletes as incitement (10 %), conspiracy 
(8 %) and coercion (7 %). And if the first two - express directly non-com- 
mercial, unselfish, but self-actualizing, consolidating-group motivation of 
athletes who voluntarily, consciously and on their own choose illegal me- 
chanisms to achieve certain sports results in competitions, the third way, 
coercion, expresses its violent nature. As a rule, players are threatened with: 
a) termination of the contract unilaterally on discrediting grounds (70 %); b) 
termination of game practice, transfer to reserve teams, to the reserve (20 %); 
c) disclosure of information about his previous illegal activities in the field 
of sports (10 %). 


| Revista Ratio Juris Vol. 17 N.* 34.UNAULA [ISSN 1794-6638 61 


Yevhen Leheza 


It should be noted that professional athletes are not the only recipients 
of illegal influence, in particular, bribery, which can determine the results 
of official sports competitions. Our research reveals such a criminological 
structure of match-fixing on the basis of the recipient's illegality. 

The main efforts of the subjects of illegal influence on the results of 
official sports competitions on bribery are directed directly at the athletes 
(Y efimov et al., 2020). In total, the share of such influence is 78 % with a sli- 
ght predominance of bribery of several athletes (players) of one team (40 %) 
over bribery of an individual player (38 %) (Anisimov, 2020). 

In the case of big football (namely in this sport, given 1ts popularity, 
the illegal influence on the results sports competitions prevails), bribing an 
individual player is mostly aimed at the defender (defender or midfielder) in 
terms of playing (Yefimov et al., 2020). This 1s the easiest way to influence 
the outcome of the competition, because almost any violation of the rules 
of the game in the penalty area leads to the appointment of a penalty, which 
most likely ends with a “goal”. In this case, as a rule, 1t is difficult to detect 
the intent of violations of the rules of the game by the defender due to the 
dynamic and contact nature of this kind of sport itself (Yefimov et al., 2020). 

In second place in the ranking there is bribery of members of the coa- 
ching staff (10 %). More often than one of the assistant head coaches and less 
often the head coach himself. In the future, through the coaching staff there 
1s an indirect influence on the players with the use of other, non-monetary 
levers of influence on the players, the structural construction of the team 
game, etc. (Yefimov ef al., 2020). 

It is interesting to note that the share of bribery of judges is relati- 
vely insignificant (5 %). This is due to close control over their activities, the 
spread of the use of technical means of control over the course and results of 
the competition, which minimizes the role of judicial discretion and the pos- 
sibility of significant impact on the results of sports competitions. Moreo- 
ver, the respondents we interviewed from among both professional athletes, 
coaches, and experts of the refereeing corps of the football Premier League 
and the First League show a tendency to the predominance of attempts to 
bribe additional referees of the refereeing team (in particular, linemen). in 
big football) over bribery of the main referees (Yefimov et al., 2020). 

The share of bribes (and their attempts) of sports club owners (5 %) 1s 
also relatively small. These are usually small sports clubs that are experien- 
cing acute financial problems and do not claim high tournament seats. Most 
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of these clubs are representatives of the first, second and lower leagues of 
playing kinds of sports (Yefimov, ef al., 2020). 

The least common (no more than 2 % of cases) is bribery of support 
staff: medical workers, physiotherapists (to extend the healing period, reco- 
very of the injured athlete). Experts also pointed to cases where athletes in 
the team were poisoned by water, and they performed below their capabi- 
lities without knowing it - the main role was played by the team manager 
(Bordyugova, 2015). 

The most criminally affected sport in the context of the level and 
intensity of the spread of illegal influence on the results of sports compe- 
titions is football (big football), which accounts for approximately 85 % of 
these crimes. Approximately 5 % - for basketball and mini-football (futsal), 
2 % - volleyball, 1 % - rugby, the remaining 2 % in total other kinds of sports 
(Yefimov et al., 2020). 

The geography of match-fixing has no criminological significance, as 
the nature of the relevant crimes eliminates their territorial specification. The 
determination complex of illegal influence on the results sports competitions 
does not have a pronounced connection of either general or group or specific 
factors to a certain administrative-territorial location (Leheza et al., 2021). 

It is necessary to point out separately the prevalence of the practice of 
material incentives by representatives (owners, managers) of one sports club 
of athletes from another in competitions with the third team for additional 
motivation for activity, dedication. The investigative practice follows the 
way that in the legal assessment of the victorious actions the corpus delicti 
provided for in Art. 396-3 of the Criminal Code of Ukraine is not found. 
There is no unanimity in science on this issue. A number of scholars, for 
example, do not take a position on the falsity of this law enforcement prac- 
tice and insist on the need to qualify such “incentives” as illegal influence 
on the results of official sports competitions through bribery (Semenyuk é 
Nemich, 2017). 

Others, to whom we join, claim the absence of corpus delicti in these 
actions and the correctness of investigative practices. Thus, K. P. Zadoia no- 
tes that under the responsibility according to Art. 369-3 of the Criminal Code 
of Ukraine does not cover the practice of material incentives for athletes 
from another sports club for achieving a certain positive result during sports 
competitions with a third competitor (rival) (Yefimov et al., 2020). 

Indeed, this is a kind of bonus (albeit advance), which can not affect 
the manifestation of additional, not due to the existing sports conditions of the 
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athlete qualities, intentional violations of the rules of the game or refraining 
from performing, improper performance of its game function (or other sports 
function) (Yefimov et al., 2020). Itis also not about the interests of the service 
or the authority of a subject of sports relations, because the athlete, in contrast 
to similar cases of “stimulation” of the official, does not act in the interests of 
those who provide material benefits or in the interests of any -which third per- 
son, not due to the previously established under the sports contract relations of 
a particular athlete, ie him and his club (Anisimov, 2020). 

As part of our study, we will try to compare the criminal laws of 
these countries in order to identify general, common, different, and unique 
aspects in the criminal law of Ukraine and foreign countries on liability for 
illegal influence on the results sports competitions (Yefimov et al., 2020). It 
should be noted that our study will be conducted according to criteria such 
as corpus delict and sanction (Anisimov, 2020). We believe that this is how 
1t is possible to obtain certain information about the areas of improvement 
of Art. 369-3 of the Criminal Code of Ukraine and the expediency or inexpe- 
diency of such changes (Anisimov, 2020). 

The first criminal law to which our attention will be paid will be the 
Criminal Code of the Republic of Azerbaijan. Thus, Chapter 24 “Crimes in 
the Sphere of Economic Activity” of the Criminal Code of the Republic of 
Azerbaijan (Republic of Azerbaijan, 1999) in Art. 192-2 provides for liabili- 
ty for manipulation of sports competitions. 

The obvious difference between the Criminal Code of the Republic 
of Azerbaijan is the placement of Art. 192-2, which provides for criminal 
liability for manipulation of sports competitions, in the chapter “Crimes in 
the sphere of economic activity” in contrast to Ukraine, where Art. 369-3 is 
placed in the section “Crimes in the field of official and professional acti- 
vities related to the provision of public services” of the Criminal Code of 
Ukraine, which in turn determines the different generic object of the studied 
criminal law (Yefimov et al., 2020). 

The subject of the crime, as in Art. 369-3 of the Criminal Code of 
Ukraine, can be both material and non-material. 

Among the ways to commit a crime in Art. 192-2 of the Criminal Code 
of the Republic of Azerbaijan, the legislator singles out an offer, promise, 
transfer, demand, receipt, acceptance of an offer or assurance, use of violence 
or threat of violence, threat of dissemination of compromising information or 
threat of destruction of property. We can see that the list of ways to commit a 
crime is much wider than in Art. 369-3 of the Criminal Code of Ukraine. 
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The subject of the crime can be both general and special. The crime is 
committed only intentionally. 

Considering the punishment, we consider that imprisonment for a 
term of three to six years, provided for in Part 1 of Art. 192-2 of the Criminal 
Code of the Republic of Azerbaijan, is too harsh. We consider the provisions 
of the Criminal Code of the Republic of Azerbaijan to be positive, except for 
those similar to Art. 369-3 of the Criminal Code of Ukraine types of punish- 
ment, deprivation of the right to hold certain positions or engage in certain 
activities (Republic of Azerbaijan, 1999). 

Also, in our opinion, it is a positive decision of the legislator to envi- 
sage such qualifying features in the commission of a crime as manipulation 
of sports competitions by an organized group or a criminal association (cri- 
minal organization) (Yefimov et al., 2020). 

The note of the researched article deserves special attention. First, 1t 
should be noted that in Part 1 of the note reveals the definition of “manipu- 
lation of sports competitions”. Thus, it means an act (action or omission) 
aimed at intentionally changing the course or outcome of sports competi- 
tions in order to obtain an illegal advantage in favor of the person or other 
persons. Let us recall that all explanations on the application of Art. 369-3 of 
the Criminal Code of Ukraine are placed in the Law of Ukraine “On Preven- 
tion of Corruption Offenses on the Results of Official Sports Competitions” 
of 03/11/2015 (Yefimov et al., 2020). 

Secondly, the possibility of exemption from criminal liability of a 
person who voluntarily reported a crime to the relevant state body or com- 
mitted it through threats is considered positive. 

Doing so, the Azerbaijani legislator allows the criminal to come to 
his senses, rehabilitate himself and take the path of correction. After all, the 
regulation of social relations through criminal law is primarily aimed at re- 
cognizing human rights and freedoms as the highest social value (Yefimov 
et al., 2020). 

Third, it is interesting to address the issue of bringing an official to 
justice. Thus, the official who committed the act provided for in Art. 192-2.2 
of the Criminal Code of the Republic of Azerbaijan, in connection with the 
performance of their official duties (powers), is prosecuted under Art. 311 
Receiving a bribe (passive bribery) (Yefimov et al., 2020). 

With this step, the legislator was able to place Art. 192-2 of the Crimi- 
nal Code of the Republic of Azerbaijan in the chapter “Crimes in the sphere 
of economic activity” (Republic of Azerbaijan, 1999). 
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The Criminal Code of the Republic of Armenia provides for crimi- 
nal liability in a slightly different way. Thus, in Chapter 22 “Crimes against 
economic activity”, Art. 201 prescribes criminal liability for bribery of par- 
ticipants and organizers of professional sports competitions and spectacular 
commercial competitions (Criminal Code of Armenia. Legislationline, 2003). 

From the title of the article we can understand that it provides for 
criminal liability only for bribing participants and organizers of professional 
sports competitions and spectacular commercial competitions. Other ways 
of committing a crime have escaped the attention of the legislator (Leheza 
et al., 2021). 

On the negative side of Art. 201 of the Criminal Code of the Republic 
of Armenia, we note the non-alternative sanction under Part 2 (only impri- 
sonment for a term not exceeding five years) (Yefimov ef al., 2020). 

On the positive side, we note the increased sanction for the qualified 
corpus delicti under Part 2 of Art. 201 (committed by a group of persons by 
prior conspiracy or an organized group), as well as a broad alternative to 
punishment for committing a crime under Part 3 of Art. 201 (Criminal Code 
of Armenia. Legislationline, 2003). 

A positive asset of the Criminal Code of Georgia is also the possibili- 
ty of exemption from criminal liability, provided for in the note to Art. 203, 
as well as in the Criminal Code of the Republic of Azerbaijan. Thus, persons 
who have voluntarily declared to the authorities the transfer to any of the 
persons specified in Part 1 of Art. 203, money, securities or other property or 
the provision of property services (Parliament of Georgia, 1999). 

Under the protection of this criminal law are only professional 
sports competitions, as in Art. 201 of the Criminal Code of the Republic of 
Armenia, which limits the scope of Art. 203 of the Criminal Code of the Repu- 
blic of Georgia in contrast to Art. 192-2 of the Criminal Code of the Republic 
of Azerbaijan, where all sports competitions are protected by criminal law 
(Yefimov et al., 2020). 

Only active and passive bribery are criminalized. There is a criminal 
liability for qualified (re- qualified) and especially qualified (committed by 
an organized group) corpus delicti (Yefimov et al., 2020). The legislature of 
the Republic of Georgia places criminal liability for bribery of participants 
or organizations in professional sports competitions or commercial enter- 
talinment competitions in Chapter 26 entitled “Crimes against business or 
other economic activity” (Article 203) (Parliament of Georgia, 1999). 
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CONCLUSION 


As a result of our research, a very high level of latency of crimes un- 
der Art. 369-3 of the Criminal Code of Ukraine, which is not less than 99 % 
of their actual volume has been found. It has been established that the latter 
reaches about 300 crimes each year. The most intense criminal match-f1- 
xing is played in such sports as football, futsal, basketball and volleyball. 
Among the ways to stimulate athletes to illegal actions, bribery prevails 
(15 %). Approximately at the same level in terms of prevalence with small 
fluctuations in specific weight are structurally located such ways of influen- 
cing athletes as incitement (10 %), conspiracy (8 %) and coercion (7 %). In 
general, illegal influence on the results sports competitions on bribery is 
directed directly at athletes. In total, the share of such influence is 78 % with 
a slight predominance of a sub-bunch of several athletes (players) of one 
team (40 %) over the bribe of an individual player (38 %). In second place in 
terms of ranking there is bribery of members of the coaching staff (10 %). 
Then there is bribery of judges (5 %), owners of sports clubs (5 %), support 
staff of clubs (2 %). Thus, the analysis of the legislation of some post-Soviet 
countries in the field of criminal liability for illegal influence on the results 
of official sports competitions made it possible to claim that the Criminal 
Code of Azerbaijan, the Criminal Code of the Republic of Armenia and the 
Criminal Code of the Republic of Georgia related to the economy. The Peni- 
tentiary Code of the Republic of Estonia does not provide for a special rule 
that would impose criminal liability for unlawful influence on the results of 
official sports competitions. 

In Art. 201 of the Criminal Code of the Republic of Armenia and 
Art. 203 of the Criminal Code of the Republic of Georgia criminalized illegal 
influence on professional sports competitions, which, as in Art. 369-3 of the 
Criminal Code of Ukraine, limits the scope of such rules. The legislator of 
the Republic of Azerbaijan followed the best path, providing in Art. 192-2 
criminal liability for manipulation of sports competitions in general. In ad- 
dition to illegal influence on professional sports competitions in Armenia 
and Georgia, illegal influence on spectacular commercial competitions is 
criminalized. At present, we believe that the criminalization of illegal in- 
fluence on spectacular commercial competitions in Ukraine will not meet 
the principles of social conditionality. 
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Resumen 


Desde la deconstrucción rizomática como transmétodo se cumple con 
el objetivo complejo de “analizar el desarrollo de las tecnologías del 
yo en la educación matemática decolonial transcompleja”; esta es una 
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línea de investigación que va en conjunción con el diálogo en la ma- 
temática y su enseñanza en dos sentidos: el dialógico y el diálogo 
dialéctico. La dialéctica es insuficiente para asumir los retos de la 
interculturalidad; así, en la educación la comunicación es posible y 
debe ocurrir en un nivel que tenga conjunción con la dialéctica: el 
diálogo dialógico. En la reconstrucción de la investigación, como 
apertura, se muestra que las tecnologías del yo en las matemáticas 
son virtuosas para el cuerpo, la mente y el espíritu humano, y, más 
ampliamente, para la sociedad, siempre y cuando consideremos la 
esencia de la matemática, que consiste en la complejidad y el desarro- 
llo no reduccionista, el aporte con el poderoso lenguaje que manejan, 
los sustentos en todos los saberes, los diálogos dialogantes con la dia- 
léctica, en tanto discernir y refutar valores, las innovaciones, la cola- 
boración en todas las civilizaciones y los avances de la humanidad. 


Palabras clave: tecnologías del yo, educación matemática, decolo- 
nial, reconstrucción, transmétodo. 


Abstract 
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From the rhizomatic deconstruction as a transmethod, the complex 
objective is fulfilled: to analyze the development of the technologies 
of the self in Transcomplex Decolonial Mathematical Education; this 
is a line of research that goes in conjunction with the dialogue in 
mathematics and its teaching in two senses: the dialogical and the 
dialectical dialogue. The dialectic is insufficient to take on the cha- 
llenges of interculturality; thus in education communication is possi- 
ble and must occur at a level in conjunction with dialectics, dialogic 
dialogue. In the reconstruction of research as opening it is shown that 
the technologies of the self in mathematics are virtuous for the human 
body, mind and spirit and, more broadly, for society as long as we 
consider the essence of mathematics, which consists in the complexi- 
ty and non-reductionist development, the contribution as the powerful 
language they handle, the supports in all knowledge, the dialogical 
dialogues with the dialectic while discerning and refuting values, the 
innovations, the collaboration in all civilizations and the advances of 
humanity. 
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Resumo 


A partir da desconstrugáo rizomática como transmétodo, cumpre-se 
o complexo objetivo: analisar o desenvolvimento das tecnologias de 
si na Educagáo Matemática Descolonial Transcomplexa. Esta é uma 
linha de pesquisa que caminha em conjunto com o diálogo em mate- 
mática e seu ensino em dois sentidos: o dialógico e o diálogo dialéti- 
co. A dialética é 

insuficiente para assumir os desafios da interculturalidade. Assim, 
na educacáo, a comunicagáo é possível e deve ocorrer em nível de 
articulagáo com a dialética, o diálogo dialógico. Na reconstrugáo da 
pesquisa como abertura, as tecnologías do eu: a matemática é virtuosa 
para O corpo, mente e espírito humanos e mais amplamente para a 
sociedade desde que consideremos a esséncia da matemática: com- 
plexidade e desenvolvimento náo reducionista; contribuigáo como a 
linguagem poderosa com que lidam; sustentagáo em todo o conhe- 
cimento; diálogos dialógicos com a dialética como discernimento e 
refutacáo de valores, inovagdes; colaboragáo em todas as civilizagOes 
e avangos da humanidade. 


Palavras-chave: tecnologias de si, educacáo matemática, decolonial, 
reconstrugáo, transmétodo. 
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El precepto “ocuparse de uno mismo” era, para los griegos, uno 
de los principales principios de las ciudades, una de las reglas más 
importantes para la conducta social y personal y para el arte de la vida 


Michel Foucault 


RIZOMA TRANSMETODOLOGÍA. LA DECONSTRUCCIÓN 
RIZOMÁTICA COMO TRANSMÉTODO DE LA INVESTIGACIÓN 


Cuando revisamos el epígrafe nos vienen muchas preguntas a la 
cabeza: ¿Qué es eso de ocuparnos de nosotros mismos? ¿Cómo, desde la en- 
señanza de la matemática, puedo llegar a ocuparme de mi mismo y desarrollar 
una conducta social, personal y el arte de vivir adecuadamente? Más aún, ¿qué 
es eso de vivir adecuadamente, cómo lo aprendo con la matemática? ¿Cómo 
nos conocemos a nosotros mismos, nuestro inmenso potencial desde la ense- 
ñanza de la matemática? ¿Qué sujeto se conforma con la educación matemá- 
tica? Desmitificamos el hecho de que la transmetodología no es una metodo- 
logía, pues va más allá de ella, la enriquece y complejiza, como explicaremos 
más adelante; así vamos fuera de las cognadas investigaciones modernistas 
divididas en introducción, desarrollo, resultados y conclusiones. 

Antes de comenzar el arte de pensar estas preguntas a partir de la 
indagación, vamos a discernir una palabra que sin duda marca la distinción 
en las investigaciones modernistas clasificadoras del deber ser occidental. 
Se trata de la palabra rizoma, que habla de la compleja relación en toda la 
investigación, de la conexión entre dos puntos cualquiera, que busca siem- 
pre la conexión y relacionalidad, esto es, la no linealidad. Por ello, las par- 
tes que en investigaciones tradicionales iban sin un venir no se desunen en 
una complejidad. Los rizomas “pueden ser rotos, interrumpidos en cualquier 
parte, pero siempre recomienzan según esta o aquella de sus líneas y según 
otras” (Deleuze y Guattari, 2002, p. 15); por la confusión conectiva e inclu- 
siva de las categorías complejas, y de intervenir en el corte o interrupción 
de cualquier parte del rizoma, notaremos que podremos volver a conectar la 
separabilidad; la idea es ir uniendo profundamente, dialogando. Un rizoma 
puede ser fracturado, interrumpido por cualquier parte porque conecta todo 
con todo y de cada línea de fuga germinan nuevas líneas y conexiones, con- 
juntamente, no cesa de reconstituirse” (Deleuze y Guattari, 2002, p. 15). 
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La biología de la palabra rizoma se rescata para marcar la distinción 
más allá de ese síndrome de división soslayador de las indagaciones; el r1- 
zoma indica que no hay centros en el constructor discursivo, en el que, des- 
de luego, vamos a cumplir con un objetivo que denominamos complejo; son 
rizomáticas en el sentido de que el rizoma se usa de manera envolvente en 
los subtítulos de la presente investigación (Rodríguez, 2020a), ya que tiene 
una insinuación circundante que describe. La palabra rizoma atiende, en su 
denominación, a la biología de Deleuze y Guattar1 (1980) en que un rizoma se 
conecta con otro, es una antigenealogía que rompe con las estructuras estáticas 
divisorias, como ya se explicitó. Así, los rizomas están profundamente conec- 
tados y siempre es posible seguir con la relacionalidad; jamás son definitivos. 

Es así como el rizoma no “empieza ni acaba, siempre está en el me- 
dio, entre las cosas, inter-ser, intermezzo [...] el árbol es filiación, pero el 
rizoma tiene como tejido [...]. En esta conjunción hay fuerza suficiente para 
sacudir y desenraizar el verbo ser” (Deleuze y Guattari, 1980, p. 20). La pa- 
labra rizoma se usa por primera vez en las investigaciones transmetódicas en 
Rodríguez (2017a), para definir estructuras de investigaciones doctorales. Es 
el rompimiento con la tradicionalidad modernista denotada en las estructu- 
ras de las investigaciones cualitativas o cuantitativas, como capítulos. 

En la modernidad, como proyecto colonial de civilización que co- 
mienza en el Sur, en 1492, con la invasión y masacre a nuestro continente, 
se ha impuesto la colonialidad de las mentes y el poder, entre otras manifes- 
taciones de colonialidad; la lucha por la descolonización y la decolonialidad 
es la resistencia por un modo autónomo y libre de pensar, ser y hacer. La 
ciencia occidental ha erigido las instituciones que educan al individuo que 
produce y reproduce el conocimiento, su conocimiento, el occidental, el que 
se considera válido; pero al pensar las preguntas iniciales sobre sí mismo y 
sus subjetividades han quedado relegadas; el sujeto ha sido extraído de las 
investigaciones. Solo unos pocos del Sur participan, ante los ojos de Occi- 
dente, en la construcción de nuevos conocimientos. Y hay que reconocer 
que la educación es una repetidora del conocer, una mecanicista del pensar; 
sin mayores razonamientos que permitan discernir la soslayación que en 
plena globalización se sigue imponiendo (Hira, 2016). 

Es importante saber que como la indagación es transmetódica la sub- 
jetividad y el sentipensar del investigador está presente siempre en la argu- 
mentación con su experiencia, por lo tanto, va en el discurso de primera a 
tercera persona, y su concepción compleja redarguye la tradicionalidad de 
las investigaciones coloniales. Por ello, vamos a resignificar al sujeto inves- 
tigador objetivado y olvidado en las investigaciones reduccionistas. 
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Es de clarificar que denominamos soslayación a la imposición y 
minimización de los proyectos hegemónicos impuestos en el Sur desde la 
invasión de Occidente, el despotismo de la condición humana y de las ci- 
vilizaciones en todo sentido que prevalece hasta la actualidad permutada 
de colonialidad; Paulo Freire da cátedra de liberación en tiempos de sosla- 
yación con su pedagogía de la esperanza: formas alternativas de pedagogía 
que no solo enfatizan las dimensiones interpretativas del conocer, sino que 
también ponen de relieve la idea de que cualquier idea liberadora del apren- 
dizaje debe estar acompañada por relaciones pedagógicas marcadas por el 
diálogo —cuestionamiento— y la comunicación (Freire, 1970). 

El pensamiento occidental ha provocado el parcelamiento del pensa- 
miento, que duda de sus capacidades para dar sentido práctico y ético a la 
acción, y “termina traduciéndose en un individualismo autoabsorbente, que 
disuelve los vínculos y lazos personales y sociales imposibilitando un orden 
político capaz de construir una voluntad general en relación con el bien co- 
mún” (González, 2017, p. 14). 

Se perpetúan las consecuencias de la colonización ya luego, con la 
colonización del saber, ser y hacer, hasta ahora con nuevos artefactos de 
poder en la posmodernidad, la globalización e imposición del norte; des- 
de el momento que hay modernidad y con ello colonización y colonialidad 
emergen proyectos transmodernos de decolonización y de decolonialidad 
(Dussel, 2015). 

En el proyecto de la transmodernidad se promueve el pensar libre, el 
razonar de alto nivel; la decolonialidad del pensar que somos ciudadanos 
de segunda en esa imposición de superioridad que nos ha dado, en sí, la 
condición humana, es una consideración sin exclusión. Especificamos que 
el proyecto de la transmodernidad es la inclusión de las víctimas de la mo- 
dernidad-posmodernidad-colonialidad, esto es la inclusión en todo sentido 
sin preeminencias ni superioridades. Es la decolonialidad promovida por la 
transmodernidad; que la autora ejemplifica de planetaria por la concepción 
de inclusión y respeto a la diversidad. 

En la educación matemática la colonialidad del pensar y poder ha per- 
meado al ser humano de una matemática divorciada de sus procesos dialógi- 
cos, de su historia y filosofía; se ha divorciado desde Occidente la matemá- 
tica del Sur, del reconocimiento del aporte de los mayas, aborígenes, y, en 
cambio, se reproduce una matemática algorítmica. La educación matemática 
ha sido “capaz de operar como un arma secreta del imperialismo occidental” 
(Skovsmose, 2012, p. 270). 

Nos preguntamos entonces: “¿Por qué se pide a la matemática que 
forme individuos que solo tomen en cuenta la eficacia instrumental de las 
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matemáticas? La matemática es un arte ligado a lo más profundo del hom- 
bre, y es también educación” (Pérez, 1980, p. 42). Pero por ella se puede 
enseñar la sumisión; de una educación modernista colonial se puede usar la 
matemática para dominar la psique del estudiante y con ello el cuerpo. Más 
adelante veremos detalles al respecto. 

Es así como el arte de pensar y pensarse en ser humano desde la ma- 
temática ha sido escaso, pues la soslayación ha privilegiado el aprendizaje 
memorístico repetitivo de algoritmos y fórmulas. Situación que dará un vi- 
raje en el marco de la decolonialidad planetaria con el pensamiento com- 
plejo y transdisciplinar; esto es, transcomplejo. Bajo estos preceptos, en la 
presente indagación, como objetivo complejo, analizamos el desarrollo de 
las tecnologías del yo en la educación matemática, y lo hacemos desde la de- 
construcción rizomática como transmétodo. Todo enmarcado en la línea de 
investigación titulada “Educación matemática decolonial transcompleja”. 

La educación matemática decolonial transcompleja como constructo 
y línea de investigación nos permite asumirnos como sujetos históricos y 
políticos que dan sentido a su “existencia al romper su sujeción ideológica a 
los marcos epistémicos, culturales, axiológicos y ontológicos sobre los que 
se erigió e instituye la actual matriz de dominación neocolonial de la ense- 
ñanza de la matemática modernista” (Rodríguez, 2020a, p. 1). Se trata de una 
educación liberadora de la ciencia, legado de la humanidad y del ser humano 
soslayado; es un proceso autónomo, propio, hermoso, vivo, desprovisto de 
falsas creencias y actitudes, lleno de un crecimiento espiritual con la ecoso- 
fía, que está conformada por la ecología social, espiritual y ambiental, que 
atiende el difícil arte de habitar en el planeta. En ese aporte al mundo de una 
educación matemática “otra” se enmarca esta indagación. 

¿Qué finalidad cumple un transmétodo? ¿Por qué va más allá de los 
métodos modernistas reduccionistas? Se trata de involucrarse en procesos 
develadores encubiertos en discursos, prácticas, acciones y discursos impre- 
sos, para con esto descomponerlos, desarticularlos y religarlos con un senti- 
do otro en la temporalidad que nos ocupa, desde una visión hologramática, 
del todo y sus partes, de las partes y el todo en un mecanismo permanente de 
bucle recursivo (Morin, 2005). 

Por otro lado, la deconstrucción como transmétodo de indagación “es 
libre al máximo, antidogmática, no tiene ninguna transmetodología fija, su 
objetivo es debilitar el pensamiento filosófico occidental, destruir las con- 
cepciones colonizantes en todas sus formas y significados” (Rodríguez, 
2019a, p. 43). Por ello, vamos fuera de las fronteras disciplinarias de la edu- 
cación matemática, dejando el yugo de la soslayación modernista bajo el 
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pensar transcomplejo, para estudiar las tecnologías del yo en la educación 
matemática. 

Es de saber que urge descolonizar la educación matemática, que es 
una tarea por explorar en los países soslayados; por ejemplo, el adoctri- 
namiento curricular en Venezuela continúa pese a las reformas que se han 
venido realizando en las universidades tradicionales, “la verdadera cultura 
venezolana continúa encajonada, atiborrada tanto en los currículos como en 
la vida diaria, dando preferencia a culturas extranjeras y programas adopta- 
dos, alejados de la realidad contextual, de su importancia étnica, entre otros” 
(Rodríguez, 2017b, p. 431). 

La deconstrucción rizomática es considerada un transmétodo que desa- 
rrolla y clama un proceso descolonizador (Rodríguez, 2019a), que lleva a los 
sujetos, incluyendo al sujeto investigador, a convergir en una educación ma- 
temática desde la cotidianidad; es así como “las enseñanzas sobre la vida co- 
tidiana se organizaban alrededor del cuidado de sí con el fin de ayudar a cada 
miembro del grupo en la obra mutua de salvación” (Foucault, 2008, p. 53). 

En la presente indagación se hace un “desenmascaramiento del pen- 
samiento occidental, de la modernidad, los ideales tradicionales impuestos 
de la educación y sus representaciones sociales” (Rodríguez, 2020b, p. 7), 
hallazgo que realizamos en la enseñanza de la matemática y otras categorías 
constitutivas de la indagación como las tecnologías del yo. 

Con la deconstrucción estaremos en un “ir y venir que va a la critici- 
dad; pero también a la reconstrucción” (Rodríguez, 2020b, p. 9) de las tec- 
nologías del yo, para ejemplificar la enseñanza de la matemática a favor del 
ser humano, de su vida, su recivilización y el respeto a la condición humana. 
Categorías que desmitificaremos prontamente. Le solicitamos al lector ad- 
vertir que la esencia rizomática de la investigación no es lineal y que las ca- 
tegorías se redefinen en todos los rizomas, así como se vuelve a la crisis y a 
la reconstrucción, y, al final, que son aperturas que regresan a convergencias 
de indagaciones por hacer en la mencionada línea de investigación. De igual 
manera, que nuestras subjetividades están constantemente en la intervención 
de la indagación, derecho de voz que nos da el transmétodo. 


RIZOMA CRISIS. CRISIS DEL CONOCER E INFLUENCIA EN EL SER 
HUMANO DE LA EDUCACIÓN MATEMÁTICA 


De manera compleja, en vista del transmétodo rizomático, acudire- 
mos a atender la crisis de la educación matemática que mundialmente se 
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conoce, atenderemos al ser humano en su particularidad del desarrollo de 
su yo, metacognición, conocer y manera de desenvolverse en la tradicional 
enseñanza de la matemática; esto es, en lo que gestionan los actores del 
proceso educativo. 

Mostraremos como el pensar disyuntivo impidió la metacognición de 
alto nivel, execrando la mayéutica, la lógica dialéctica, de la que George Papy 
afirma: “las matemáticas nos vinculan con el Ser, con la realidad. [...] constato 
que las matemáticas tocan estructuras psicológicas profundas [...] podemos 
decir que el dominio del lenguaje matemático ejerce un efecto terapéutico” 
(citado en Pérez, 1980, p. 45). 

De tal manera que, la matemática en el ser humano puede permitir di- 
rigir su intelecto, desarrollar sus procesos mentales, la toma de decisiones y 
el ser y estar en el mundo; es de tan delicado cuidado la oportuna enseñanza 
de la matemática que “el que no posee una educación matemática se halla 
privado de algo que es esencial al hombre” (Pérez, 1980, p. 42). Lo que quie- 
re decir que, en materia de fracasos escolares, aplazados en las evaluaciones 
de los aprendizajes, las falsas creencias y el rechazo hacia la ciencia mate- 
mática ha llevado a la privación del ser humano; no es un análisis simple, en 
tanto el estudiante no podrá acceder a carreras con alto contenido matemáti- 
co. No son solo esas las consecuencias, es la privación del desarrollo de su 
ser y pensar profundo. 

Es así como en la crisis de la enseñanza de la matemática, su colo- 
nialidad impuesta hasta hoy con nuevos artefactos de soslayación, con sus 
excepciones maravillosas de grandes maestros que despiertan el amor por la 
ciencia, se siguen presentando en realidad un buen número de afectados, pues 
“la matemática tradicional, o más bien, la metodología tradicional de ense- 
ñanza de las matemáticas desarrolla la pasividad, la obediencia” (Pérez, 1980, 
p. 42). Es el control del ser humano lo que emite dicha educación, las tecno- 
logías de la represión y la sumisión. ¿A quién le ha interesado que ello ocurra 
de esa manera en vez de enseñar a pensar en un dialogo dialógico-dialéctico? 

Por otro lado, en la educación inicial, primaria y secundaria, denomina- 
ciones de la educación en Venezuela antes de la universidad, “un niño que no 
aprendió matemáticas se siente disminuido en sí mismo como individuo. Se 
puede hablar, pues, de una relación profunda entre el conocimiento matemá- 
tico y la personalidad. Esto no ocurre del mismo modo con otras disciplinas” 
(George Papy, citado en Pérez, 1980, p. 45). 

Esas palabras anteriores del gran matemático George Papy, en entre- 
vista realizada por Augusto Pérez en la Argentina, en 1980, siguen vivas, 
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continúan vigentes; son muchos los niños cohibidos en su personalidad, 
marcados por una práctica de la matemática alejada de sus vidas, de sus 
juegos. La escuela enajenada de su hogar; la marca de la corrección, la im- 
posición del comportarse en el hacer, la repetición que ahoga su curiosidad; 
sus procesos vivos de conteo, de clasificación, de curiosidad, de reglas de 
juegos en sus vidas reprimidas, y con ello reprimido el niño, que llega a su- 
frir grandes confrontaciones emocionales a la hora de la predispuesta clase 
de matemática. ¿Por qué los docentes han continuado con esta represión en 
las clases de matemática? De la misma manera que me la enseñaron a mí la 
enseño yo; la matemática no es para todos, no todos ellos son inteligentes 
ni están preparados para aprenderlas, son relatos y vivencias en el aula que 
llegan hasta las universidades. 

Existe una línea de investigación llamada “Educación matemática crí- 
tica” que propende estudios liberadores de la matemática en su enseñanza; 
contextualizada en el hecho socio-político-cultural y su influencia sobre el 
mismo, cuyas bases son los principios de emancipación, igualdad, equidad, 
pluralidad y libertad, y que tiene como finalidad la búsqueda de respuestas 
y la posibilidad de desarrollar en la educación matemática los valores de- 
mocráticos e integradores en los estudiantes para formar ciudadanos críticos 
(Skovsmose, 1999). El énfasis en el presente texto va en la soslayación colo- 
nial del discente, en su represión; desde luego que toca ejes de la educación 
matemática crítica. 

Es de considerar que la enseñanza mecanizada, la falta de historia 
y filosofía de la matemática, la carencia de sus procesos dialógicos más 
intrincados como ciencia en el aula, su reduccionismo, que no considera la 
condición humana del discente, la realidad concebida como un todo de una 
manera compleja, “atrofian las posibilidades de comprensión y de reflexión, 
eliminando las posibilidades de un juicio correctivo de una visión a largo 
plazo” (Morin, 1999, p. 15). Es lamentable tal ejercicio de poder que soslaya 
la vida de los actores del proceso educativo, pues el docente también se en- 
cuentra preso en una cárcel de repeticiones sin sentido, donde esa es la única 
manera de concebir la matemática. Desconoce la ciencia y su creación. 

Es así como “las mentes jóvenes pierden sus aptitudes naturales para 
contextualizar los saberes e integrarlos en los conjuntos a los que pertene- 
cen” (Morin, 1999, p. 15), y de allí convergen en problemáticas para con- 
formarse como ciudadanos críticos que puedan evaluar su propia práctica; 
buena parte de las consecuencias las vemos con la civilización en crisis; los 
procesos civilizatorios son urgentes en un desligar y volver a religar como 
una urgencia del pensamiento transmoderno (Rodríguez, 2019b). La necesi- 
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dad de recivilizar es urgente en el conocimiento, recivilizar el conocimiento 
reduccionista equivocado, parcelado, pues “la humanidad está imbuida en 
una dialéctica del conocimiento porque existe una clara distancia entre el 
acontecimiento y la consciencia de su significado” (Morin, 2011, p. 19). 

Esa recivilización compete al pensamiento, al cuerpo, al accionar, re- 
civilizar el pensamiento y el aspecto cognitivo del pensar, ya que tenemos 
“dos tipos de carencias cognitivas: la ceguera propia que exige un conoci- 
miento interdisciplinar; [y] el occidentalcentrismo, [que] nos da la ilusión 
de poseer lo universal” (Morin, 2011, p. 19). No hay duda de que la recivi- 
lización alcanza todas las aristas y complejidades del inhumano y huma- 
no ser humano, “la intoxicación consumista de la clase media se desarrolla 
mientras se degrada la situación de las clases más pobres y se agravan las 
desigualdades” (Morin, 2011, p. 23). En todo ello ha aportado a la crisis una 
educación matemática soslayadora. 

Es urgente considerar que, aún en estos tiempos, en la mayoría de los 
países del mundo, el currículo de matemática está dirigido hacia el desarro- 
llo de técnicas que son importantes pero que no son la esencia de la matemá- 
tica; esas técnicas están formadas por procedimientos, aptitudes, métodos, 
reglas y algoritmos que muestran una matemática basada en el construir, 
pero no en la reflexión, en los procesos metacognitivos profundos, lo que 
lleva a atrofiar la mente. Y con ello el dominio del cuerpo. Se desmitifica 
el pensar profundo, “ignorar por las prisas en adquirir técnicas matemáticas 
y por el deseo de lograr una educación matemática eficiente” (Bishop, 1999, 
p. 24). Pero la profundidad de la razón de por qué se da esto es porque se ha 
usado la matemática en el aula como el fusil de la soslayación y clasifica- 
ción del ser humano. 

Se debe romper la opresión de las prácticas de los docentes de la ma- 
temática tradicional en favor de una práctica libertaria de las nuevas peda- 
gogías innovadoras (Rodríguez, 2020a). El profesor autoritario, permisivo, 
el “profesor competente, serio, el profesor incompetente, irresponsable, el 
profesor amoroso con la vida y de la gente, el profesor mal querido, siempre 
con rabia hacia las personas y el mundo [...] pasa por los alumnos sin dejar 
su huella” (Freire, 2002, p. 64). 

En la enseñanza de la matemática, con “el cúmulo de cosas que se les 
impone, no se les deja a los estudiantes el tiempo de pensar. Y aquel que se 
atreve a hacerlo corre el riesgo de ser sancionado, porque no repite exacta- 
mente lo que le transmitieron” (Pérez, 1980, p. 45). Esa represión es urgen- 
te de desmitificar; para ello, estudiamos las tecnologías del yo, para luego 
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plantear salidas que puedan ser útiles para que las tecnologías del yo en la 
educación matemática decolonial transcompleja propendan la liberación de 
la personalidad y con ella la del cuerpo de los actores del proceso educativo. 


RIZOMA CATEGORIAL. LAS TECNOLOGÍAS DEL YO 


Michel Foucault, el genealogista por excelencia, dedica todo un texto 
a las tecnologías del yo, pero no es el único donde se refiere a ellas. Para 
comprender su significancia haremos un somero pero concreto análisis so- 
bre el tema, a fin de luego develarlas en su posibilidad liberadora del cuerpo 
en la educación matemática; ya hemos revelado la prisión de la psique y por 
tanto del cuerpo en la educación matemática colonial. 

En tal sentido, debemos comprender que existen cuatro tipos princi- 
pales de estas tecnologías y que cada una de ellas representa una matriz de 
la razón práctica; según Foucault (2008), estas se refieren a: 


1) tecnologías de producción, que nos permiten producir, transfor- 
mar o manipular cosas; 2) tecnologías de sistemas de signos, que 
nos permiten utilizar signos, sentidos, símbolos o significaciones; 
3) tecnologías de poder, que determinan la conducta de los indivi- 
duos, los someten a cierto tipo de fines o de dominación, y consisten 
en una objetivación del sujeto; 4) tecnologías del yo, que permiten 
a los individuos efectuar, por cuenta propia o con la ayuda de otros, 
cierto número de operaciones sobre su cuerpo y su alma, pensamien- 
tos, conducta, o cualquier forma de ser, obteniendo así una transfor- 
mación de sí mismos con el fin de alcanzar cierto estado de felicidad, 
pureza, sabiduría o inmortalidad (p. 48). 


Pero advierte el autor que no hay tecnologías puras, pues las tecnolo- 
gías del yo a las cuales nos avocamos toman su contenido de las tecnologías 
de la producción, las tecnologías del sistema de signos y las tecnologías de 
poder. De muchos análisis que se hacen a las tecnologías del yo es urgente 
tener en consideración a las de producción y utilización del yo, debido a que 
los seres humos producimos y hacemos cosas, pero también se deben tener 
en cuenta las tecnologías de los signos, las cuales manipulan los sentidos, 
los significados, los símbolos y los conceptos; las tecnologías del poder, 
que determinan la conducta y someten a la dominación por la fuerza, la 
autoridad o por la punición, y las tecnologías del yo, “las cuales permiten al 
sujeto interactuar con las operaciones del cuerpo, el alma, su pensamiento, 
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felicidad, inteligencia y su sabiduría, entre otros aspectos de las relaciones 
humanas” (Díaz y Mateo, 2017, p. 4). 

Volvemos al análisis de la crisis de la educación matemática bajo es- 
tas tecnologías: tecnologías de producción, en las que se reproduce el conte- 
nido matemático manipulándolo como reduccionista, acabado y repetitivo, 
descontextualizado; las tecnologías de sistemas de signos, que manipulan 
signos y significancias sin la debida semiótica clarificada ante sus significa- 
dos y orígenes epistemológicos; las tecnologías de poder, que se han mos- 
trado en el rizoma anterior, en el que pudimos ver como se manipula al ser 
humano sumiso y obediente con los contenidos de la matemática impuestos 
y además se superioriza la matemática mal denominada occidental, los des- 
cubrimientos y las creaciones soslayando las creaciones matemáticas de las 
civilizaciones del Sur, por ejemplo. 

Las tecnologías del yo han colaborado en la soslayación y el dominio 
del cuerpo por medio de la represión y afección del pensamiento y la mente 
en la opresión de la educación matemática colonial. Todo ello se explicita 
en tanto la educación matemática tiene su esclarecimiento político; se trata 
de evitar razonar y de enseñar a obedecer. Se impide el ejercicio de razona- 
miento individual y colectivo; el proyecto dominante actualmente colonial 
lo exige, lo sigue solapando bajo artefactos de poder nuevos de la globali- 
zación. Ya lo hemos justificado con las palabras de investigadores citados 
anteriormente. 

En el estudio de las tecnologías, una de las consecuencias nos lleva 
a la recomendación que hace Foucault (2008), que deviene de los preceptos 
griegos que luego también fueron execrados de la educación y del conoci- 
miento, porque nada del sujeto convenía en el proyecto de dominación: el 
““conócete a ti mismo” ha oscurecido al “preocúpate de ti mismo”, porque 
nuestra moralidad insiste en que lo que se debe rechazar es el sujeto” (p. 54). 

En ese gobierno del otro, que devela Michel Foucault por medio de 
fuentes variadas, Nepomiachi (2014) afirma: 


¡Nos interesa destacar el campo problemático que se abre al pensar 
los contactos, las articulaciones, las imbricaciones, los roces, las ten- 
siones y fricciones que se producen entre el poder y el sí mismo —en- 
tre la conducción de la conducta de los demás y la producción del yo, 
entre el gobierno de los otros y el de sí— y su potencia para pensar 
los modos específicos a través de los cuales se constituyen las subje- 
tividades en nuestra actualidad! (p. 142). 
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Por ello, en la soslayación con las tecnologías del yo inapropiadas, 
se descuida el cuidado del otro, de su humanidad, de su condición humana, 
en tanto que “el cuidado de sí implica también la relación con el otro en la 
medida que, para cuidar bien de sí” (Foucault, 1984, p. 4) hace falta cuidar al 
otro. Se entienden entonces perspectivas de las tecnologías del yo que ser- 
vían como espacio de autogobierno, que tanto podía luego volcarse a un me- 
jor gobierno de la sociedad como apartarse de todo reclamo mundano para 
perseguir ideales tales como el ascetismo y el desapego, es decir, el control 
completo del cuerpo, las emociones y las representaciones en función de una 
mayor autonomía y una mayor sabiduría (Foucault, 2002). 

Hay mucho que decir y estudiar en futuras investigaciones sobre las 
tecnologías del yo, y religarlas con las otras tres tecnologías; por ahora, 
como esencia para la educación matemática, creemos que están las cone- 
xiones necesarias para cumplir el objetivo complejo en los rizomas que de- 
vienen. 


RIZOMA RECONSTRUCCIÓN. EL DESARROLLO DE LAS 
TECNOLOGÍAS DEL YO EN LA EDUCACIÓN MATEMÁTICA 


En esta reconstrucción queremos atender las tecnologías del yo que 
cobren preeminencia en la educación matemática decolonial transcompleja, 
bajo la premisa que la liberación del cuerpo, de la mente del ser humano 
y de la misma matemática en la enseñanza y como ciencia ante el mundo 
debe pasar por la decolonialidad planetaria de su esencia, y la consideración 
compleja y transdisciplinar; esta última como perspectiva decolonial, pues 
debemos saber que no toda transdisciplinariedad es decolonial. 

Acudiremos a la esencia verdadera de la ciencia matemática, con sus 
procesos dialógicos dialogantes-dialectos, con su historia y filosofía, con 
las matemáticas como avance de la humanidad, de las civilizaciones, pero 
también la matemática de la ciudad, del hábitat popular, en la cultura, en la 
vida de los seres humanos, bajo la conciencia de que, en efecto, según Papy 
(citado en Pérez, 1980): 


La matemática es un arte ligado a estructuras profundas del ser hu- 
mano; por eso puede descubrir la razón en el individuo. Se dice que 
la matemática es ciencia porque posee un cierto rigor, pero ¿acaso 
no existe también rigor en la música y en la literatura? El rigor se 
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vincula a una cierta tradición, a una transmisión determinada de los 
conocimientos (p. 44). 


Acudiendo a esa realidad que señala George Papy debemos tomar 
conciencia de religar la matemática con toda su esencia, de sus subjetivida- 
des que, muchas veces, acoplan la objetividad de sus conceptos, “las tecno- 
logías del yo facilitan un movimiento de densificación de la subjetividad, 
acontecen procesos de refracción” (Papalini, 2013, p. 15). 

Esos procesos de refracción son los que originan el cambio de direc- 
ción y velocidad que necesita la educación matemática, que debe pasar por 
la conformación del ciudadano docente, el reconocimiento de una educación 
matemática otra, donde los conocimientos de forma transdisciplinar implican 
sistematizaciones cognitivas-afectivas de unión, conjunción, inclusión, impli- 
cación y separación, oposición, diferenciación, clasificación y eliminación. 
“En el religar se desligan conocimientos tradicionales y se va de la separación 
a la unión y viceversa. El religar va al ejercicio antropolítico de la educación 
matemática decolonial transcompleja” (Rodríguez, 2020c, p. 125). 

Es la razón por la que las tecnologías del yo están en consonancia 
con la liberación del sujeto, deben liberarle de la colonialidad del poder, 
“poner las matemáticas al alcance de todos los niños y de todos los indivi- 
duos supone una visión democrática de la sociedad” (Pérez, 1980, p. 44). La 
descolonización del saber, poder, ser y hacer en la matemática es posible 
bajo estructuras complejas que no trivialicen el proceso, algo aparentemente 
sencillo y de fácil realización, pero que, por el contrario, son batallas que 
comienzan en la mente, en la concepción de lo que somos y qué significa 
conocer, educar y hacer en el Sur (Rodríguez, 2020a). 

Desde la formación en matemática de manera compleja y transdis- 
ciplinar es posible “un ser *sapiente” que se cuestiona sin cesar sobre su 
existencia, su propósito, su finitud y su salvación” (Gil, 2018, p. 10). En las 
mentes de los que enseñan matemáticas deben ser apreciadas otras formas 
decoloniales de concebir el conocimiento, ya no como frío, mecánico, iner- 
te, impuesto y provisto de ejemplos clásicos de irrealidades, cuando, por 
ejemplo, en el Sur tenemos claridad y pertenencia de cotidianidades llenas 
de saberes matemáticos que pueden anidar otras realidades que aviven el 
interés por aprender matemática (Rodríguez, 2020a). 

La retroalimentación en la educación matemática, la liberación del ser 
en su conformación es pertinente y de imperiosa necesidad; el ser humano 
es central en su propia subjetividad y en la de los demás; por tanto, él puede 
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tomar decisiones en ellas y su concientización, preocuparse por sí mismo, 
por su mejora, y no en transmitir la propia formación obsoleta o las semejan- 
zas que recibe del mundo, “es el gran foco de las proporciones, el centro en 
el que vienen a apoyarse las relaciones y de donde son reflejadas de nuevo” 
(Foucault, 1966, p. 32). De allí que el docente puede y debe empoderarse en 
los cambios urgentes que la educación matemática le propende. 

El diálogo en la matemática y su enseñanza es esencial en dos senti- 
dos. Queremos aclarar lo que es un diálogo dialógico-dialéctico; el diálogo 
dialéctico está orientado a la “discriminación entre verdad y error mediante 
el pensamiento” (Panikkar, 1999, p. 27), este tipo de diálogo parte de la 
hipótesis de que los participantes cooperan en una racionalidad, como el 
principio de no contradicción, y de ese modo pueden someter sus perspec- 
tivas a la audiencia de la razón; ello se pretende aplicar en los conceptos de 
la matemática y se conoce de los diálogos de Platón, Sócrates, entre otros. 
Panikkar (2003) piensa que el diálogo dialéctico, si bien tiene su lugar en 
ciertos ámbitos de la vida humana, es insuficiente para asumir los retos de 
la interculturalidad; así, en la educación la comunicación es posible y debe 
ocurrir en un nivel diferente al de la dialéctica, pero desde luego no divor- 
ciada de ella. Por esta razón, de acuerdo con Panikkar (2003): 


El diálogo dialógico no tiene ni a la victoria en el contexto de las 
ideas ni a un acuerdo que suprima una auténtica diversidad de opi- 
niones. El diálogo dialógico busca, si acaso, expandir el campo de 
comprensión, con la profundización por parte de cada interlocutor 
de su propio campo de comprensión y la apertura de un posible lugar 
para lo (¿todavía?) no comprendido (p. 67). 


Como podemos ver, el diálogo dialéctico es sobre objetos, en este caso 
matemáticos, sobre sus doctrinas, temas o problemas que se tratan en la cien- 
cia; pero el diálogo dialógico es entre sujetos, entre docentes y discentes, por- 
que el diálogo entre ellos en la educación matemática es sobre ellos mismos y 
de ese modo consiguen entrar cada uno en el universo cultural del otro; para 
lograrlo, es imperativo considerar la cultura, la cotidianidad de la matemática, 
cuestión posible en la decolonialidad planetaria donde la educación matemá- 
tica y la matemática toman en cuenta la complejidad y toda extensión de los 
aportes matemáticos inclusivos del Sur y de los países soslayados. 

Es más, el diálogo dialógico asume un dinamismo radical de la rea- 
lidad, esto es, “que la realidad no es dada de una vez para siempre, sino 
[que] es real justamente por el hecho de que está continuamente creándose 
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a sí misma y no simplemente desarrollándose a partir de premisas y puntos 
de partida preexistentes” (Panikkar, 1999, p. 38). ¿Cómo es posible este en- 
cuentro dialógico dialéctico en la educación matemática? 

Es imperativo, desde la enseñanza de la matemática, ayudar a co- 
nocernos a nosotros mismos en una educación del alma, en el desarrollo 
complejo de la inteligencia; allí, el espíritu tiene un gran peso que permea 
el cuerpo; es menester una educación del ser en toda su complejidad, “el 
esfuerzo del alma por conocerse a sí misma es el principio sobre el cual sola- 
mente puede fundarse la acción política” (Foucault, 2008, p. 59). Esa acción 
política del docente en el estudiante debe ser antropolítica, en tanto enseñar 
a conocerse en su disfrute de la matemática como instrumento de desarrollo 
de la mente que permea lo emotivo y volitivo. 

Edgar Morin “propone la confluencia de la antropoética y la antro- 
política para afrontar la complejidad de nuestro mundo, siendo la misión 
antropoético-política de nuestro tiempo realizar una unidad planetaria en la 
diversidad” (Romero, 2012, p. 42). Se trata de ejercer una verdadera política 
educativa, una antropolítica que desmitifique los currículos, el “ejercicio 
de poder en el aula de la matemática como soslayación en las aspiraciones 
a educarse y llegar a ascender y construir cada día, reconstruir sus teorías 
desde aplicabilidades nuestras, desde la cotidianidad y saberes soterrados 
desde el Sur” (Rodríguez, 2020c, p. 127). 

Es la ciencia matemática patrimonio de la humanidad a la que todos 
podemos aprender, con mente, cuerpo y corazón, y debemos decolonizar 
las ciencias de la educación y descubrir la soslayación de la educación y la 
formación docente, “el proceso que oculta la pedagogía en su propuesta de 
la noción de formación, así como la contradicción entre formación y eman- 
cipación. La doctrinalidad es la cara oculta de la formación” (Ortiz, Arias y 
Pedrozo, 2018, p. 202). 

De tal forma, las tecnologías del yo “serán la manera en la que los 
niños logran actuar sobre sí mismos, son las formas y procedimientos me- 
diante los cuales adaptan y modifican su cuerpo y comportamiento para 
normalizar su actuar y ser en la institución” (González y Ríos, 2020, p. 34); 
desde la matemática es posible la formación de un ser crítico, emotivo, afec- 
tivo, voluntarioso, no soslayador ni soslayante, liberado de la opresión de la 
ciencia, pero también un ser capaz de tomar las mejores decisiones a favor 
de su vida y cuerpo, de la humanidad del otro. 
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Desde luego, y es clarificado, que en la enseñanza de la matemática 
“es esencial también que el niño descubra los conceptos fundamentales en la 
experiencia común. Si no le enseñamos esto tal vez se atrofie una parte de su 
capacidad intelectual” (Pérez, 1980, p. 46). Por ello, ratificamos una vez más 
que la matemática en los primeros niveles debe acudir a los juegos de los 
niños, a su humanidad, debe continuar el desarrollo cognitivo-afectivo que 
llevan de su hogar. Ellos ya conocen de matemática, de sus colecciones, de 
sus gustos por las reglas, conocen del número; no debe imponerse la serie y 
simbología, debe irse ascendiendo desde la concreción hasta la maduración 
de la abstracción. Los procesos teoría-ejemplos, concreción-abstracción, 
micro-macro, sujeto-objeto, cualitativo-cuantitativo, objetivo-subjetivo, en- 
tre otros, no van separados. 

Los niños distinguen la ordinalidad, la cardinalidad, la geometría y 
los conjuntos desde sus juegos, estos son hechos serios y reales de la vida; 
desde su entorno, por medio de juegos con sus familiares y amigos, con 
elementos como pelotas, muñecas, carros, legos, juegos de la cultura au- 
tóctona. Esa experiencia les proveerá la primera aproximación a la lógica, 
a la dialéctica, entre otras. Su experiencia al situar su cuerpo en el espacio 
será fundamental para conocer el mundo de las matemáticas. Pero su cuerpo 
debe ser liberado en cada aprendizaje, pues la amonestación y repetición sin 
sentido destruye la psique y su crecimiento intelectual 

Por otro lado, se debe concientizar que el desarrollo del potencial del 
ser humano va ascendiendo de manera natural, sin traumas; “el sujeto tiene 
como atributo la potencia, definida como la capacidad de devenir-otro, di- 
ferente de aquello que se esfuerzan por imponer las lógicas hegemónicas” 
(Papalini, 2013, p. 16); estas lógicas son las que se han venido imponiendo 
en la enseñanza de la matemática, y con esa exigencia antinatural del cuerpo 
del ser humano esto lleva, desde luego, a la imposición; y las conclusiones 
descabelladas del docente a sus estudiantes al no cumplir sus exigencias es 
que esos seres humanos no tienen la capacidad para aprender, es decir, no 
son inteligentes. 

Es así como el saber ecosófico de la matemática es pertinente en esas 
tecnologías del yo en la educación matemática; la ecosofía es “una recom- 
posición de las prácticas sociales e individuales [...] según tres rúbricas com- 
plementarias: la ecología social, la ecología mental y la ecología medioam- 
biental, y bajo la égida ético-estética de una ecosofía” (Guattari, 1996, p. 30). 
La matemática es desde luego una posibilidad mental que permea el espíritu 
y que lleva a un ser humano a influir en todo su ser y comportamiento. De 
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manera tal que el sujeto ser humano es afectado en su cuerpo, mente y espí- 
ritu. Así, con el irrespeto a la condición humana se troncha gran parte de su 
crecimiento lógico matemático. 

Por ello, “los procesos de encerramiento, de reificación y enajenación 
propios de nuestra era demandan resistencias y soluciones basadas en téc- 
nicas y saberes de sí, muy específicas para estos tiempos de lucha, donde se 
pretende la total objetivación del sujeto” (Gil, 2018, p. 25). Esa resistencia 
la comienza a tener el ser humano cuando empieza a tomar conciencia de 
su propio potencial, cuando se empodera del “yo sí puedo” desde una mo- 
tivación liberadora de que puede aprender, y que puede ir a otros estadios 
del pensar. En la toma de conciencia de que es un proceso continuo. En las 
tecnologías de la producción es importante el conocimiento pertinente, ate- 
niente a los problemas de la vida del educando, pero también de las neces1- 
dades de formación del cuerpo. Hay que mostrar y construir una matemática 
que convoque al discente. 

Esa convocatoria es una invitación, no una imposición; no la vieja 
escueta soslayación del gobierno del cuerpo, mente y espíritu. Se deben re- 
definir los currículos, pero lo ateniente a la reforma del pensamiento es vital: 
¿Quiénes serán los que eduquen en la matemática liberadora? Unos pocos 
como nosotros que arrastraremos masas, en la conformidad evidente de la 
alegría en el aula, en una convocatoria que eduque en matemática desde 
cualquier saber; a la convergencia de las mal llamadas matemáticas no es- 
colares y escolares, científicas y soterradas, Occidental y no Occidental. Esa 
separación debe desligarse y religarse como esencia decolonial planetaria 
de la matemática. 

Las tecnologías del yo son una temática no tratada en la educación 
matemática, y su estudio comienza, pues ya se han dado inicios con la edu- 
cación matemática crítica. Pero es claro que los aportes decoloniales plane- 
tarios comienzan con la línea “Educación matemática decolonial transcom- 
pleja”; vamos hacia adelante. Estamos concientizados. Y siguen las arenas 
movedizas, manteniéndonos alertas de los cambios urgentes, de la profundi- 
zación necesaria, del religar del docente. 


RIZOMA TERMINANTE. CONCLUSIONES DE APERTURAS 


Hemos cumplido con el objetivo complejo de analizar el desarrollo de 
las tecnologías del yo en la educación matemática, y lo hicimos desde la de- 
construcción rizomática como transmétodo. Todo enmarcado en la línea de 
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investigación titulada “Educación matemática decolonial transcompleja”. 
No es sencillo volver al ejercicio liberador del cuerpo, mente y espíritu sos- 
layado con la matemática en el aula cuando el primero que ha sido oprimido 
es el docente en una práctica casi sacerdotal intocable, que se niega a tocar, 
a Investigar, que se niega a cambiar. Sin duda, las obras de Michel Foucault, 
a la luz de la lupa decolonial planetaria, dan juicios e interpelaciones dignas 
de estudiar: la biopolítica y la pereza febril que han sido motivos de estudio 
en la educación matemática decolonial transcompleja; ahora, las tecnologías 
del yo develan una estructura de soslayación del ser humano desde la ciencia 
legado de la humanidad, que es la matemática. 

¿Por qué si la didáctica de la matemática, sumamente exitosa, está 
llena de cambios y estrategias no ha sido exitosa en el aula? Es porque no 
ocurre el desligar del docente, su reforma del pensamiento, y con ello no al- 
canza el religar hacia la esencia de la matemática, su profunda complejidad 
que permea toda la tierra, la creación y funcionalidad de todo el universo. 
Pero esa conciencia no se hace plena en el corazón de los docentes. Es una 
pugna lo que en él se encuentra, en él hay un arma mortal que lo ha soslaya- 
do y que ahora usa como arma para minimizar y continuar el viejo ejercicio 
de poder. Ese poder que no circula hacia el aprendizaje de la ciencia. 

Si no existe un cambio de pensamiento no valdrán estrategias y crea- 
tividades en la enseñanza de la matemática; para ello, tendremos que volver 
a reconocernos en la matemática y reconocer la matemática, que es donde 
converge la ciencia, en toda su complejidad y belleza, en la vida del ser hu- 
mano para colaborarle, no para dominarle el cuerpo, la mente y el espíritu. 
Pero también debe confluir en los saberes en su totalidad, permearse de lo 
educativo, acercarlo al ser. Mostrarla útil y pertinente en el desarrollo y la 
liberación del pensamiento del ser humano. 

En las tecnologías del yo: ¿Las matemáticas son virtuosas o pernicio- 
sas para el cuerpo, la mente y el espíritu humano, y más ampliamente para la 
sociedad? Desde luego que la respuesta a la pregunta es cómo se presente la 
matemática en la vida de las personas; en la crisis colonial la mayoría de las 
veces las matemáticas han colaborado a las falsas creencias y rechazos en toda 
la complejidad del ser humano. Pero hemos mostrado que si consideramos la 
esencia de la matemática, su complejidad y desarrollo no reduccionista, su 
aporte como el poderoso lenguaje que maneja, sus sustentos en todos los sabe- 
res, sus diálogos dialogantes con la dialéctica en tanto discernir y refutar valo- 
res, las innovaciones, su colaboración en todas las civilizaciones y avances de 
la humanidad, su preeminencia en la vida cotidiana del ser y el avance en las 
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civilizaciones y, por último, su potente poder de desarrollo del pensamiento 
y razonamiento metacognitivo de alto nivel, entonces las matemáticas serán 
virtuosas en todo el ser humano y su accionar de vida. 

Bajo esas premisas, llevando de esta manera la educación matemática, 
se consideran entonces unas tecnologías que son liberadoras de su cuerpo, 
mente y espíritu, herramienta de gran importancia práctica, excepcionales 
en el desarrollo humano y de los países, en general ciencia legado de la hu- 
manidad al alcance de todos. Decidamos ese camino virtuoso del que hemos 
hablado; para ello, debemos redargiiir nuestra escasa formación, la decolo- 
nialidad del poder, ser, hacer y pensar debe ser nuestra rizomática y confor- 
mativa en todo momento. Siempre en la inclusión y respeto a la diversidad 

Educar es poner el cuerpo y encontrarnos con otro cuerpo, hermoso 
y lleno de expectativas, y ese cuerpo es cuerpo-mente-corazón y espíritu, 
y así debemos educar; la matemática es el saber, es el todo del hacer, es la 
complejización más elevada, entonces, complejicemos esas esencias con la 
condición humana y eduquemos en la ciencia, legado de la humanidad, más 
allá de cumplir técnicas, y vamos a la verdad de la matemática: ¿Por qué 
ocupa ese lugar esencial en la humanidad? Llevemos la respuesta al aula. 
Matemática es saber más allá de la ciencia occidental impuesta. Tiene un 
solo apellido: humanidad. 

Como habíamos ejemplificado, la liberación del sujeto investigador, 
esto es, la autora, en su conformación espiritual y sentipensar siempre pre- 
sente, se despide con la palabra de Dios, su magnífico creador, matemático 
por excelencia: “toda la Escritura es inspirada por Dios, y útil para enseñar, 
para redargiiir, para corregir, para instruir en justicia, a fin de que el hombre 
de Dios sea perfecto, enteramente preparado para toda buena obra” (2 Tim 
3:16-17). Y él dijo: “antes bienaventurados los que oyen la palabra de Dios, 
y la guardan” (Lucas 11:28). Maravilloso Dios, gracias por el sacrificio de 
tu amor. 
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Resumen 


El presente trabajo ofrece una clave de interpretación en torno a la 
aplicación y validez de los derechos humanos en Colombia. Las si- 
tuaciones de abuso a la población por parte del Estado y diversos 
actores del conflicto evidencian la crisis social del país, la impunidad 
respecto a tales delitos y las falencias en la implementación de una 
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cultura de paz. De este modo, abordar la naturaleza de los derechos 
fundamentales en la actualidad lleva consigo la pregunta por su legi- 
timidad, si podrían llegar a considerarse instrumento de dominación 
ideológica, como elementos de lucha, o, por el contrario, la defensa 
jurídica de los mismos se apoya en un aparato legislativo hermético 
y corrupto. 


Palabras clave: derechos humanos, Estado, democracia, historia, im- 
punidad, paz. 


Abstract 


This work offers an interpretation key around the application and va- 
lidity of Human Rights in Colombia. The situations of abuse of the 
population by the state and various actors in the conflict show the 
country?s social crisis, impunity for such crimes and the lack of im- 
plementation of a culture of peace. In this way, addressing the nature 
of Fundamental Rights today raises the question of their legitimacy, if 
they could be considered as an instrument of ideological domination, 
as elements of struggle or, on the contrary, the legal defense of the 
same is it supports a hermetic and corrupt legislative apparatus. 


Keywords: Human Rights, State, democracy, history, impunity, peace. 


Resumo 


96 


O presente trabalho oferece uma chave de interpretagáo em torno da 
aplicagáo e validade dos Direitos Humanos na Colómbia. As situa- 
c0es de abuso da populacáo pelo Estado e diversos atores do conflito 
evidenciam a crise social do país, a impunidade em relagáo a tais 
crimes e as deficiéncias na implementagáo de uma cultura de paz. 
Dessa forma, abordar a natureza dos direitos fundamentais hoje en- 
volve a questáo de sua legitimidade, se podem ser considerados como 
instrumento de dominagáo ideológica, como elementos de luta ou, ao 
contrário, sua defesa legal repousa sobre um legislativo hermético e 
corrupto. aparelho. 


Palavras chave: Direitos Humanos, Estado, democracia, história, 
impunidade, paz. 
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Una teoría crítica de derechos humanos supone una determinada 
antropología: estar en el mundo para “aprenderlo” socialmente y comu- 
nicarlo liberadoramente, antropología que se prolonga en una actitud 
sociopolítica a la vez testimonial y utópica 


Helio Gallardo 


INTRODUCCIÓN 


Los derechos humanos constituyen la única herramienta propicia para 
determinar la validez de las formas en que el Estado usa y legitima el poder, 
en este sentido, la sociedad colombiana se ha visto sumergida en sistemas de 
poder basados en mecanismos y dispositivos que pretenden violar sus pro- 
pios derechos, esto a razón de numerosos sucesos que han dado cuenta del 
abuso de distintos gobiernos, la falsa democracia, un Estado fallido, el con- 
flicto armado y las confrontaciones ideológicas que convierten los derechos 
fundamentales en comodines, herramientas en aras de un futuro imaginario; 
si bien los derechos son un constructo sociohistórico, un entramado que 
responde a épocas determinadas y a luchas por necesidades concretas, en 
muchas ocasiones pierden su carácter emancipador-transformador, debido 
a que se convierten en herramientas de dominio de un grupo sobre otro, por 
ende, la mejor manera de reconstruir la historia de la lucha por los dones 
sagrados del hombre en Colombia se da por medio de una narrativa de los 
derechos humanos que contenga las dinámicas cambiantes, profusas y con- 
tradictorias que nos han llevado a constituirnos como nación. 

La presente investigación se enfocará en establecer las característi- 
cas de los métodos con los cuales el Estado ha violado los derechos funda- 
mentales del pueblo colombiano; siguiendo el ámbito teórico, los derechos 
humanos conforman un conjunto de facultades y dones morales propios del 
sujeto, exigencias concernientes a su propio desarrollo y que escapan a toda 
lógica jurídica, estos son de carácter universal, por ende, no constituirían 
el producto de manipulaciones según una ideología o un territorio deter- 
minado, de modo que el fin de estos es velar por la libertad, la dignidad 
y la igualdad sin importar el territorio o sistema político. Sin embargo, la 
posmodernidad ha traído consigo fenómenos tan particulares como crue- 
les, Estados fallidos, la globalización, el capitalismo, el poscolonialismo, 
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el imperialismo, el totalitarismo, etc., procesos que a pesar de que surgen 
con promesas de democracia, participación y respeto por la vida, terminan 
llevándose consigo toda ilusión de un país mejor. 

De este modo, el presente trabajo es producto de una investigación de 
tipo teórico, que realiza, de manera crítica, un análisis hermenéutico-histó- 
rico. Se analizarán diversas formas de negación de los derechos fundamen- 
tales en la nación desde 1980' hasta el 2018 y sus respectivas reflexiones, 
se determinará de qué manera se ha venido construyendo el concepto de 
derecho y las características que conforman su reconocimiento, protección 
y promoción; para tal empresa, se esbozarán el significado y la praxis de los 
mismos, en primer lugar, como elementos de confrontación política, y, en 
segundo lugar, como fines en sí mismos; es decir, se elaborará una investi- 
gación respecto a esta problemática que evidencia que, tanto en lo práctico 
como en lo teórico, los derechos no han encontrado una definición concreta 
y aplicable al contexto, lo que produce una constante tensión entre lo ético 
y lo político. 


DERECHOS HUMANOS Y EMANCIPACIÓN 


El elenco de los derechos humanos se ha modificado y va modifi- 
cándose con el cambio de las condiciones históricas, esto es, de las necesi- 
dades, de los intereses, de las clases en el poder, de los medios disponibles 

para su realización, de las transformaciones técnicas, etc. 


Norberto Bobbio 


Como parte fundamental de los procesos históricos, el hombre de 
cada época ha construido una clara conciencia respecto a diversos valores 
y principios que, en primer lugar, conforman un grupo de características 
inherentes a su propia humanidad y, a su vez, son exigencias en tanto re- 
conocimiento y protección, dirigidas hacia la realización de sus virtudes y 
potencias ubicadas dentro de un marco sociopolítico, en este caso un Estado 
de derecho; es decir, que la participación del sujeto inmiscuida dentro de los 
procesos políticos gira en torno a la validez y el respeto por aquellos dones 
que hacen parte de su propia integridad, de modo que cada sociedad debe 


1 Año en que el gobierno de Colombia invitó a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(CIDH) a realizar una visita con el fin de observar la situación real de los derechos humanos. 
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recorrer su propia historia asumiendo sus luces y sus sombras a la luz de la 
verdad, con el fin de identificar sus carencias y luchar por aquello que los 
sistemas dominantes no reconocen. 

Esta situación tan común en el territorio colombiano, evidencia, res- 
pecto al fundamento de los derechos humanos, un problema de carácter teó- 
rico, ya que considerar el derecho como arma de dominación ideológica abre 
una brecha insondable, en cuanto a la posibilidad de convertir los mismos en 
elementos de liberación, y, por otra parte, un problema de carácter empírico, 
pues la lucha en términos legales por los derechos humanos se apoya en una 
estructura normativa tradicionalista que busca favorecer las dinámicas de un 
determinado sector social, la comúnmente difundida, cuyos principios son 
herméticos y legalistas; 


no obstante, las luchas de poder que se expresan en derechos hu- 
manos implican procesos bastante más complejos que la mera acu- 
mulación de conquistas jurídicas. Esta doctrina se pretende además 
imponer como verdad universal aplicable a todos los pueblos, a pesar 
de que se legitima a partir de un relato eurocentrista de la historia que 
excluye las visiones y realidades de los pueblos del Sur (Fundación 
Juan Vives Suriá, 2010, p. 13). 


Así pues, al sistema se le considera un arma de dominación y explota- 
ción; en Colombia, por ejemplo, amparado en un aparato legislativo incohe- 
rente, el Estado no propicia espacios de desarrollo para el pueblo, el acuerdo 
de paz no trajo consigo los efectos esperados y el mismo Estado no protege 
los ciudadanos. El sistema de gobierno no vela por construir espacios pro- 
picios para la paz, el respeto, el crecimiento social, no cuida del pueblo, y 
presionado por exigencias económicas y diversos intereses se hace casi que 
imposible llegar a una comprensión de este, de ahí que en Colombia las 
acciones particulares del Estado se entiendan a partir de la bipolaridad, es 
decir, la explotación centro-periferia y los intereses particulares versus los 
intereses de los grupos sociales. Por consiguiente, “la pregunta no es cómo 
lo económico determina la estructura política, sino qué es peculiar acerca de 
las relaciones sociales del capitalismo que da origen a la rigidización de las 
relaciones sociales en la forma del Estado” (Holloway, 1993, p. 12). 

En este orden, en el intento de construir espacios de búsqueda por 
la dignidad y por la transformación profunda de aquello que violenta lo 
sagrado, la situación abarca el campo filosófico, jurídico y a su vez político, 
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ya que 
no se trata tanto de saber cuáles y cuántos son estos derechos, cuál es 
su naturaleza y su fundamento, si son derechos naturales o históricos, 
absolutos o relativos, sino cuál es el modo más seguro para garantl- 
zarlos, para impedir que, a pesar de las declaraciones solemnes, sean 
continuamente violados (Bobbio, 1991, p. 64). 


En efecto, impunidad y violación son los términos comunes para abor- 
dar el tema de derechos humanos en el país; a este respecto, cabe preguntarse: 
¿En Colombia los derechos humanos pueden considerarse un elemento de 
liberación y reivindicación? ¿Es posible consolidar una práctica que integre 
una visión crítica del derecho en tanto instrumento ideológico, con la defensa 
de la igualdad y el respeto por la vida para el pueblo colombiano? 

En lugares como Irak, Bielorrusia, Azerbaiyán, Ucrania, Colombia, 
entre otros, los protocolos de atención cuyo fines proteger sus poblaciones, 
intervenidas desde una reivindicación de los derechos humanos, terminan 
fracasandonormalmente,estodebidoaunfactordeterminanteenlasdinámi- 
cassocialesactuales, el capitalismo, quedesplazaporcompletolaautonomía 
de los Estados y establece actores dominantes que velan por la conserva- 
ción de los intereses económicos. Por ende, además de los abusos del poder y 
del derecho, en el horizonte cultural bajo el que cada pueblo asume los dere- 
chos humanos, pueden existir grandes diferencias, asunto que hace que su fin 
sea prácticamente inalcanzable; a este respecto, Gándara (2019) afirma: 


Se hace necesario, por tanto, analizar los usos ideológicos de la narra- 
tiva de los derechos, realizando así una crítica del discurso hegemóni- 
co liberal que conforma a nuestras sociedades. Debe entenderse que, 
dado que nuestra práctica siempre es una práctica teórica y que la 
política es la administración de las expectativas del futuro, la acción 
política busca controlar el lenguaje sobre el cual se construyen dichas 
expectativas (p. 90). 


De modo que los derechos humanos pueden ser instrumento de do- 
minación ideológica, una forma de poder dominante de una sociedad sobre 
otra; se hace necesario entonces “reinventar el derecho más allá del modelo 
liberal y demosocialista sin caer en la agenda conservadora y, en efecto, 
cómo conseguirlo para combatir esta última de una manera más eficiente” 
(De Sousa Santos, 2009, p. 547). Para ello, se requiere un trabajo teórico-po- 
lítico acertado que se hallaría inmerso en las dos perspectivas, buscando 
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“hacer efectivo el potencial emancipador que subyace a la narrativa de los 
derechos humanos y que exige reconocerlos como producto histórico de 
las luchas de los pueblos en busca de su liberación” (Gándara, 2019, p. 97). 
Apuntar hacia una comprensión que en su lucha por la estabilidad normativa 
no pierda de vista el carácter utópico de los derechos en tanto instrumentos 
de transformación. 

Tal empresa lleva consigo cierto nivel de complejidad debido a la 
cantidad de factores que componen el proceso de reconocimiento, valida- 
ción, protección y promoción de los derechos, precisamente porque 


demanda transformaciones profundas en diversos órdenes (político, 
económico, social, cultural, etc.); creemos que sin tales transforma- 
ciones el mero reconocimiento formal de derechos puede incluso 
entrampar los procesos sociales libertarios, ya que podría despistar 
a quienes luchan confundiendo el reconocimiento jurídico con el 
disfrute efectivo. Suscribimos, pues, la tesis que afirma la necesidad 
de repolitizar la praxis de los derechos humanos, resignificándolos a 
partir de las luchas en favor de condiciones de vida dignas para todos 
los pueblos (Gándara, 2019, p. 98). 


En concordancia con lo anterior, con el fin de profundizar en las formas 
en que se han llevado a cabo estos procesos en el país, es preciso tomar como 
punto de partida la década de los ochenta, período caracterizado por ser uno de 
los más conflictivos de la historia del país y en el que diversos actores, tanto 
sociales como institucionales, llevaron a la nación al borde del colapso políti- 
co y al debilitamiento del tejido social. La historia del país permite descubrir 
que siempre ha existido una tensión entre dos perspectivas de los derechos, en 
primer lugar, pueden considerarse desde su carácter emancipatorio, es decir, 
como formas de acción que buscan contraponerse a los sistemas dominantes y 
cuyo fin es luchar por aquellos dones que no son respetados, y, por otra parte, 
se podría establecer un proceso de reconocimiento donde pueden verse como 
metas, ideales, fines altamente anhelados debido a los crímenes e injusticias 
sociales. La primera lleva consigo una manera determinada de proceder, y 
prevalece la denuncia de las constantes injusticias, mientras que en la segunda 
se prioriza el desarrollo de medidas o métodos que propicien un ambiente 
viable para el cumplimiento y respeto de los derechos. 

En la época de Julio César Turbay Ayala (1978-1982) el continente 
latinoamericano se encontraba sumido en las dictaduras militares, infini- 
dad de violaciones a los derechos se cometían con el pretexto de proteger 
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la seguridad nacional; la situación no era favorable para el país, la insur- 
gencia tomaba cada vez más popularidad en la población de estratos bajos 
en las ciudades, la lucha contra los movimientos insurgentes opacaba toda 
esperanza de un cambio profundo y se presentaba un gobierno permisivo 
respecto a los abusos hacia la población; sus principales problemas fueron 
las detenciones ilegales, abusos de las fuerzas militares por medio de prácti- 
cas de tortura y un sinfín de violaciones hacia la integridad de la población, 
incluso se presentaban muchísimas detenciones bajo la simple sospecha de 
pertenecer a la insurgencia (sesenta mil personas). Desde este panorama, la 
lucha por los derechos fundamentales se arraigó, de forma profunda, en las 
cloacas de la sociedad, es decir, aquellos carentes de recursos se agruparon 
manifestándose contra los grupos dominantes. 

La gestión de Belisario Betancur (1982-1986) tuvo dinámicas distin- 
tas, especialmente en las relaciones con el Ejército; se vieron esfuerzos con- 
cretos para buscar la paz por medio de negociaciones con la insurgencia, 
no obstante, el paramilitarismo opacó tales intentos, pues estos “recibieron 
el apoyo de sectores de propietarios rurales vinculados al narcotráfico, re- 
presentaron una forma de ajuste de cuentas y enfrentamiento contra una 
militancia de izquierda que seguía realizando secuestros y otras actividades 
delictivas” (CIDH, 1995, p. 9), asimismo, por medio de los acuerdos de “la 
Uribe” se logró una tregua con las Fuerzas Armadas Revolucionarias de 
Colombia (FARC); fruto de esto fue el surgimiento de la Unión Patriótica 
(UP), primer grupo político de izquierda conformado por reinsertados de la 
insurgencia. En noviembre de 1985 acaeció un hecho que marcaría un hito 
en la violación a los derechos fundamentales, la toma del Palacio de Justicia 
a manos del M-19, en la que fueron asesinadas más de cien personas y más 
de quince desaparecidas por los agentes de la fuerza pública; además, fueron 
asesinados algunos integrantes de la UP. En el ocaso de esa gestión, tanto el 
intento por buscar la paz como las denuncias por las violaciones de los de- 
rechos humanos por parte de las fuerzas militares llegaron a buen término. 

En el mandato del presidente Virgilio Barco (1986-1990) seguía la 
dinámica que obstaculizaba la restauración de una democracia acorde a las 
necesidades del pueblo, continuaron los ataques contra los miembros de la 
UP, el paramilitarismo creció bajo los hombros del narcotráfico y en medio 
de la búsqueda por un sistema político alternativo la lucha y exigencia por el 
cumplimiento de los derechos humanos pasó a segundo plano; esto se debe 
precisamente a que cada vez aparecían nuevas formas de represión y viola- 
ción a la población (desapariciones, asesinatos, limpieza social, detenciones 
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ilegales, torturas, etc.); así pues, a medida que esta perdía su dignidad, su 
papel en los procesos políticos, las fuerzas paramilitares y los grupos domi- 
nantes de la esfera política tomaban fuerza y dominio. 

Así mismo, como consecuencia de tantas situaciones de vulneración 
de los derechos humanos surgió la Consejería Presidencial para los Dere- 
chos Humanos, la cual tenía el propósito de fortalecer la protección hacia 
la población. Con el fin de controlar las acciones militares del Estado, se 
nombró un procurador para las fuerzas militares, del mismo modo, se ins- 
tauró una procuraduría encargada de resolver y vigilar temas concernientes 
a los derechos humanos. Ninguna de las medidas anteriores funcionó, el 
narcotráfico apeló al terrorismo para enfrentar al gobierno, fueron asesi- 
nados tres candidatos presidenciales: Luis Carlos Galán (1989), Bernardo 
Jaramillo (1990), Carlos Pizarro (1990) y el procurador general de la nación 
Carlos Mauro Hoyos (1988); este episodio quedó en la memoria como uno 
de los más violentos de la historia del país. En este panorama ni la vida esta- 
ba siendo respetada. A este respecto, las dinámicas del Estado se concebían 
del siguiente modo: 


El sistema político ha tratado de compensar la limitada presencia 
del Estado fuera del amplio radio de acción de la burocracia bipar- 
tidista. Ha prolongado el alcance físico de las instituciones estatales 
en la sociedad por medio de intermediarios. El sistema político ope- 
ra no solamente de la mano del Estado, con cargos en la burocracia 
y en obras de infraestructura, sino que interviene, ante todo, con 
el auxilio de mediadores en la sociedad civil. Así garantiza que se 
cumpla mejor el intercambio de beneficios propios de la racionali- 
dad del clientelismo (Leal, Bejarano y Thoumi, 1990, p. 18). 


En 1990 fue elegido presidente César Gaviria Trujillo (1990-1994), la 
situación mejoró por las apresuradas negociaciones que se realizaron con 
diversos grupos insurgentes como el Partido Revolucionario de los Trabaja- 
dores (PRT), la organización guerrillera indígena Quintín Lame y el Ejército 
Popular de Liberación (EPL), incitándolos a que participaran en la Asamblea 
Nacional Constituyente. Por otra parte, Colombia padecía un estado de des- 
composición social notable, la guerra contra el narcotráfico llevó al gobier- 
no de esta época a invertir sus esfuerzos en la creación de una nueva cons- 
titución, se planteó una apertura económica y se llevaron a cabo distintas 
reformas, lo que indicaba que se presentaba una transición hacia un sistema 
político alternativo. La constitución mostraba importantes cambios respecto 
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al reconocimiento de los derechos humanos, sin embargo, estos procesos 
no dieron lugar a los resultados esperados, la confrontación armada no dis- 
minuyó, los abusos hacia la población por parte del Estado continuaban; el 
gobierno de Gaviria, carente de recursos políticos, pensaba que los medios 
militares podían acabar tanto con la guerrilla como con el narcotráfico, y 
que por medio de la fuerza se podía construir un ambiente propicio para el 
respeto de los derechos humanos, pero el orden público se encontraba en 
caos y de esta manera terminó dicho gobierno, falto de garantías e ignoran- 
do las recomendaciones de la CIDH; cualquier acusación de violación de los 
derechos la atribuían al narcotráfico o a la guerrilla. 


En el año 1994, la CIDH afirmaba que 


el problema de la violencia y de las violaciones a los derechos huma- 
nos cuyos principales agentes han sido el Ejército, las organizaciones 
paramilitares, la guerrilla y el narcoterrorismo, ha sido considerado y 
evaluado por la Comisión no como un fenómeno aislado, sino como 
un hecho que ocurre dentro del marco de la violencia que vive Co- 
lombia (CIDH, 1995). 


En este mismo año aparecieron cinco informes internacionales que 
manifestaban la grave situación del país: un informe de la CIDH (enero), el 
informe “Estado de guerra: violencia política y contrainsurgencia en Co- 
lombia” realizado por Americas Watch (enero), “Colombia: Public Order, 
Private Injustice” elaborado por Lawyers Committee for Human Rights (fe- 
brero), el “Reporte sobre derechos humanos en Colombia” del Departamen- 
to de Estado (Estados Unidos) (febrero) y “Violencia política en Colombia: 
mito y realidad” a cargo de Amnesty International (marzo); asimismo, se 
presentó el informe de la conferencia episcopal respecto a la situación del 
conflicto en la nación (febrero) y el “Informe de la procuraduría general de 
la nación sobre Derechos Humanos” (julio). Respecto a lo anterior, diver- 
sos gobiernos con intereses económicos en Colombia pusieron en estado de 
alerta al gobierno de Gaviria conformando la campaña llamada “Colombia, 
derechos humanos ya”, su propósito era exigirle al Estado el cumplimiento 
y la clarificación respecto a numerosas situaciones de violaciones de los 
derechos humanos. Además, en 1995 el Estado colombiano sería condenado 
por el asesinato de Isidro Caballero y María del Carmen Santana en 1989;? el 


2 Delito acaecido en el municipio de San Alberto, Cesar. Estos dos líderes sociales fueron 
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Estado se vio en la necesidad de aceptar los delitos y abusos cometidos, con 
el fin de consolidar una destruida imagen internacional. 

El gobierno de Ernesto Samper (1994-1998) se posicionó con muchas 
esperanzas de cambios inmediatos; aunque la deplorable realidad social fue 
la medida de las políticas públicas de su gobierno, el país pasaba por una 
crisis profunda, la violencia no cesaba y el fracaso de aquella administración 
se agravó con la crisis política del Proceso 8000, asunto que desvió total- 
mente los intereses sociales del gobierno, ya que debió centrar su atención 
en recuperar una imagen destruida a causa de sus estrechas relaciones con el 
narcotráfico; incluso, a los dos años de gestión se mantenían problemas que 
parecían no hallar solución: desempleo, crisis económica, violencia? (por 
parte de la fuerza pública, las fuerzas paramilitares, las FARC, el ELN), se- 
cuestro, narcotráfico, desplazamiento forzado* y el paramilitarismo en todo 
su vigor. Así pues, el mandatario aceptó la presencia en el país de la Oficina 
del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
en Colombia, aunque la actitud del gobierno fue contradictoria porque siem- 
pre hicieron lo posible para impedir que la oficina publicara sus informes 
(Gallón, 1997, p. 222). 

Con todo, la gestión de Samper carecía de políticas y programas so- 
ciales, por consiguiente, el Estado no tenía influencia nacional, departamen- 
tal y mucho menos local, de modo que aquel plan que se denominaba el 
estandarte al principio de esa era ni siquiera estaba adecuado a la realidad 
colombiana y terminó siendo un fracaso rotundo. 

Durante los años 1998-2002, en el gobierno de Andrés Pastrana, el 
país continuaba sumido en grandes crisis, especialmente de orden social y 
político; los mismos actores seguían ocupando papeles importantes respec- 
to a violaciones en términos de derechos humanos (paramilitarismo, ELN, 
FARC, narcotráfico, fuerzas públicas, etc.), tal era el caos que el país fue de- 
nominado “Estado fallido” (González y Rettberg, 2010). El mandatario mar- 
có una huella imborrable en la historia del conflicto al establecer diálogos 
con las FARC, que terminaron siendo un fiasco en todo sentido, precisamente 
porque aquel grupo insurgente no tenía intención de abandonar las armas; 
con esto se demostró que el Estado priorizó la búsqueda de la paz por medio 
de negociaciones con grupos insurgentes sobre la protección de la población 


interceptados de manera ilegal por el Ejército nacional y posteriormente asesinados. 
3 Ataques a la población de San José de Apartadó, Urabá, Atrato, Magdalena Medio, entre otras. 


4 En esa época aproximadamente 181.000 personas fueron desplazadas por la violencia. 


Revista Ratio Juris Vol. 17 N.* 34.UNAULA [ISSN 1794-6638 105 


Jorge Henao Pérez 


y la promoción de los derechos humanos. 

El conflicto crecía de manera frenética. Al final de su gestión, en me- 
dio del fracaso de las negociaciones con las FARC, las fallidas conversacio- 
nes con el ELN y los ataques de las autodefensas paramilitares, el gobierno 
de Pastrana vio el derrumbamiento de todo el “Plan Colombia” frente a una 
creciente oleada de asesinatos y secuestros. Se considera una actitud in- 
genua de aquel gobierno establecer como punto de partida para el problema 
de la violación a los derechos humanos el fin de los grupos armados, ya que 
la perspectiva debe direccionarse hacia la construcción de medidas estatales, 
gubernamentales y locales que propicien un espacio de confianza entre el 
pueblo y el Estado. Gustavo Gallón (2002) aborda esta situación insistiendo 
en la problemática del país respecto a los derechos humanos, y afirma que 


la ayuda de la comunidad internacional para superarla es importan- 
tísima y habría podido ser mucho mayor si los sucesivos gobiernos 
colombianos se hubieran apoyado en ella. Por el contrario, en la di- 
plomacia colombiana ha tendido a predominar una actitud de rechazo 
o de neutralización (p. 237). 


En los períodos de gobierno de Álvaro Uribe Vélez (2002-2010) el 
Estado se destacó por su estrategia errónea e insuficiente en materia de de- 
rechos; en sus dos períodos presidenciales se vislumbraron cuatro proble- 
mas fundamentales a este respecto: 1) la ley de justicia y paz que surgió en 
el contexto de desmovilización de los grupos paramilitares, medida muy 
criticada porque a partir de la desaparición de ciertos grupos surgieron las 
Bacrim, que abusaban de la población civil; 2) los falsos positivos (asesinato 
de civiles con el propósito de hacerlos pasar por miembros de grupos guerrl- 
lleros); 3) las interceptaciones ilegales, “chuzadas”, y 4) el desplazamiento 
forzado de civiles a causa del conflicto armado. La estratagema de este go- 
bierno consistía, por un lado, en la negación rotunda de cualquier situación 
grave relacionada con los derechos humanos y mucho menos los abusos 
hacia la población, por otra parte, buscaba mantener una imagen impecable 
ante la comunidad internacional; esto se evidencia en una declaración ante 
la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas: 


(Colombia) desmiente enérgicamente las afirmaciones de Canadá 
sobre la connivencia entre los grupos de autodefensa ilegales y el 
gobierno colombiano, que ha sido democráticamente elegido y goza 
del apoyo del 70 % de la población... Si ha podido suceder que algu- 
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nos miembros de las fuerzas armadas, por su propia iniciativa y sin 
obedecer a ninguna política del Estado, hayan tenido vínculos con 
grupos armados ilegales, sus acciones han sido objeto de investiga- 
ciones y sancionadas. En cuanto a las acusaciones relativas a las des- 
apariciones forzosas, detenciones arbitrarias y torturas, la delegación 
colombiana indica que su gobierno... ha instituido una nueva comi- 
sión intersectorial, encargada de aclarar los hechos y proporcionar 
informaciones fidedignas, ya que a menudo sucede que, después de 
investigaciones, tales acusaciones resultan falsas (Asamblea General 
de las Naciones Unidas, 2003). 


A pesar de que hubo una reducción en los niveles del conflicto y en 
las violaciones al Derecho Internacional Humanitario, con la política de la 
seguridad democrática se pretendía proteger la población y hacer respetar 
los derechos humanos; la supuesta seguridad evidenciada en la decadencia 
de los grupos armados hacía pensar que los derechos sí eran respetados, sin 
embargo, tanto la aceptación de los delitos como las supuestas medidas de 
protección efectuadas componían un entramado de estrategias para “prote- 
ger el Estado”, es decir, la clase política tradicional. De este modo, la ges- 
tión se basaba en clientelismo, y la corrupción y sus políticas de corte pater- 
nalista terminaron por crear un sistema inviable para el pueblo colombiano, 
porque a pesar de que hubo reducción en los niveles del conflicto, el espacio 
para una posible protección de los derechos se hizo inalcanzable. Hasta este 
momento es evidente que los derechos humanos no pueden considerarse 
solo desde una concepción de lucha, es decir, cuyo fin sea nada más que 
deslegitimar el orden establecido. 

En la era de Juan Manuel Santos (2010-2018) Colombia llevaba más 
de cincuenta años sumida en el conflicto armado; los grupos al margen de 
la ley pretendían controlar parte del territorio del país, pero el más afecta- 
do por este vaivén de poderes ha sido siempre el pueblo colombiano; por 
esta razón, en la primera administración se vio la imperiosa necesidad de la 
implementación de la paz, para tal cometido se crearon programas para el 
posconflicto (desarme, desmovilización y reintegración de excombatientes), 
además, hubo una gran inversión para la consolidación de una cultura de paz 
para el pueblo colombiano. Asimismo, se crearon instituciones con el fin 
de fortalecer la justicia y el crecimiento económico (comisión de la verdad, 
tribunales de paz, salas de jurisdicción para la paz, etc.). 

El segundo período se proponía mantener su imagen positiva frente a 
la comunidad internacional; Colombia se levantaba como un Estado supues- 
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tamente capaz de solucionar sus propios problemas, con espacios propicios 
para la protección y promoción de los derechos humanos. No obstante, el 
conflicto y las violaciones a la población continuaron, la Jurisdicción Especial 
para la Paz (JEP) no daba los resultados esperados, las Bacrim tomaron el po- 
der en las ciudades y permitieron que el conflicto pasara también al ámbito ur- 
bano, asimismo, los asesinatos a líderes sociales iban en aumento. Se convocó 
al pueblo a participar de un plebiscito con el fin de aprobar los acuerdos de los 
Diálogos de La Habana con las FARC, que terminó siendo un fracaso, pues la 
sociedad colombiana manifestaba su desconfianza e inconformidad para con 
las dinámicas del Estado, y con el fin de reivindicar la imagen del gobierno 
y darle legitimidad al proceso de paz le concedieron al presidente Santos el 
Premio Nobel de la Paz. Con todo, es importante resaltar que los logros de la 
administración Santos no fueron conseguidos por ningún gobernante anterior, 
ya que los Diálogos de La Habana tuvieron un impacto positivo, pues el len- 
guaje de los derechos humanos, a pesar de que los casos de violaciones son 
significativos, tomó una connotación distinta, es decir, el conflicto no solo se 
abordó desde lo militar, sino que se le permitió participar a la sociedad civil 
dentro de esos procesos de integración. 


DERECHOS HUMANOS, EL FIN DEL CAMINO 


Pensar científicamente es criticar a las disciplinas, disolver las 
formas, entenderlas como formas; actuar libremente es destruir formas 


Joh Holloway 


Los derechos humanos conforman un conjunto de facultades y dones 
morales propios del sujeto, exigencias concernientes a su propio desarrollo 
y que escapan a toda lógica jurídico-positiva, son de carácter universal; en 
definición, no constituyen el producto de manipulaciones según una ideolo- 
gía o un territorio determinados. De modo que el fin de estos es velar por la 
libertad, la dignidad y la igualdad sin importar el territorio o sistema políti- 
co; no obstante, la exigencia de los derechos en Colombia constituye un pro- 
ceso marcado por la tensión entre la lucha y la custodia del pueblo respecto 
a las incoherencias y los abusos por parte de los grupos armados y el Estado, 
a quien particularmente le corresponde el papel de representante de las ne- 
cesidades de los ciudadanos; por ende, para que los derechos puedan llegar 
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a una etapa de realización se establece un proceso donde ambas partes, tanto 
la ciudadanía como el Estado, entran en dinámicas de conciliación, “que re- 
quiere recíprocas renuncias, entran en juego las preferencias personales, las 
elecciones políticas y las orientaciones ideológicas” (Bobbio, 1991, p. 56). 

Por esta razón, los derechos humanos deben ser contextualiza- 
dos, porque tanto el Estado como los grupos al margen de la ley tie- 
nen responsabilidad en la destrucción del tejido social, esto no quiere 
decir que señalar a los culpables sea lo fundamental, antes bien, la 
denuncia no puede llevar solamente a establecer una responsabilidad 
directa, el hecho que se debe cuestionar es que la crisis del país en 
materia de derechos lleva consigo el cuestionamiento de si el Estado 
es competente y si tiene voluntad no solo con los problemas del con- 
flicto, sino con los de carácter social, político, económico y jurídico. 
La perspectiva debe partir entonces de que 


las realidades que enfrentan las mayorías empobrecidas del mundo y 
los abusos de poder que cruzan la historia de los pueblos, evidencian 
la insuficiencia de un discurso de derechos humanos que no parta de 
un análisis de las relaciones de poder. Por ello, asumir el potencial de 
liberación presente en el discurso de derechos humanos requiere op- 
tar por una perspectiva crítica, de manera tal que podamos trascender 
el significado de su consagración formal y las limitaciones de una 
visión unidimensional de la historia de los pueblos de la humanidad. 
Solo así es posible enfrentar y superar la instrumentación de los de- 
rechos humanos como herramientas para mantener las inequidades e 
injusticias existentes (Fundación Juan Vives Suriá, 2010, p. 13). 


Por ende, resultaría complejo afirmar que los derechos humanos sean 
fines en sí mismos, y sería más difícil aún pensar un modelo político donde 
estos se puedan materializar, una estructura social política y económica que 
los haga posibles. El meollo del asunto radica en que 


dada la legitimidad que el discurso de los derechos humanos tiene, y 
su capacidad de convocatoria y movilización para los distintos proce- 
sos de lucha por una vida digna, se plantea la necesidad de continuar 
ahondando en dicho discurso, dialogando con las críticas que en el 
debate han ido apareciendo, de manera tal que sea posible recuperar 
su potencial político emancipador (Gándara, 2019, p. 13). 
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En el caso de Colombia, partiendo de las constantes y diversas formas 
de negación de los derechos, surge la necesidad de fundamentar la lucha por 
su defensa en una definición concreta y aplicable al contexto, asunto que 
en la nación no se ha logrado abordar con pensamiento crítico, con total 
profundidad, sinceridad y convicción tanto políticamente como histórica- 
mente. Afrontar la historia del conflicto permite definir, con claridad, qué 
es violación, qué es insurgencia, qué es seguridad nacional, qué significa la 
JEP y qué consecuencias han traído consigo los procesos de paz luego de una 
historia llena de violencia. 

La carencia de actitud crítica frente a los procesos sociales se debe pre- 
cisamente al voluntarismo o conformismo (De Sousa Santos, 2003, p. 298), o 
por la mediocridad de estar inmiscuidos en dinámicas estáticas, es decir, el pa- 
pel activo solo les es conferido a ciertas esferas mientras que otros se limitan a 
observar. Es necesario establecer una ruptura con aquella visión universalista, 
que en realidad no es para todos, ya que, en la cultura oriental, por ejemplo, los 
derechos son vistos como algo de Occidente, es decir, se considera inconce- 
bible delimitar según intereses particulares algo que es sagrado y “separar los 
derechos de los deberes” (Marlasca, 1998, p. 11). Así mismo, es evidente que 
“el reconocimiento de los derechos humanos es un proceso in fierl, que está 
en marcha, y nada ni nadie puede garantizar la continuidad y permanencia del 
consenso correspondiente (Marlasca, 1998, p. 11). 

En efecto, lo que se debe atacar son los grupos dominantes, aquellos 
que mantienen al pueblo con funciones limitadas, restringidas, de modo que 
la estructura de la argumentación respecto a la narrativa de los derechos hu- 
manos debe cambiarse, puesto que si estos tomaron fuerza en la Revolución 
francesa fue más por razones éticas y políticas antes que jurídicas; no es lo 
mismo apelar a las armas con el fin de cambiar el sistema o manifestarse 
violentamente en las calles que imprimirle un fundamento moral al ejercicio 
político; de ahí que la legitimidad del poder no está dada por la concepción de 
soberanía moderna, sino más bien que encuentra sus principios en la protec- 
ción de los dones sagrados de los hombres, donde lo ético y lo político son las 
llaves de los derechos humanos y las armas de la sociedad posmoderna. 

De esta manera, se vislumbra con claridad que los derechos humanos 
antes que cánones de tipo jurídico lo que hacen es proponer un conjunto 
de normas éticas en el quehacer social y político, es por ello por lo que 
establecer una visión de estos solo como instrumentos de lucha, desde su 
carácter emancipador, sería limitar su propio poder transformador, preci- 
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samente porque no basta con que las confrontaciones pongan en evidencia 
quiénes son los culpables de las constantes violaciones. En este orden de 
ideas, la lucha por los derechos fundamentales se presenta en la medida en 
que la población y sus dones son violados, por tanto, cada grupo social debe 
transitar su propia senda de sufrimiento con el fin de reconocer mediante la 
historia qué es aquello que le hace falta; en consecuencia, se parte de una 
conceptualización, se recorre la historia, se reconocen las faltas y se debe 
crear un espacio propicio para la transformación, protección y promoción de 
los derechos humanos. 


CONCLUSIONES 


Es contradictorio seguir a cabalidad la definición universalista de los 
derechos, ya que constituiría una interpretación forzosa del ideal ilustra- 
do que surgió en la Revolución francesa y de muchos otros movimientos 
que se crearon con el propósito de cambiar las dinámicas sociales; la histo- 
ria ha manifestado algo completamente distinto, porque aquello que en su 
momento fue el declive de la fe cristiana y el surgimiento de movimientos 
revolucionarios que prometían la emancipación universal, terminó convir- 
tiéndose en aberraciones de la democracia, en totalitarismos y en crímenes 
sociales continuos. Un sinfín de ejemplos pueden destacarse especialmente 
en el siglo pasado y el presente, las guerras en una nación fracturada víctima 
de los procesos y las confrontaciones políticas, las misiones inquisitorias de 
algunos sectores por expandir sus dominios e ideologías, el éxodo constante 
de diversos pueblos que ya no tienen dominio sobre su territorio de origen, 
el asesinato de líderes sociales, etc. Como puede verse, tales situaciones 
demuestran el irrespeto y el maltrato por los valores y las condiciones fun- 
damentales del pueblo colombiano. 

La historia de Colombia, en términos de la lucha por los derechos hu- 
manos, permite descubrir que la nación constantemente experimenta cam- 
bios significativos económicos, de orden político y social; estos, a su vez, 
han causado numerosas situaciones de conflicto y ambientes de alta tensión, 
asuntos que se han solucionado acudiendo a las armas. Tal aseveración lleva 
a pensar en la importancia de la memoria histórica de los colombianos, pues 
existe un grave desconocimiento respecto a las acciones del Estado en el 
marco jurídico y político con que se ha reprimido al pueblo. De modo que 
resultará siempre cuestionable la manera en que se propician espacios para 
superar y garantizar los derechos sociales, económicos y culturales. 
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Resumen 


El presente artículo hace parte de la investigación doctoral titulada 
Estudio de pertinencia de los proyectos de formación y ejercicio pro- 
fesional de los criminólogos, desarrollada en la Facultad de Filosofía 
y Letras de la Universidad Autónoma de Nuevo León. El método em- 
pleado es el de revisión documental; primero, se inspecciona la nor- 
matividad mexicana en materia de educación y calidad, y luego los 
textos emanados de organismos acreditadores de calidad para obtener 
el referente de los puntos que se van a considerar en un diagnóstico de 
cualidades de calidad. En este escrito se articulan ideologías sobre la 
pertinencia, relevancia y calidad educativa aplicadas a la licenciatura 
en criminología y criminalística; se mencionan ambas áreas dado que, 
en México, en diversas escuelas, se estudian en un mismo programa 
educativo. Por otro lado, se muestra una guía toral de los aspectos que 
se trabajarán en el supuesto de que los centros escolares se adhieran a 
la aplicación de los estándares de calidad educativa en sus planteles, 
así como en sus programas educativos, pues así podrán sumarse a la 
transformación interna de sus procesos para asegurar la calidad en la 
administración, formación, pertinencia e impacto social. 


Palabras clave: acreditación (educación), cooperación universitaria, 
estructura administrativa de la enseñanza, instalaciones y recursos 
educativos. 


Abstract 


116 


This article is part of the doctoral research entitled “Study of Re- 
levance of the Training and Professional Exercise Projects of Cri- 
minologists”, developed at the Faculty of Philosophy and Letters of 
the Autonomous University of New Lion. The method used is the 
documentary review, first, the review of the mexican legislation in 
the field of education and quality, subsequently, the texts emanating 
from quality accrediting bodies to obtain the reference of the points 
to consider in a diagnosis of quality qualities. This writing articulates 
ideologies about relevance, relevance and educational quality applied 
to criminology and criminalistic at the bachelor”s level, mentioning 
both areas since in Mexico, in various schools, they are studied in the 
same educational program. On the other hand, 1t shows a toral guide 
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of the aspects to be worked on in the event that schools adhere to 
apply the standards of educational quality in their campuses, as well 
as in their educational programs, in this way, they will be able to join 
the internal transformation of their processes to ensure quality in ad- 
ministration, training, relevance and social impact. 


Keywords: accreditation (education), educational administrative 
structure, educational facilities, university cooperation. 


Resumo 


Este artigo é parte da pesquisa de doutorado intitulada “Estudo da 
releváncia dos projetos de formagáo e exercício profissional de crimi- 
nologistas”, desenvolvida na Faculdade de Filosofía e Letras da Uni- 
versidade Autónoma de Nuevo Leon. O método utilizado é a revisáo 
documental, primeiro sáo inspecionados os regulamentos mexicanos 
sobre educagáo e qualidade, depois os textos emitidos por organis- 
mos de acreditagáo de qualidade para obter a referéncia dos pontos a 
serem considerados em um diagnóstico de qualidades de qualidade. 
Neste artigo, sáo articuladas ideologias sobre pertinéncia, releváncia 
e qualidade educacional aplicadas á criminologia e criminalística no 
nível de graduagáo, ambas as áreas sáo mencionadas, pois no México, 
em várias escolas, sáo estudadas no mesmo programa educacional. 
Por outro lado, é apresentado um guia completo dos aspectos a serem 
trabalhados caso as escolas adiram a aplicagáo de padróes de qua- 
lidade educacional em suas escolas, bem como em seus programas 
educacionais, de forma que possam participar da transformagáo de 
seus processos para garantir qualidade na administragáo, capacitacáo, 
releváncia e impacto social. 


Palavras-chave: acreditacáo (educagáo), cooperacáo universitária, es- 
trutura administrativa de ensino, instalag0es e recursos educacionais. 
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INTRODUCCIÓN 


El valor social de la criminología y criminalística está en los resul- 
tados que den sus profesionales; por otra parte, de la responsabilidad so- 
cial de los centros de educación en estos campos se pueden desprender dos 
áreas: la primera consiste en instancias que forman personas con sentido de 
compromiso ante los problemas de la sociedad, creando profesionales con 
capacidad para identificar, entender y proponer cambios, y la segunda, es 
un compromiso de los centros de educación superior de producir no solo 
personas capacitadas en la criminología y criminalística, sino en el estudio 
de las sociedades, para dar respuesta a sus necesidades. 

Los alcances para la criminología-criminalística y el criminólogo-cri- 
minalista están revestidos por los centros educativos, ya que estos dan los 
conocimientos básicos para desarrollar el presente y futuro hacia la com- 
prensión y transformación de la sociedad. Dichos avances y compromisos 
se encuentran en la medida en que adviertan a los ideales de la educación 
como un máximo estándar que se debe seguir, e incorporen en sus sistemas 
escolares los criterios de calidad y responsabilidad social universitaria. 

Todo esto se establece mediante un marco de referencia, una guía 
(política de sistemas administrativos) que sentará las bases de operatividad 
de cada área, puesto, función, que encamine a los resultados deseados con 
conocimiento claro de lo que se puede hacer, lo que no, y en lo que hay que 
mejorar o pretender como fin constante (Massé, 2007), esto es, cumplir con 
la misión previamente definida, lo que implica una sana gobernanza organi- 
zacional (Vences, Juárez y Flores, 2015). 

El ideal es que exista una articulación entre todos los postulados que 
se plantean en la escuela, desde las normas internas hasta los planes de estu- 
dio, que correspondan a la realidad del contexto y las necesidades sociales 
(Gaete, 2015). En este sentido, se presenta una guía toral para que las escue- 
las centren su activación de estándares de calidad orientados a las mejoras 
administrativas, de formación, vinculación con los sectores públicos y pri- 
vados, y de relevancia social. 


MÉTODO 


El método empleado es el de investigación documental, técnica para 
estudiar y analizar la comunicación de manera objetiva y sistemática, que 
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permite hacer inferencias válidas y confiables de datos con respecto a su 
contexto (Cadena, Rendón, et al., 2017, p. 1614). 

Se consulta la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica- 
nos, presentando la plataforma del sistema educativo nacional y su opera- 
ción, también la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, para 
conocer cuál es la dependencia encargada de la educación y que establece la 
rectoría de la misma de forma nacional y local, por último, la Ley General 
de Educación, que amplía los procesos de la educación en México y los 
estándares de calidad; todos ellos, en esencia, fundamentan las bases de las 
instituciones públicas y privadas de enseñanza superior. 

Por último, en la sección de resultados se emite la recomendación 
articulada de los textos surgidos de los organismos acreditadores de calidad, 
que son los Comités Interinstitucionales para la Evaluación de la Educación 
Superior (CIEES) y el Consejo para la Acreditación de la Educación Supe- 
rior (COPAES), para obtener el referente de los puntos que se deben consi- 
derar en un diagnóstico de cualidades de calidad. Con ello, se presenta una 
guía de los aspectos que se consideran de calidad en los centros escolares 
y que son establecidos por los organismos reguladores de tal evaluación y 
acreditación. 


DISCUSIÓN 


La máxima norma legal en México es la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos (Cámara de Diputados del H. Congreso de la 
Unión, 2019a), cuya última reforma fue publicada el 20 de diciembre de 
2019 en el Diario Oficial de la Nación. Dicha constitución establece en su 
artículo 3 que los Estados deben proveer la educación superior por medio 
de mecanismos que faciliten su acceso. En la presente investigación, se irán 
conceptualizando los elementos estructurales para la educación, el prime- 
ro de ellos se refiere a los formadores del conocimiento, sobre los que la 
constitución señala: “Las maestras y los maestros son agentes del proce- 
so educativo y, por tanto, se reconoce su contribución a la trasformación 
social” (Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, 2019a, p. 5); 
otro aspecto son las instituciones: “Los planteles educativos constituyen un 
espacio fundamental para el proceso de enseñanza aprendizaje” (Cámara de 
Diputados del H. Congreso de la Unión, 2019a, p. 6), como tercer elemento 
se encuentran los contenidos de la formación: “Los planes y programas de 
estudio tendrán perspectiva de género y una orientación integral, por lo que 
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se incluirá el conocimiento de las ciencias y humanidades” (Cámara de Di- 
putados del H. Congreso de la Unión, 2019a, p. 6), y la máxima educativa, 
rectora del proceso de enseñanza en todos sus niveles, es: “El criterio que 
orientará a esa educación se basará en los resultados del progreso científico, 
luchará contra la ignorancia y sus efectos, las servidumbres, los fanatismos 
y los prejuicios” (Cámara de Diputados, 2019a, p. 6). 

En México se abre la oportunidad de que las instituciones públicas 
y privadas impartan educación, con una evaluación previa por parte de la 
oficina de asuntos educativos a nivel federal que es llamada Secretaría de 
Educación Pública (SEP); y cuando corresponda, en los estados locales, el 
mismo artículo 3 decreta: “En los términos que establezca la ley, el Estado 
otorgará y retirará el reconocimiento de validez oficial a los estudios que se 
realicen en planteles particulares” (Cámara de Diputados del H. Congreso 
de la Unión, 2019a, p. 7). Sobre las escuelas públicas señala que estas, de 
contar con autonomía, se gobernarán a sí mismas, persiguiendo los fines de 
educar, investigar y difundir, y determinarán su planeación formativa. 

Pasando a la referencia de la sep, la ley que le confiere las bases de su 
funcionamiento es la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, 
que en el artículo 38 enmarca su quehacer en la organización, vigilancia y 
desarrollo de las escuelas, y, a su vez, en la enseñanza superior y profesional 
(Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, 2021, pp. 42 y 43). So- 
bre la calidad educativa, la cual aborda la evaluación de los planteles y que 
da creación también a los organismos privados acreditadores, establece que, 
dentro de las facultades de la SEP, están: “Ejercer la supervisión y vigilancia 
que proceda en los planteles que impartan educación” (Cámara de Diputa- 
dos del H. Congreso de la Unión, 2021, p. 42). 

La primicia se asienta en el artículo 8 de la Ley General de Educa- 
ción: “El Estado está obligado a prestar servicios educativos con equidad 
y excelencia” (Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, 2019b, 
p. 4), reiterado en el 72: “Recibir una educación de excelencia” (Cámara de 
Diputados del H. Congreso de la Unión, 2019b, p. 25), así como: “Tener un 
docente frente al grupo que contribuya al logro de su aprendizaje y desa- 
rrollo integral”, y “recibir becas y demás apoyos económicos” (Cámara de 
Diputados del H. Congreso de la Unión, 2019b, p. 26). Estas no son todas 
las bases de la evaluación de calidad educativa, pero sí algunas torales, si 
partimos de aquella primicia de la educación de excelencia. 
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RESULTADOS. GUÍA DE CRITERIOS DE CALIDAD EDUCATIVA EN 
LOS CENTROS ESCOLARES PARA CRIMINOLOGÍA 
Y CRIMINALÍSTICA 


Los programas de calidad son el resultado de dictámenes técnicos lle- 
vados por organismos acreditadores especializados (autorizados por la SEP 
y que no sean gubernamentales), que se realizan a petición de la institución 
educativa, y como efecto tienen observaciones y sugerencias que, de ser 
atendidas, le otorgan a la institución el “testimonio público de calidad” (Se- 
cretaría de Educación Pública, 2018). 

Este testimonio es útil para principiar y mantener los estándares ini- 
ciales de calidad en la estructura y funcionamiento, focalizado en la mejora 
educativa. La SEP autoriza, entre otras, las siguientes dos, pero existen dis- 
tintos organismos para cada área del conocimiento, así como para las eva- 
luaciones específicas, por ejemplo, egreso y habilidades. Los organismos 
de interés son el Consejo para la Acreditación de la Educación Superior 
(COPAES) y los Comités Interinstitucionales para la Evaluación de la Educa- 
ción Superior (CIEES). 

El primero es a su vez acreditador de acreditadoras mediante otros 
procesos de evaluación. Brevemente, el COPAES “es una asociación civil sin 
fines de lucro que confiere el reconocimiento formal y supervisa a organi- 
zaciones cuyo fin sea acreditar programas académicos del tipo superior que 
se imparten en México, en cualquiera de sus modalidades” (Consejo para la 
Acreditación de la Educación Superior, 2022). Los CIEES “son el organismo 
que le dio nacimiento en 1991 al proceso de aseguramiento de la calidad de 
la educación superior mexicana” (Comités Interinstitucionales para la Eva- 
luación de la Educación Superior, 2022). 

Con base en estos dos organismos se postulan los estándares (CIEES, 
2018, pp. 11-20; COPAES, 2016, pp. 17-39) que se deben observar para la au- 
toevaluación escolar antes de presentarse a la evaluación por parte de alguno 
de estos organismos (tabla 5.1); es decir, los directivos y encargados de la 
calidad o mejora escolar deberán revisar cada punto para determinar con 
cuáles cuentan, qué pueden mejorar y cuáles deben implementar. 
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Tabla 5.1 Estándares rectores de autoevaluación de 
calidad de programas educativos de licenciatura 


Organización 


Personal administra- 
tivo 


Suficiente personal para la realización de actividades organizacio- 
nales, administrativas, informáticas, de seguimiento, vinculación, 
extensión, atención al alumno, padres de familia, sectores, docen- 
tes, etc. 


Propósitos del programa 


Propósitos del pro- 
grama y fundamenta- 
ción de la necesidad 
de los estudios 


El programa educativo en criminología o criminalística debe tener 
una finalidad específica y precisa, adecuada a la pertinencia de su 
necesidad en la sociedad, y que se ajuste a las necesidades alcanza- 
bles y, a su vez, que tenga relevancia; es decir, que pueda entender 
el fenómeno criminal e intervenir para su tratamiento, disminución 
e investigación 


Plan de desarrollo 


El fenómeno criminal es cambiante, por lo que debe existir una 
planificación de actualización permanente. No se puede atender la 
criminalidad contemporánea con fuentes de conocimiento desactua- 
lizadas o antiguas 


Perfil de egreso 


Especificar las habilidades y los conocimientos para la comprensión 
del problema criminal con base en la formación que se dé en el pro- 
grama, por ende, los egresados deben contar con aquellos atributos 
para los cuales son formados, además de estar actualizados en las 
nuevas tendencias criminales y teóricas 


Condiciones del programa 


Registro del progra- 
ma y normatividad 


El programa educativo de criminología y criminalística debe estar 
registrado ante la dependencia encargada, previo a que el centro 
escolar esté acreditado para impartir enseñanza universitaria y 
que tenga establecida una normatividad. Se debe evitar vulgarizar 
la educación, ya que existen instituciones que imparten cursos de 
capacitación laboral, pero pretenden hacerla pasar por formación 
universitaria. También debe contar con reglamentación según los 
procesos por los que haya que pasar 


Recursos humanos, 
presupuestos y  es- 
tructura organizacio- 
nal, equilibrados con 
el alumnado 


Los centros escolares deben tener recursos humanos y materiales 
para cubrir las necesidades de los alumnos en proporción. Ocurre 
que en algunos se improvisan, y se satura a los docentes y al perso- 
nal administrativo, acumulando, por ejemplo, en un jefe de carrera 
diversas carreras o actividades como la gestión de servicio social, 
prácticas, calidad, horarios de docentes, alumnos, entre otros tra- 
bajos. Existen también otros casos en los que las instalaciones no 
son las idóneas para la enseñanza, por ejemplo, sin bibliotecas o 
laboratorios de criminalística 
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Tabla 5.1 Estándares rectores de autoevaluación de 
calidad de programas educativos de licenciatura (Continuación) 


Modelo educativo y plan de estudios 


Modelo educacional |El programa de criminología y criminalística debe tener un con- 
junto de estrategias pedagógicas que orienten a los educadores y al 
desarrollo de programas para el proceso de aprendizaje, y no im- 
provisaciones o desorientaciones. Congruencia entre los objetivos, 
las necesidades y la misión, así como el departamento encargado de 
los estudios; es decir, no se impartirá criminología en la escuela de 
nutrición, aunque existe disputa de dónde ponerla, si como escuela 
independiente o en derecho (donde suele estar insertada). Por otro 
lado, enlazamiento escuela-familia que fomente la comunicación y 
el conocimiento de la formación de los alumnos 


Plan de estudios Debe basarse en las tendencias de la criminalidad contemporánea 
junto con las teorías que la expliquen, así se logra el perfil del egre- 
sado y la pertinencia externa. Así mismo, tener objetivos generales, 
específicos, temas, método de enseñanza, recursos, evaluaciones, 
bibliografía y perfil del docente. Actualización por lo menos cada 
cinco años, con la participación de los docentes 

Asignaturas Las materias deben ofrecer los conocimientos, las técnicas y habi- 
lidades para entender los problemas de la criminalidad; por ejem- 
plo, teorías sociológicas y psicológicas de la criminalidad, factores 
criminógenos, prevención del delito, política criminal, técnicas cri- 
minalísticas, hechos de tránsito, dactiloscopia, toxicología, psiquia- 
tría, entre otras 


Actividades para la formación extra 


Cursos y otras activi- | Existen centros escolares que jamás realizan alguna práctica exter- 
dades na a la escuela o algún tipo de evento, limitándose meramente a 
la formación interna sin lograr intercambio institucional. Por esta 
razón, la institución debe fomentar actividades complementarias, 
por ejemplo, asistir a congresos locales o internacionales, tener pro- 
fesores invitados, certificaciones externas, etc. 


Aprendizaje de otro | Será indispensable conocer los términos en materia criminal, de jus- 
idioma ticia y forenses en otro idioma, preferentemente en inglés 


Ética También reforzar la ética en la práctica forense, que consiste en el 
trato con las víctimas de delitos, con personas recluidas, imágenes, 
narrativas, resultados de diagnósticos, entrevistas; fomentar el com- 
portamiento de respeto a las víctimas de crímenes, así como a los 
casos de los que se ocupen 


Proceso de ingreso 


Difusión del progra- | Deben darse a conocer sus objetivos, perfiles, currículo de materias, 
ma requisitos de admisión, salidas laborales 
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Tabla 5.1 Estándares rectores de autoevaluación de 


calidad de 


programas educativos de licenciatura (Continuación) 


Proceso de ingreso 


Procedimiento de 
ingreso 


Ser transparentes en el proceso de admisión 


Nivelación Detectar áreas de oportunidad en los educandos, implementar ac- 
ciones de compensación 
Trayectoria escolar 
Medición de Registro académico de cada educando y revisión periódica, con bi- 
desempeño tácoras o registros docentes. Con este criterio, cabe identificar a los 


alumnos destacados para potencializarlos, o a los que estén débiles 
en ciertas áreas para nivelarlos, y, en otros casos, excluirlos. En ac- 
ciones tan importantes de administración de justicia, prevención del 
delito y atención a víctimas, no puede haber lugar a errores 


Asesoría académica 


Identificar a los alumnos que requieran reforzamiento sobre cier- 
tas materias, por ejemplo, medicina forense, toxicología forense, 
balística forense, derecho penal, derecho constitucional, psicología 
criminal, etcétera 


Vinculación con 
sectores empleadores 


La institución debe vincularse con organizaciones públicas (dere- 
chos humanos, desarrollo social, cárceles, desarrollo familiar), pri- 
vadas (la criminología corporativa ha sido una buena terminal pro- 
fesional), locales, nacionales e internacionales (Organización de las 
Naciones Unidas [ONU], Organización de los Estados Americanos, 
institutos de la ONU en prevención del delito y justicia criminal), 
para que los alumnos, además de tener aprendizajes diferentes a los 
realizados en el campo, accedan a otras oportunidades 


Egreso del programa 


Titulación 


Mostrar un procedimiento transparente para la obtención del gra- 
do universitario, preferentemente mediante un escrito que analice 
hechos y sugiera propuestas o muestre resultados implementados 
(tesis) 


Orientación laboral 


La institución debe gestionar múltiples opciones de salidas profe- 
sionales 


Resultados de los estudiantes 


Exámenes de egreso 


Es preferible que existan exámenes de egreso, de titulación 


Dominio de otro 
idioma 


Demostrar evidencia de conocimiento de otra lengua y términos 
propios de la disciplina 


Participación en con- 
cursos o actividades 
externas 


Fomentar la postulación de los alumnos en otras actividades para el 
intercambio cultural, otros aprendizajes y experiencias en congre- 
sos de criminología, criminalística o áreas relacionadas. Por otro 
lado, conocimientos culturales y artísticos extras 
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Tabla 5.1 Estándares rectores de autoevaluación de 
calidad de programas educativos de licenciatura (Continuación) 


Resultados de los estudiantes 


Trabajos destacados 


Fomentar la elaboración de trabajos que destaquen en proyectos que 
puedan presentar a sus docentes o a los sectores laborales; por ejem- 
plo, modelos de atención penitenciaria, victimal, peritajes, planes 
de prevención del delito, etc. 


Resultados del programa 


Abandono escolar 


Eficiencia terminal 


Identificar sus causantes, ya sea por la elevada oferta de programas 
educativos de bajo costo y calidad o por otras razones, que pueden 
ser económicas o temporales 

Procurar que los egresados logren la obtención del grado 


Empleabilidad 


Seguimiento a los egresados que se hayan insertado en lo laboral, 
así como bolsa de trabajo, desarrollo del autoempleo productivo 
con impacto social 


Estudios de posgrado 


Seguimiento a los egresados que continúen sus estudios 


Opinión de egresados 


Mecanismo que permita dar seguimiento y recolectar la opinión so- 
bre la formación y realizar ajustes pertinentes 


Personal académico 


Cuerpo educador 


La cantidad de docentes deben cubrir las asignaturas y matrícula 
de los alumnos, así como cumplir los perfiles para las materias, no 
colocar para impartir criminología o teorías de la criminalidad a un 
abogado, o antropología a un criminólogo. Tampoco concentrar en 
un solo docente múltiples materias para un mismo grupo o alo largo 
del programa 


Evaluación y supera- 
ción docente 


Se deben mejorar las estrategias pedagógicas y los contenidos. Que 
estos se actualicen frecuentemente y preferible que estudien pos- 
grado. Contar con profesores de tiempo completo e investigadores. 
Otorgamiento de estímulos, promoción 


Investigación y 
docencia 


Que el profesor sea el investigador de su propia práctica. El desarro- 
llo profesional de los docentes depende de su capacidad para adop- 
tar una postura investigadora en relación con su ejercicio. Generar 
conocimiento, aplicación, difusión, intercambio 


Infraestructura 


Aulas, equipamiento 


Los centros escolares de criminología y criminalística deben poseer 
laboratorios para materias como poligrafía, balística, toxicología, 
entrevista, prácticas e insumos forenses para dactiloscopia, grafos- 
copia, reactivos, polvos, brochas, armas, cámaras fotográficas, re- 
velado de imágenes, yeso, esqueletos, microscopios, etc.; también 
para visitas a cárceles, a dependencias donde se vincule con la pre- 
vención de la violencia. La distribución de los alumnos por aulas, 
de modo equiparable para facilitar el aprendizaje, sin saturación 
(tamaño de los grupos) 
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Tabla 5.1 Estándares rectores de autoevaluación de 
calidad de programas educativos de licenciatura (Continuación) 


Infraestructura 


Bibliotecas física y | Contar con material actualizado de libros nacionales e internacio- 
digital nales que permitan conocer las formas de criminalidad local y las 
tendencias de la criminalidad global, así como las estrategias de 
intervención. Contar con revistas de circulación libre, con artículos 
de investigación y reflexión, como Archivos de Criminología, Se- 
guridad Privada y Criminalística, Visión Criminológica-Crimina- 
lística, Revista Digital de Criminología, Criminalística y Ciencias 
Forenses, Expresiones Forenses, Seguridad en América, Ratio Ju- 
ris, Quadernos de Criminología, Revista de Derecho Penal y Cri- 
minología, Derecho y Cambio Social, Skopein, E-Eguzkilore y El 
Criminalista Digital 
Servicios de apoyo 

Administración Para la informática de sus documentos, trámites, ingreso y titulación 
escolar 


Bienestar estudiantil | Servicios de atención física, psicológica (por el tipo de casos vio- 
lentos con los que el criminólogo y criminalista tratan) 


Becas Ofrecer opciones de reducción de costos o absorción total, apoyos 
basados en el esfuerzo estudiantil 


Transportación Facilitar la movilidad de los alumnos, que les permita la llegada y 
regreso seguros desde su trabajo o casa al centro escolar, gestionar 
descuentos en el transporte 


Alimentación Contar con un área para venta de alimentos sanos 


Fuente: elaboración propia. 


La tabla 5.1 muestra las secciones en las que se dividen los criterios de 
evaluación de calidad para las instituciones escolares de nivel licenciatura; 
son trece sectores de los que se desprenden treinta y ocho áreas sobre las 
cuales las escuelas deben observar su condición para cumplir con los están- 
dares básicos de calidad educativa. El sector de la organización comienza 
con el personal administrativo idóneo y la cantidad necesaria para dar co- 
bertura a cada una de las siguientes áreas, de tal manera, en las escuelas de 
criminología y criminalística deberá haber un encargado de cada departa- 
mento en los que se divida la coordinación de criminología y criminalística, 
encargados de biblioteca, laboratorio, prácticas, servicio social, vinculación 
laboral con los sectores preventivos, seguridad privada, periciales, peniten- 
ciario, entre otros. 
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El sector de los objetivos del programa se divide en tres campos enfo- 
cados a la necesidad social del programa educativo; es decir, qué necesida- 
des atiende el plan de estudios del licenciado en criminología o criminalísti- 
ca en México y a qué fenómenos está enfocado, también consiste en realizar 
estudios sobre la evolución de la criminalidad para alimentar el programa 
educativo con teorías contemporáneas y, por tanto, formar profesionales ac- 
tualizados y aptos para atender esa problemática. 

El siguiente sector es el de las condiciones del programa, en este se 
encuentra el marco legal que soporta la existencia de la licenciatura en crl- 
minología o criminalística, partiendo de que el centro escolar cuente con la 
infraestructura correcta para cubrir los requerimientos de la profesión y los 
alumnos, así como su registro ante la autoridad gubernamental correspon- 
diente; esto significa que el programa de estudios esté postulado ante esta 
autoridad y haya sido evaluado y aprobado para ponerlo en función. 

Adicional a lo anterior está el modelo educativo, pues la licenciatura 
en criminología o criminalística deberá estar regida por un conjunto de tácti- 
cas de enseñanza, métodos y objetivos que le den solidez al programa de es- 
tudios y que además estén enfocados al máximo aprovechamiento por parte 
de los alumnos y en función de los resultados sociales. Dentro de ese mismo 
modelo se encuentra la actualización constante de las teorías de la crimina- 
lidad y de la bibliografía, las revisiones eventuales a los planes de estudio 
y el cuerpo docente adecuado a las materias y en recurrente capacitación. 

También se encuentra el sector de las actividades extraformativas; es 
decir, más allá de la formación en el aula y las prácticas se debe fomentar la 
realización de congresos, ciclos de conferencias con expositores internos o 
invitados, clases especiales, profesores de otras instituciones que permitan 
el intercambio cultural y de conocimientos con otras escuelas de crimino- 
logía y criminalística, centros de investigación, organizaciones, gobierno, 
entre otros, y conocer las perspectivas y formas de abordaje desde diversos 
contextos institucionales. Sumado a ello, es idóneo tener el dominio de una 
segunda lengua, con los términos propios de la profesión, para desempe- 
ñarse en otros contextos, además de interpretar y tropicalizar los estudios 
extranjeros sobre lo forense, la justicia criminal, la prevención del delito, las 
políticas criminales, el penitenciarismo y la criminología azul, entre otras 
ramificaciones de la profesión. 

Así mismo, el centro escolar debe tener un proceso de ingreso, siendo 
este otro sector de la calidad educativa enfocada a dar a conocer las carac- 
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terísticas del programa de estudio, su perfil de ingreso y egreso, un proceso 
transparente en sus trámites y selección, además de áreas encargadas de ni- 
velar en los alumnos los aspectos que puedan mejorarse. En la trayectoria 
escolar se medirá periódicamente la formación del alumno en el actuar de 
administración de justicia, la prevención del delito, la atención a víctimas, la 
atención penitenciaria, el asistencialismo y el desarrollo social. Un aspecto 
muy importante es la vinculación con el sector laboral de la seguridad públi- 
ca, la administración de justicia y los derechos humanos, entre otros. 

En el sector de egreso del programa se estima la ágil titulación y sa- 
lidas profesionales. En cuanto a los resultados de los estudiantes se evalúa 
la capacidad del alumno con exámenes de conocimientos sobre su forma- 
ción, aprendizaje de otra lengua, participación en proyectos y actividades 
complementarias con otros campos que conecten con la violencia, la crimi- 
nalidad, los delitos o las conductas sociopatológicas. En los resultados del 
programa se evalúan la continuidad del alumno en el programa de estudios, 
la obtención del título, sus salidas laborales, la continuación al posgrado y la 
percepción de los egresados sobre el programa de criminología y criminalís- 
tica. Sobre el personal académico se persigue que la planta docente cubra de 
manera satisfactoria las materias en relación conocimiento-enseñanza, así 
como la realización de investigaciones. 

En infraestructura, las escuelas de criminología y criminalística debe- 
rán contar con laboratorios para materias como entrevista e interrogatorio, 
poligrafía, balística forense, toxicología forense, dactiloscopia, grafoscopia, 
polvos, brochas, armas, fotografía forense, revelado de imágenes, yeso, es- 
queletos, microscopios, visitas carcelarias, visitas a instituciones de dere- 
chos humanos y a agencias internacionales, de desarrollo de la familia, asis- 
tencialismo, desarrollo social, atención a víctimas, mediación comunitaria, 
entre otras. Adicional a esto, es importante contar con bibliotecas digitales y 
físicas con las actualizaciones óptimas, a fin de que la criminalidad no reba- 
se la capacidad del centro escolar ni del alumno. Para terminar, los servicios 
de apoyo consisten en que la escuela oferte alimentos variados y sanos, faci- 
lite el transporte al interior del campo universitario, así como rutas externas 
o públicas y ofrezca becas escolares e incentivos al destacamento estudiantil 
que fomenten el bienestar estudiantil con una buena administración escolar. 

Con base en lo anterior, la relación con la calidad consiste en que 
la institución de educación superior sea reconocida en sus programas edu- 
cativos, lo que implica su alta capacidad académica, competitividad e in- 
novación, por ende, obtiene la distinción de certificación de sus procesos 
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académicos (Cantú, 2015). De modo general, el proceso consiste en un au- 
todiagnóstico de la institución para detectar qué tiene y qué podría mejorar, 
y si es necesario solicitar la asistencia de evaluadores externos, técnicos y 
especialistas, o realizar auditorías de calidad, efectuadas por externos a la 
institución que revisen los procesos, las prácticas, los programas y los ser- 
vicios, entre otros; esto puede ser de manera voluntaria, mientras que para 
poner en función una institución de educación la vigilancia es obligatoria. 
La acreditación de la calidad permite controlar la misma, el cumplimiento 
de estándares, la rendición de cuentas y la transparencia de los procesos, y 
mejora y favorece el prestigio de la institución, impulsa la economía y per- 
mite la vinculación institucional, entre otros objetivos y beneficios. 


CONCLUSIONES 


Se mostró que el fenómeno de la criminalidad es abordado por los 
profesionales formados para tales estudios, en este caso, los criminólogos 
y criminalistas de educación universitaria a nivel licenciatura. La existencia 
de esta profesión obedece a una necesidad social de atender una problemáti- 
ca; dicha formación universitaria ocurre en los centros escolares especializa- 
dos en los asuntos sobre ciencias criminales, teorías de la criminalidad, pro- 
curación de justicia, tratamiento penitenciario y prevención del delito. Las 
escuelas de criminología y criminalística cumplen con el interés social de 
capacitar alumnos para crear profesionales idóneos para este trabajo. Dentro 
del ejercicio de formación educativa existen diversos parámetros, los cuales 
fueron señalados, basados en las normas legales mexicanas que dan sustento 
a la calidad educativa, como el registro de la institución en las secretarías 
de educación pública local o federal, tener una estructura organizacional y 
marcos reglamentarios que den estructura a la escuela, un personal adminis- 
trativo y una guía para los alumnos y su trabajo formativo. Adicionalmente 
al estándar básico, existen otros parámetros que, aunque versan sobre aque- 
llas bases, permiten, gracias a su crecimiento continuo, mejorar la calidad 
educativa global, como son las áreas de oportunidad que pueden renovarse 
y trabajarse continuamente. Tales estándares fueron señalados en los ejes 
rectores de autoevaluación de los programas educativos de licenciatura y 
en el propósito de cada uno de ellos. De tal manera que el lector tiene una 
guía legislativa e institucional de criterios de evaluación en la búsqueda de 
su acreditación de calidad. 
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Resumen 


Este artículo analiza las características territoriales y temporales alre- 
dedor de los homicidios de excombatientes de las FARC desde la firma 
del Acuerdo Final. Para ello, se explora, de forma cualitativa y cuan- 
titativa, cómo dicho fenómeno se ha configurado para triangular la in- 
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formación oficial, de los medios de comunicación, las organizaciones 
civiles y los organismos internacionales. Se presenta una reflexión al- 
rededor del reconocimiento y la aplicación del Derecho Internacional 
Humanitario en Colombia, en virtud del cual los casos de violencia 
contra excombatientes son como homicidios en persona protegida. 
También se describen e interpretan los patrones territoriales y tempo- 
rales de los homicidios de excombatientes y se establecen zonas de 
incidencia de los casos de homicidios, que son comparados con los 
municipios priorizados como parte de las Zonas Más Afectadas del 
Conflicto y los Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial. La 
investigación es transversalizada por el concepto de circularidad de 
la violencia. 


Palabras clave: excombatiente, FARC, DIH, conflicto armado, po- 
sacuerdo, homicidio, violencia, patrones. 


Abstract 


134 


This article analyzes the territorial and temporal characteristics of 
the homicides of former FARC combatants since the signing of the 
Final Agreement. To do so, it explores in a qualitative and quantita- 
tive manner the way in which this phenomenon has been configured, 
triangulating official information from the media, civil organizations 
and international entities. It presents a reflection on the recognition 
and application of IHL in Colombia, by virtue of which cases of vio- 
lence against ex-combatants are configured as homicides of protected 
persons. It also describes and interprets the territorial and temporal 
patterns of the homicides of ex-combatants and establishes zones of 
incidence of the cases of homicides, that is compared with the munici- 
palities prioritized as part of the Most Affected Zones of the Conflict 
and the Development Programs with a Territorial Focus. The research 
1s transversalized by the concept of the circularity of violence. 


Keywords: ex-combatant, FARC, IHL, armed conflict, post-agreement, 
homicide, violence, patterns. 
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Resumo 


Este artigo analisa as características territoriais e temporais em tor- 
no dos homicídios de ex-combatentes das FARC desde a assinatura 
do Acordo Definitivo. Para isso, explora-se de forma qualitativa e 
quantitativa como esse fenómeno vem se configurando, triangulando 
informagóes oficiais, oriundas da mídia, organizagOes civis e orga- 
nizacdes internacionais. Apresenta-se uma reflexáo em torno do re- 
conhecimento e aplicagáo do DIH na Colómbia, em virtude do qual 
os casos de violéncia contra ex-combatentes sáo como homicídios de 
uma pessoa protegida. Os padróes territoriais e temporais dos homi- 
cídios de ex-combatentes também sáo descritos e interpretados e as 
zonas de incidéncia dos casos de homicídio sáo estabelecidas, isso 
é comparado com os municípios priorizados como parte das Áreas 
Mais Atingidas do Conflito e os Programas de Desenvolvimento com 
um Foco Territorial. A pesquisa é transversalizada pelo conceito de 
circularidade da violéncia. 


Palavras-chave: ex-combatente, FARC, DIH, conflito armado, 
pós-acordo, homicídio, violéncia, padróes. 
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INTRODUCCIÓN 


El 24 de noviembre de 2016, en el Teatro Colón de Bogotá, se firmó el 
Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz 
Estable y Duradera entre el Estado colombiano y las Fuerzas Armadas Revo- 
lucionarias de Colombia-Ejército del Pueblo (FARC-EP), refrendado el 29 y 
30 de noviembre del mismo año en el Senado de la República y la Cámara de 
Representantes. A pesar de lograr la desmovilización efectiva de 13.511 gue- 
rrilleros (Agencia para la Reincorporación y la Normalización, 2020), desde 
el 26 de septiembre de 2016 hasta el 20 de octubre de 2020 han sido asesinados 
un total de 255 excombatientes de las FARC. Este ejercicio reflexivo busca 
exponer cómo el asesinato de desmovilizados de las FARC-EP configura una 
violación al Derecho Internacional Humanitario (DIH), identificando patrones 
de violencia desde la categoría de contínuum de violencia. 

El presente artículo se desarrolla en cuatro segmentos: primero, se ex- 
pone cómo el conflicto de Colombia se configura como un conflicto armado 
no internacional según el DIH, segundo, se presenta cómo los asesinatos de 
excombatientes de las FARC constituyen violación al DIH, tercero, se desarro- 
lla el concepto de violencia circular o contínuum de violencia, y cuarto, se 
caracterizan los patrones de violencia sobre los asesinatos de excombatien- 
tes de las FARC. 

Los homicidios de desmovilizados son una grave amenaza para la 
constitución de una paz completa, y en esto el Estado colombiano tiene res- 
ponsabilidad como encargado de garantizar y proteger los derechos de los 
reincorporados (Agudelo, 2017). Por eso, en línea con los estudios para la 
construcción de paz, se pretende ahondar en explicaciones sobre los homici- 
dios de desmovilizados para construir lecciones que permitan una paz estable. 


EL CONFLICTO ARMADO COLOMBIANO Y EL DERECHO 
INTERNACIONAL HUMANITARIO 
La aplicación del DIH en Colombia no ha estado exenta de polémica 


en el ámbito político. Aunque la Corte Constitucional ha ratificado su apli- 
cabilidad en el escenario del conflicto colombiano,' la caracterización de 


1 La Corte, además, ha definido el DIH como “la codificación del núcleo inderogable de normas 
mínimas de humanidad que rigen en los conflictos armados y que como tales constituyen un valioso 
instrumento jurídico para lograr la efectividad plena del principio de la dignidad humana aún 
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la violencia en Colombia como conflicto armado, diferenciado de la delin- 
cuencia común, ha generado controversia en sectores que niegan la existen- 
cia de dicho conflicto en el país. 

Desde la academia, la comunidad internacional y las entidades del go- 
bierno colombiano se ha reconocido un histórico conflicto armado interno. 

La academia ha avanzado en el estudio del conflicto armado colom- 
biano, generando lo que coloquialmente se ha determinado como “violentó- 
logos” y una amplia bibliografía sobre los estudios de paz en el país. Echan- 
día (2001) hace un balance del conflicto armado interno colombiano a la luz 
del decenio de la Constitución de 1991, y Pécaut (2001) caracteriza la situa- 
ción del conflicto armado interno colombiano y cómo la violencia en el país 
se ha transformado. La comunidad internacional ha mencionado la existen- 
cia de tal tipo de violencia en el país; así, en la 60.* sesión de la Comisión de 
Derechos Humanos, celebrada el 23 de abril de 1996, el presidente de dicha 
instancia enfatizó la violencia que vive Colombia en un contexto de conflic- 
to armado interno (Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos, 1997). Desde el 2008, incluso, se ha empezado 
la construcción de una memoria histórica sobre los hechos de violencia que 
han ocurrido en el país a partir del ejercicio que lidera el Centro Nacional de 
Memoria Histórica (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2008). 

La Corte Constitucional colombiana ha categorizado el conflicto ar- 
mado interno colombiano como realidad jurídica consolidada, cuyo recono- 
cimiento legislativo parte de la Ley 418 de 1997, que consagra instrumentos 
para la búsqueda de la convivencia pacífica, y se consolida con la Ley 1448 
de 2011, conocida como Ley de Víctimas, la cual, desde el poder legislativo 
y con el beneplácito del ejecutivo, aceptó la existencia del conflicto armado 
interno regido bajo el DIH y de manera particular a lo establecido en el artí- 
culo tercero común a los Convenios de Ginebra de 1949.? La Corte ha ratifi- 
cado la noción de conflicto armado interno de forma amplia, y reconoce la 
complejidad histórica de la confrontación interna colombiana y la aplicación 
de las disposiciones y obligaciones jurídicas del DIH (República de Colom- 


en las más difíciles y hostiles circunstancias, y sus disposiciones se aplican independientemente 
de si los países se han comprometido o no jurídicamente en la adopción de tales disposiciones, 
por tratarse de prácticas consuetudinarias de carácter imperativo que responden a presupuestos 
éticos mínimos y exigibles a todas las partes del conflicto, se trate de un conflicto nacional o 
internacional” (República de Colombia, 2009). 


2 Congreso de la República de Colombia, Ley 418 de 1997 y Congreso de la República de Colombia, 
Ley 1448 de 2011, Ley de Víctimas. 
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bia, 29 de marzo de 2012; República de Colombia, 10 de octubre de 2012 y 
República de Colombia, 2014). 

El colombiano, específicamente en términos del DIH, se caracteriza 
como un Conflicto Armado sin Carácter Internacional, en términos del Pro- 
tocolo II adicional a los Convenios de Ginebra de 1949. Entendido como una 
“situación de violencia en la que tienen lugar, en el territorio de un Estado, 
enfrentamientos armados prolongados entre fuerzas gubernamentales y uno 
o más grupos armados organizados, o entre grupos de ese tipo” (Lawand, 
2012). Como explica Serralvo (2020), la clasificación de los conflictos es una 
condición sine qua non para el análisis de la aplicación del DIH. Al indagar 
por estos elementos, el Protocolo HI adicional a los Convenios de Ginebra 
de 1949 y de 1977, en desarrollo del artículo tercero común a los Convenios 
de Ginebra del 12 de agosto de 1949, establece que un conflicto armado no 
internacional son todos los enfrentamientos que se desarrollan en un país 
firmante, como expresa el Protocolo II: “entre sus fuerzas armadas y fuerzas 
armadas disidentes o grupos armados organizados que, bajo la dirección de 
un mando responsable, ejerzan sobre una parte de dicho territorio un control 
tal que les permita realizar operaciones militares sostenidas” (Comité Inter- 
nacional de la Cruz Roja, 1977, art. 1). 

Para la identificación de un Grupo Armado Organizado (GAO) el 
Protocolo establece como criterios la estructura organizativa y la capacidad 
bélica o intensidad de los combates. En ese sentido, el Comité Internacional 
de la Cruz Roja (CICR), en la interpretación del artículo tercero común y 
del Protocolo II, afirma que “el enfrentamiento armado debe alcanzar un 
nivel mínimo de intensidad y las partes en el conflicto deben tener un nivel 
mínimo de organización” (CICR, 2016, p. 6). Adicionalmente, el artículo 8 
del Estatuto de Roma, al reafirmar la aplicabilidad del DIH en los conflictos 
armados que no sean de índole internacional, considera perentorio diferen- 
ciar estas hostilidades de los casos como “las situaciones de tensiones in- 
ternas y de disturbios interiores, tales como los motines, los actos esporádi- 
cos y aislados de violencia u otros actos análogos” (Naciones Unidas, 1998, 
art. 8). Para lo cual utilizan los criterios dichos, ya que en estos casos el 
nivel de intensidad de la violencia es menor, así como el de organización y 
estructura de los grupos en conflicto. 
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Al respecto, el Tribunal Penal para la ex-Yugoslavia ha sentado ju- 
risprudencia internacional sobre los criterios de intensidad” y organización? 
como carácter definitorio de un conflicto armado no internacional. Criterios 
que han sido ratificados en la normativa nacional del Estado colombiano, en 
tanto la directiva 015 del Ministerio de Defensa Nacional al expedir linea- 
mientos para enfrentar los GAO le apuesta a circunscribir la lucha del Estado 
contra estos grupos en el DIH (República de Colombia, 2016). La directiva 
del Ministerio reconoce que el nivel de hostilidades y de organización de 
las estructuras armadas cumplen con los requisitos de la jurisprudencia del 
Derecho Internacional, específicamente la sentada por el Tribunal Interna- 
cional para la ex-Yugoslavia y los Protocolos I y II Adicionales. 

El conflicto en Colombia cumple con las condiciones de mando res- 
ponsable, operaciones militares sostenidas y nivel mínimo de intensidad, en 
tanto el Ministerio de Defensa ha identificado la existencia de cuatro GAO 
y la Oficina del Fiscal de la Corte Penal Internacional, en su Examen Preli- 
minar a Colombia, ha identificado un conflicto armado no internacional en 
Colombia (CPI, 2019), que se evidencia en cinco conflictos armados internos: 
los ocurridos entre el Estado colombiano y las Autodefensas Gaitanistas 
de Colombia (AGC), el Ejército de Liberación Nacional (ELN), el Ejército 
Popular de Liberación (EPL) y las disidencias de las FARC-EP, y los que su- 
ceden entre los mismos GAO, ELN y EPL, ELN y AGC (“Caparrapos: fuerza que 
desestabiliza el Bajo Cauca antioqueño y el sur cordobés”, 2019). El cicr 
afirma que todos estos grupos cumplen con los criterios de organización y 
sus acciones tienen un nivel suficiente de violencia. 


u 


“La seriedad de los ataques y el hecho de que haya habido un incremento de confrontaciones 
armadas; la extensión de enfrentamientos por el territorio y a lo largo de un período de tiempo; 
cualquier aumento en el número de tropas gubernamentales y la distribución de armas entre 
ambas partes al conflicto [...] el número de civiles obligados a huir de zonas de combate; el tipo 
de armas utilizadas, en particular el uso de armas pesadas, u otro equipamiento militar, como 
tanques o vehículos pesados; el bloqueo y asedio de ciudades, así como el bombardeo de dichas 
ciudades; la magnitud de la destrucción y el número de víctimas provocados por bombardeos o 
enfrentamientos [...] la ocupación de territorios, ciudades o pueblos [...] el cierre de carreteras, la 
existencia de Órdenes o acuerdos de cese al fuego” (TPIY, 2008a, p. 177). 


4 “La existencia de reglas y mecanismos disciplinarios en el seno del grupo; la existencia de 
campamentos; el hecho de que el grupo controle cierto territorio; la capacidad del grupo de acceder 
a armas, otro equipamiento militar, reclutar y entrenamiento militar; su capacidad para planificar, 
coordinar y llevar a cabo operaciones militares, incluidos movimientos de tropas y logísticos; su 
capacidad para definir una estrategia militar unificada y usar tácticas militares; y su capacidad para 
hablar con una misma voz y negociar y concluir acuerdos, tales como ceses al fuego o acuerdos de 
paz” (TPIY, 2008b, p. 60) 
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Sobre lo anterior, en el 2019 se denunciaron desplazamientos masi- 
vos en siete departamentos y confinamientos ilegales en otros cuatro; zonas 
como el Bajo Cauca Antioqueño (CICR, 2018), el Catatumbo (Catatumbo, 
entre el paro armado del EPL y el del ELN”, 2020) y el Chocó (Puentes, 2020) 
han sufrido por las hostilidades entre distintos GAO. En este orden de ideas, 
según el Plan Nacional de Seguridad y Defensa emitido en el 2019, las disi- 
dencias de las FARC, clasificadas como GAO residual, cuentan con alrededor 
de 3.000 miembros; adicional, el ELN cuenta con más de 4.000 miembros, el 
Clan del Golfo con más de 1.600 y el EPL con 260 aproximadamente (Minis- 
terio de Defensa Nacional, 2019). Para aplicar el DIH, Serralvo (2020) resalta 
que es preciso que las hostilidades demanden el uso de la fuerza militar y 
no solo policial, lo que en Colombia se cumple, mientras que el Gobierno 
nacional, en su política de defensa, ha decidido combatir los GAO incluso 
en Operaciones conjuntas entre las Fuerzas Militares y la Policía (“Fuerzas 
Militares, con luz verde para bombardear a disidencias de Farc”, 2017).* 

Las violencias en Colombia no son actos esporádicos, sino un ejerci- 
cio sistemático por parte de estructuras en territorios específicos. En térmi- 
nos jurídicos, bajo los criterios de intensidad y organización del DIH, en Co- 
lombia existe un conflicto armado no internacional que es denominado en el 
ámbito local como conflicto armado interno y catalogado por el CICR como 
un conflicto armado prolongado o de larga duración (CICR, 2011). Así, el DIH 
no solo continúa vigente en Colombia, sino que tiene un papel esencial en 
la consolidación del proceso de paz y las garantías para los desmovilizados 
(Arias, 2019). 


HOMICIDIO EN PERSONA PROTEGIDA: GRAVE VIOLACIÓN AL DIH 


El concepto de persona protegida reúne elementos políticos y jurídi- 
cos sobre las consideraciones de la guerra y el papel del individuo en ella. 
Desde la vicepresidencia de la República de Colombia (2008) se reitera la 
definición del doctrinante Aponte quien considera que 


5 Se ha argumentado que en Colombia no opera el DIH, ya que no existe un conflicto armado interno, 
porque se considera que el objetivo o fin de la guerra de algunos grupos es el narcotráfico. El CICR 
(2016) determina que la existencia (o no) de un fin político, económico, religioso o étnico como 
fundamento del accionar de un grupo armado no es condición para el reconocimiento del conflicto 
más allá de los criterios de organización e intensidad. 
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se trata de una connotación o consideración no solo jurídica, sino éti- 
co-política. En el marco de situaciones particulares, fáctica y jurídica- 
mente definidas como situaciones ligadas a conflictos armados, tanto 
de carácter externo como interno, se otorga un reconocimiento especial 
a diversos tipos de personas que se hallan en situación particular de vul- 
nerabilidad: sus derechos se protegen de manera particular en función 
de la situación fáctica y específica de vulnerabilidad. Son personas pro- 
tegidas aquellas a las que se aplica un tratado humanitario en particular, 
es decir, las personas a las que se aplican las normas de protección 
estipuladas en el derecho internacional humanitario (p. 22). 


Como apunta Salcedo (2014), las personas protegidas son aquellas que, 


en el contexto de un conflicto armado, tanto internacional como na- 
cional, con el fin de salvaguardar la dignidad y su humanidad, encuen- 
tran especial protección de las normas y del derecho internacional, de 
forma indistinta si su fuente es un tratado o el derecho internacional 
consuetudinario (p. 14). 


Los asesinatos de excombatientes de las FARC son una grave violación 
al DIH porque transgreden los principios de distinción e inmunidad, pilares 
del derecho de la guerra, y violan las disposiciones del Acuerdo de Paz entre 
el Estado y las FARC-EP, que establece una serie de obligaciones del Estado 
colombiano en materia de DIH. 

Según el principio de distinción, consagrado en el derecho consuetu- 
dinario y en los Convenios de Ginebra de 1949, es obligatorio diferenciar a 
las personas que participan directamente de hostilidades de las que no, don- 
de se incluye quienes hayan depuesto las armas (CICR, 2005). La distinción 
es fundamental, pues incluso para la Corte Penal Internacional “dirigir sis- 
temáticamente ataques contra civiles constituye un crimen de guerra en los 
conflictos armados no internacionales” (Naciones Unidas, 1998, párr. 2). Las 
personas desmovilizadas de los grupos armados no son blancos legítimos 
del accionar de las fuerzas armadas estatales o de los GAO, por el contrario, 
son sujetos de especial protección por el DIH, ya que no solo son civiles, sino 


6 Tanto el Protocolo Adicional Í, en sus artículos 48, 51 y 52, como el Protocolo Adicional Il, en el 
párrafo 2 del artículo 13, prohíben que los civiles sean objeto de ataques y obliga a que las partes 
en conflicto en todo momento distingan entre civiles y combatientes. Estos protocolos garantizan 
el principio de inmunidad mediante la salvaguardia del enemigo fuera de combate y la distinción 
de los combatientes que han depuesto las armas. 
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excombatientes que han cesado su participación en las hostilidades, ampa- 
rados en un acuerdo entre el Estado y el grupo (Arias, 2019). 

Aunque el Acuerdo Final de Paz entre el Gobierno y las FARC no 
configura una fuente del DIH, al ser una declaración unilateral del Estado co- 
lombiano sí genera obligaciones internacionales.” Como desarrollan Ama- 
ya y Guzmán (2017): “el acuerdo emana de una autoridad legítima, en un 
contexto de negociación con el apoyo de la comunidad internacional y es- 
tablece obligaciones para el Estado colombiano en tanto no se opone a al- 
guna norma imperativa del derecho internacional” (p. 41). La obligación es 
expresa, ya que el Estado colombiano lo declaró ante la Asamblea General de 
la ONU y el Consejo de Seguridad de la misma entidad y entregó el texto 
del Acuerdo al Consejo Federal Suizo para que repose junto a los Conve- 
nios de Ginebra como garantía internacional de cumplimiento (“Colombia 
entrega acuerdo de paz a Suiza como depositaria de la Convención de Gi- 
nebra”, 2016). El Acuerdo Final es un acuerdo especial en términos del DIH, 
pues según el CICR un acuerdo de paz es un acuerdo especial, pues incluye 
obligaciones derivadas del DIH (CICR, 2016), característica prevista en el ar- 
tículo tercero común de los convenios de Ginebra de 1949.* 

Los asesinatos de desmovilizados son una violación al DIH, pues cons- 
tituyen un homicidio en persona protegida, que encuentran su equivalente 
en el ordenamiento interno colombiano tipificado en el Código Penal como 
homicidio en persona protegida, según el artículo 135 y su parágrafo, para 
“quien con ocasión y en desarrollo del conflicto armado interno, ocasione 
la muerte de persona protegida conforme a los Convenios Internacionales 
sobre Derecho Humanitario ratificados por Colombia” (Congreso de la Re- 
pública de Colombia, 2000, art. 135), especificando, así, en sus numerales 6 
y 8, que uno de los sujetos entendidos como persona protegida son los com- 
batientes que hayan depuesto las armas por captura, rendición u otra causa 


7 La Comisión de Derecho Internacional de las Naciones Unidas afirma que “unas declaraciones 
formuladas públicamente por las que se manifieste la voluntad de obligarse podrán surtir el efecto 
de crear obligaciones jurídicas. Cuando se dan las condiciones para que eso ocurra, el carácter 
obligatorio de tales declaraciones se funda en la buena fe” (Comisión de Derecho Internacional, 
2010, p. 2). 


8 La doctrina jurídica aún no produce consenso sobre el tipo de obligación generada al Estado, 
puesto que no hay convenio sobre si la totalidad del acuerdo se considera especial o solo las partes 
que derivan obligaciones en materia de DIH. Empero, es claro que el acuerdo aborda elementos 
del derecho doméstico y del derecho internacional, y que, en cualquier caso, la protección de los 
excombatientes está regulada por las disposiciones del derecho de la guerra y genera obligaciones 
al Estado colombiano. 
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análoga, y cualquier otra persona que tenga aquella condición en virtud de 
los convenios 1, 11, IM y Iv de Ginebra de 1949 y los Protocolos Adicionales 1 
y Ir de 1977 y otros que llegaren a ratificarse. 

La Corte Constitucional, en la Sentencia C-291 de 2007, revisa la cons- 
titucionalidad del artículo 135 del Código Penal, en su uso de la expresión 
“combatientes que hayan depuesto las armas” a la luz de las disposiciones del 
Bloque de Constitucionalidad (República de Colombia, 2007). Al reafirmar 
la constitucionalidad de la expresión cita distintas disposiciones del DIH y ha 
establecido que este se aplica de forma automática cuando existen condicio- 
nes materiales, temporales y espaciales, en los que el ámbito temporal y geo- 
gráfico va más allá del teatro de la guerra. Es decir, el DIH tiene aplicabilidad 
aun cuando los hechos no son producto de un enfrentamiento o un combate 
efectivo como tal; así, el derecho de la guerra abarca también aquellos hechos 
que, si bien no son cometidos en el teatro del conflicto, están relacionados con 
este (Tribunal Penal Internacional para la ex-Yugoslavia, 2002). 


VIOLENCIA CIRCULAR: EL CONTÍNUUM 


El contínuum se refiere al encadenamiento entre distintas experien- 
cias de violencias en el tiempo y la trayectoria de vida que sufren los suje- 
tos en diferentes escenarios, como laboral, familiar, escolar, por mencionar 
algunos; este concepto fue pensado desde la literatura feminista (Barraza, 
2008) y ha sido vinculado a la violencia heteronormativa estructural (CNMH, 
2015). Sin embargo, la circularidad de la violencia no solo explica el fenó- 
meno de reproducción de patrones violentos contra la población vulnerable, 
sino que permite comprender los ciclos de violencia sobre la desmoviliza- 
ción de los grupos armados en el país. 

La vida de los excombatientes es influida por el contínuum de vio- 
lencias. Como desarrolla Martínez (1997), la pobreza es también una forma 
de violencia estructural que contribuye a degradar el tejido social y excluir. 
Ergo, construir paz es equivalente a generar condiciones de vida sin pobre- 
za, entendida esta como oportunidades para vivir una vida tolerable. No es 
fortuito que las zonas de mayor incidencia del conflicto armado y recluta- 
miento sean a su vez los lugares con mayor índice de pobreza. La literatura 
académica ha abordado con suficiencia el fenómeno en torno a los ciclos 
entre pobreza y violencia; la falta de oportunidades aumenta la probabilidad 
de que los individuos se vean envueltos en actividades criminales, las cuales 
generan condiciones de odio (Galindo, Restrepo y Sánchez, 2009). 
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En el 2018 y 2019 la ONU denunció la presencia de una violencia en- 
démica en el país, localizada, especialmente, en zonas con ciclos crónicos 
de pobreza multidimensional (Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos, 2018; 2019). Igualmente, desde antes se ha ad- 
vertido el vínculo entre distribución desigual del poder con la generación de 
escenarios de violencia y conflicto: grupos ilegales restringen la democracia 
en zonas de conflicto, en tanto hay “lucha entre grupos ilegales por el con- 
trol de las economías y la política local” (Galtung, 1995, p. 348). Zonas con 
mayor incidencia del conflicto tienen mayor concentración electoral en po- 
cos candidatos, como estrategia de cooptación del poder por grupos ilegales 
(Sánchez y Palau, 2006), y son también lugares de mayor connivencia entre 
Estado y paramilitarismo (Romero, 2007) y asedio de grupos guerrilleros a 
eventos electorales (Leongómez, 2004). La coincidencia entre pobreza, co- 
rrupción y violencia materializa el contínuum de violencias. 

Por la incapacidad de abandonar los círculos de violencia y el retorno 
de la violencia política en el país, la Mesa de Diálogo y Negociación de La 
Habana discutió las condiciones y garantías de seguridad para excombatien- 
tes, pues el fantasma del exterminio y el aniquilamiento de estos, posdesmo- 
vilización, está vigente aún con el caso de la Unión Patriótica.” 


PATRONES DE VIOLENCIA: CIRCULARIDAD DE LAS VIOLENCIAS 


Es preciso analizar los patrones y las características que dan lugar a 
una sistematicidad en la persecución a los desmovilizados y que responden 
al contínuum de violencia estructural de la sociedad colombiana. Se ha de- 
nunciado públicamente que “entre el 2017 y el 2019 hubo treinta y nueve 
casos de tentativas de homicidio o amenazas a excombatientes, así como de 
agresiones a sus familiares” (FIP, 2019, p. 34). Este agravante de la situación 
la hace aún más compleja, pues adicional a los 255 homicidios presentados 
en este período de tiempo, según el Instituto de Estudios para el Desarrollo y 
la Paz (2018) han sido asesinados entre 2017 y 2019 treinta y cinco familiares 
de personas desmovilizadas de las FARC. 


9 Como explica la Fundación Ideas para la Paz (2019) “En las elecciones a cuerpos colegiados de 
1986, la uP obtuvo más de 329.000 votos, la mayor votación lograda en la historia por la izquierda 
colombiana en ese momento. Para las siguientes elecciones, en 1988, la UP ya había perdido al 
menos 550 militantes por cuenta de masacres, asesinatos y desapariciones forzadas, entre ellos a 
su candidato presidencial, Jaime Pardo Leal, además de dos senadores, dos representantes, cinco 
diputados y 45 afiliados, entre alcaldes y concejales. En dos décadas de ejercicio político, más de 
tres mil de sus militantes fueron asesinados” (p. 20). 
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La triangulación de la información es un reto metodológico para en- 
contrar una cifra común de excombatientes asesinados. Hasta junio de 2016, 
la Misión de Verificación de la ONU en Colombia (2020) registraba el asesi- 
nato de 210 desmovilizados, y las FARC reportaban 214 asesinatos (““Son 214 
asesinatos de firmantes de la paz”, dice la FARC”, 2020). En aras de obtener 
mayor certeza de los datos sobre el objeto de estudio se hace un amplio cu- 
brimiento al asesinato de excombatientes en los medios de comunicación, 
informes de la ONU, denuncias públicas del Partido Alternativa Revolucio- 
naria del Común (FARC), Organizaciones No Gubernamentales y entidades 
estatales; contrastando más de cuarenta fuentes que permiten determinar que 
desde el 26 de septiembre de 2016 hasta el 20 de octubre de 2020 han sido 
asesinados un total de 255 excombatientes de las FARC. 

En términos temporales, el año que registra más casos es el 2019 con 
81 (tabla 6.1), este año cuenta, además, con el mes con mayor número de 
homicidios en todos los años (junio, con 12). Excluyendo el 2020, que tiene 
aún cifras incompletas, es notorio que los casos aumentan año tras año, lo 
que genera una preocupante tendencia (tabla 6.1 y figura 6.1). 


Tabla 6.1 Homicidios de excombatientes de las FARC por año 


Año 2016 2017 2018 2019 2020 
Casos 2 41 74 8l 57 


Fuente: elaboración propia. 


Esta radiografía del homicidio de excombatientes en el posacuerdo re- 
fleja que de todos los meses que registran casos existe un promedio de 5,5 ho- 
micidios mes a mes desde la firma del Acuerdo Final, con picos altos y bajos. 
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Figura 6.1 Línea de tiempo, homicidio de excombatientes de las FARC 


Fuente: elaboración propia. 
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De esos 255 casos de homicidios 252 se han presentado en Colombia y 
tres en la zona fronteriza con Ecuador. En Colombia, los departamentos que 
más casos de homicidios presentan son Cauca (40), Nariño (36), Antioquia 
(29), Caquetá (23), Meta (21), Norte de Santander (20), Putumayo (19) y Va- 
lle del Cauca (16) (figura 6.2). Estos ocho departamentos, de 22 totales con 
casos, incluyen el 80,95 % de todos los casos sucedidos en el país. 
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Tolima ma 4 
Sucre mm 1 
Santander m 1 
Putumayo — Ia 19 
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Figura 6.2 Casos de homicidios excombatientes FARC por departamento 


Fuente: elaboración propia. 


Con esta información, se encuentra que los asesinatos a excombatien- 
tes se han dado en 98 municipios del país. La figura 6.3 ilustra la participa- 
ción de municipios por número de casos; en la figura 6.2 es claro que hay 
una mayor concentración de casos en ciertos municipios, mientras hay 43 
municipios con apenas un caso, a medida que la cifra de casos por munici- 
pio aumenta disminuyen los municipios. En otras palabras, en una amplia 
cantidad de municipios ocurrió al menos un homicidio, pero existen ciertos 
municipios específicos donde hubo una cantidad mayor de casos, lo que 


146 | Revista Ratio Juris Vol. 17 N.? 34.UNAULA |ISSN 1794-6638 


Patrones de violencia alrededor del homicidio de excombatientes de las FARC-EP en el posacuerdo 


genera una disparidad en la incidencia de casos por municipios. Si se busca 
una clasificación de los diez municipios con más casos serían Tumaco (15), 
Ituango (13), Puerto Asís (8), Argelia (7) y Cali, El Charco, La Macarena, San 
José del Guaviare, Tibú y Uribe (todos con 6). Es decir, que solamente diez 
municipios cuentan con el 31,35 % de todos los casos sucedidos en Colombia. 


Incidencia de casos por municipio 


1 caso 

2 casos 

3 casos 

4 casos 

5 casos 

6 casos 
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Figura 6.3 Incidencia de casos por municipio 


Fuente: elaboración propia. 


En este sentido, la pregunta de este análisis debe ser por la forma en 
la que se generan zonas entre los distintos municipios, con variada intensi- 
dad entre ellos, pero que reúne unas características comunes y genera una 
macrozona roja o un punto de calor regional. Las cifras generales permiten 
una contextualización de la problemática, pero la disparidad de incidencia 
en los municipios es notoria. Diecinueve municipios, que cuentan con en- 
tre 4 y 15 casos cada uno, concentran el 47,22 % de los homicidios totales 
que ocurrieron en Colombia; es tan alarmante la concentración de casos en 
zonas específicas del país, que si se amplía el margen entre 3 y 15 hechos 
victimizantes por municipio se encuentra que solo 35 municipios de los 98 
en total concentran el 67,46 % de los casos. Estos puntos de calor se presen- 
tan en la figura 6.4 que detalla geográficamente los municipios en los que 
se han dado casos de homicidios a excombatientes y, adicional, muestra la 
concentración de casos en cada uno. 
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Casos de homicidio a excombatientes de 


las Farc por municipio. 
Gris: 1 caso. 
Amarillo: 2 casos. 
Mostaza: 3 casos. 
Rosado: 4 casos. 


Morado: 5 casos. 


Rojo: 6 casos. 


Negro: Mayor a 7 casos. 


Figura 6.4 Asesinatos de excombatientes por municipio 


Fuente: elaboración propia. 


Estos puntos de calor remiten a zonas o regiones del país donde el con- 
flicto armado se ha configurado a partir de características específicas. Para 
analizar de forma empírica cómo existen zonas del país que de forma siste- 
mática se desenvuelven en círculos estructurales de violencia, se comparan 
las zonas más afectadas por el asesinato de excombatientes y los municipios 
clasificados en las Zonas más Afectadas por el Conflicto Armado (Zomac). 

En términos de la territorialidad, es notoria una coincidencia entre 
la ubicación de los casos y las Zomac, creadas por el decreto presidencial 
1650 del 9 de octubre de 2017, en las cuales el Gobierno Nacional seleccionó 
los 344 municipios más afectados por el conflicto en el país según criterios 
como los del Índice de Pobreza Multidimensional, mayor al 49 %, la condi- 
ción de que la entidad territorial tuviese ingresos precarios (al ser evaluados 
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por el Índice de Desempeño Fiscal obtienen resultado de deterioro, riesgo 
o vulnerable),'* debilidad institucional y que el resultado para el Índice de 
Incidencia del Conflicto Armado se encuentre entre las categorías, medio, 
alto y muy alto para los últimos diez años;'' además de encontrarse ubicados 
lejos de ciudades capitales, lo que garantiza un entorno rural y periférico 
(República de Colombia, 2017). 

De los 98 municipios donde han ocurrido homicidios de excomba- 
tientes 78 han sido clasificados como parte de las Zomac. A su vez, estos 78 
municipios concentran el 84,92 % de los casos totales, como se expone en 
la tabla 6.2. 


Tabla 6.2 Homicidios de excombatientes FARC y 
Zonas más Afectadas por el Conflicto Armado 


Porcentaje Porcentaje 
Zomac | Municipio | respecto al total | Homicidios | respecto al total 
de municipios de homicidios 
SÍ 78 79,59 214 84,92 
NO 20 20,41 38 15,08 
Total 98 100 252 100 


Fuente: elaboración propia. 


Coincidencia que refleja como el conflicto armado colombiano ha 
sido territorializado en la periferia y los lugares de mayor vulnerabilidad 
social. Es evidente la circularidad de la violencia, o, como es más conocida, 
la violencia endémica en el país. El comparar las Zomac con la incidencia 
de casos de homicidios de excombatientes permite concluir que estas viola- 
ciones al DIH se producen, en su gran mayoría, en zonas del país que cuentan 
con amplia debilidad estatal e institucional, todo esto aunado a una fuerte 
incidencia del conflicto, la pobreza y una precaria participación política. 

Colombia es escenario de una violencia endémica, donde las zonas 
de mayor incidencia histórica del conflicto, a pesar del posacuerdo, no se 


10 Las categorías del Índice de Desempeño Fiscal son deterioro, riesgo, vulnerable, sostenible y 
solvente. 


11 Las categorías del Índice de Incidencia del Conflicto Armado son bajo, medio bajo, medio, alto y 
muy alto. 
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ubican en el posconflicto. Para construir una institucionalidad fuerte, lograr 
una transformación integral de territorios periféricos y gestionar las razones 
estructurales del conflicto armado arraigadas a la tierra y la desigualdad se 
crean, en el Acuerdo Final, dieciséis Programas de Desarrollo con Enfo- 
que Territorial (PDET) para 170 municipios (República de Colombia, 2017). 
Como es notorio en la tabla 6.3, los municipios priorizados para estos pro- 
gramas concentran el 66,33 % de los casos de homicidios de excombatientes, 
lo que cuestiona la efectividad de la priorización para ubicar los PDET, mien- 
tras que dieciocho municipios no elegidos para ser impactados por un PDET 
cuentan con el 23,02 % de los casos; en total, todos los municipios con casos 
de homicidios y que no son sujetos de un PDET (33 municipios) cuentan con 
el 28,97 % de los casos. 


Tabla 6.3 Homicidios de excombatientes FARC y 
Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial 


E Porcentaje 
Porcentaje tol 
PDET | Municipio | respecto al total | Homicidios ll de 
de municipios eros 
homicidios 
SÍ 65 66,33 179 71,03 
NO 33 33,67 73 28,97 
Total |98 100 232 100 


Fuente: elaboración propia. 


El conflicto afecta ciertas regiones y municipios inmersos en ciclos de 
violencia. Comprender la territorialidad de la violencia pasa por identificar 
zonas de prevalencia de casos de homicidios a excombatientes a partir de 
puntos de calor, que pueden verse en la figura 6.5. Una lectura meramente 
departamental/municipal del fenómeno no reconoce diferencias subregio- 
nales y la forma en que los municipios se pliegan en zonas rojas, más allá 
de los límites administrativos. Por esto se identifican regiones o zonas con 
problemáticas específicas que explican el contexto de los casos (figura 6.5). 
Existen seis grandes zonas y estas agrupan 237 casos de homicidios a ex- 
combatientes; es decir, el 92,94 % del universo total. 
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Zonas de Conflicto en Colombia, 
Zona 1: Atrato-Urabá-Gran Darién. 


Zona 2: Bajo Cauca-Magdalena Medio. 


Zona 3: Santander-Catatumbo-Frontera colombo- 
venezolana. 


Zona 4: Pacifico-Cauca-Hvila-Tolima 
Zona $: Fronteracolombo-ecuatoriana-Pacífico Sur. 
Zona 6: Meta-Caquetá-Guaviare. 


Figura 6.5 Homicidios de excombatientes FARC por zonas del conflicto 


Fuente: elaboración propia. 


Los patrones y las razones que determinan cada uno de los homici- 
dios ocurridos en estas seis zonas varían. Sin embargo, la Fundación Ideas 
para la Paz (2019) destaca que los motivos que han llevado al homicidio de 
excombatientes están ligados a varios factores como la influencia territorial 
de organizaciones armadas al margen de la ley, su establecimiento en zonas 
foco de economías ilegales, la salida de los excombatientes de los períme- 
tros de los Espacios Territoriales de Capacitación y Reincorporación, las 
acciones de retaliación de grupos armados ilegales por los actos realizados 
por las FARC durante el conflicto, la presión de las disidencias y los GAO para 
reclutar a los excombatientes y la precaria presencia estatal en los territorios 
donde se concentran los excombatientes. Al margen de los rasgos que carac- 
terizan la reincidencia del conflicto y su relación con las acciones de grupos 
armados ilegales en zonas de influencia de desmovilización, es evidente la 
pobre apuesta estatal para romper la circularidad de la violencia con oferta 
institucional integral. 
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Los asesinatos selectivos de excombatientes son bajo modalidad de 
sicariato y ocurren en la residencia de la víctima, establecimientos comer- 
ciales y vías públicas y veredales, mayoritariamente. Hay denuncias de ca- 
sos que tienen como motivo la resistencia de los desmovilizados a ingresar 
a nuevos grupos armados, conflictos regionales con otros grupos armados 
y acciones motivadas como retaliaciones o venganza contra los miembros 
desmovilizados por sus acciones durante el conflicto. 

Para cada zona se detalla la cantidad de municipios con casos de ho- 
micidios, el número de casos, los departamentos que agrupa, las regiones 
(donde se priorizó algún PDET) que están vinculadas, la cantidad de muni- 
cipios Zomac que incluyen y qué grupos armados ilegales tienen influencia 
en esa región. Esto último es especialmente relevante, puesto que los actos 
contra excombatientes tienen “relación con la presencia creciente de grupos 
armados criminales y economías ilegales e informales en las zonas abando- 
nadas por los exmiembros de las FARC-EP donde el Estado no ha establecido 
una presencia y un control efectivo” (Misión de Verificación de la ONU en 
Colombia, 2019, p. 9). La identificación de los actores armados se hace me- 
diante las investigaciones realizadas por la Fundación Ideas para la Paz en 
su informe sobre “Conflictos Armados Focalizados” (2018) y Crisis Group, 
en su informe titulado “Los grupos armados de Colombia y su disputa por 
el botín de la paz” (2017). 


ZONA 1: ATRATO-URABÁ-GRAN DARIÉN 


Esta zona es de especial relevancia, pues se encuentra en una región 
tradicionalmente azotada por el conflicto armado del país. Es notorio, en la f1- 
gura 6.6, que tiene como epicentro el municipio de Ituango, que es, de hecho, 
uno de los municipios con mayores casos de homicidios de excombatientes de 
Colombia. Su vínculo con el Urabá la configura como un corredor estratégico 
de armas y drogas desde el Puerto de Urabá hacia el interior del país. 

Como se evidencia en la tabla 6.4, esta región, además, cuenta con 
una alarmante cifra de 31 homicidios. Dicha zona está en el cerco de in- 
fluencia de cuatro PDET que recogen a ocho de sus diez municipios. Sin 
embargo, resalta en esta área la presencia de grupos armados ilegales como 
el Clan del Golfo. 
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Zona 1: 
Atrato- 
Urabá-Gran 


Darién S DE 


Figura 6.6 Zona 1 


Fuente: elaboración propia. 


Tabla 6.4 Características Zona 1: Atrato-Urabá-Gran Darién 


Municipios 


10 (Carepa, Dabeiba, El Carmen del Darién, Ituango, Medio 
Atrato, Quibdó, Remedios, Riosucio, Tierra Alta y Urrao) 


Casos de homicidios 


31 


Departamentos 


PDET 


3 (Antioquia, Chocó y Córdoba) 


Incluye zonas de influencia de cuatro PDET: 1. Chocó; 2. Ura- 
bá Antioqueño; 3. Sur de Córdoba y 4. Bajo Cauca y Nordeste 
Antioqueño 


Municipios PDET 8 
Municipios Zomac 10 
Grupos armados ilegales | Clan del Golfo 


Fuente: elaboración propia. 


ZONA 2: BAJO CAUCA-MAGDALENA MEDIO 


Esta zona se pliega entre los departamentos de Antioquia y el sur de 
Bolívar, específicamente en las subregiones del Bajo Cauca y el Magdalena 
Medio. Allí, seis municipios reportan nueve casos de homicidios; si bien esta 


| Revista Ratio Juris Vol. 17 N.? 34-UNAULA |ISSN 1794-8638 


153 


Juan Camilo Parra Restrepo 


zona no cuenta con algún epicentro de los casos, sí está en el medio de una 
batalla por expandir la influencia de los Caparrabos, la Oficina del Valle de 
Aburrá, los Pacheli y los Libertadores del Nordeste Presente. Esta subregión 
es un corredor de armas y su cercanía con el Urabá y ciudades como Medellín 
la convierten en un epicentro del conflicto por las economías ilegales. 


Zona 2: 
Bajo Cauca- 
Magdalena 
Medio 


Figura 6.7 Zona 2 


Fuente: elaboración propia. 


Tabla 6.5 Características Zona 2: Bajo Cauca-Magdalena Medio 


Municipios 6 (Cáceres, Campamento, El Bagre, Montecristo, 
Remedios y Santa Rosa) 

Casos de homicidios 9 

Departamentos 2 (Antioquia y Bolívar) 

PD Incluye zonas de influencia de dos PDET: 1. Bajo 
Cauca y Nordeste Antioqueño y 2. Sur de Bolívar 

Municipios PDET 4 

Municipios Zomac 6 

Pmpos amados decades ELN, los Caparrabos, la Oficina del Valle de Aburrá, 
los Pacheli y los Libertadores del Nordeste Presente 


ZONA 3: SANTANDER-CATATUMBO-FRONTERA COLOMBO 
VENEZOLANA 


Zona ubicada en la frontera colombo-venezolana y corredor para nar- 
cotráfico, tráfico de gasolina y cruce de migrantes. Resalta el accionar de 
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grupos como el ELN, que utiliza a Venezuela como retaguardia estratégica, 
y el EPL. Ambos grupos se enfrentan entre sí y con el Estado, lo cual ha au- 
mentado los indicadores de violencia. Como se evidencia en la tabla 6.6, esta 
región tiene 27 casos de homicidios en 11 municipios; empero, apenas 6 de 
ellos fueron priorizados como parte de alguno de los PDET, a pesar de que 9 
están categorizados en las Zomac. En esta zona ocurrió la muerte de Dimar 
Torres, desmovilizado asesinado por soldados del Batallón de Operaciones 
Terrestres N.* 11 de la Il División del Ejército; este homicidio, según los 
expertos de la ONU, es clasificado como una ejecución extrajudicial (Oficina 
del Alto Comisionado de las Naciones Unidas, 2019). 


Zona 3: Santander 
Catatumbo-Frontera 
colombo-venezolana 


Norte de | 
Santander ( 


Figura 6.8 Zona 3 


Fuente: elaboración propia. 


Tabla 6.6 Características Zona 3: 
Santander-Catatumbo-frontera colombo-venezolana 


Municipios 11 (Aranquita, Convención, Cravo Norte, Cúcuta, al Tarra, 
Nuchía, Rionegro, Sardinata, Tame, Teorama y Tibú) 
Casos de homicidios 27 
Departamentos 4 (Arauca, Casanare, Santander y Norte de Santander) 
E Incluye zonas de influencia de dos PDET: 
1. Catatumbo y 2. Arauca 
Municipios PDET 6 
Municipios Zomac 9 
Grupos armados ilegales | ELN y EPL 


Fuente: elaboración propia. 
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ZONA 4: PACÍFICO-CAUCA-HUILA-TOLIMA 


Históricamente, el Pacífico, por ser por definición un corredor estra- 
tégico para el movimiento de armas y el tráfico de drogas, ha sido una de las 
regiones más convulsionadas del país. Recientemente, el ELN ha expandido 
su presencia en esta región durante el posacuerdo con las FARC, copando 
los municipios que este último abandonó al dejar las armas. Esta región 
concentra 79 homicidios, siendo la zona con mayor número de casos. Para 
esta se reitera la tendencia donde de 32 municipios con al menos un caso de 
homicidio apenas 21 fueron priorizados para ser parte de uno de los cinco 
PDET que tienen influencia en la Zona 4. 


Zona 4: 

Pacífico- 
Cauca-Huila- 
Tolima 


Figura 6.9 Zona 4 


Fuente: elaboración propia. 
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Tabla 6.7 Características Zona 4: Pacífico-Cauca-Huila-Tolima 


Municipios 32 (Alcalá, Algecira, Aregelia, Buenaventura, Buenos Aires, Cal- 
dono, Cali, Caloto, Campoalegre, Chaparral, Corinto, El Cairo, El 
Charco, El Tambo, Florida, Guapi, Jamundí, Leiva, Litoral del San 
Juan, Medio San Juan, Miranda, Neiva, Patía, Piamonte, Pitalito, 
Planadas, Santa Bárbara, Santander de Quilichao, Suárez 
Suaza, Toribío y Tuluá) 


Casos de homicidios |79 

Departamentos 6 (Cauca, Chocó, Huila, Nario, Tolima y Valle del Cauca) 

PDET Incluye zonas de influencia de cinco PDET: 1. Chocó, 2. Pacífico 
Medio, 3. Pacífico y Frontera Nariñense, 4. Norte del Cauca-Alto 
Patía y 5. Sur del Tolima 


Municipios PDET 21 
Municipios Zomac 24 
Grupos armados ELN 
ilegales 


Fuente: elaboración propia. 


ZONA 5: FRONTERA COLOMBO-ECUATORIANA-PACÍFICO SUR 


Zona ubicada en la frontera colombo-ecuatoriana, lo que profundiza 
lógicas de tráfico internacional. Tiene la particularidad de tener dos epl- 
centros del conflicto. Por un lado, el municipio de "Tumaco en Nariño, y, 
por el otro, Puerto Asís en Putumayo. Ambos ubicados en zona fronteriza 
con el Ecuador, pero el primero siendo crucial, pues, además, es uno de los 
principales puertos del país en el Pacífico. La zona está delimitada en su pe- 
rímetro correspondiente al departamento del Putumayo por el río Caquetá. 
Las disidencias del Frente 1 y 48 de las FARC operan en esta zona y ejercen 
control sobre los corredores fluviales. En el departamento de Nariño tienen 
influencia grupos narcoparamilitares que se disputan el mercado de las ren- 
tas ilegales y las economías ilícitas. La Zona 5 reúne 43 casos de homicidios 
contra excombatientes y es fronteriza con Ecuador, donde ocurrieron otros 
3 casos. 
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Zona 5: Frontera 
colombo-ecuatoriana- 
Pacífico Sur. 


Figura 6.10 Zona 5 


Fuente: elaboración propia. 


Tabla 6.8 Características Zona 5: frontera colombo-ecuatoriana-Pacífico Sur 


Municipios 11 (Barbacoas, Ipiales, Mocoa, Puerto Asís, Puerto Guzmán 
Puerto Leguízamo, Ricaurte, San Miguel, Santa Cruz (Gua- 
chavés), Tumaco y Valle del Guamuez) 


Casos de homicidios 43 

Departamentos 2 (Nariño y Putumayo) 

PDET Zona de influencia de dos PDET: 1. Pacífico y Frontera Nari- 
ñense y 2. Putumayo 

Municipios PDET 9 

Municipios Zomac 11 


Grupos armados ilegales | Disidencias de las FARC (Frente 1 y 48) 
y grupos narcopara-militares 


Fuente: elaboración propia. 


ZONA 6: META-CAQUETÁ-GUAVIARE 


Zona con 18 municipios de tres departamentos y 48 casos de homi- 
cidios. Todos los municipios hacen parte de las Zomac y solo 12 están en 
el escenario de influencia de dos PDET. Además, como señala la Fiscalía 
General, en respuesta al derecho de petición, dos homicidios se cometieron 
en el Espacio Territorial de Capacitación y Reincorporación La Guajira de 
Mesetas, Meta, lugar que debería tener garantía del Estado para prevenir 
violaciones al Acuerdo Final y al DIH. Sin embargo, en esta zona opera el 
Bloque Suroriental, el cual es una disidencia de las FARC que busca articular 
en la Orinoquía y la Amazonía distintas estructuras disidentes. 
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Zona 6: Meta- 
Caquetá-Guaviare 


Figura 6.11 Zona 6 


Fuente: elaboración propia. 


Tabla 6.9 Características Zona 6: Meta-Caquetá-Guaviare 


Municipios 18 (Albania, Belén de los Andaquíes, Cartagena del Chairá, Cu- 
rillo, El Paujil, Florencia, La Macarena, La Montañita, Mesetas, 
Puerto Concordia, Puerto Rico C, Puerto Rico M, San José de 
Fragua, San José del Guaviare, San Juan de Arama, San Vicente 
del Caguán, Solano y Uribe) 


Casos de homicidios 48 

Departamentos 3 (Caquetá, Meta y Putumayo) 

PDET Incluye zonas de influencia de dos PDET: 1. Cuenca del Caguán 
y Piedemonte Caqueteño y 2. Macarena Guaviare 

Municipios PDET 12 

Municipios Zomac 18 


Grupos armados ilegales | Disidencias de las FARC (Bloque Suroriental; Frente Primero) 


Fuente: elaboración propia. 


El Centro de Recursos para el Análisis del Conflicto (2013) evalúa 
los efectos del conflicto entre 2000 y 2012 en los municipios del país según 
categorías de presencia de grupos armados e intensidad de eventos relacio- 
nados con el conflicto armado. Es notorio que las seis zonas enfatizadas en 
este artículo son, a su vez, lugar de los municipios fuertemente afectados y 
con presencia persistente de grupos armados entre el 2000 y el 2012. Este 
fenómeno permite reiterar la circularidad de la violencia. Es decir, los mu- 
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nicipios que entre el 2000 y el 2012 fueron el epicentro del conflicto son, 
posterior a ello, declarados parte de las zonas más afectadas por el conflicto 
armado y, a su vez, el epicentro del homicidio de excombatientes en el po- 
sacuerdo entre el Estado colombiano y las FARC. 

En respuesta al derecho de petición, la Unidad de Investigaciones de 
la Fiscalía General de la Nación ha conocido 207 casos de excombatientes 
asesinados entre la firma del Acuerdo Final y el mes de agosto de 2020. De 
estos ha esclarecido el 48,30 %, es decir, 100 casos de los 207 que reportan. Es 
alarmante que, según la Fiscalía, cinco contaban con denuncias por amenazas 
previas al homicidio. De los 100 casos el 77 % corresponden al accionar de una 
organización criminal como los Grupos Armados Organizados Residuales, el 
Clan del Golfo, el ELN, el EPL, los Caparros y lo que se ha denominado Organi- 
zaciones Criminales Tipo C y Tipo B. Adicional, es preciso mencionar que de 
esos 100 casos 2 están en preclusión, 44 en indagación con orden de captura, 
17 en investigación, 16 en juicio oral y 21 con sentencia. De forma que, de 
207 casos que tiene conocimiento la Fiscalía apenas ha logrado que se emita 
sentencia para el 10,14 % (Fiscalía General de la Nación, 2020). 


CONCLUSIONES 


El Derecho Internacional Humanitario es un instrumento para prote- 
ger la vida y reducir el daño. Los combatientes que deponen las armas cons- 
tituyen personas protegidas tanto para el DIH como para el ordenamiento 
interno colombiano. En el presente texto se demostró la sistematicidad de la 
violencia, una estructura circular donde aquellos territorios históricamente 
golpeados por el conflicto, con mayores indicadores de violencia, son tam- 
bién zonas empobrecidas y que concentran el mayor número de excomba- 
tientes asesinados en el posacuerdo. 

Impera intensificar los Planes de Desarrollo con Enfoque Territorial 
como instrumento de planeación y gestión en territorios periféricos en el 
marco de la Reforma Rural Integral y la necesaria consolidación institu- 
cional, estas políticas estatales deben ser territorializadas en las Zonas más 
Afectadas por el Conflicto para gestionar las razones estructurales detrás del 
conflicto. Es justo revisar las políticas de gobierno sobre la protección de la 
vida de excombatientes que han realizado su reinserción a la vida civil, crear 
una política que a corto plazo desmonte estructuras ilegales que asedian a 
excombatientes, asunto pactado en el Acuerdo Final, así como la revisión de 
esquemas de seguridad y alertas tempranas. 
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Con el objetivo de controlar las economías ilegales de los territorios 
abandonados por las FARC, los Grupos Armados Organizados han desplega- 
do dinámicas de violencia, aumentando el conflicto directo entre estos y los 
riesgos de victimización de la población (Defensoría del Pueblo, 2018). Se 
han reproducido y expandido las Autodefensas Gaitanistas de Colombia en 
distintos territorios, existe una avanzada del ELN por cooptar regiones que 
han abandonado las FARC, el Clan del Golfo se ha apoderado de amplias 
economías ilegales, el conflicto entre el ELN y el EPL azota el Catatumbo y 
las disidencias de las FARC se han fortalecido y empiezan a articularse entre 
sí. Esta reconfiguración de las lógicas del poder que ha generado brotes de 
violencia localizados en distintas subregiones y que ha llevado a que se en- 
cuentren epicentros de los asesinatos de excombatientes en distintas zonas 
del país es un llamado de atención al Estado colombiano en tanto grave 
violación del Derecho Internacional Humanitario. 
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tem a acessibilidade a todos os grupos sociais de diferentes países, 
pois sua participagáo está condicionada ao uso de condigóes externas 
(instrumentos) como eletricidade e internet, ou seja, ou seja, ferra- 
mentas mínimas para desempenho em um ambiente social cada vez 
mais competitivo o que gera a necessidade de uma reformulagáo do 
Direito para atender a nova complexidade trazida pela nova revolugáo 
industrial. A metodologia utilizada é a hipotético dedutiva utilizando 
como procedimento metodológico a revisáo bibliográfica. 


Palavras-chave: quarta revolugáo industrial, direito do trabalho, pro- 
tegáo de dados pessoais, contratos. 


Resumen 


El artículo, de carácter descriptivo, aborda el impacto global que la 
cuarta revolución industrial produjo en el campo legal. Además, des- 
cribe cómo se generan escenarios jurídicos que no necesariamente 
garantizan la accesibilidad a todos los grupos sociales de los dife- 
rentes países, pues su participación está limitada al uso de condicio- 
nes externas (instrumentos) como la electricidad e internet, es decir, 
herramientas mínimas para el buen desempeño en un entorno social 
cada vez más competitivo, lo que genera la necesidad de una reformu- 
lación del derecho para atender la nueva complejidad que trae consigo 
la nueva revolución industrial. La metodología utilizada es la hipo- 
tética deductiva, que emplea como procedimiento metodológico la 
revisión bibliográfica. 


Palabras clave: cuarta revolución industrial, derecho laboral, protec- 
ción de datos personales, contratos. 


Abstract 


170 


The article, of a descriptive nature, discusses the global impact that 
the fourth industrial revolution brought on the legal plane. In addition, 
1t describes how legal scenarios are generated that do not necessari- 
ly guarantee accessibility to all social groups in different countries, 
as their participation is conditional on the use of external conditions 
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(instruments) such as electricity and internet, that is, that is, minimum 
tools for performance in an increasingly competitive social environ- 
ment, which generates the need for a reformulation of Law to meet 
the new complexity brought about by the new industrial revolution. 
The hypothetical methodology used is the hypothetical deductive 
using the bibliographic review as methodological procedure. 


Keywords: fourth industrial revolution, labor law, protection of per- 
sonal data, contracts. 


Revista Ratio Juris Vol. 17 N.* 34.UNAULA [ISSN 1794-6638 171 


Daniel Francisco Nagao Menezes 


INTRODUCAO 


Uma Revolugáo Industrial é um processo que tem como efeito uma 
mudanga radical nos aspectos sociais, económicos, produtivos, de gover- 
nanga e institucionais de uma determinada sociedade. As Revolugóes Indus- 
triais ocorrem de forma rápida e abrupta, gerando um antes e um depois no 
modo de vida da sociedade em que se impactam. Seu efeito é abrangente, 
pois náo está relacionado apenas á indústria, mas de uma forma geral trans- 
forma os processos cotidianos do ser humano, e isso inclui o Direito na 
forma como é conhecido. 

Sem dúvida, á medida que a sociedade avanga, a concepcáo das leis 
e códigos que nos regem se tornou uma questáo evolutiva. Se se considerar 
que o alvorecer do direito moderno tem sua origem no fim do feudalismo, 
com o nascimento da burguesía e das novas ordens sociais, é possível mos- 
trar por meio de uma análise histórica que os agentes de mudanga se ace- 
leraram pelo desenvolvimento tecnológico, a que chamamos “Revolugáo 
Industrial”, apresentou diretamente problemas dos quais a disciplina teve 
que se encarregar. 

Embora existam várias datas que concebem o início da Primeira Re- 
volugáo Industrial, a segunda metade do século xvi é percebida como um 
acordo, em que a introdugáo de máquinas movidas a novas fontes de energia, 
em particular o carváo, desencadeou uma transformagáo retumbante na agri- 
cultura e na indústria, implantando o capitalismo como doutrina produtiva. 

Consequentemente, os camponeses se afastam do mundo rural e ini- 
ciam uma forte migragáo para as cidades, que crescem exponencialmente e 
oferecem a oportunidade de ingressar nas fábricas como forga de trabalho, 
formando assim a classe trabalhadora ou proletariado. Essa nova estrutura 
se segmenta em estratos bem definidos e torna um ambiente propício ao 
conflito, que em fungáo de ser resolvido estabelece as primeiras estrutu- 
ras organizadas sob sindicatos e associag0es. Assim, foram incorporados 
termos pouco conhecidos á época, como dissídios coletivos e greves, que 
surgem a partir das demandas de melhoria das condigóes de trabalho dos 
movimentos sindicais, dando lugar aos primeiros fundamentos do “Direito 
do Trabalho”. 

Depois de um século impulsionado pelo vapor da máquina escoce- 
sa de James Watt, os avancos até aquele momento impensáveis estáo mais 
uma vez recebendo um grande impulso com a incorporagáo de tecnologias 
e combustíveis inovadores; a iluminagáo pública é massificada gragas ao 
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querosene, e depois a eletricidade, o ser humano donima a noite tornando-a 
produtiva; o mundo que já está conectado pela ferrovia e vé o nascimen- 
to de novas formas de transporte nas cidades, permitindo a transferéncia 
de mercadorias em períodos curtos, promovendo a economia; as distáncias 
sáo reduzidas gragas á concepgáo do telégrafo, do telefone e do rádio. Essa 
conquista desenfreada de marcos, entre a segunda metade do século xv e 
as primeiras décadas do século xIx, é o que se define como a Segunda Re- 
volucáo Industrial, e é ela que vai trazer uma série de mudangas importantes 
para o universo jurídico. 

Esta série de eventos náo deixou de aumentar as diferengas já mar- 
cadas anteriormente, mas também acrescentou novos fatores relevantes. 
O forte desenvolvimento da maquinaria industrial tornou o poder humano 
desnecessário, incorporando mulheres e criangas ao trabalho, aumentando 
o desemprego e a desigualdade. Em resposta a esta questáo, o Papa Leáo 
XITI escreveu em 15 de maio de 1891, a primeira encíclica social da Igreja 
Católica, a Rerum Novarum (Leáo XII, 1891), promulgando enfaticamente a 
protegáo do sistema imigrante. Perante, defendendo a propriedade privada: 


Sendo o homem o único animal dotado de inteligéncia, é necessário 
conceder-lhe a faculdade, náo só de usar as coisas presentes, como os 
outros animais, mas também de possuí-las com Lei estável e perpétua 
[...]. Encontra-se na mesma a lei natural é o fundamento e a razáo da 
divisáo dos bens e da propriedade privada (p. 3). 


Mas sem descuidar da classe trabalhadora atingida, apoiando a justiga 
social e o sindicalismo: “Náo se deve considerar o trabalhador um escravo; 
que devem respeitar a dignidade da pessoa e a nobreza que o caráter de cris- 
táo agrega a essa pessoa” (Leáo XII, 1891, p. 10). 

Assim, afirma abertamente que os Estados devem intervir com res- 
ponsabilidade, na regulamentagáo das normas de higiene e saúde ocupacio- 
nal, tutela e folgas dominicais, e na limitagáo das horas e dias de trabalho, 
entre outros. A concretizagáo das reivindicagdes dos trabalhadores materia- 
lizou-se com a assinatura do Tratado de Versalhes, que entre os pontos que 
resolveu em 1919 incluía a criagáo da Organizacáo Internacional do Trabal- 
ho com o objetivo de melhorar consideravelmente as relagóes de trabalho e 
empregadores. 

O fim da Segunda Revolugáo Industrial chega quando surgem compu- 
tadores e computadores, que nos apresentam uma nova forma de produgáo 
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e, principalmente, geram um impacto global nas comunicagóes. O Direito 
evolui junto com os processos de produgáo e desenvolvimento industrial das 
sociedades, é assim que na segunda metade do século passado se tornaram 
importantes o Direito das Telecomunicagóes, o Direito da Informática, entre 
outros. 


A QUARTA REVOLUCAO INDUSTRIAL 


Analisamos os antecedentes, a importáncia e os efeitos sobre o Dire- 
ito das trés primeiras revolucóes industriais, porém, segundo Klaus Schwab 
(2018a) fundador e diretor geral do Fórum Económico Mundial, vivemos 
atualmente a Quarta Revolugáo Industrial, que significa um momento na 
humanidade de transformagáo, mudangas e oportunidades. 

Para Schwab, a Quarta Revolugáo Industrial é diferente das anterio- 
res, náo apenas porque conecta máquinas e sistemas inteligentes, mas porque 
seu escopo e espectro sáo mais amplos. O mundo de hoje está globalizado, 
O que permite comunicar em segundos o que está acontecendo de um conti- 
nente a outro, e os efeitos da Quarta Revolugáo Industrial náo sáo excegáo. 

O impacto global desta revolugáo náo garante necessariamente a 
acessibilidade a todos os grupos sociais nos diferentes países, pois a partici- 
pacáo está condicionada ao uso da eletricidade e da internet como ferramen- 
ta mínima e condigáo de intervengáo. 

De acordo com relatórios da CEPAL (2020), um quarto da populagáo 
mundial, 1,6 bilháo, náo tem eletricidade, o que significa que náo podem 
usar geladeira, micro-ondas, muito menos televisáo, muito menos imaginar 
conectar um computador. E em uma era em que as espaconaves exploram 
as superfícies de outros planetas, milhóes de pessoas continuam a cozinhar 
e a viver suas vidas diárias com fontes de energia primária, como carváo e 
lenha, que sáo, aliás, os maiores poluidores do meio ambiente. 

Embora as revolugóes industriais anteriores tenham demorado mais 
de 100 anos para serem implementadas, e atualmente com os dados indica- 
dos ainda náo tenham sido adotadas em todos os países, espera-se que, ape- 
sar das lacunas de desigualdade que a Quarta Revolugáo Industrial ameaga 
deixar, ser o mais rápido no desenvolvimento e impacto nas áreas-alvo. 

É uma questáo de analisar que os grandes negócios disruptivos da 
atualidade, que concentram o conceito de inovacáo e projegáo de cresci- 
mento financeiro, eram praticamente desconhecidos há alguns anos. Airbnb, 
Amazon, Uber, eram completos estranhos, porém, agora aparecem cada vez 
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com mais frequéncia nos índices mundiais de referéncia para empresas de 
SUCESSO. 

A Quarta Revolugáo Industrial náo é marcada apenas pela tecnologia, 
mas por um desenvolvimento relacionado á genética, inteligéncia artificial, 
nanotecnología, computacáo quántica, entre outros. Klaus Schwab (2018b), 
que dedicou muito tempo e pesquisas a este tema, define o seguinte como 
pilares e megatendéncias desta revolugáo: 


1. Físico: há quatro manifestacóes principais e tangíveis: 
a) veículos autónomos 
b) impressáo 3D 
c) robótica avangada 


d) novos materials 


2. Digital: uma das principais aplicagóes de conexáo entre o físico e 
O digital é a internet das coisas, que permite que todas as coisas tangíveis 
no mundo como o conhecemos possam ser conectadas por controles digl- 
tais. Outra materializagáo digital é o uso do blockchain, que se tornou um 
dos protocolos de registro mais seguros do mundo, ao permitir que pessoas 
que náo se conhecem colaborem entre si, sem nenhum intermediário cen- 
tral de validacáo, por exemplo, um contador, banco, etc. A aplicagáo mais 
conhecida do blockchain até hoje é o bitcoin ou moeda digital, entretanto, 
aplicativos de blockchain estáo sendo feitos para a gestáo legal contratual 
de bancos ou empresas. 

3. Biológica: é surpreendente o avango em inovagáo que as áreas de 
biologia e genética tém apresentado nos últimos anos. A título de exemplo, 
a pesquisa levou mais de dez anos a um custo de 2,7 bilhdes de dólares para 
concluir o Projeto Genoma Humano, no entanto, hoje um genoma pode ser 
sequenciado em poucas horas e por menos que um custo $ 1.000. Da mesma 
forma, podemos citar o avango da pesquisa médica que permite a visuali- 
zacáo da impressáo 3D de órgáos humanos. 

Como podemos perceber, a realidade está mudando e a sociedade náo 
está preparada para enfrentá-la. Os desafios sáo socials, médicos, éticos, 
académicos, profissionais, económicos e psicológicos, e temos a obrigagáo 
de assumi-los com responsabilidade. 

Uma das áreas de mudanca iminente é o quadro regulamentar, a inter- 
vencáo de advogados das suas diferentes áreas, a definigáo dos regulamen- 
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tos mais adequados para aproveitar ao máximo as oportunidades derivadas 
do curso da Quarta Revolugáo Industrial. Como já mencionamos, é uma 
realidade que o Direito é um ramo que é afetado pelas mudangas de uma 
revolugáo industrial. Agora temos que analisar as áreas de impacto que sáo 
geradas, para as quais faremos uma segmentagcáo exemplar dos problemas 
jurídicos que devem ser enfrentados. 


PRIVACIDADE E PROTEGÁO DE DADOS PESSOAIS 


Uma das áreas mais desenvolvidas da Quarta Revolugáo Industrial é 
o Big Data. Este termo descreve o imenso volume de dados que podem ser 
coletados, tanto de forma estruturada quanto náo estruturada. No entanto, 
náo é a quantidade de dados que realmente importa nesta ferramenta, mas 
a utilidade de ter um grande banco de dados, o que as organizagdes podem 
potencialmente fazer com os dados. 

O Big Data ele pode ser analisado para obter ideias que levem a mel- 
hores decisóes e movimentos estratégicos de negócios, em virtude dos quais 
substituem pesquisas ou testes de mercado e permitem que as ofertas de ne- 
gócios se ajustem ás necessidades específicas dos usuários que constituem 
o mercado-alvo. 

Se estamos enfrentando uma monetizagáo significativa dos bancos de 
dados pessoais, o que dizer do Direito a privacidade e á protegáo dos dados 
pessoais? 

Podemos comegar por indicar que um dado pessoal é qualquer infor- 
magáo relativa a pessoas singulares identificadas ou identificáveis. Segundo 
Elena Gil (2016), considera-se que uma pessoa é identificada quando a infor- 
magáo disponível indica diretamente a quem pertence, sem a necessidade de 
uma investigacáo posterior. Por sua vez, uma pessoa é identificável quando, 
mesmo que ainda náo tenha sido identificada, é possível fazé-lo. 

Os problemas do Big Data sáo potencializados quando, através do 
seu desenvolvimento, todos os dados, mesmo que sejam “anónimos”, per- 
mitem que as pessoas sejam identificadas, seja por seus padróes objetivos ou 
subjetivos. Ou ainda mais, pelas ligagdes que se geram entre um servidor e 
outro, com os dados introduzidos em cada um deles. Elena Gil (2016) analisa 
o impacto que o Big Data tem na protegáo de dados pessoais e identificou 
as principais ameagas que acarreta, que podem ser homologadas á nossa 
realidade: 
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Os regulamentos náo se adaptam ao novo ambiente tecnológico. A 
publicacáo da Diretiva de Protegáo de Dados, que é o padráo a par- 
tir do qual partem os demais regulamentos de protecáo de dados da 
Uniáo Europeia, ou seja, antes mesmo da generalizacáo da internet, e 
de fenómenos como a onipresenga de dispositivos móveis e geoloca- 
lizagáo ou redes sociais, sem falar em tecnologias disruptivas como 
big data ou computacáo em nuvem (p. 31). 


Além disso, o princípio de minimizagáo de dados náo é cumprido na 
prática. Este princípio implica que os dados recolhidos náo devem ser exces- 
sivos, mas apenas o montante mínimo necessário para o fim para o qual fo- 
ram recolhidos. Bem, em muitas poucas ocasides as autoridades de protegáo 
de dados efetivamente forgam as empresas a redesenhar seus processos para 
minimizar os dados coletados. Além do mais, o principio de minimizagáo 
de dados vai contra a mesma lógica do Big Data. Os novos modelos analít1- 
cos sáo baseados precisamente no estudo de grandes quantidades de dados 
sem os quais o conhecimento que o Big Data nos permite náo poderia ser 
extraído. 

Outra questáo é o regulamento, o qual depende necessariamene do 
consentimento informado do indivíduo para coletar e processar seus dados 
pessoais. Isto é um problema. A grande maioria dos indivíduos náo lé as po- 
líticas de privacidade antes de dar seu consentimento; e aqueles que náo os 
entendem. Assim, conceder consentimento é, em geral, um exercício vazio. 

Além disso, o anonimato provou ter limitagóes. Embora tenha sido 
apresentada como a melhor solugáo para tratar os dados protegendo a pri- 
vacidade dos sujeitos, nos últimos anos tem havido inúmeros casos de rei- 
dentificacáo de bases de dados anonimizadas. É cada vez mais fácil reiden- 
tificar sujeitos, náo só através da análise de diferentes fontes que contém 
dados pessoais parciais de uma pessoa, mas também através de dados náo 
pessoais. Isso supóe um enfraquecimento do anonimato como medida para 
garantir a privacidade durante o processamento dos dados. 

O Big Data aumenta o risco relacionado a tomada de decis0es au- 
tomaticamente. Isso faz com que decisdes importantes para nossas vidas, 
como o cálculo de nosso risco de crédito, estejam sujeitas a algoritmos 
executados automaticamente. O problema surge quando os dados que sáo 
analisados através dos algoritmos náo sáo precisos ou verdadeiros, mas Os 
indivíduos náo tém incentivos para corrigi-los porque náo estáo cientes de 
que estáo sendo usados para tomar decis0es que os afetam. 
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Na maioria dos países do mundo, o direito á privacidade e ao tra- 
tamento confidencial de dados pessoais está consagrado na Constituigáo, 
como por exemplo Equador no artigo 66, inciso 19: 


El Derecho a la protección de datos de carácter personal, que incluye 
el acceso y la decisión sobre información y datos de este carácter, así 
como su correspondiente protección. La recolección, archivo, proce- 
samiento, distribución o difusión de estos datos o información reque- 
rirán la autorización del titular o el mandato de la ley. 


Em Portugal náo é diferente como o art. 35 da Constituicáo da República: 


1. Todos os cidadáos tém o direito de acesso aos dados informati- 
zados que lhes digam respeito, podendo exigir a sua rectificagáo e 
actualizagáo, e o direito de conhecer a finalidade a que se destinam, 
nos termos da lei. 


2. A lei define o conceito de dados pessoais, bem como as condicóes 
aplicáveis ao seu tratamento automatizado, conexáo, transmissáo e 
utilizacáo, e garante a sua protecgáo, designadamente através de enti- 
dade administrativa independente. 

3. A informática náo pode ser utilizada para tratamento de dados re- 
ferentes a convicgdes filosóficas ou políticas, filiagáo partidária ou 
sindical, fé religiosa, vida privada e origem étnica, salvo mediante 
consentimento expresso do titular, autorizagáo prevista por lei com 
garantias de náo discriminacáo Ou para processamento de dados esta- 
tísticos náo individualmente identificáveis. 

4. É proibido o acesso a dados pessoais de terceiros, salvo em casos 
excepcionais previstos na lei. 


5. E proibida a atribuigáo de um número nacional único aos cidadáos. 


6. A todos é garantido livre acesso ás redes informáticas de uso pú- 
blico, definindo a lei o regime aplicável aos fluxos de dados trans- 
fronteiras e as formas adequadas de protecgáo de dados pessoais e de 
outros cuja salvaguarda se justifique por razóes de interesse nacional. 


7. Os dados pessoais constantes de ficheiros manuais gozam de pro- 
tecgáo idéntica á prevista nos números anteriores, nos termos da lei. 


No Equador, adicionalmente, em 2010 foi publicada a Lei do Sistema 


Nacional de Registro de Dados Públicos, que em seu conteúdo regula a con- 
fidencialidade, publicidade e tratamento adequado dos dados pessoais nos 
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registros públicos e O acesso a essas bases de dados por parte de parte do 
privado. No entanto, seu foco está eminentemente voltado para o escopo do 
registro público, deixando de lado a regulamentagáo de situagdes como as 
que analisamos nesta segáo. 

As citagOes internacionais demonstram que os demais países estáo 
temporalmente muito mais avangados que o Brasil, que somente com a lei 
13.709 de 14 de agosto de 2018 (alterada pela Lei 13.853/19) é que passou a 
ter um subsistema jurídico próprio para a Protegáo de Dados. 

O espaco dedicado a cada problema jurídico derivado do desenvolvi- 
mento da Quarta Revolugáo Industrial é apenas uma introdugáo as inúmeras 
teorias e análises que podem ser desenvolvidas em cada caso. Esta citagáo se 
limitou ao problema de lidar com as informagóes privadas das pessoas, sem 
sequer mencionar as teorias que podem ser construídas sobre a propriedade de 
informacóes pessoais em plataformas, bancos de dados, nuvens virtuais, etc. 

Da mesma forma, náo foi considerada, por exemplo, a regulamen- 
tacáo do uso da imagem das pessoas, em um mundo em que náo há mais 
segredos nas redes sociais, ou em que os drones destruíram qualquer limite 
ou barreira para a captura de fotografias ou transmiss0es ao vivo. 


NATUREZA JURÍDICA E PARTICIPACAO NA VIDA DIÁRIA 
DOS ROBÓS 


O artigo 5%, X da Constituigáo Federal brasileira estabelece que todos 
os indivíduos da espécie humana sáo pessoas, independentemente de sua 
idade, sexo ou condicáo e possuem direito a vida privada e intima. 

Da mesma forma, o Direito Civil define textualmente que os bens 
consistem em coisas corpóreas ou intangíveis. Corporais sáo aqueles que 
tém um ser real e podem ser percebidos pelos sentidos, como uma casa, um 
livro. Incorpore aqueles que consistem em meros Direitos, como créditos e 
servidóes ativas. 

Se imaginarmos por um momento um robó como a figura animada 
que vimos nos filmes ou séries de ficgáo científica, parece Óbvio classif1- 
cá-lo como propriedade tangível de acordo com nosso sistema legal, o que 
implicaria que é propriedade proprietário privado e, portanto, os direitos e 
obrigacdes sáo inerentes a ele. 
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Porém, o governo da Arábia Saudita de forma inédita concedeu a ci- 
dadania de seu país a um robó conhecido como “Sophia”.' 

Podemos avangar na análise determinando a definigáo de cidadania. 
A Real Academia da Língua Espanhola? define cidadania como a qualida- 
de de ser cidadáo. Enquanto cidadáo é a pessoa considerada membro ativo 
de um Estado, titular de direitos políticos e sujeito ás suas leis, segundo a 
mesma fonte. 

Agora, após analisar essas definigóes, com a consideracáo de que So- 


phia é cidadá da Arábia Saudita, algumas preocupagóes surgem: 


1. Sophia está sujeita a Direitos e, portanto, obrigagOes, o que nos 
leva a pensar que o mesmo tratamento pode ser esperado das cen- 
tenas de robós que estáo sendo montados atualmente? 


A cidadania náo é mais exclusiva do ser humano? 


3. Qual o limite das áreas de participacáo dos robós? Será que eles 
podem participar da política, já que sáo cidadáos e tém direitos 
políticos? 


O objetivo deste artigo náo é resolver essas preocupacóes, mas sim le- 
vantá-las, a fim de gerar interesse em profissionais do direito que atualmente 
náo estáo se projetando para as realidades que teremos no futuro próximo. 

Podemos entáo questionar se é necessário iniciar a regulagáo preven- 
tiva de robós e máquinas auxiliares. Nesta área, o Parlamento Europeu já 
aprovou ao longo de 2017 uma resolugáo para a Comissáo Europeia comegar 
a estudar e a gerar leis sobre robótica. Este relatório exorta a Uniáo Europeia 
a langar as bases para uma legislagáo sobre inteligéncia artificial. 

Desta forma, o Parlamento Europeu tornar-se-á a primeira instituigáo 
a propor um regulamento real, normalizado e obrigatório para a robótica, de- 
pois das conhecidas trés leis fundamentais que Isaac Asimov propós como 
ficgáo científica em 1942, e que se tornaram a base de várias producóes cl- 
nematográficas, e agora é difícil acreditar que náo tenham sido considerados 
na proposta do Parlamento Europeu. 


1 Cf. “Arábia Saudita torna-se primeiro país a conceder cidadania para um robó” (2017). 
https://revistagalileu.globo.com/Tecnologia/noticia/2017/10/arabia-saudita-torna-se-primei- 
ro-pais-conceder-cidadania-para-um-robo.html. 


2 Cf. https: //www.rae.es/. 
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Relembrando a literatura de Isaac Asimov (2014, p. 85) em seu livro 
Eu, Robó, as trés leis fundamentais da robótica foram definidas da seguinte 
forma: 


- — Um.robó náo irá prejudicar um ser humano 0u, por inagáo, permi- 
tir que um ser humano seja prejudicado; 


-  Umrobó deve obedecer ás ordens dadas por humanos, exceto se 
essas ordens entrarem em conflito com a primeira lei; 


- Umrobó deve proteger sua própria existéncia na medida em que 
essa protegáo náo entre em conflito com a primeira ou a segunda 
lei. 


O Parlamento Europeu propóe seis leis que regulam e reduzem o im- 
pacto da coexisténcia humana com robós. É importante destacar que ainda 
náo sáo definitivas, uma vez que esta proposta normativa deve passar por 
um filtro para discussáo na Comissáo Europeia. A proposta regulatória para 
robós é baseada nos seguintes princípios: 


a. Os robós devem ter um interruptor de emergéncia 


O objetivo da chave é ter uma solugáo de emergéncia imediata no 
caso de uma situagáo perigosa gerada pelo robó ou contra o robó. Embora 
as máquinas sejam controladas por seus criadores, a evolugáo e o desenvol- 
vimento da inteligéncia artificial abrem uma série de possibilidades incertas 
de comportamento ainda desconhecido até hoje. 

Basta lembrar que uma divisáo de pesquisas do Facebook estava apri- 
morando os chatbots do aplicativo. Para testar a invengáo, eles deixaram 
duas máquinas para manter uma conversa independente entre si, e o resul- 
tado foi que as máquinas criaram uma nova linguagem estranha ao conheci- 
mento humano, para a qual, náo estando no controle de seus criadores, eles 
tiveram que ser desligado. 


b. Os robós náo seráo capazes de ferir humanos 


A partir da única leitura dessa lei, podemos deduzir que ela se baseia 
no primeiro princípio de Asimov. Aparentemente, sua finalidade é dar se- 
guranca ás pessoas, proibindo a criagáo e o uso de máquinas que tenham a 
finalidade de ferir ou prejudicar o ser humano. 
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c. Nenhum relacionamento emocional pode ser gerado com robós 


Os princípios propostos pela Uniáo Europeia consideram que o ser 
humano náo deve envolver-se emocionalmente com robós, especialmente 
quando a inteligéncia artificial atualmente aprende e imita comportamen- 
tos programados ou expostos, no entanto, ainda náo sáo capazes de sentir 
emogdes como amor, compaixáo ou tristeza, que basicamente constituem a 
diferencga essencial com os humanos. 


d. Robós maiores devem fazer seguro obrigatório 


A Uniáo Europeia se propóe a tornar obrigatória a contratagáo de 
um seguro obrigatório para os proprietários de robós maiores, que pela sua 
estrutura e possível impacto sáo considerados os que mais correm o risco 
de causar danos ao ambiente tanto ás mercadorias como ás pessoas. Contra 
danos a terceiros, desta forma, qualquer dano causado pelo robó estaria co- 
berto. 


e. Direitos e obrigacdes para robós. Qualidade dos robós. 


A Uniáo Europeia propde que os robós sejam classificados como pes- 
soas eletrónicas, este é o nome escolhido para sua referéncia legal. Porém, 
ao chamá-los de pessoas, questiona-se se sua qualidade como “pessoas ele- 
trónicas” tem direitos e obrigagdes. O alcance desta questáo é muito amplo 
e servirá de base para limitar sua participacáo nas diferentes esferas sociais 
para as quais foram desenvolvidos. 


f. Os robós seráo obrigados a pagar impostos 


Em entrevista realizada pelo portal de informagóes económicas 
Quartz, o bilionário Bill Gates (2017) alertou que os robós deveriam pagar 
impostos, indicou textualmente o seguinte: 


Certamente haverá tributos relacionados a automagáo. Agora, se uma 
pessoa faz $ 50.000 em trabalho em uma fábrica, esse valor está su- 
jeito a imposto de renda, imposto de seguridade social e tudo isso. Se 
um robó vier fazer o mesmo trabalho, acho que deveria ser tributado 
no mesmo nível. 
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Na mesma linha, o Parlamento Europeu pretende colocar em dis- 
cussáo que, para reduzir o impacto dos robós no emprego humano, podem 
ser cobrados impostos sobre a sua utilizagáo, alnda mais quando a sua en- 
trada no mercado de trabalho obrigará muitas empresas a desistir. -Pergunte 
aos seus funcionários, pois espera-se que os robós fagam o mesmo trabalho 
a um prego mais baixo e com mais eficiéncia. 

Esses princípios atendem ás preocupacóes de segurancga que os se- 
res humanos podem apresentar ao conviver com robós, no entanto, existem 
muitas áreas que náo sáo cobertas por eles, por exemplo, o impacto sobre o 
desemprego que se especula para gerar a entrada massiva de robós no mer- 
cado de trabalho. 


MUDANCAS REPRESENTATIVAS NO DIREITO 


Conforme observado na segáo anterior, náo é apenas a entrada das 
máquinas que póe em risco a estabilidade no trabalho das pessoas, mas tam- 
bém a aplicagáo de processos de automagáo, ou a incorporacgáo da inteligén- 
cia artificial e da robótica. Este náo é um problema que se espera que afete 
apenas os países pobres ou subdesenvolvidos, caso contrário, é um proble- 
ma geral que impactará os diferentes processos de produgáo, a comegar por 
aqueles que concentram trabalhos repetitivos. 

Os robós acabaráo com meu trabalho? Em um estudo realizado por 
dois académicos da Mckinsey Global Institute, publicado em 2017, onde 
foram analisadas mais de 700 profiss0es e o risco que sofreram de serem 
automatizadas nos próximos anos por robós. Os resultados deste estudo con- 
cluem que 47 % da Populagáo Economicamente Ativa de todos os países 
corre o risco de perder o emprego. Isso significa que mais de 1,6 bilháo 
de empregos podem ser perdidos, com o respectivo impacto que representa 
para as famílias. 

As ocupagóes mais vulneráveis a serem afetadas por sua eliminagáo 
ou automagáo sáo: calxas de banco ou caixas de supermercado, carteiros ou 
funcionários dos correios ou courier, agentes de viagens ou vendedores de 
pacotes turísticos, até mesmo agricultores que poderiam ser substituídos por 
sensores implementados para irrigagáo e fumigacáo. Esses dados náo podem 
ser apenas alarmantes, devemos considerá-los como uma oportunidade, pois 
a chegada da Quarta Revolugáo Industrial náo só eliminará empregos, mas 
também criará novos empregos, principalmente nas áreas analítica e digital. 
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Em relagáo ao advogado, embora náo se encontre entre as profiss0es 
com maior probabilidade de desaparecer, existem vários indicadores que 
devem ser tidos em consideragáo para nos anteciparmos ao mercado e tomar 
medidas inovadoras que nos permitam obter uma vantagem competitiva na 
sobrevivéncia, especialmente considerando o uso da Inteligéncia Artificial. 

Isto implica também a adaptagáo dos regulamentos a natureza das 
fungóes que iráo desempenhar e seráo predominantes nas relagóes trabalha- 
dor-empregador. 

Atualmente, tanto a Consolidacáo das Leis Trabalhistas, bem como 
os regulamentos complementares de Seguranca, Higiene e Saúde no Tra- 
balho contemplam as atividades de esforgo físico como aquelas que tornam 
mais vulnerável a seguranca do trabalhador, no entanto, nada se contempla 
a respeito dos riscos na saúde física e psicológica das novas modalidades de 
trabalho. 

Nesse sentido, a Organizacáo Internacional do Trabalho criou em 
2018 uma Comissáo Mundial de Alto Nível sobre o Futuro do Trabalho, que 
é formada por 28 membros que teráo o desafio de levar inovagáo tecnológica 
ao mercado de trabalho existente com o mínimo impacto negativo possível. 

De acordo com a orr, este órgáo global deve realizar uma revisáo 
abrangente do futuro do trabalho que fornega uma base analítica para a im- 
plementagáo da justiga social no século XXI, como objetivo principal de seu 
trabalho. A Comissáo se concentrará especificamente na relagáo entre tra- 
balho e sociedade e no difícil desafio de criar empregos decentes para todos, 
a organizacáo do trabalho e da produgáo e a governanga do trabalho, no 
alvorecer da Quarta Revolugáo Industrial. 

A possível redugáo de empregos náo é a única preocupagáo do direito 
do trabalho, mas sim a falta de modalidades contratuais que se adaptem ás 
exigéncias de uma sociedade que se transformou radicalmente. 

A CLT remonta a década de 40 do século passado. Na época foi uma 
conquista histórica, já que esse corpo jurídico foi fruto de uma política de 
desenvolvimento económico e industrial no Brasil. Naquela época, a pre- 
ocupagáo social era pautada pela auséncia de estabilidade no emprego e 
respeito aos direitos dos trabalhadores, razáo pela qual a CLT, ao incluir no 
contrato individual de trabalho, a duragáo máxima da jornada, a descanso 
semanal obrigatório, tratamento dos trabalhadores em caso de acidentes de 
trabalho, doengas profissionais, protegáo á maternidade, aposentadoria, etc., 
elementos essenciais ao processo de industrializagáo que o Brasil passava. 
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No entanto, 67 anos depois da entrada em vigor da CLT, Os requisitos 
e necessidades sociais sáo totalmente diferentes. É nossa obrigacáo náo ape- 
nas legislar ou resolver problemas conjunturais, devemos preparar o quadro 
regulamentar adequado para construir uma forga de trabalho a nível nacio- 
nal que seja competitiva e respeite os direitos do empregador e do trabalha- 
dor de acordo com as necessidades atuais que surgem. 

Como exemplo, a tendéncia de máo-de-obra mundial é a flexibili- 
dade na forma de prestacáo do servico. É cada vez mais comum náo exigir 
horários, usar uniformes e até mesmo a presenga física de pessoas nos es- 
critórios, pois a globalizacáo permite trabalhar remotamente de qualquer 
lugar através de um computador, o que aumentou exponencialmente com a 
pandemia global do COVID-19. 

Empresas como Google, Facebook, Linkedin, Netflix, Airbnb, apa- 
recem nos índices dos melhores empregadores, e isso responde ás suas po- 
líticas internas de benefícios em favor de seus trabalhadores. Os benefícios 
mais recorrentes concedidos por essas empresas estáo relacionados ao maior 
número de dias de folga remunerados por ano, créditos em viagens, possibi- 
lidade de trabalho a distáncia ou em escritórios com local para descanso ou 
exercício, entre outros. 

Vários estudos concordam que os trabalhadores náo sáo mais perma- 
necem indefinidamente na mesma empresa. Náo é seu objetivo se perpetuar 
no mesmo emprego até a aposentadoria, o que tem um impacto macro náo 
só na atualidade, mas também nos obriga a nos perguntar se o modelo de 
previdéncia que conhecemos em nossos dias permanecerá sustentável a lon- 
go prazo. 

Essas iniciativas de atualizagáo permitem que empresas e trabalha- 
dores participem de um processo gradativo de transformagáo e adaptacáo 
ás novas modalidades de trabalho e, dessa forma, as mudangas radicais que 
estáo ocorrendo com velocidade cada vez maior náo nos surpreendam des- 
preparados. 


INFLUÉNCIA DA TECNOLOGIA NOS CONTRATOS 


Uma das mais simples e objetivas definig0es de contrato foi feita pelo 
jurista chileno Andrés Bello, em 1857, no artigo 1.454 do Código Civil do 
Equador, por ele redigido, nos seguintes termos: “Contrato o convención es 
un acto por el cual una parte se obliga para con otra a dar, hacer o no hacer 
alguna cosa. Cada parte puede ser una o muchas personas”. 
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Com essa definicáo, aceita por séculos como contrato, é difícil ima- 
ginar que a Quarta Revolucgáo Industrial pudesse influenciar os contratos 
como os conhecemos até agora. No entanto, o referido blockchain permitiu 
há alguns anos o desenvolvimento dos conhecidos contratos inteligentes, 
que em sua definigáo simples sáo contratos com capacidade de execugáo. 
Para os autores de LibroBlockchain.com, Carlos Vivas Augier, e José Ra- 
món Morales (2017), renomados advogados na Espanha, os contratos in- 
teligentes tém um futuro muito diferente e promissor para essas relagdes 
contratuais e como os conhecemos. Para os autores citados, um contrato 
inteligente, a partir de hoje é: “similar a un contrato tal cual lo entendemos 
legalmente: un acuerdo entre dos partes cualesquiera en el que se regulan 
con cláusulas los términos y las condiciones de dicho acuerdo. La diferencia 
está en tres aspectos fundamentales” (p. 104): 


- — Primeiro, é um acordo autoexecutável. O que acontece é que, sem 
a intervengáo de terceiros, se determina o cumprimento ou náo 
das condigóes do contrato e se executa o que é acordado nos ter- 
mos. Por exemplo, se um contrato inteligente regula a prestagáo 
de um servico de telefonia móvel, pode gerir automaticamente a 
cobranga da mensalidade se durante o referido més o servigo fol 
prestado nas condig0es acordadas, bem como processar o cance- 
lamento do servico se o assinante cumprir as condicgóes para tal. 


- Em segundo lugar, é um código de computador - náo um docu- 
mento escrito -, que “existe” na cadeia de blocos a partir da qual é 
executado e dá-lhe a propriedade de náo ser editado por nenhuma 
das partes (se náo for previamente acordado e as condigdes para 
tal devidamente definidas no mesmo contrato). 


-  Emsterceiro e último lugar, náo é necessário necessariamente que 
um terceiro celebre e valide o contrato. No entanto, isso náo deve 
ser entendido como o servigo sendo gratuito. O ciclo completo de 
um contrato inteligente envolve uma série de custos (ou seja, pro- 
cessamento, energia, programacáo, etc.) que as partes que fazem 
uso do contrato teráo que arcar, por exemplo, na forma de uma 
comissáo sobre os ativos monetário que gerencia o contrato ou 
uma taxa de uso. 
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No futuro, os contratos inteligentes seráo capazes de lidar com tarefas 
e acordos do dia-a-dia muito mais complexos, a ponto de a palavra “contra- 
to” ser certamente um termo inapropriado. Mas algo mais próximo de um 
“assistente” ou “agente” inteligente capaz de validar, decidir e executar por 
nós. Em todo caso, é uma das aplicag0es mais poderosas da tecnologia, sem 
dúvida. 

Atualmente, os maiores bancos do mundo já trabalham com sistemas 
e plataformas contratuais em blockchain que tém representado maior efi- 
ciéncia na prestacáo de servicos e até economia significativa na contratagáo 
de escritórios de advocacia para gestáo contratual. 


Considerac0es finais 


A Quarta Revolugáo Industrial veio para ficar. Seu impacto é percep- 
tível em todas as áreas do cotidiano humano, a influéncia da tecnologia em 
todos os processos conhecidos muda a forma como percebemos nossa vida 
até hoje. 

É obrigacáo de todos cidadáos investigar e treinar sobre os efeitos que 
esta revolugáo acarreta. Náo podemos deixar que as brechas de desenvolvi- 
mento em nosso país se ampliem com o que acontece nos países de primeiro 
mundo. Esta é uma oportunidade de diminuir a distáncia que nos separa. 

Os advogados desempenham um papel muito importante na adap- 
tacáo e implementacáo do marco regulatório, pois desde o lugar onde esta- 
mos, seja O governo, a empresa privada ou a academia, temos a responsabi- 
lidade de contribuir para a construgáo de uma visáo para longo prazo. 

Depende de nós e de nossas decisóes onde queremos nos posicionar 
em alguns anos. Se hoje decidimos inovar a forma como conduzimos nossa 
profissáo, temos a oportunidade de realizar projetos jurídicos inéditos em 
ámbito regional, e se náo o fizermos, a decisáo é continuarmos seguidores 
do que outros países já estáo desenvolvendo neste momento. 
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Resumen 


El contexto general de este escrito se circunscribe al debate entre lo 
formal/legal-informal/ilegal en Medellín, específicamente en el ba- 
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rrio Moravia, a partir de las herramientas institucionales y normativas 
(que se sustentan en las premisas patrimonialistas/propietaristas del 
derecho liberal), las estrategias y los mecanismos de control territo- 
rial que el Estado despliega para evitar la fuga de la racionalidad y la 
modernidad con el fin de configurar una ciudad correctamente plani- 
ficada en el escenario de la renovación urbana. 


Palabras clave: renovación urbana, ocupación informal, vivienda in- 
formal, justicia socioespacial, resistencia. 


Abstract 


The general context of this writing is limited to the debate between 
the formal / legal - informal / illegal in Medellín, specifically, in the 
Moravia neighborhood based on institutional and normative tools 
(which are based on the patrimonial / proprietary premises of liberal 
law) the strategies and mechanisms of territorial control that the State 
deploys to prevent the flight of rationality and modernity to configure 
a correctly planned city in the scenario of Urban Renewal. 


Keywords: urban renewal, informal occupation, informal housing, 
socio-spatial justice, resistance. 


Resumo 


190 


O contexto geral desta redagáo limita-se ao debate entre o formal / 
legal - informal / ilegal em Medellín, especificamente, no bairro da 
Morávia com base em ferramentas institucionais e normativas (que se 
baseiam nas premissas patrimoniais / proprietárias do direito liberal) e 
estratégias e mecanismos de controle territorial que o Estado implanta 
para evitar a fuga da racionalidade e da modernidade para configurar 
uma cidade corretamente planejada no cenário da Renovagáo Urbana. 


Palavras-chave: renovacgáo urbana, ocupagáo informal, habitagáo in- 
formal; justiga sócio-espacial, resisténcia. 
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INTRODUCCIÓN 


Con la implementación de la Ley 388 de 1997 en los municipios y 
ciudades de Colombia mediante los Planes de Ordenamiento Territorial 
(POT), adoptando la llamada “planeación estratégica”, la apuesta tradicio- 
nal de regular y erradicar la construcción informal fue desplazada (aunque 
no olvidada) por la estrategia de impulsar un tipo de urbanismo específico 
(“urbanismo social” desde 2004) encaminado a favorecer la construcción 
de obras nuevas, de ordenar ciertos espacios, de generar nuevas formas de 
usar el suelo modificando las preexistentes y de asociar el crecimiento eco- 
nómico con la generación de nuevo urbanismo; en ese sentido, los actores 
privados se tornaron protagonistas y adquirieron mayor fuerza al momento 
de determinar los pilares del crecimiento socioeconómico y dependencia del 
mercado inmobiliario mediante planes parciales de renovación urbana y el 
desmonte gradual de los planes de mejoramiento integral de barrios después 
de 2014, en el caso de Medellín con el Acuerdo 48 de 2014 (Castrillón y Car- 
dona, 2014, p. 46). La intervención privada se ha convertido hoy en la clave 
del progreso y el desarrollo socioeconómico, de esa manera las reglas sobre 
el ordenamiento territorial se tornaron en pautas flexibles para acomodarse 
al nuevo marco provisto por el neoliberalismo (Montoya, 2014, p. 212). 

El contexto problemático que propongo en este artículo se centra en 
procesos de renovación urbana en territorios denominados informales (bajo 
una racionalidad neoliberal), específicamente el caso del barrio Moravia de 
Medellín (Colombia), bajo la justificación del deterioro físico, social y am- 
biental (en el marco del Acuerdo Municipal 48 de 2014 del Concejo de Me- 
dellín y, específicamente, el Decreto 321 de 2018 Plan Parcial Renovación 
Urbana). En este escenario programado y planeado, la comunidad despliega 
diversos mecanismos para exigir justicia traducida en diferentes medidas, 
entre ellas la de ser reconocidos propietarios derivado del trabajo colectivo y 
exigir la permanencia en el barrio y mantener su materialidad barrial intacta, 
la de exigir el pago de precio justo por sus “propiedades”, lo que a la postre 
determina consecuencias no esperadas o inconvenientes para la lucha y la 
defensa por el territorio desde los moradores. 

El referente jurídico-económico de la propiedad privada ha sido ins- 
trumento de lucha y defensa como lugar de enunciación que no acude ne- 
cesariamente a valor de cambio, sino al valor de uso. De esa manera, los 
acuerdos negociados con la institucionalidad en el caso de Moravia implican 
un reconocimiento del valor de la propiedad no desde la relación comercial, 
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sino desde el lugar político de la autogestión y la apropiación informal del 
espacio, principalmente. 


LA CIUDAD PLANEADA VERSUS LA CIUDAD EXISTENTE 


Para Milton Santos (1990), el espacio es la estructura que genera 
transformación social, procesos económicos y políticos y de los medios de 
producción; también es útil como mecanismo de práctica de los grupos hu- 
manos. Por tal motivo, el espacio no juega un papel pasivo en la estructura 
y el cambio social, pues es condicionante variable por medio de sus fac- 
tores de atracción, lo que le imprime una acción particular. Las dinámicas 
incipientes de acciones planificadoras sobre el espacio siempre exigieron 
una disciplina de fidelidad a los parámetros de la modernidad europea rela- 
cionados con el orden y con una visión cartesiana de los fenómenos asumi- 
dos como cosas de las cuales es posible apropiarse (Castrillón y Cardona, 
2014, p. 20). 

Para el caso de Medellín, las funciones de control, circulación di- 
rigida, periferización, “higienización” y diferenciación, de modernización 
e innovación que influencian los primeros escenarios planificadores de la 
ciudad de Medellín a finales del siglo xIx, evidencian la necesidad de ex- 
tender dichas premisas a sus habitantes con el fin de recrear un espacio más 
racional y estético (Castrillón y Cardona, 2014). Posteriormente, el éxodo 
asociado a la situación de violencia generalizada y a las promesas de la 
industrialización en Medellín durante la década de los setenta y ochenta 
estuvo marcado por las grandes cantidades de mano de obra no calificada 
que no encontraron puestos de trabajo y que habiendo renunciado a su tie- 
rra sin opciones de regresar, optaron (muchos de ellos) por acomodarse en 
los espacios que estaban disponibles (aparentemente libres para construir) 
en las ciudades; Medellín fue uno de esos centros urbanos que se empezó 
a construir a partir de la informalidad, al recibir las ingentes cantidades de 
personas que llegaban a los espacios citadinos para ocupar terrenos fisca- 
les o privados a partir de los “tugurios”, los asentamientos informales y la 
“urbanización pirata”. Desde luego, esto generó territorialidades diversas 
y discordantes con la propuesta modernizante de planificación urbana que 
ahora se pretende “subsanar”. 

A su vez, el nuevo marco de organización territorial de Colombia, de- 
nominado “planeación estratégica” a partir de la Constitución de 1991, y el 
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enfoque en el desarrollo mediante la globalización económica, hicieron que 
los márgenes de actuación fueran altos y potencializables, por parte de las 
autoridades locales, con lo cual se fortaleció el marco de intervención mu- 
nicipal, metropolitano y regional con el fin de dotar de mejores herramien- 
tas a los instrumentos de planeación y hacerlos funcionales a los enfoques 
del desarrollo en el contexto del neoliberalismo. Consideraciones sobre las 
áreas metropolitanas, los planes de desarrollo, las normas sobre densidades 
y usos del suelo, la figura de la expropiación, la plusvalía, entre otras, emer- 
gen en la disciplina de la planeación urbana. Actualmente, la planificación 
del territorio pasa por la imperatividad de premisas como la competitividad 
y la sostenibilidad en términos de proyectos y gestión del suelo con fines 
económicos, que no dimensionan lo cultural y lo político con el impulso de 
“modelos de ciudad” compactos y densificados de manera vertical a partir 
de centralidades y proximidades. 

Las normas (Ley 388 de 1997 a nivel nacional y desde el primer Plan 
de Ordenamiento Territorial de Medellín Acuerdo 62 de 1999) sobre pla- 
nificación del territorio aseguraron la implementación del modelo de ciu- 
dad volcada a las dinámicas neoliberales por vía de los denominados planes 
parciales, que, en el discurso oficial, tienen como propósito “una racional 
mezcla de usos del suelo en la municipalidad”, pero que a continuación los 
enfoca en potenciar específicamente (de lo cual se asume que estas activi- 
dades adquieren la categoría de universales incuestionables para la gestión) 
el comercio y las actividades productivas (más que todo relacionado con la 
producción intelectual-tecnológica) y de servicios (clúster relacionados con 
los servicios médicos y turísticos). 

La “revalorización” del río Medellín, que justifica el documento BIO 
2030, parte de la “pérdida de atractivos” y la “desvalorización del suelo” 
que la institucionalidad asocia a “las funciones que la ciudad hoy deman- 
da” (Alcaldía de Medellín y Área Metropolitana del Valle de Aburrá, 2011, 
p. 156), con ello ocurre una asignación de valor y legitimidad construida que 
no responde necesariamente a las intenciones de “la ciudad” (categoría ca- 
rente de significado determinada por dinámicas comerciales preferentemen- 
te). Por el contrario, lo que se puede determinar del discurso de BIO 2030 
es la intervención agresiva de lugares informales y la cualificación (como 
atractivo para el mercado) del territorio para dotarlo de nuevos significados 
concentrados en las márgenes del río Medellín y, especialmente, en las la- 
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deras y zonas marginadas, donde existen manifestaciones de subjetividad 
política de supervivencia, resistencia y relacionamiento estratégico con su 
territorio. 

La estrategia-dispositivo renovación urbana es vista así como la ne- 
cesidad de modernizar el espacio y asignarle nuevos valores (normalmente 
económicos). Esta racionalidad planificadora apela al consenso como fin 
último de sus acciones, sobreentendiendo que la planeación es en sí misma 
valiosa e inevitable y que sus objetivos, en cualquier ciudad y desde cual- 
quier motivación económica o ideológica, son neutrales y necesarios. Se 
acude al consenso como base de la planificación en tanto sus instrumentos 
pretenden superar el caos mediante el logro de innovaciones en escenarios 
de conflictividad urbana (Medina, 1998, p. 3). 

Así, el actual sistema de planificación urbana funciona a partir de la 
separación de las personas, atribuyéndoles una porción de espacio según 
un valor comercial; de esta forma, el espacio llega a los consumidores para 
efectuar un poder instrumental de compra sobre el espacio (Santos, 1991). 
Igualmente, las acciones planificadoras (planes de renovación urbana como 
objeto de estudio problematizado) se sitúan en el escenario del espacio (de 
lo) público y privado como lugares de manifestación de la democracia y de 
los valores de igualdad, justicia del liberalismo político y de la acción colec- 
tiva y los movimientos sociales. 

En la sociedad contemporánea esa condición de ciudadanía se ha fun- 
cionalizado-traducido en la de ser propietario. El tratamiento como “pro- 
pietario” que dispensa-ofrece el Estado a los moradores afectados por la 
renovación urbana (que serán finalmente desplazados) cumple una función 
racionalizadora y universalizante del papel del ciudadano que lo vincula 
al desarrollo como afectado. Para que este pilar del liberalismo y el capi- 
talismo funcione, se diseñan complejos mecanismos jurídicos y ficciones 
legales que engloban cualquier condición moderna del ciudadano, el sujeto 
de derecho es el “culmen” de la condición liberal del ciudadano. Aquí, el 
derecho tiene el poder de nombrar o de nominar configurando realidades 
políticas como la de determinar un “adentro” y un “afuera” de lo permitido; 
el sujeto de derecho, que lo es en tanto puede apropiarse de un “bien jurí- 
dico” y, por ende, ser sujeto de derecho, se remite necesariamente al modo 
de producción capitalista. El concepto de propiedad privada (el predio o 
inmueble, el suelo-el bien particular) tiene un papel ideológico a partir de su 
aparente neutralidad, en la medida en la que le asigna una igual condición de 
ciudadano a todo aquel que tiene la capacidad de entrar a competir al mer- 
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cado (como sujeto capacitado para apropiarse de algo o de las cosas). En el 
momento en que una familia es atendida por el Estado en los programas de 
renovación urbana como “propietarios” (o con la promesa de propietarizar, 
sea para incluir o excluir) se generan rupturas que exigen de cada morador 
afectado una solución individualista que altera el espacio de lo público y 
privado codiseñado y coconflictuado. 

De acuerdo con lo mencionado hasta ahora, el espacio y el territorio 
son abordados como simples objetos-recipientes susceptibles de ser interve- 
nidos desde modelos de planificación, que ordenan sus “usos” al margen de 
cualquier posibilidad política o relacional (Piazzini, 2004). 

A esas perspectivas se oponen otras asociadas al “giro espacial” en 
los estudios sociales y geográficos que intenta constituir un “ontología del 
espacio” (Piazzini, 2004). Lefebvre (2013) incorpora reflexiones sobre el te- 
rritorio en tanto “medio-mediación” de las relaciones sociales, con la idea de 
que el espacio es producido-productor de los sentidos, las representaciones 
y las relaciones de poder y jerarquías que existen al interior del territorio, 
entendido como territorialidad. 

En este escenario, se hizo necesario construir un enfoque “del afue- 
ra” (Deleuze y Guattari, 1994, p. 381) y de las “formas de la exterioridad” 
(Pardo, 1992) que reconozca la constitutividad del espacio en la condición 
humana de las personas y los grupos sociales, es decir, que ocupamos un 
espacio y el espacio nos ocupa (Piazzini, 2004). En este sentido, los objetos 
también son determinantes como dispositivos, maquinas, símbolos que flu- 
yen y constituyen nuevas relaciones y espacialidades. 

En la obra La producción social del espacio de Henri Lefebvre (1974, 
pp. 42-49, citada por Delgado, 2013), se expone la distinción entre práctica 
espacial (espacio percibido), representación del espacio (espacio vivido) y 
espacios de representación (espacio concebido). El primero se refiere a lo 
más cercano a los sujetos y la vida cotidiana, el espacio constitutivo de cada 
formación social, donde se despliegan las competencias ciudadanas como 
ser social determinado por un tiempo y un lugar. Este espacio remite a lo 
que ocurre en las calles y en las plazas, los usos que sus habitantes les otor- 
gan y que posteriormente determinarán las relaciones sociales y espaciales. 
El segundo, el vivido, es el que envuelve el espacio físico y le asigna unos 
sistemas simbólicos complejos que lo codifican, y le entrega unas imáge- 
nes e imaginarios; este es también el de los habitantes y caminantes, pero 
más propio de artistas, escritores y filósofos que lo describen. El espacio de 
representación es el concebido, que corresponde al planificador, a códigos 
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impuestos desde los poderes del Estado y de actores clandestinos o subte- 
rráneos a la vida social, es el que somete a las representaciones del espacio, 
pero del que también se alimentan y se constituyen desobediencias, suelo 
disponible que será desarrollado como proyecto inmobiliario sobre el cual 
se desplegará una “creatividad” propiamente capitalista que refleja intereses 
prevalentemente privados (Delgado, 2013). 

A lo anterior se unen propuestas de estudios de la espacialidad que lo 
conciben como espacio-movimiento (Thrift, 2004 y 2008, citado en Lindón, 
2017), también denominado “giro accional”, donde fluyen permanentemen- 
te la vida, los afectos y la existencia de las personas y los grupos humanos; 
la espacialidad también como proyecto existencial, así como el espacio que 
constituye y es constituido desde los afectos. El afecto como manifestación 
de esa espacialidad no se refiere simplemente a estados emocionales, sino 
a prácticas situadas de poder político que exhiben producción de sentido y 
agenciamiento político de las personas. Thrift (1983, p. 31, citado por Lin- 
dón, 2017) asocia el movimiento de la ciudad necesariamente con el “flujo” 
de la agencia, que es consecuencia del movimiento de los cuerpos que cons- 
tituyen significados principalmente colectivos que constantemente interpela 
la ciudad planificada y su estructura social (Lindón, 2010, p. 383 y Musset, 
2009). 

Desde estos horizontes, las representaciones de lo público y lo privado 
a partir del territorio habitado despliegan un sinnúmero de mezclas e hibrida- 
ciones que chocan con las concepciones y reducciones juridicistas y norma- 
tivas del territorio, que lo convierten en “suelo”, y en las que se despliegan 
las intervenciones de renovación urbana, los procesos de gestión predial y los 
procedimientos de expropiación y reasentamiento involuntarios. 

El espacio (de lo) público y colectivo también es un lugar de exhibi- 
ción de lo privado sometido a discusión públicamente. Dicho espacio permi- 
te la generación de relatos de interpelación y definición de categorías como 
la propiedad privada, donde el valor asignado a la vivienda combina valores 
comerciales, pero también sentido en función del espacio colectivo o de las 
negociaciones comunes entre habitantes (Lynch, 2015, p. 19). De esa forma, 
en el espacio privado se reinterpreta el espacio de lo público, y lo público se 
tramita desde lo privado. 

Por ejemplo, en los casos de ocupación “informal” la inexistencia de 
una escritura pública como título registrado es reemplazada por la “compra- 
venta” (o en el caso de Moravia los Bonos de Ayuda Mutua), que es enten- 
dida como el documento que ha permitido asentarse en el territorio y parti- 
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cipar activamente de la construcción del barrio (lo público y lo colectivo), 
es decir, la compraventa, aunque no permite configurar jurídicamente (en el 
marco de la ciudad capitalista y neoliberal) una condición de titular del de- 
recho real de dominio, sí permite entender su posición en la comunidad y el 
juego de intereses de los que hace parte y en los que participa activamente. 
En barrios informales esta frontera entre lo privado y lo público es porosa, la 
calle, el balcón y el andén surgen como lugar liminal donde transitan ambos 
ámbitos y se refuerzan mutuamente de manera dialéctica, el “cobijo” de la 
“casa” (la vivienda) es un lugar de autoridad con respecto a la calle, apro- 
piada como manifestación de lo desconocido e incierto que va moldeando 
configuraciones del morador o poblador. 

Por su parte, la espacialidad también se asocia a la estructura de 
principios de justicia que ordena las prácticas y demandas que justifican 
la crítica de los moradores al Estado y la institucionalidad. La exigencia 
y demanda de justicia, así como la subjetividad política, se derivan de 
prácticas que se sitúan en una espacialidad o están signadas por el 
contexto particular que se entreteje en las relaciones que constituyen el es- 
pacio. Tal y como analiza Boltanski (2002), la justificación de la crítica y los 
pilares de justicia que operan en la cotidianidad de las personas también se 
configuran en un marco de “normalidad” y “validez” que remiten a estruc- 
turas sociales más cercanas como la vecindad y el espacio, donde se negocia 
y se conflictúan equivalencias de defensa del espacio existencial. 

Desde la sociología pragmática (Boltanski, 2002) existe un trinomio 
fundamental para entender el ejercicio social: la justificación, la crítica y la 
justicia. Toda crítica encierra una visión ética sobre la justicia adoptada por 
sujetos y comunidades que encierran un cierto régimen de justificación de 
esa manifestación crítica y de qué forma los exhiben y los hacen inteligibles, 
es decir, cómo se racionalizan desde sus dinámicas (Guerrero y Ramírez, 
2011). De esa manera, la práctica social cotidiana y espacializada está carga- 
da de politicidad que determina los marcos de pensamiento, representación 
y justificación para lo que consideran injusto, y que lo exhiben en acciones 
individuales o colectivas de rechazo, crítica o exigencias en las cuales se 
busca una adhesión de más personas a dicha expresión. 

La morada constituye entonces una agencia política de discusión de- 
mocrática que el urbanismo de desarrollo neoliberal desestabiliza como un 
impedimento de consolidación de dicho sistema, y, por lo tanto, debe ser 
alienado como un elemento más de la producción económica, desprovisto 
de todo contenido político. 
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Con base en lo anterior, la producción del espacio y el control no se 
despliega solamente por parte del Estado, sino también de comunidades y 
habitantes mediante relaciones conflictivas de poder y jerarquizaciones. 

El sentido común espacializado entra en tensión con respecto a la 
mediación institucional a partir de las intervenciones institucionales. De esa 
forma, la espacialidad constituida y movilizada desde las prácticas comunes 
ve suspendidos o sustituidos sus “flujos” de territorialidad por la puesta en 
marcha de la máquina del capitalismo, que por vía de la institución de la 
propiedad privada coopta el imaginario geográfico (Harvey, 1977), sustituye 
la memoria que se hace presente y va generando otras espacialidades que, a 
su vez, sustituyen la corporeidad practicada. 

Precisamente, es en el sentido que le asigna la institucionalidad al 
espacio de lo público y lo privado lo que genera las “disincronías” (Gelacio, 
Martínez y Wolf, 2019) y las tensiones con las versiones y dimensiones co- 
lectivas construidas por los territorios denominados informales al momento 
de ser intervenidos estos territorios, es decir, el Estado se encuentra en el 
escenario ineludible de la configuración y apropiación social y colectiva 
del espacio. Esto es, la disincronía plantea escenarios discursivos diferentes 
desde objetivos diferentes sobre los mismos elementos conflictivos y pro- 
blemáticos (Gelacio, Martínez y Wolf, 2019, p. 527). 

El elemento que determina la disincronía urbana es entonces el te- 
rritorio y sus funcionalidades. Para la institucionalidad existe una visión 
incrustada en un esquema del desarrollo económico a partir del territorio 
concebido como generador de riqueza, y desde los moradores (en las inter- 
venciones que generan desplazamiento y amenaza de territorialidad), una 
concepción del espacio que parte no solo de la funcionalidad comercial, sino 
también de la valoración patrimonial desde el reconocimiento y la formación 
de una subjetividad política en relación con los lugares habitados. El Estado, 
de esa forma, intenta canalizar y racionalizar (para eliminar) la informalidad 
en el uso del espacio. Por el contrario, el morador, constantemente, apela a 
la tensión desde elementos de exigencia de justicia y escenarios democráti- 
cos; no obstante, también ocurre que el morador se adhiere (por estrategia, 
renuncia o posicionamiento de intereses) a las justificaciones ofrecidas por 
la institucionalidad. 
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LAS DINÁMICAS DE ESPACIALIDAD EN EL BARRIO MORAVIA 
DE MEDELLÍN (CONTEXTO ESPECÍFICO) Y LOS MECANISMOS 
DE JUSTICIA 


En ciudades latinoamericanas como Medellín la planificación urbana 
y la “marca ciudad” enfrentan serios problemas relacionados con la segre- 
gación socioespacial, entre otras cosas, por el emplazamiento periférico a 
la que es condenada la pobreza y el repliegue deficitario que produce esto, 
pues los pobres son desplazados a los puntos más lejanos de la ciudad y son 
arrinconados a vivir en condiciones mínimas que no están acompañadas de 
urbanismo y espacios adecuados para generar lazos de vecindad, y aun así la 
territorialidad emerge. El espacio de la ciudad se convierte en fragmentado y 
segregado; por ejemplo, la vocación creciente de los centros de las ciudades 
a los servicios lo hace de difícil acceso para los más pobres, por cuanto se 
diseña de tal manera para que sea aséptico y carente de conflicto para per- 
mitir el comercio y el turismo que va desplazando vendedores ambulantes 
y los expulsa. Ocurre una “fractalización” como manifestación relacionada 
con la segregación (Álvarez, 2013, p. 271). 

El barrio Moravia está ubicado dentro de la comuna 4 Aranjuez de 
la ciudad de Medellín (Colombia). Cuenta con 42 hectáreas y tiene como 
límites la carrera 52 Carabobo por el oriente, la antigua vía a Machado al 
nororiente, la “curva del diablo” por el noroeste, la avenida regional en el 
occidente y la calle 77 por el sur. Es uno de los barrios más densamente 
poblado en la ciudad con más de 45.000 habitantes a 2015 y colinda con la 
Terminal de Transporte del Norte, la Casa Museo Pedro Nel Gómez (barrio 
Aranjuez), la Universidad de Antioquia, el Jardín Botánico Joaquín Antonio 
Uribe, el Parque Explora, el Parque de los Deseos y el Planetario (Morales 
et al., 2015). 

Para 1977, el Concejo de Medellín, por medio del Acuerdo 03 de 1977, 
decide la ubicación transitoria del depósito final de basuras de la ciudad de 
Medellín en Moravia, predios que inicialmente iban a ser destinados para 
el uso de un parque público (Parque Norte). A la par, crece el asentamiento 
informal para dedicarse igualmente a labores de recuperación y reciclaje. 
Entre 1983 y 1987 la administración municipal expide el Decreto 102 de 
1984 para establecer el programa y las directrices para la “rehabilitación del 
basurero”. En 1991 se desplegó en Moravia, y otros lugares de la ciudad de 
Medellín, el Programa Integral de Mejoramiento de Barrios Subnormales en 


| Revista Ratio Juris Vol. 17 N.? 34.UNAULA |ISSN 1794-8638 199 


Hernán Darío Martínez Hincapié 


Medellín (PRIMED) mediante programas de cooperación internacional. En 
dicho programa se proyectaba la legalización de títulos de propiedad respal- 
dados por los Bonos de Ayuda Mutua, apoyados por el trabajo comunitario 
mediante el Acuerdo 12 de 1985, modificado por el Acuerdo 44 de 2001, y el 
Decreto Reglamentario 463 de 1985 (Ortiz y Ríos, 2015). 

De 1998 a 2000, por medio del plan de desarrollo “Por una Ciudad 
más Humana” y de la Corporación de Vivienda y Desarrollo Social (COR- 
VIDE), se recogieron los compromisos inconclusos y las problemáticas te- 
rritoriales para ser desarrolladas desde el primer Plan de Ordenamiento Te- 
rritorial (POT) de Medellín Acuerdo 69 de 1999. Para 2002 se reglamenta el 
primer plan parcial, en el marco del POT vigente para ese momento, como 
tratamiento de mejoramiento integral de los barrios, y se generan, para los 
efectos de viabilizar este plan parcial, los subprogramas de regularización y 
titulación. Para estos momentos, también se crearon las llamadas Asambleas 
Barriales que ayudaron a concretar los acuerdos barriales como pactos para 
el Macroproyecto de Moravia (Ortiz y Ríos, 2015). 

Dentro del diagnóstico socioeconómico elaborado por la Alcaldía de 
Medellín, que sirvió de base para la formulación del Plan de Mejoramiento 
Integral Decreto 1958 de 2006, se “reposicionan” los acuerdos con la co- 
munidad; uno de ellos se refiere al asunto de los Bonos de Ayuda Mutua 
que constituyeron parte importante de los escenarios de discusión, debate 
y resistencia en Moravia y que simbolizan la capacidad de agencia y de in- 
fluencia en la institucionalidad, pero también el carácter de propietarios que 
ostentan desde el lugar de enunciación de los moravitas. 

En los determinantes socioculturales de este decreto y diagnóstico 
se concluye que los Bonos de Ayuda Mutua significan el reconocimiento 
de los derechos de los pobladores originarios de Moravia que asumieron el 
trabajo colectivo como contraprestación por la construcción de espacios y 
mejoramiento del barrio. Este programa nunca pudo finalizarse ni ejecutarse 
en proporción significativa porque los acuerdos y las disposiciones locales 
quedaron en el olvido y contravinieron la confianza legítima que los mora- 
dores depositaron en la administración. La tenencia se respalda en promesas 
de compraventa, declaraciones extrajuicio de posesión y los Bonos de Ayu- 
da Mutua (Ortiz y Ríos, 2015, p. 38). 

Moravia se fue poblando mediante la invasión y autoconstrucción 
en la década de los setenta. Los enfrentamientos con la policía fueron más 
frecuentes y violentos y fue evidente la ausencia del Estado en términos 
de resolución de problemas socioeconómicos graves. La comunidad se vio 
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obligada a planificar mejor sus estrategias de invasión, resolver cómo llevar 
agua y otros servicios a los nuevos vecinos y buscar alianzas con diferentes 
organizaciones populares; de esta manera, emergió una nueva condición po- 
lítica del habitante derivada de su condición social y espacial de “invasor” 
(López, 2005). 

La espacialidad en Moravia se relaciona con prácticas de autocons- 
trucción desde los materiales reciclados que ofrecía el botadero de basuras. 
De esa forma, el territorio esta signado de manera determinante por el uso 
de basuras y por las estrategias de la institucionalidad para intervenir este 
espacio. Los “tugurianos” se asentaron en este lugar para buscar vivienda 
y realizar trabajos informales, generalmente con el reciclaje de la basura 
(López, 2005, p. 24). 

Las primeras formas de solidaridad estuvieron relacionadas con la 
cesión o distribución espontánea de pequeños lotes, y se les donaban mate- 
riales para la autoconstrucción; además, se desataban enfrentamientos con la 
policía para defender lo construido y permanecer allí (López, 2005). 


Por lo general, evadían la policía construyendo ranchos de noche. Sin 
embargo, cuando las autoridades se percataban del “truco” empeza- 
ron a llegar al barrio a cualquier hora en la noche o la madrugada. En 
ese caso, la estrategia era “entretenerlos” ofreciéndoles tinto, invitán- 
dolos a jugar parqués, mientras un grupo de vecinos se encontraban 
levantando los nuevos ranchos (López, 2005, p. 28). 


También se identificaron mecanismos de acción y resistencia como: 


La colecta para navidades, pintar las casas O pancartas con mensajes 
de resistencia, reuniones en la mesa de concertación, no firmar nin- 
gún documento público, integraciones comunitarias, desobediencia 
civil y no entregar las viviendas [...]. Así mismo, las que han influido 
en la permanencia en el sector son: la integración social, la lucha por 
la no vulneración de derechos, las huertas comunitarias, el empode- 
ramiento del territorio, las marchas, la unión con los medios de co- 
municación, los convites, la movilización y apoyo de corporaciones 
jurídicas (Rendón, Bedoya y Lezcano, comunicaciones personales, 
marzo 3, 2018, citados en Ramírez y Oquendo, 2018, p. 28). 


Para el caso de Moravia, la profesora Nora Elena Mesa (2000) identi- 
fica el concepto de “densidad social” como manera de analizar la territoriali- 
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dad más allá de lo obvio, donde lo popular, en la forma que se conoce el ba- 
rrio, se relaciona también con la manifestación problemática-dialéctica entre 
lo privado y lo público; allí, en Moravia, se configuran procesos de habitar, 
hábitat, espacio social y cultural que brindan un fuerte sentido de lugar. 


Ni la desdicha, que reaparece cada poco en forma de incendio, ni las 
toneladas de basura que la ciudad depositó por una década, han po- 
dido romper el vínculo de la gente por su barrio. Por eso, una de las 
razones al porqué de su nombre es que Moravia significa amor por 
la morada. Fue el antiguo basurero municipal y después un botadero 
de cuerpos durante la época del narcotráfico. Dos incendios, uno en 
marzo de 2007 y el otro en agosto pasado, calcinaron El Oasis, y, aun 
así, Moravia, uno de los barrios más densamente poblados de Mede- 
llín (40.651 habitantes en 2015), se resiste a sucumbir (Ortiz, 2018). 


En Moravia, “la ciudad movimiento” determina la agencia del sujeto 
en términos del cuerpo encasillado con su espacialidad, en los márgenes y 
las fronteras con la ilegalidad e informalidad, que, a su vez, fue constitu- 
yendo una memoria colectiva geografizada que se hace presente constante- 
mente en un factor ideológico fundamental como el de la propiedad privada. 

Es aquí donde se presentan procesos de jerarquización y condicio- 
namiento entre lo público y lo privado, que surgen como procesos sociales 
alternativos y no están sometidos a figuras normativas estatales. Allí, los 
niveles de participación son fuertes, influencian los significados sobre la 
justicia y dan paso a sentimientos sobre lo justo, con una relación estrecha 
con respecto al territorio. 

En el caso de Moravia como escenario para investigación, esa iden- 
tidad espacializada es una manifestación de múltiples tensiones y diversi- 
dades que juegan de manera normativa como rasgos identitarios y exigen 
ciertas prácticas, pero que también son constantemente sometidos a nuevos 
acuerdos y conflictos que van desechando anteriores anclajes. La historia 
del lugar relacionada con la basura, con el marginamiento al que fueron 
condicionados por extender la basura y los desechos a sus habitantes que 
utilizaron los residuos sobrantes de lo que se producía en la ciudad para 
construir un barrio, que después desde la autoconstrucción mediada por el 
Estado se generaron mecanismos situados de planificación definidos por 
intereses culturales como los religiosos, pero también la actividad del reci- 
claje. En definitiva, el rasgo determinante de la informalidad-ilegalidad en 
la ocupación ha configurado una identidad que se tensa entre lo homogéneo 
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y lo heterogéneo de las diferentes manifestaciones culturales de los migrantes 
que han llegado a Moravia con todas sus expresiones, las personas migrantes 
del campo en la década de los sesenta y setenta, la migración del departamento 
del Chocó desde finales de los ochenta, la migración intraurbana por motivos 
de violencia, pero también de parentesco y cercanía, han ido estructurando un 
sentido del lugar que exige adhesiones, y que se transforma. 

Pero también se trata de acciones que buscan el reconocimiento a 
partir de elevar sus reclamaciones políticas desde el lugar de enunciación de 
la institucionalidad, es decir, de la formalidad de la norma jurídica, especial- 
mente de reclamar su condición de “propietario”; de esa forma se exige desde 
la norma jurídica para defender el territorio que ha sido construido desde la 
informalidad. Aquí lo importante es determinar si la estructura social creada 
a partir de la autogestión del espacio (que hace prevalecer lo público sobre 
lo privado) ha sido sustituida por la defensa de la patrimonialización eco- 
nómica del habitar (por la exigencia de ser reconocidos como propietarios y 
formalizar su posición en el espacio), o se trata de una estrategia política que 
despliega el poblador para exigir ser reconocido políticamente bajo el ropaje 
de “propietario” ante la institucionalidad, con el fin de defender su espacio 
históricamente informal, en ese sentido, la categoría de “propietario” es una 
desde el Estado (agente jurídico-económico que racionaliza su patrimonio) 
y otra desde el poblador (la defensa de su “casa” y el cumplimiento de una 
deuda histórica-Bonos de Ayuda Mutua). 

Actualmente, Moravia se encuentra ubicada dentro de la matriz espa- 
cial principal del modelo de ocupación, pues hace parte del macroproyecto 
norte, enmarcado en la “linealidad” (eje del río Medellín) de tratamientos de 
renovación que se ubican en el margen nororiental del río Medellín (Rincón 
y Correa, 2018, p. 60). 

Precisamente, la lucha-disincronía por el espacio a partir del desen- 
cuentro entre pobladores e institucionalidad en espacios informales genera 
dinámicas diferenciadas de territorialidad, lucha por la permanencia, crítica 
a la planificación y el modelo de ciudad en Medellín. 

La institucionalidad ha intervenido en Moravia a partir de la imposición 
de una constante zozobra sobre los moradores de ser sometidos a la expulsión 
del territorio como consecuencia del lugar discursivo, donde se ubica su forma 
de ocupación del territorio (la informalidad); esto se evidencia en las constan- 
tes amenazas de desalojo y la ocurrencia de algunos de ellos, especialmente en 
la década de los noventa y principios del siglo xx1. Sus territorios han pasado 
de ser considerados despreciados y de poco valor económico a ser fundamen- 
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tales para la construcción de vías y la implementación de programas de reno- 
vación urbana. De esa forma, la tensión de ser expulsados es una constante 
que viven sus moradores, todo esto dentro del marco normativo planificador 
del POT (Betancur, Stienen y Urán, 2001, p. 330). 

La mediación del Estado en los programas de renovación y reasenta- 
miento poblacional opera mediante procesos de captura de legitimación ideo- 
lógica que inducen su adhesión a partir de dispositivos discursivos como el 
hecho de ser “atendidos” como “propietarios” (esta es precisamente una de 
las herramientas del Estado para encausar la disincronía, sea para excluirlos 
de esa calidad a partir de argumentos jurídico-técnicos o para prometer esa 
condición que asegura su incorporación a la legalidad), es decir, se reconoce 
un estatus jurídico-normativo que implanta una apariencia de ser concebidos 
como sujetos privilegiados y que la norma exige que sea tenido en cuenta en 
tanto propietarios únicamente. En ese escenario, el morador-propietario se 
sumerge en la estrategia y eleva reclamaciones que aparentemente solo se 
circunscriben al valor comercial de su propiedad, e incluso olvida las confi- 
guraciones colectivas de su misma propiedad privada. 


Se trata, pues, de disuadir y de persuadir cualquier disidencia, cual- 
quier capacidad de contestación o resistencia —también por exten- 
sión— cualquier apropiación considerada inapropiada de la calle o 
de la plaza, por la vía de la violencia si es preciso, pero previamente, 
y sobre todo, por una descalificación o una deshabilitación que, en 
nuestro caso, ya no se lleva a cabo la denominación de origen subver- 
sivo, sino de la mano de la mucho más sutil de incívico, o sea contra- 
ventor de los principios abstractos de la buena convivencia ciudadana 
(Delgado, 2011, p. 27). 


De acuerdo con lo anterior, para los proyectos de renovación urbana 
(en Moravia, contexto geográfico de investigación a partir del Plan de Or- 
denamiento Territorial Acuerdo 48 de 2014 y Plan Parcial de Renovación 
Urbana Decreto 321 de 2018) la propiedad privada se convierte, pese a estar 
mediada por luchas y resistencias más o menos organizadas, en una especie 
de tótem que es exigido de parte de los moradores, es decir, es una premisa 
de lucha que va desplazando a las resistencias iniciales de la lucha por lo 
colectivo con una fuerza inicial más poderosa que la individual, pero que a 
la postre se convierte en el foco central de la dispersión colectiva que es sus- 
tituida por el reclamo de mejores condiciones de pago y de reconocimiento 
del valor patrimonial y comercial de los moradores que resisten proyectos 
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de renovación; aquí es donde aparecen las disincronías como desencuentro 
entre institucionalidad y moradores. De esa forma, la propiedad es la traduc- 
ción de una “crítica reformista” (Boltanski, 2002) por parte de la comunidad 
que pone en juego en el escenario de la institucionalidad el sentimiento de 
justicia de su resistencia al plan de renovación mediante la exigencia de ser 
tratados como ciudadano-propietario (Boltanski, 2002). 

Ocurre, entonces, un posible desplazamiento de los significados es- 
paciales, sentimientos y demandas de justicia que operan en los sujetos, por 
factores económicos y de seguridad que otorga el capitalismo; sin embargo, 
este desplazamiento reduce las condiciones políticas del sujeto y sus posibi- 
lidades de emplazar nuevas formas de resistencia y sentidos de justicia a los 
que eventualmente se plegará. De esa manera, ocurre, según Boltanski (2002) 
una ausencia de “compromiso” de la acción con regímenes de justicia para ser 
remplazado por dinámicas de comercio y de subjetivación del lucro por medio 
de figuras y ficciones jurídicas donde el sujeto asume ya otro compromiso con 
el orden institucional, de poner en circulación la mercancía, pero con ausencia 
de compromiso con construcciones sociales inmediatas. 

Por eso Boltanski (2002) menciona, dentro de sus explicaciones del 
nuevo espíritu del capitalismo, que este sistema (el nuevo capitalismo) debe 
construir y verse sometido constantemente a “pruebas” como evidencia de 
sus posibilidades de mutación y adaptación por vía de la crítica reformista, es 
decir, el mismo capitalismo con sus actores deben elaborar pruebas que exhi- 
ban que sus cimientos son fuertes y fácilmente acomodables a nuevas críticas, 
perspectivas y enfoques aparentemente democráticos (Boltanski, 2002). 

Como manifestación de la “prueba” que el capitalismo asocia a nue- 
vas formas de relegitimarse por vía de la crisis y la crítica está la flexibilidad 
que la institucionalidad ha asumido a la hora de reconocer nuevas formas de 
tenencia como sujetos de reparación de daños en procesos de reasentamien- 
to poblacional (manuales de reasentamiento, política pública y decreto de 
compensaciones de 2017). De esa forma, la Alcaldía de Medellín entiende 
que la manera de estabilizar futuras manifestaciones de resistencia colectiva 
(como potencialmente subversivas con respecto al orden y las dimensiones 
que soportan el discurso del progreso asociado a la renovación urbana) es 
incorporar y ser “incluyentes” con sujetos que, pese a no tener título de pro- 
piedad sobre la vivienda que debe ser reubicada, sí deben ser reconocidos 
como poseedores y otorgarles un valor comercial a las mejoras construidas. 

Sin embargo, los pobladores de Moravia entienden que, desde las 
condiciones que impone el POT vigente y un grado relevante de desidia que 
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históricamente ha caracterizado la actuación institucional en este barrio, sa- 
lir del territorio no es una opción, de esa forma, la exigencia y demanda de 
titulación opera no solo desde el interés comercial, sino, prevalentemente 
(hipótesis que guía esta propuesta), desde el reconocimiento (no otorga- 
miento) de su ocupación como un habitar ya consolidado y que le pertenece 
a sus moradores. 


Aseguran que mientras no haya una solución no hay un desalojo más 
en Moravia, pues no hay soluciones efectivas para conseguir una vi- 
vienda usada, los suelos tienen grandes dificultades en materia téc- 
nica y no han avanzado en la entrega de las viviendas (Ortiz y Ríos, 
2015, p. 42). 


Las técnicas de disciplina espacial y social como los planes de orde- 
namiento territorial, como herramienta jurídico-política, ejercen una fuerte 
influencia en las personas que habitan el espacio por vía de la expectativa de 
la “propietarización” del “invasor”; se trata de un mecanismo que para los 
programas de renovación urbana, los planes parciales y el reasentamiento 
va, aparentemente, diluyendo el sentido colectivo del espacio expresado en 
la resistencia a la renovación urbana. Sin embargo, la ausencia histórica de 
una relación jurídica homogénea de los habitantes de estos territorios con el 
espacio como objeto denominado propiedad privada produce una exigencia 
de reconocimiento como sujeto de derecho propietario en la medida en que 
todo el proceso social y cultural de configuración del espacio fue producto 
de la labor y el esfuerzo que no puede ser menospreciado por la instituciona- 
lidad, es decir, la resistencia colectiva del territorio, que se convierte o pue- 
de convertir en exigencia de la legalización de un título de propiedad, parte 
del reconocimiento que los moradores entienden debe existir por todo el 
tiempo que han habitado un lugar y por la necesidad de entrar en las mismas 
condiciones de todos los demás sujetos del derecho de propiedad, se trata de 
un reconocimiento político y social (no solo economicista). 


CONCLUSIONES 


Las formas contemporáneas de renovación urbana (y las intervencio- 
nes derivadas del “modelo de ciudad” en general), en este caso en Medellín 
con su modelo de “ciudad densa y compacta”, generan prácticas de segre- 
gación, desplazamiento y reubicación dirigidas a construir obras (privadas 
en la renovación urbana) que son necesarias para generar un escenario de 
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competitividad neoliberal, que dejan como consecuencia la posible destruc- 
ción de significados políticos de los territorios y sus moradores con poca 
posibilidad de participación democrática de sus habitantes. 

Actualmente, los modelos de planificación de la ciudad neoliberal fle- 
xibilizan y amplían sus mecanismos de intervención sobre la informalidad. 
Sí bien ya no se despliegan mecanismos coercitivos directos (claro está que 
no se echan al olvido) en barrios informales consolidados (con más de vein- 
te años de procesos de poblamiento), los mecanismos de gobernanza que 
combinan esquemas de intervención derivados de programas en red y coo- 
peración aparentemente horizontal, terminan por implementar instrumentos 
de gestión del suelo (como los planes parciales de renovación urbana) muy 
agresivos que permitirán al final, para garantizar su ejecución, otros meca- 
nismos como la expropiación administrativa (permitido para desarrollos de 
renovación urbana por la Ley 388 de 1997), que implican, eventualmente, 
disponer de estrategias como la expropiación y el desalojo, con lo cual el 
panorama se ha tornado más complejo por nuevas instancias de socializa- 
ción, pero más efectivo en su amenaza de utilizar con el amparo de la ley la 
expulsión de moradores. 

La espacialidad configurada desde la “informalidad”, si bien genera 
procesos relacionales particulares a partir de las condiciones apropiadas por 
sus habitantes, no posee unos atributos especiales por sí misma (una esen- 
cialidad), sino en relación con otros factores que desencadenan representa- 
ciones, prácticas y acciones politizadas como resultado de constitutividad 
del espacio. Uno de esos factores es la propiedad privada como determi- 
nante ideológico del tipo de relación que tienen las personas con el espacio. 

Ocurren, entonces, dos situaciones, que la estructura social creada a 
partir de la autogestión del espacio (que hace prevalecer lo público sobre lo 
privado) posiblemente ha sido sustituida por la defensa de la monetización 
del habitar (por la exigencia de ser reconocidos como propietarios y forma- 
lizar su posición en el espacio), o, por otro lado, se trata de una estrategia 
política que busca ser reconocida para ser asumida como sujeto que es fun- 
cional políticamente ante la institucionalidad, como propietario para defen- 
der su espacio informal, igualmente, en caso de ser este segundo escenario, 
es interesante conocer si la defensa del territorio cambiará en sus estructuras 
que tradicionalmente se han enmarcado en la informalidad a partir de este 
nuevo hecho de la renovación urbana. 

En Moravia, la ocupación del espacio, el título de propiedad 
(ausente, prometido, exigido, postergado) y el trabajo colectivo juegan 
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como un trinomio que motiva la resistencia y la defensa del espacio, 
especialmente el público. El espacio de lo público se asume como el lugar 
autogestionado y planificado colectivamente en el que se configura no solo una 
subjetividad/intersubjetividad territorial, situada y específica, sino también un 
sentido de lo que significa la propiedad privada como no correspondencia, como 
patrimonio transable en el mercado comercial. 


208 Revista Ratio Juris Vol. 17 N.* 34.UNAULA [ISSN 1794-6638 


Renovación urbana como mecanismo de erradicación de la informalidad territorial. 
Conflicto por el espacio en Medellín-caso Moravia 


REFERENCIAS 


Agudelo, M. y Oquendo, M. (2018). Prácticas comunitarias de resis- 
tencia social que han desarrollado los habitantes del sector Administración 
Municipal de Medellín [trabajo de grado]. Corporación Universitaria Minu- 
to de Dios, Bello, Antioquia. 

Alcaldía de Medellín, (2011). Medellín 1960-2010. Una ciudad que 
se piensa y se transforma. Departamento Administrativo de Planeación 50 
años. Alcaldía de Medellín. 

Alcaldía de Medellín y Área Metropolitana del Valle de Aburrá 
(011). BIO 2030 Plan Director Medellín, Valle de Aburrá. Un sueño que 
juntos podemos alcanzar. Mesa Editores. 

Álvarez, A. (2013). (Des) Igualdad socioespacial y justicia espacial: 
nociones clave para una lectura crítica de la ciudad. Polis, Revista Latinoa- 
mericana, 12(36), 265-287. 

Betancur, M. S., Stienen, Á. y Urán, O. (2001). La configuración de 
la nueva arquitectura territorial y los nuevos conflictos socioespaciales. En 
M. S. Betancur, Globalización: cadenas productivas y redes de acción co- 
lectiva: reconfiguración territorial y nuevas formas de pobreza y riqueza en 
Medellín y el Valle de Aburrá. Tercer Mundo. 

Boltanski, L. (1990). El amor y la justicia como competencias, tres 
ensayos de la sociología de la acción. Amorrortu. 

Boltanski, L. (2002). El nuevo espíritu del capitalismo. Akal. 

Castrillón, A. y Cardona, S. (2014). El urbanismo y la planeación mo- 
derna. Glocalidades en la formación de la modernidad urbana de Medellín. 
Revista Historia y Sociedad, (26), 17-51. 

Deleuze, G. y Guattari, F. (1994). Mil mesetas. Pre-Textos. 

Delgado, M. (2011). El espacio público como ideología. Los Libros 
de la Catarata. 

Delgado, M. (2013). El espacio público como representación. Espacio 
urbano y espacio social en Henri Lefebvre. Chrome-extension://efaidnbm- 
nnnibpcajpcglclefindmkaj/https://observatorio.dadep.gov.co/sites/default/ 
files/documentos/wp10_el_espacio_publico.pdf. 

Gelacio, J. D., Martínez, H. D. y Wolf, G. M. (2019). La ciudad como 
espacio urbano neoliberal. Planteamientos sobre la planificación del territo- 
rio en la ciudad de Medellín. El Ágora USB, 19(2), 521-536. 

Guerrero, J. y Ramírez H. (2011). Un análisis desde la perspectiva de 
la sociología pragmática. Revista Colombiana de Sociología, 34(1), 41-73. 


| Revista Ratio Juris Vol. 17 N.? 34-UNAULA |ISSN 1794-8638 209 


Hernán Darío Martínez Hincapié 


Harvey, D. (1977). Urbanismo y desigualdad social [trad. Marina 
González Arenas]. Siglo XXI. 

Lefebvre, H. (2013). La producción social del espacio. Capitán Swing. 

Lindón, A. (2017). La ciudad movimiento: cotidianidades, afectivida- 
des corporizadas y redes topológicas. Inmediaciones de la Comunicación, 
12(1), 107-126. 

Londoño, G. (2016). Moravia resiliente. Una mirada desde las emer- 
gencias de resistencia comunal, desviadas en resistencias de renovación ur- 
bana. Medellín, Colombia. NOVUM, (6), 53-65. 

López, L. (2005). Organización política en barrios de invasión en 
Medellín: Juntas de Tugurianos, casos Fidel Castro, Camilo Torres y Le- 
nin (1965-1985) [trabajo de grado]. Universidad de Antioquia, Medellín, 
Colombia. 

Lynch, K. (2015). La imagen de la ciudad Barcelona [3.* ed.]. Gus- 
tavo Gili. 

Medina, S. (1998). Metodologías para la planeación urbana, el cambio 
y crecimiento urbano acelerados. Bitácora Urbano Territorial, 2(1). 

Mesa, N. (2000). Moravia, procesos de construcción y deconstrucción 
de un territorio popular: reflexiones sobre la noción de densidad social 
[conferencia]. Seminario Internacional Procesos Urbanos Informales. 

Montoya, N. (2014). Urbanismo social en Medellín: una aproxima- 
ción a partir de la utilización estratégica de los derechos. Estudios Políticos, 
(45), 205-222. 

Morales, K., Pineda, M., Palacio, D. y Graciano, $. (2015). Conflicti- 
vidades por la disputa del espacio público en el barrio Moravia en el marco 
del Nuevo Plan de Ordenamiento Territorial Medellín 2015. Chrome-exten- 
sion://efaidnbmnnnibpcajpeglclefindmkaj/http://investigacion.bogota.unal. 
edu.co/fileadmin/recursos/direcciones/investigacion_bogota/documentos/ 
enid/2015/memorias2015/ciencias_sociales/conflictividades_por_la_dispu- 
ta_del_espacio_ .pdf. 

Musset, A. (2009). ¿Geohistoria o geoficción? Ciudades vulnerables 
y justicia espacial. Editorial Universidad de Antioquia. 

Ortiz, J. D. (15 de marzo de 2018). En Moravia nació la nueva Me- 
dellín. El Colombiano. https: //www .elcolombiano.com/antioquia/en-mora- 
via-nacio-la-nueva-medellin-BE9897715. 

Ortiz, J. y Ríos, A. (2015). Macroproyecto urbano de Moravia: resis- 
tencias civiles. Editorial Universidad Autónoma Latinoamericana. 


210 | Revista Ratio Juris Vol. 17 N.? 34.UNAULA |ISSN 1794-6638 


Renovación urbana como mecanismo de erradicación de la informalidad territorial. 
Conflicto por el espacio en Medellín-caso Moravia 


Pardo, J. (1992). Las formas de la exterioridad. Pre-Textos. 

Piazzini, C. (2004). Los estudios socioespaciales: hacia una agenda de 
investigación transdisciplinaria. Regiones, (2), 151-172. 

Ramírez, M. y Oquendo, A. (2018). Prácticas comunitarias de resis- 
tencia social que han desarrollado los habitantes del sector el “Morro” del 
barrio Moravia frente a procesos de desalojo [trabajo de grado]. Universi- 
dad Minuto de Dios, Medellín, Colombia. 

Rincón, A. y Correa, A. (2018). Desarrollo territorial, reasentamien- 
to y desplazamiento de la población: realidad, política pública y derechos 
en la ciudad latinoamericana del siglo XX1. Personería de Medellín, Univer- 
sidad Nacional de Colombia. 

Santos, M. (1990). Por una geografía nueva. Espasa Calpe. 

Thrift, N. (1983). On the determination of social action in space and 
time. Environment and Planning D: Society and Space, 1(1), 23-57. 

Thrift, N. (004). Intensities of feeling: Towards a spatial politics of 
affect. Geografiska Annaler, 86(1), 57-78. 


Revista Ratio Juris Vol. 17 N.* 34.UNAULA [ISSN 1794-6638 211 


Revista Ratio Juris Vol. 17 N.* 34, 2022, pp. 213-244 O UNAULA 


ARTÍCULOS DE INVESTIGACIÓN 


EN BUSCA DE LA IGUALDAD: LA MUJER, EL “HOMBRE 
NUEVO” Y LAS MASCULINIDADES GUERRILLERAS EN EL 
FRENTE URBANO ZAPATISTA (1959-1970) 


IN SEARCH OF EQUALITY: WOMEN, THE “NEW MAN” AND GUERRILLA 
MASCULINITIES IN THE ZAPATISTA URBAN FRONT (1959-1970) 


EM BUSCA DA IGUALDADE: MULHERES, O “HOMEM NOVO” E 
MASCULINIDADES GUERRILHEIRAS NA FRENTE URBANA ZAPATISTA 
(1959-1970) 


FRANCISCO ÁVILA CORONEL* 


Recibido: 23 de noviembre de 2021 - Aceptado: 2 de abril de 2022 
Publicado: 30 de junio de 2022 
por: 10.24142/raju.v17n34a10 


Resumen 


El presente artículo plantea como problema la tensión existente entre 
las masculinidades guerrilleras contrahegemónicas con las masculi- 
nidades hegemónicas. Para dar cuenta de ello se explora la historia 
del surgimiento del Frente Urbano Zapatista, un núcleo armado de 
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guerrilla urbana que operó entre 1970 y 1972. Pondré atención en el 
fenómeno de la exclusión de las mujeres en la primera etapa de la or- 
ganización armada, encontrando algunos estereotipos patriarcalistas 
heredados del guevarismo según los cuales se concebía a las mujeres 
con menores capacidades para la guerra, cuestión que justificó su ex- 
clusión en algunas acciones. En este punto, se explica cómo es que 
los hombres se desempoderaron y aceptaron una dirección horizontal 
y democrática en la que las mujeres se situaron en un plano de mayor 
igualdad. Se explorará qué tensiones existieron en torno a dicho pro- 
yecto igualitario y en qué medida la salida de dos miembros del grupo 
armado tiene trasfondos de género, que revelan el ejercicio de una 
masculinidad guerrillera que se resistía al predominio de las mujeres 
en las decisiones políticas y militares. 


Palabras clave: masculinidades guerrilleras contrahegemónicas, 
masculinidades hegemónicas, Frente Urbano Zapatista, guerrilla ur- 
bana, exclusión de las mujeres, guevarismo, tensiones. 
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This article poses as a problem the existing tension between the coun- 
ter-hegemonic guerrilla masculinities with the hegemonic masculini- 
ties. To account for this, the history of the emergence of the Zapatista 
Urban Front, an armed nucleus of urban guerrillas that operated be- 
tween 1970 and 1972, is explored. I will pay attention to the phenome- 
non of the exclusion of women in the first stage of the organization. 
Armed, finding some patriarchal stereotypes inherited from Gueva- 
rism according to which women were conceived with less capacity 
for war, an issue that justified their exclusion in some actions. At this 
point it is explained how men disempowered themselves and accep- 
ted a horizontal and democratic direction in which women were pla- 
ced on a more equal plane. It will be explored what tensions existed 
around this egalitarian project and to what extent the departure of two 
members of the armed group has gender undertones, which reveal the 
exercise of a guerrilla masculinity that resisted the predominance of 
women in political and military decisions. 
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Resumo 


Este artigo coloca como problema a tensáo existente entre as masculi- 
nidades guerrilheiras contra-hegemónicas com as masculinidades he- 
gemónicas. Para dar conta disso, é explorada a história do surgimento 
da Frente Urbana Zapatista, um núcleo armado de guerrilhas urbanas 
que atuou entre 1970 e 1972. Darei atengáo ao fenómeno da exclusáo 
das mulheres no primeiro fase da organizagáo armada, encontrando 
alguns estereótipos patriarcais herdados do guevarismo segundo os 
quais as mulheres eram concebidas com menor capacidade para a 
guerra, questáo que justificava sua exclusáo em algumas ages. Neste 
ponto é explicado como os homens se desempoderaram e aceitaram 
uma diregáo horizontal e democrática em que as mulheres foram co- 
locadas em um plano mais igualitário. Seráo exploradas as tens0es 
existentes em torno desse projeto igualitário e em que medida a saída 
de dois integrantes do grupo armado tem conotacóes de género, que 
revelam o exercício de uma masculinidade guerrilheira que resistiu á 
predomináncia das mulheres nas decis0es políticas e militares. 


Palavras-chave: masculinidades guerrilheiras contra-hegemónicas, 


masculinidades hegemónicas, Frente Urbana Zapatista, guerrilha ur- 
bana, exclusáo das mulheres, guevarismo, tens0es. 
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INTRODUCCIÓN 


El estudio de las masculinidades permite articular al género con la 
estructura social y entender con profundidad las relaciones de poder; y tam- 
bién al Estado y la forma en que se organiza la sociedad (Guasch, 2006, 
p. 16). En este sentido, Octavio Paz encontró una relación importante entre el 
simbolismo del hombre con la estructura de poder y el Estado nacional mexi- 
cano, asemejando al “macho” con la figura del conquistador español, como 
un modelo “que rige las representaciones que los mexicanos han hecho de 
los poderosos: caciques, señores feudales, hacendados, políticos, generales, 
capitanes de la industria. Todos ellos son “machos”, *chingones”” (Paz, 1982, 
p. 74). Samuel Ramos (2001) planteó que “aun cuando el “pelado” mexicano 
sea completamente desgraciado, se consuela con gritar a todo el mundo que 
tiene “muchos huevos””. Luego agrega que en la expresión popular “yo soy 
tu padre” tiene la intención de afirmar el predominio, y concluye que en 
“nuestras sociedades patriarcales el padre es para todo hombre el símbolo 
de poder”. También afirma que el “macho” se jacta de su valentía, pero que 
esta solo es una “cortina de humo”, pues se trata de un “camouflage” para 
despistar su debilidad (p. 55). Las anteriores aproximaciones al problema 
de la masculinidad y de la identidad nacional permiten situar aquello que 
Johan Scott (2012) plantea: “el género es un elemento constitutivo de las 
relaciones sociales basadas en las diferencias que distinguen los sexos, y el 
género es una forma primaria de relaciones significantes de poder” (p. 289). 
Con base en lo anterior, me parece importante problematizar cómo es que la 
masculinidad hegemónica que legitimó al poder del Estado presidencialista, 
corporativo, caciquil y autoritario ha sido cuestionada por grupos de izquier- 
da opositores al régimen priista. 

Para estudiar a estos grupos subalternos no me sirven los conceptos 
acuñados por Samuel Ramos y Octavio Paz sobre el machismo y el macho 
mexicano, pues dichas nociones han contribuido a reforzar o forjar unos es- 
tereotipos sobre masculinidades mexicanas que ignoran las diferencias y la 
diversidad inherente al género (Machillot, 2013, p. 22). R. W. Connell (2003) 
propone que “cuando hablamos de masculinidad estamos “construyendo al 
género” de una forma cultural específica” (p. 104). Lo anterior implica ale- 
jarse de las posturas esencialistas biológicas, transhistóricas y transcultura- 
les. Por ello, la masculinidad, más que un producto social, es un proceso, 
un conjunto de prácticas que se inscriben en un sistema sexo-género cul- 
turalmente específico para la regulación de las relaciones de poder, de los 
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roles sociales y de los cuerpos de los individuos (Connell y Messerschimat, 
citados en Schongut, 2012, p. 41). 

En este sentido, Ramón A. Gutiérrez (2012, p. 399) concluye que his- 
tóricamente en México han existido discursos de género sobre cuál debería 
ser la relación adecuada entre lo masculino y lo femenino, que sirvieron para 
legitimar la desigual distribución del poder. Un aspecto que me interesa es- 
tudiar tiene que ver con el vínculo del género, el poder y la construcción de 
las masculinidades. Resulta interesante cómo aún entre grupos subalternos 
que en el pasado llegaron a cimbrar al poder del Estado, como es el caso de 
Emiliano Zapata o Francisco Villa, quienes durante la Revolución mexicana 
asimilaron la construcción masculina hegemónica “luciendo grandes armas, 
y en el caso de Villa rodeado de muchas esposas y aún más hijos”, existió, 
por parte de estos héroes revolucionarios, una ideología masculinizada, pues 
parecía que compensaban su estatus étnico y clase social inferior con una 
hombría exagerada (Macías-González y Rubenstein, 2012, p. 29). 

En esta investigación retomaré la categoría de masculinidad hegemó- 
nica; sin embargo, el aporte de R. W. Connell (2003) es importante articular- 
lo con el enfoque de Celia Amorós, que permite comprender que dicha he- 
gemonía se instala mediante pactos patriarcales,' y lo desarrolla con relación 
al imaginario del contrato social-sexual, en el que opera un modelo de pacto 
entre varones, de masculinidad como juramento, de heterodesignación, por 
lo cual: 


Desde ese punto de vista podría considerarse al patriarcado una espe- 
cie de pacto interclasista, metaestable, por el cual se constituye patri- 
monio del genérico de los varones, en cuanto se autoinstituyen como 
sujetos del contrato social ante las mujeres —que son en principio las 
“pactadas”— (Amorós, 2001, p. 27).? 


1 “La legitimación del poder patriarcal, por lo tanto, no se mide con el mismo criterio que la legitimidad 
del poder político. Porque el poder político, como es un contrato en el espacio de los iguales, tiene 
que pactar y, por tanto, hacer explícito su propio pacto, como portadores del logos que es cada uno de 
ellos. Mientras que la mujer no tiene su propio logos, delega en la voluntad del varón, como portador, 
y el pacto, por lo tanto, es un pacto entre varones. Esto lo decía Thomas Hobbes, moderno pensador 
ilustrado de la legitimación racional del Estado moderno” (Amorós, 2001, p. 45). 


2 “Es curioso, desde este punto de vista, cómo siempre los varones han tenido cierto sentido de los 
pactos entre varones, siempre han establecido cierta relación de reciprocidad. Si más varones van 
a la guerra, esto luego se traduce políticamente; en cambio, con las mujeres ocurren cosas curiosas: 
aparte de ser criadas para todo o secretarias para todo u obreras de fábricas para todo, podremos ser 
también guerrilleras para todo. Entramos y salimos de las escenas sin que haya registro, sin pedir 
ni que se nos dé nada a cambio” (Amorós, 2001, p. 33). 
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La hegemonía es una categoría desarrollada por Antonio Gramsci, 
relativa a las disputas que hay por la definición de proyectos históricos anta- 
gónicos. Lo anterior implica que diversos grupos pueden cambiar las viejas 
estructuras intelectuales, morales y políticas para construir una nueva he- 
gemonía. Aquí es donde planteo otro concepto importante, el de contrahe- 
gemonía, que conlleva una articulación histórica y dinámica. En términos 
de masculinidad, la contrahegemonía se da cuando se rompe con la corres- 
pondencia entre los ideales culturales e identidades de género con el poder 
institucional del Estado. 

Con la finalidad de dar cuenta de cómo las masculinidades forman 
parte importante en la conformación del contrapoder y de los procesos de 
insurrección o rebelión, estudiaré a la guerrilla del Frente Urbano Zapatista 
(FUZ) en clave de género, lo que me permitirá revelar una historia oculta 
que habla de los trasfondos afectivos y personales, y de cómo el poder al 
interior de la guerrilla estuvo fuertemente vinculado con las formas en que 
se relacionaban hombres y mujeres. En este punto revisaré las influencias 
ideológicas y políticas que sirvieron de modelo al FUZ y a muchos grupos 
armados de México y de América Latina, que tomaron como referencia el 
concepto del “hombre nuevo” acuñado por Ernesto Guevara, quien propuso 
una igualdad genérica con un término supuestamente neutro, que habla del 
hombre como humanidad en general. ¿En qué medida “el hombre nuevo” 
guevarista reprodujo en el FUZ una ideología sexista? que legitimó la exclu- 
sión de las mujeres en las acciones militares de la guerrilla? ¿Las mujeres 
del FUZ tuvieron que revelarse de los mandatos de género del guevarismo y 
de la ideología de izquierda imperante en aquel momento para poder empo- 
derarse y ser reconocidas en el espacio de la guerra, un territorio tradicio- 
nalmente masculino? 

Con base en lo anterior, la clave para conceptualizar la masculinidad 
hegemónica es su articulación con el poder del Estado. Así, las concepciones 
dominantes sobre el “ser hombre” son interiorizadas de manera individual y 
colectiva. La masculinidad contrahegemónica será estudiada como la de los 
hombres subalternos, que en este caso son los guerrilleros del FUZ, un gru- 
po armado que rompe con las identidades genéricas tradicionales, que hace 
transgresiones de género y les da un sentido político que tiende a cuestionar 


5 Retomo la definición de sexismo de Amparo Moreno (1986): “Conjunto de todos y cada uno de los 
métodos empleados en el seno del patriarcado para poder mantener en situación de inferioridad, 
subordinación y explotación al sexo dominado: el femenino” (p. 22). 
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la hegemonía del Estado mexicano, centralista, burgués, presidencialista y 
patriarcalista. En este sentido, problematizaré cómo los integrantes del FUZ, 
además de la búsqueda por romper con las formas de dominación existentes, 
proponen relaciones entre los géneros más igualitarias. 

Con base en la anterior conceptualización estudiaré a los guerrille- 
ros, situándolos dentro de las masculinidades subalternas que, siguiendo 
el ejemplo revolucionario de figuras icónicas como Ernesto Guevara o de 
los Tupamaros uruguayos, se propusieron hacer un enérgico cambio y se 
cuestionaron profundamente las prácticas patriarcalistas, asociándolas con 
la ideología burguesa para construir una masculinidad contrahegemónica. 
Aquí será interesante explorar hasta qué punto dicha masculinidad repro- 
dujo algunas prácticas políticas de la masculinidad hegemónica, así como 
también hacer un balance de cuál fue el proceso que permitió al interior de 
la organización armada combatir la discriminación de género y cómo las 
mujeres lograron situarse como agentes políticas y militares. 

En la historiografía sobre el Movimiento Armado Socialista Mexica- 
no (MASM) no existen trabajos que, de manera específica, estudien el pro- 
blema de las masculinidades guerrilleras, aunque sí hay importantes aportes, 
en cuanto a los estudios de género o la historia de las mujeres, que en cierta 
medida permiten visualizar el problema del sexismo o el patriarcado al in- 
terior de las guerrillas.* Por lo antes dicho, el presente trabajo es un primer 
acercamiento al problema de los hombres y sus masculinidades en la guerri- 
lla, así como también aporta a la historia de la guerrilla del FUZ, que a pesar 
de ser retratada en varias crónicas no ha sido suficientemente estudiada.* 
Cabe aclarar que no voy a revisar toda la historia del FUZ, sino que me inte- 
resa centrarme en sus orígenes, en su génesis, así como en la primera de dos 
acciones de expropiación que realizaron, pues en esa etapa de su desarrollo 
se puede comprender mejor cómo se dieron fuertes tensiones de género y 
qué proceso surgió de todo ello para que finalmente las mujeres en la gue- 
rrilla pudieran participar en un plano de mayor igualdad con respecto a los 
hombres. Cabe aclarar que me centraré en el proceso de gestación y en la 
primera y única división que hubo en el núcleo armado. 


4 Véase Cárdenas (2006), Castorena (2019), Crespo (2012), Lozano (2015), Méndez (2019) y Rayas 
(2012). 


E] Algunas crónicas han relatado los hechos más conocidos del FUZ pero no han estudiado la estructura 
o ideología del grupo armado, ni tampoco han planteado preguntas que problematicen la presencia 
de las mujeres en la guerrilla o el problema de género. Véase Castellanos (2008, p. 180), Esteve 
(2013, p. 163) y Glockner (2019, pp. 103 y 174). 
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LA EXCLUSIÓN MILITAR DE LAS MUJERES 
EN LOS INICIOS DEL FUZ 


El FUZ fue un pequeño grupo armado, un comando guerrillero urbano 
mexicano que tiene sus orígenes en los años sesenta del siglo xx. En este 
apartado daremos una breve mirada a las historias de algunos integrantes de 
este grupo: Francisco Uranga, Margarita Muñoz, Francisca Calvo, Lourdes 
Quiñones, Rigoberto Lorence, Lourdes Uranga, María Elena Dávalos, Cat- 
los Lorence y Roberto Tello, quienes estuvieron articulados por relaciones 
de parentesco, cuestión que hará plausible cómo el género tuvo un papel 
importante en los procesos de alianza, organización y funcionamiento de lo 
que sería el núcleo armado del FUZ.? 

Este grupo es complejo, pues no tiene un origen único, sino que es 
producto de múltiples factores macrosociales enmarcados en el contexto de 
agitación política de la Revolución cubana y de la invasión norteamericana 
a la bahía de Cochinos, así como el ejemplo del Frente de Liberación Na- 
cional y la guerra de Argelia. Procuraré tejer las biografías de quienes se 
integraron el FUZ con un ambiente de efervescencia social en el que muchos 
jóvenes de los años sesenta estaban influenciados por las ideologías cubana 
y china, así como se sintieron admirados y sorprendidos por la combatividad 
de los vietnamitas y de otros movimientos guerrilleros de América Latina.” 

A lo anterior habría que agregar que, en México, durante los años 
sesenta del siglo xx, se vivía un ambiente opresivo en el que no había po- 
sibilidad de disentir políticamente del gobierno, pues el Estado mexicano 
estaba corporativizado y monopolizaba la gran mayoría de puestos de elec- 
ción popular mediante el partido único de Estado: el Partido Revolucionario 
Institucional (PRD. Todos aquellos que se salían de la línea política del PRI 
eran considerados enemigos del régimen y fueron reprimidos. En ese con- 


6 Los integrantes de esta guerrilla fueron Paquita Calvo, Margarita Muñoz, María Elena Dávalos, 
Lilia Mesa, Lourdes Quiñones, Lourdes Uranga, Francisco Uranga (marido de Margarita Muñoz 
y hermano de Lourdes Uranga), Carlos Lorence (marido de María Elena Dávalos), Rigoberto 
Lorence (marido de Lourdes Quiñones y hermano de Carlos Lorence), Roberto Tello (novio de 
Lourdes Uranga) y Clemente Ávila. 


7 “Nosotros estábamos muy por el lado cubano o chino, nunca estuvimos del lado de la Unión 
Soviética, nuestra formación iba en el sentido de que en México el proletariado no tiene un partido 
dirigente, hay que construirlo, y nada de las tres pacíficas, todo hay que hacerlo por otras vías 
y hay que dar la lucha de base, la lucha política; no valorábamos tanto la lucha de masas que 
después concebimos con la experiencia ya fundamental, la lucha política de masas, y creíamos 
que se podía empezar la lucha política poniendo por delante también la construcción de un partido 
revolucionario armado” (Rigoberto Lorence, entrevista personal, 2020). 
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texto, muchos jóvenes rebeldes de los años sesenta protestaron y se sintieron 
inconformes con el autoritarismo, así como con el encarcelamiento de los 
líderes del movimiento ferrocarrilero y de maestros (el Movimiento Revolu- 
cionario del Magisterio) que acontecieron entre 1958 y 1959. Finalmente, la 
izquierda en México se vio sacudida por el sanguinario asesinato del emble- 
mático líder zapatista y agrarista Rubén Jaramillo, que hacia 1962 ya había 
transitado por tres rebeliones armadas y fue masacrado por militares junto 
con su familia, incluyendo a su esposa que estaba embarazada (Rigoberto 
Lorence, entrevista personal, 2020; Francisca Calvo, citada en Leñero, 1977, 
p. 12 y Francisco Uranga, 1972). 

Quienes militaron en el FUZ también provienen del llamado movimien- 
to espartaquista, que fue una escisión del Partido Comunista Mexicano (PCM); 
uno de sus fundadores fue José Revueltas, quien después de criticar que el 
proletariado “estaba sin cabeza”, sin una verdadera vanguardia que lo orien- 
tara hacia la revolución, decidió fundar la Liga Leninista Espartaco (LLE). 
Luego siguieron una serie de escisiones y purgas que derivaron en la expul- 
sión del propio Revueltas. De esta manera, surgieron varias ramificaciones 
como el Partido Comunista Bolchevique, la Liga Comunista Espartaco (LCB), 
la Asociación Revolucionaria Espartaco (ARE) y la Seccional “Ho Chi Minh” 
(Moreno, 2020, pp. 1112-1133; Rigoberto Lorence, entrevista personal, 2020; 
Lourdes Quiñones, entrevista personal, 2020 y Lourdes Uranga y Francisco 
Uranga López, 1972). La gran mayoría de quienes fundaron el FUZ son herede- 
ros del espartaquismo y también son, en buena medida, los precursores de la 
guerrilla urbana en México. Se trata de jóvenes que desde 1967 estaban con- 
vencidos de que la vía para cambiar la impunidad e injusticia que imperaba 
en México y América Latina solo podría resolverse mediante una revolución 
socialista y armada (Ibarra, 2006, p. 40). 

Remitirse a los orígenes del FUZ nos lleva a un proceso en el que 
muchos jóvenes creían que la Revolución cubana había llegado a América 
Latina “como una marea”, y que solo era cuestión de tiempo para que su 
ejemplo se propagara por todo el continente. El Ché Guevara había ido al 
Congo y después a Bolivia, y los Tupamaros en Uruguay habían demostrado 
con hechos que era posible mantener una organización clandestina y bien 
organizada en las grandes urbes. Por todo esto, América Latina inició proce- 
sos insurreccionales y guerrilleros (Marchesi, 2019, p. 5). 

El origen del FUZ nos lleva a dos personajes que se podría decir que 
fueron sus precursores: Miguel Duarte y Ciro Castillo. El primero provenía 
de la Juventud Comunista de Sinaloa, mientras que Ciro Castillo era estu- 
diante de la Facultad de Filosofía y Letras de la Universidad Nacional Autó- 
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noma de México (UNAM) y había pertenecido a la Liga Comunista Esparta- 
co. A mediados de 1969, ellos y otros jóvenes estudiantes del norte del país 
y de la UNAM conformaron un grupo denominado Fuerzas Armadas de la 
Nueva Revolución (FANR). Dicha organización clandestina estuvo integra- 
da por aproximadamente diez jóvenes, casi todos hombres que provenían de 
Nuevo León, Tamaulipas, Sinaloa, Coahuila, Oaxaca, Durango, Veracruz y 
la Ciudad de México. Todos los que constituirían el FUZ estuvieron vincu- 
lados, inicialmente, con los líderes de esta organización que fue temprana- 
mente desarticulada después de que el gobierno aprehendió y encarceló a 
su principal líder, Miguel Duarte (Declaraciones de Ciro Castillo Muñiz y 
Jorge Domínguez de Anda, 2 de febrero de 1972). 

Margarita Muñoz y Francisco Uranga eran una pareja recién casada 
que había pasado por un proceso de politización en el contexto de la Revo- 
lución cubana y de la invasión a la bahía de Cochinos en Cuba. Desde 1962, 
Francisco Uranga viajó de la Ciudad de México al puerto de Veracruz y 
se metió en un barco cubano como polizón, con la idea de ofrecerse como 
combatiente voluntario para defender el régimen castrista, sin embargo, fue 
descubierto por la tripulación cubana y remitido a las autoridades mexi- 
canas. Desde entonces, el ejemplo de Ernesto Guevara fue una influencia 
fundamental para ellos. Más tarde, en el contexto del asesinato de Guevara 
en Bolivia (octubre de 1967), el joven matrimonio propuso a su célula espar- 
taquista protestar con la detonación de una bomba en la embajada de Bolivia 
en México, pero sus compañeros se negaron calificándolos de “acelerados” 
y “troskos”. Muñoz y Uranga pensaron que “ese grupo nunca realizaría ac- 
tos o acciones de tipo revolucionario” y criticaron que los espartaquistas “se 
limitaban a aprenderse de memoria no solo conceptos, ideas, sino aún los 
propios textos” y que “no se preocupaban por tratar de hacer algo concreto”, 
por lo que dejaron de asistir a las reuniones y se salieron de la organización 
(Francisco Uranga, 1972 y Muñoz, 1972). 

Paquita Calvo, quien también sería integrante del FUZ, se incorpo- 
ró a una célula de la LLE y estuvo en los círculos de formación con José 
Revueltas, pero el asesinato de Rubén Jaramillo, el contexto represivo a 
los ferrocarrileros, así como el propio ejemplo de la Revolución cubana le 
hacían simpatizar cada vez más con la guerrilla, por lo cual empezó a tener 
diferencias con su esposo, Julio Pliego, quien no estaba de acuerdo con la 
vía armada (Francisca Calvo, citada en Leñero, 2019, p. 94; Calvo, 1972, 
p. 2 y Leñero, 1977). 

Finalmente, Rigoberto Lorence y Lourdes Quiñones militaron en la 
ARE y en 1963 estuvieron comisionados en el estado de Chihuahua para ini- 
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ciar nuevas células de la organización, así como apoyar una candidatura 
independiente a la gubernatura de Chihuahua. Se salieron de dicha organi- 
zación alrededor de 1965 o 1966 cuando hubo una serie de purgas, divisiones 
y pleitos por su dirección (Rigoberto Lorence, entrevista personal, 2020; 
Lourdes Quiñones, entrevista personal, 2020 y Carlos Salcedo, entrevista 
personal, 2020). 

Rigoberto Lorence y Lourdes Quiñones se integraron con Miguel 
Duarte y Ciro Castillo e inicialmente formaron parte de las FANR.' Se pensó 
hacer una acción de expropiación a un banco en Sinaloa (México) el 26 de 
julio de 1969 para conmemorar el asalto al Cuartel Moncada en Santiago 
de Cuba, sin embargo, esta se llevó a cabo en agosto. Es interesante que 
quienes participaron fueron cinco varones, y, a pesar de que había una mujer 
en el grupo (Lourdes Quiñones) se le excluyó, quizás porque al saberla em- 
barazada pensaron que no estaba en condiciones físicas, pues erróneamente 
habían planeado una acción basada en resistencia: después del asalto en el 
que obtuvieron entre seis o siete mil pesos, se metieron a pie a la sierra y 
divagaron por dos semanas, sin agua, casi sin comida y sin vestimenta ade- 
cuada para soportar las torrenciales lluvias o el intenso sol del mediodía. 
Lorence asegura que a raíz de ello bajó cerca de quince o veinte kilos y se le 
formaron “llaguitas en el colon”. La acción fue un rotundo fracaso; además, 
en el momento del asalto se le fue un tiro a un guerrillero, hubo un corredero 
de gente, la bóveda estaba vacía y el dinero obtenido ni siquiera compensó 
los gastos de los pasajes del camión. El grupo había estudiado en teoría 
cómo se debía hacer una acción guerrillera, pero se darían cuenta de que no 
es fácil llevar a la práctica lo que dicen los libros.” 


8 Miguel Duarte provenía de la Juventud Comunista de Sinaloa, mientras que Ciro Castillo era 
estudiante de la Facultad de Filosofía y Letras de la UNAM y había pertenecido a la Liga Comunista 
Espartaco. Ellos y otros jóvenes estudiantes del norte del país y de la UNAM conformaron las FANR 
a mediados de 1969. Según Ciro Castillo, Pedro Contreras fue invitado para integrar al grupo 
armado, pero este quería que se hiciera la lucha armada en Guerrero y los demás no estuvieron 
de acuerdo, por ello desistió de formar parte de esa organización (Declaraciones de Ciro Castillo 
Muñiz y Jorge Domínguez de Anda, 1972). 


9 “A buscar en las cajas y ya se encontraron como seis mil pesos. Ni lo del viaje. El reino de la 
improvisación, de la incapacidad. Son las peripecias, pues, de uno. Si no puedes eso, no puedes 
hacer las otras cosas bien. El aprendizaje es mucho. La teoría es bien chingona, sobre todo cuando 
te decían los tupamaros eran bien chingones y la operación fulana de tal, la operación donde 
eran super chingones pues. Sí, pero yo creo que también ellos tuvieron que pasar por esas y el 
aprendizaje no se traslada. Sí te pueden decir es que se necesita esto, pero tú no lo valoras porque 
no lo sabes, o sí lo sabes, pero teóricamente, no valoras su importancia práctica de un pinche 
impermeable. De llevar una lata de atún, una lata” (Rigoberto Lorence, entrevista personal, 2020). 
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En 1969, de manera paralela, Francisco Uranga y Margarita Muñoz 
conocieron en la UNAM a Miguel Duarte. Inicialmente estuvieron de acuerdo 
en conformar una guerrilla y por ello planearon juntos la expropiación al su- 
permercado SUMESA; según sus declaraciones ministeriales, de allí obtuvie- 
ron aproximadamente nueve mil pesos. Ya con algunos fondos económicos 
empezaron a plantearse la fusión del nuevo grupo armado; Duarte era maes- 
tro en Sonora y estaba más preocupado por la lucha regional y agrarista, por 
lo que planteó hacer una guerrilla rural, por eso no se pusieron de acuerdo 
pues Uranga quería un foco urbano más parecido al de los Tupamaros de 
Uruguay, de todas maneras siguieron en contacto con la idea de coordinar 
sus esfuerzos posteriormente (Declaración de Ciro Castillo Muñiz, 1972; 
declaración de Francisco Uranga en Declaración preparatoria de miembros 
del Frente Urbano Zapatistas, 1972, p. 10; Francisco Uranga, 1972, pp. 7-8 y 
Muñoz, 1972, p. 6). 

Según la versión de Francisco Uranga, Miguel Duarte estaba enojado 
con Rigoberto Lorence y Lourdes Quiñones porque el día del asalto al banco 
habían cometido muchos errores y pensaba expulsarlos. Uranga consideró 
que “tenían derecho a una nueva oportunidad”, por lo que los invitó a que 
ingresaran a su grupo urbano que, según él, “ya tenía organizado”, pero 
todavía sin nombre. Francisca Calvo, por medio de Duarte y Ciro Castillo, 
conoció a Francisco Uranga y acordó con él formar un organismo armado 
“de vanguardia a nivel nacional” que englobara tanto la guerrilla rural como 
la urbana. De esta manera se pensaba que las FANR y el nuevo grupo urbano 
formarían parte de una misma coordinación nacional (Calvo, 1972). 

La conformación del FUZ nos lleva a una red de activistas urbanos 
y campesinos que se insurreccionaron entre 1968 y 1969, tal es el caso de 
Pedro Contreras, uno de los líderes campesinos de Atoyac, Guerrero, que 
participaron en la fundación de la Asociación Cívica Nacional Revolucio- 
naria (ACNR) pero que se deslindó muy pronto porque el líder principal, Ge- 
naro Vázquez, tenía un trato autoritario con algunos campesinos, además de 
que había cierta urgencia de Contreras por participar en acciones armadas y 
Vázquez estaba en una fase de autodefensa. Rigoberto Lorence recuerda que 
dicho guerrillero rural les dio entrenamiento en el manejo de armas en los 
inicios del grupo, cuando aún no tenía nombre (Declaración de Ciro Castillo 
Muñiz, 1972 y Rigoberto Lorence, entrevista personal, 2020). 

Como ya se dijo, se puede afirmar que Miguel Duarte y Ciro Castillo, 
fundadores de las FANR, también son precursores de la fundación del FUZ, 
pues fueron quienes se encargaron de contactar a Francisco Uranga y Mar- 
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garita Muñoz con Rigoberto Lorence y Lourdes Quiñonez. Paquita Calvo ya 
era muy conocida por Rigoberto Lorence, pues estuvieron juntos en la lucha 
estudiantil. Ambos matrimonios y Calvo se reunieron y decidieron fundar 
el FUZ que en sus inicios estaba integrado por tres mujeres y dos hombres, 
cuestión que desentonaba con la tendencia general de la mayoría de otros 
grupos armados en el país —incluyendo a las FANR—, en donde la presencia 
masculina era predominante. Dicho aspecto respondió a que en una socie- 
dad patriarcal como la de México, la participación en las tareas armadas y 
de guerrilla estaba socialmente asignada a los varones, pues respondía a una 
división del trabajo por sexos. Por esta razón, existieron grupos de la gue- 
rrilla urbana que rechazaron la participación femenina, tal es el caso de un 
grupo de Monterrey que se contactó con el FUZ para ver si podían fusionarse, 
pero, en palabras de Margarita Muñoz, “no llegaron a integrarse con ellos 
porque según el dicho de “Ricardo” [de Monterrey], su grupo no aceptaba la 
participación de mujeres” (Muñoz, 1972, s. p.). 

Francisca Calvo recuerda una nota de la prensa en la que Francisco 
Uranga dudaba sobre la participación de su esposa y de su hermana en la 
guerrilla: 


Una vez detenida esta organización, la prensa preguntó a Francisco 
Uranga, uno de sus integrantes: ¿Por qué arrastraron a sus parientes 
mujeres (esposa y hermana) a su aventura? Él respondió: No pudi- 
mos evitarlo. Hubiéramos querido dejarlas al margen, pero ellas no 
lo permitieron. Su ideología es tan firme como la nuestra y en las 
acciones las mujeres [del FUZ] fueron las más arrojadas (Calvo, citado 
en Méndez, 2019, p. 132). 


Margarita Muñoz no habla de que Uranga tuviera resistencia en que 
ella participara en la política o en el movimiento armado, pero por lo que se 
ha estudiado hasta aquí, sí había cierta resistencia antes de la fundación del 
FUZ para que las mujeres participaran en las acciones armadas, tal es el caso 
del asalto a la vinatería, al supermercado y al banco del fuerte de Sinaloa, 
acciones en las que las mujeres fueron excluidas. ¿Cómo es que ellas empe- 
zaron a participar en las acciones militares de la guerrilla? Dicha pregunta 
nos permitirá también plantear el problema de las masculinidades al interior 
de la guerrilla. 
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EL “HOMBRE NUEVO” Y LAS MASCULINIDADES 
CONTRAHEGEMÓNICAS EN EL FUZ 


Como ya se explicó anteriormente, la Revolución cubana y el gue- 
varismo, así como el zapatismo y el jaramillismo, fueron importantes in- 
fluencias ideológicas que alimentaron las esperanzas juveniles de lograr 
un mundo más justo y libertario. Ernesto Guevara acuñó el concepto del 
“hombre nuevo”, quien no nace, sino que se hace, es decir, del hombre que 
habría que educar, que formar para hacer posible una nueva sociedad: el 
socialismo. Pero no todos los hombres son iguales, sino que existen quienes 
son la “vanguardia”, “el agente catalizador” que tiene la tarea de crear las 
condiciones subjetivas para hacer la revolución: los guerrilleros y el Parti- 
do. Para Guevara el grupo de vanguardia debía cambiar cualitativamente 
para “ir al sacrificio en su función de avanzada”, y para ello se requería de 
una institucionalización, un conjunto de “canales, escalones, represas” que 
permitieran la “selección natural” de los “destinados a caminar en la van- 
guardia”, quienes no debían esperar ninguna retribución material; por ello 
pensaba que la tarea del revolucionario es a la vez “magnífica y angustiosa” 
(Guevara, 1977, pp. 4 y 14). 

El “hombre nuevo” es quien “alcanza su plena condición humana” 
porque produce sin la “compulsión de la necesidad física de venderse como 
mercancía”, y la juventud es la “arcilla maleable” con la que se puede cons- 
truir, planteando que el revolucionario verdadero está guiado por grandes 
sentimientos de amor. Con base en lo anterior, para Guevara el revoluciona- 
rio “se consume en esa actividad ininterrumpida que no tiene más fin que la 
muerte”, en tanto que el fin último es la revolución internacional, ideal que 
se expresa con la consigna: “patria o muerte” (Guevara, 1977, pp. 20-24)." 

Las mujeres del FUZ estaban plenamente convencidas y conscientes 
de que ingresar a la guerrilla implicaba sacrificar todos los vínculos que 
tuviesen con sus familias y abandonar su papel como madres para dedicar- 
se a ser revolucionarias profesionales, de tiempo completo. Por esta razón, 
estaban dispuestas a morir; sin embargo, la decisión fue muy dura, pues en 
su tránsito hacia la clandestinidad, renunciar a sus hijos fue lo que más les 


10 “En esas condiciones, hay que tener una gran dosis de humanidad, una gran dosis de sentido 
de la justicia y de la verdad para no caer en extremos dogmáticos, en escolasticismos fríos, en 
aislamiento de las masas. Todos los días hay que luchar porque ese amor a la humanidad viviente 
se transforme en hechos concretos, en actos que sirvan de ejemplo, de movilización” (Guevara, 
1977, p. 22). 


226 | Revista Ratio Juris Vol. 17 N.* 34.UNAULA |ISSN 1794-6638 


En busca de la igualdad: la mujer, el “hombre nuevo” y las masculinidades 
guerrilleras en el Frente Urbano Zapatista (1959-1970) 


dolió, y tuvieron que dejarlos encargados con algún familiar, con la zozobra 
de que quizás no volverían a verlos nunca más. 

Como ya se dijo, la guerrilla estaba compuesta por varios matrimo- 
nios, y tanto hombres como mujeres tuvieron que asumir —tal como Gueva- 
ra lo proponía— que las labores de crianza de los hijos no debían ser labores 
que “distrajeran su mente”, pues “podían corromperse”. La pregunta que 
surge es: ¿quién debiera cuidar a los infantes cuando marido y mujer (padre 
y madre) se van a la lucha armada? 

La revolución, y todo proceso de cambio social, no solo implica or- 
ganizar la producción para los fines de la guerra para vencer al enemigo de 
clase, sino que para que toda rebelión perdure y se sostenga también debe 
haber un trabajo indispensable de reproducción de la propia especie huma- 
na, de crianza y cuidado de los infantes y de quienes no estén en condiciones 
de hacerlo por sí mismos. El guevarismo, y en general el pensamiento comu- 
nista de la época, heredó al FUZ un cierto patriarcalismo, pues planteaba que 
“el hombre nuevo” debía desligarse de todas sus responsabilidades como 
cuidadores y de la crianza, y estableció una mirada público-céntrica que 
propone el escenario político y público como el más importante y olvida o 
menosprecia el ámbito privado, en el que las familias de los revolucionarios 
debían lidiar con el sostén y la protección de los infantes. Esta es una visión 
masculina y patriarcalista del proceso revolucionario, pues mientras los va- 
rones se dedicaban a la política y a la guerra las mujeres tenían que mantener 
su rol opresivo tradicional, quienes al ser marginadas de la guerrilla fueron 
arrojadas al cuidado y la crianza de los hijos como una tarea indeseada, pero 
fundamental e importantísima para mantener a cualquier insurrección. La 
cita de Ernesto Guevara (1977) es reveladora en este sentido: 


Si un hombre piensa que, para dedicar su vida entera a la revolución 
no puede distraer su mente por la preocupación de que a un hijo le 
falte determinado producto, que los zapatos de los niños estén rotos, 
que su familia carezca de determinado bien necesario, bajo este ra- 
zonamiento deja infiltrarse los gérmenes de la futura corrupción. En 
nuestro caso, hemos mantenido que nuestros hijos deben tener y care- 
cer de lo que tienen y de lo que carecen los hijos del hombre común, 
y nuestra familia debe comprenderlo y luchar por ello. La revolución 
se hace a través del hombre, pero el hombre tiene que forjar día a día 
su espíritu revolucionario (p. 23). 
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Si bien las mujeres del FUZ renunciaron a su papel como madres, y 
esto las situó como transgresoras de los roles de género, el patriarcalismo 
no fue superado del todo, pues quienes tuvieron que ocuparse de sus hijos 
y encargarse de su crianza fueron las abuelas, hermanas, parientes, amigas, 
¡todas mujeres! ¿Por qué el “hombre nuevo” no debiera situar el cuidado y 
la crianza como una tarea importante en la revolución? ¿Por qué el cuidado 
de los hijos era un problema secundario que debía resolverse en el campo 
privado o familiar y no plantearse como una necesidad colectiva, parte de 
las tareas revolucionarias y responsabilizarse el grupo de ello? 

Como se verá a continuación, la presencia predominante de las muje- 
res en el FUZ le dio una orientación diferente al grupo armado, y no es casua- 
lidad que por influencia de ellas se adecuaron las reglas con las que se supo- 
ne debía funcionar la guerrilla. En primer lugar, las mujeres se posicionaron 
como las “más decididas”, es decir, que con ello reclamaron su derecho a ser 
sujetos y ejercer su papel histórico como revolucionarias y participar en las 
acciones militares. El segundo lugar, como mujeres y conscientes de que las 
tareas de crianza y cuidado también son valiosas e importantes, defendieron 
que la guerrilla debía ayudar económicamente a sus familias para mantener 
a sus hijos (Lourdes Quiñones, entrevista personal, 2020).'' 

La guerrilla estaba envuelta en una tensión de género en la que si bien 
las mujeres tienen derecho a reclamar su papel como revolucionarias, tam- 
bién estaban preocupadas por dar continuidad y apoyo a las mujeres que se 
encargaban del cuidado de sus hijos, quizás como un acto de corresponder a 
su solidaridad, pues quienes ejercían esa labor sabían que era para permitir 
que las madres se dedicaran a la revolución; de esta manera, veían el cuida- 
do de los infantes como una forma de apoyar al movimiento. *? 

Durante el año de 1970 se incorporaron más mujeres al FUZ, fue así 
que Lourdes Uranga, la hermana de Francisco Uranga, se integró a la gue- 
rrilla como base social. Por otra parte, también Margarita Muñoz reclutó a la 
médica Margarita Linares quien trabajaba en el dispensario de la Iglesia del 
Carmen en Tacubaya y quien aceptó curar a los enfermos o heridos del mo- 


11 “Trajeron unos juguetes que la exponente [Margarita Muñoz] les pidió para sus hijos y cuando 
ellos hicieron el viaje, se les dio algo de dinero [a Rigoberto y Lourdes Quiñones] obtenido de la 
expropiación de la sucursal de Torres Adalid y Coyoacán [Banamex]” (Muñoz, 1972). 


12 “¿Yo me voy a dedicar a cuidar a esta nena? Con lo que pasa en mi país, no, no puedo. Yo no 
puedo dedicarme a mamá, no puedo. Y le dije a mi mamá, no puedo, no puedo con esto. Yo me 
hago responsable del mantenimiento... pero no puedo cuidar a mi nena. Yo no la puedo traer en 
esto” (Lourdes Quiñones, entrevista personal, 2020). 
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vimiento armado en caso de necesitarse (Muñoz, 1972, p. 8). Rigoberto Lo- 
rence reclutó a su hermano Carlos Lorence. Resulta interesante que el único 
que se quedó de tiempo completo fue Carlos Lorence, mientras que Uranga 
y Linares se quedaron como base social. Esto obedecía a una circunstancia 
de género, pues Lourdes Uranga era madre de dos hijos y peleaba con su 
exmarido la custodia de estos. La maternidad y la ética del cuidado que asu- 
mió Uranga hicieron que conservara un trabajo estable para mantener a sus 
hijos, mientras que al mismo tiempo tuvo que participar clandestinamente 
en la organización armada (Uranga, 2012). 

Ernesto Guevara planteaba que el papel que la mujer tenía en todo 
proceso revolucionario “es de extraordinaria importancia”, y con la inten- 
ción de desmarcarse de posturas machistas o discriminatorias dijo que las 
mujeres pueden hacer los trabajos más difíciles y combatir al lado de los 
hombres, sin embargo, también advertía que “la mujer es una compañera 
que aporta las cualidades propias de su sexo”, marcando la ambivalencia de 
que si bien “puede trabajar lo mismo que el hombre [...] es más débil, pero 
no menos resistente”. Con base en lo anterior, declaró que “naturalmente, 
las mujeres combatientes son las menos”, pues asumió su menor fuerza y 
capacidad “natural” para combatir en la guerrilla y por ello concluyó que 
aunque “no presenten las características físicas indispensables”, las mujeres 
pueden dedicarse “a la comunicación entre diversas fuerzas combatientes, 
al acarreo de objetos o dinero, de pequeño tamaño y gran importancia” con- 
fiado en que ellas podían asumir esos riesgos porque el enemigo les da a las 
mujeres “un trato menos duro”. En síntesis, Guevara pensaba que la mujer 
debía seguir con su rol tradicional, pero adecuándolo a la guerrilla, por lo 
tanto, podía ser mensajera al igual que maestra o enfermera; incluso, afirmó 
que “la mujer puede prestar aquí su concurso, sobre todo en la confección 
de uniformes, empleo tradicional de las mujeres en los países latinoamerica- 
nos”, explicando que la mujer “en los otros órdenes de la organización civil 
prestan su concurso”, y solo “puede reemplazar perfectamente al hombre 
y lo debe de hacer hasta en el caso de que falten brazos para portar armas, 
aunque esto es un accidente rarísimo en la vida guerrillera” (Guevara, 1977, 
pp. 131-133). 

Lourdes Uranga sostiene que en su grupo armado el ejemplo y la 
ideología guevarista fue un obstáculo para que las mujeres pudiesen par- 
ticipar, pues en buena medida su capacidad militar era subestimada. Esto 
es plausible en algunas afirmaciones como la de Rigoberto Lorence, que al 
hacer un balance sobre quiénes eran los sujetos ideales para la guerrilla dijo: 
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Se necesitaba gente de experiencia tipo [Francisco] Uranga o tipo 
Carlos [Lorence]. Carlos no tenía experiencia en balazos, pero sí en 
batallas a trancazos pues, a golpes. Y eso te da cierta ventaja. Cómo 
mandas a Uranga que se agarre a un duelo a muerte con el policía, 
pues porque ya tenía experiencia, para eso no hay reglas, es cosa de 
la experiencia, de tus gustos (entrevista personal, 2020). 


Ernesto Guevara, quizás por su contexto y biografía, no podía com- 
prender que las mujeres no estaban en la guerrilla porque tuvieran “cualida- 
des propias de su sexo”, sino por una serie de mandatos de género, el sexis- 
mo y los estereotipos que las excluían del espacio público, de la política y 
de su derecho a ser dueñas de sí mismas y participar como sujetos históricos. 
Quizás por este sesgo patriarcalista del guevarismo es por lo que, en el FUZ, 
sobre todo, las mujeres manifestaron su simpatía por la ideología del Mo- 
vimiento de Liberación Nacional-Tupamaros (MLN-T) de Uruguay, que al 
menos en el discurso promovió una igualdad entre los géneros. Veremos 
este aspecto a continuación. 


LA ESTRUCTURA POLÍTICO MILITAR DEL FUZ: 
EL DESEMPODERAMIENTO DEL HOMBRE 


Tanto las declaraciones de Francisco Uranga como de Francisca Cal- 
vo coinciden en que el MLN-T fue una influencia importante en el proceso de 
fundación del FUZ. Una de las primeras coincidencias con dicha organiza- 
ción es que los tupamaros pensaban que 


a pesar de los reveses sufridos, de la muerte del Che, de las dificul- 
tades del movimiento guerrillero [...] seguimos creyendo que aquella 
concepción, en aras de la cual el Che entregó su vida por nosotros, 
sigue siendo cierta, y tarde o temprano [...] las selvas y las montañas se 
poblarán de guerrilleros, hasta que todo el continente se transforme en 
un Vietnam (entrevista a Ariel Collazo, citada en Costa, 1971, p. 162). 


Francisco Uranga (1972) también creía que “las condiciones ya están 
dadas y esto [la revolución] será en cinco o siete años”. El FUZ, al igual que 
los Tupamaros, posicionaron a las urbes como un centro fundamental en el 
desarrollo del movimiento revolucionario, de ahí que el foco guerrillero no 
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estaría en las serranías o selvas, como proponía el guevarismo, sino que los 
revolucionarios estarían en “la garganta del enemigo”.'* Los tupamaros, sin 
lograrlo del todo, propusieron una forma de relación entre los géneros más 
igualitaria. Es icónica la respuesta del líder tupamaro Leopoldo Madruga 
a quien se le preguntó cuál era el papel de la mujer en el movimiento, y 
respondió: “Primero le diría que nunca es más igual un hombre a una mujer 
que detrás de una pistola .45” (Costa, 1971, p. 195). En el discurso público 
los tupamaros proclamaban igualdad entre hombres y mujeres, sin embargo, 
Tamara Antonieta Vidaurrazaga (2019) cuestiona lo anterior, pues explica 
que las mujeres tupamaras entraron a un espacio históricamente masculino, 
“dando un salto de lo privado a lo público” y para ser incluidas en el grupo 
armado debieron adecuarse a “comportamientos ajenos a los mandatos de la 
feminidad: fuerza, valentía, destreza, control de las emociones, destreza ante 
las dificultades materiales, camaradería” (p. 10), cuestiones que intervenían 
para el prestigio al interior de la organización armada. En este sentido, la su- 
puesta igualdad detrás de una pistola .45, de acuerdo con la tupamara Celes- 
te Zarpa: “fue la masculinización realizada consciente o inconscientemente 
por las militantes, quizás como herramienta para ser respetadas” (Vidaurra- 
zaga, 2019, p. 11). 

La vestimenta fue un signo de dicha masculinización de las mujeres 
tupamaras, pues las militantes fueron criticadas porque usaron minifaldas 
o zapatos de plataforma, para así reflejar una homogenización de las vest1- 
mentas, “transitando de la falda corta que dictaba la moda a los vaqueros y 
chamarra que dictaba el buen gusto tupamaro” (Vidaurrazaga, 2019, pp. 10 y 
11). Con base en esto, cabe preguntarnos: ¿los varones guerrilleros del FUZ, 
en su práctica política, fueron consecuentes con el discurso tupamaro que 
proponía la igualdad entre hombres y mujeres?, o quizás ¿también reprodu- 
jeron la masculinidad hegemónica disimulada con “neutralidad” genérica? 

Lourdes Quiñones asegura que había una relación igualitaria entre 
hombres y mujeres en la guerrilla, y reivindicó la consigna tupamara de la 
siguiente manera: “éramos igualitos, disparábamos igual. Decían los Tupa- 
maros que detrás de una .45 somos igualitos” (entrevista personal, 2020). 


13 “Es cierto que estamos trabajando en la boca del enemigo. Pero también es cierto que el enemigo 
nos tiene en la garganta. Tenemos el inconveniente de tener que llevar una vida dual, donde 
desarrollamos una actividad pública (cuando podemos) mientras en realidad somos otra cosa. [...] 
Nosotros, guerrilleros urbanos, nos movemos en una ciudad que conocemos íntimamente y en la 
que somos iguales y nos movemos con la misma naturalidad que el resto del millón de personas 
que también vive en ella” (Madruga, citado en Costa, 1971, p. 192). 
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Las guerrilleras del FUZ, a pesar de que en un inicio fueron margi- 
nadas de las acciones militares, ejercieron decididamente su derecho a ser 
guerreras y no estaban dispuestas a aceptar privilegios de los varones. Hubo 
una participación femenina importante en la expropiación al Banco Nacio- 
nal de México (Banamex) que se llevó a cabo el día 30 de octubre de 1970. 
El análisis de dicha acción permitirá ver cómo se relacionaron mujeres y 
hombres al interior de la guerrilla y plantear algunas transgresiones de géne- 
ro, así como analizar el problema de la masculinidad contrahegemónica en 
tensión con la hegemónica. 

En el Fuz, las mujeres no se veían obligadas a vestir de acuerdo con lo 
que dictaba el “buen gusto tupamaro”, es decir, que no todas usaron panta- 
lón vaquero, sino que por el contrario reivindicaron su presencia femenina, 
tal es el caso de Lourdes Quiñones, Margarita Muñoz y Paquita Calvo, quie- 
nes el día en el que se hizo la expropiación al Banamex usaron una peluca 
rubia hasta los hombros con fleco, dos minifaldas que estaban muy de moda, 
dos blusas, unas polainas cafés [que simulaban botas], pues cuando pensa- 
ron adquirir botas cambiaron de idea por lo caras que estaban, unos lentes 
redondos grandes y oscuros, tres pañoletas, tres pasamontañas [...] y una 
blusa de maternidad (Lourdes Quiñones, entrevista personal, 2020; Calvo, 
1972 y Muñoz, 1972). 

Lourdes Quiñones fue comisionada para ser la primera en entrar al 
banco, en decidir si había condiciones para hacer la acción y tenía que des- 
armar y neutralizar al único policía que cuidaba la sucursal. Ella recuerda 
que “nunca me había quedado ni con el cambio de las tortillas”, es decir, que 
su experiencia armada era prácticamente nula, pero no era la única, pues en 
esasituaciónestabantodaslas demás mujeres y Carlos Lorence. Serinexperta, 
sermujerovestircon minifaldano fueningúnimpedimento paraprotagonizar 
un asalto armado en un importante banco de la zona de Coyoacán en la Ciudad 
de México. De acuerdo con los testimonios disponibles, las mujeres 
iban rumbo a la expropiación festivas y despreocupadas, por ello Fran- 
cisco Uranga, en tono de broma, les dijo que “parecen que van al palo 
encebado”. Uranga se dio cuenta de que había una transgresión de géne- 
ro y la reivindicaba, cuestión que puede interpretarse como señal de una 
masculinidad contrahegemónica en la que hombres y mujeres se situaban 
en un plano más igualitario (Rigoberto Lorence, entrevista personal, 2020; 
Lourdes Quiñones, entrevista personal, 2020 y Calvo, citado en Méndez, 
2019, p. 101). 

Quiñones señala que ella estaba decidida y que por eso no le costó 
trabajo hacer la acción armada, es “como ir caminando... como decidiste 1r 
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al super, pues vas caminando al super y compras” (Lourdes Quiñones, en- 
trevista personal, 2020). Dicha decisión, en el caso de las mujeres, habla de 
una transgresión de género, pues no solamente estaban pisando un terreno 
tradicionalmente masculino cuando participaban en una organización polít1- 
co-militar, sino que además estaban dispuestas a morir o matar.'* 

Como lo señala Tamara Vidaurrazaga (2019), “cuando la mujer toma 
las armas y con ellas la posibilidad de controlar la vida y la muerte, se pro- 
duce la mayor transgresión a los mandatos hegemónicos de género” (p. 8), 
pues la mujer en las sociedades patriarcales es condenada a cumplir su rol 
de “dadora de vida”, “de cuidadora”, quedando reservado para los varones 
el privilegio de decidir sobre la muerte. 

El día de la expropiación, Lourdes Quiñones no quería disparar a na- 
die, por el contrario, estaba evaluando la situación, pues había visto a una 
cajera que atendía a unos sujetos uniformados de azul [que posteriormente 
supo que eran camilleros del Hospital 20 de Noviembre] y sospechó que 
quizás eran policías, pero en esos momentos el automóvil con el resto del 
comando se paró enfrente del banco y el policía al ver que se bajaban varios 
hombres encapuchados con armas largas se puso alerta. Quiñones le apuntó 
al oficial por la espalda y le dijo: ¡quieto!, sin embargo, este no le hizo caso 
y ella le disparó para neutralizarlo, pero el policía al mismo tiempo vació 
rápidamente todos los tiros de su revólver y acertó dos veces en el cuerpo de 
Uranga, hiriéndolo en el pecho. Este último alcanzó a reaccionar y también 
descargó su fusil M-1 y lo hirió. Quiñones tiró a matar, lo mismo que el 
policía y el propio Uranga, pero sorprendentemente nadie murió ese día, las 
balas rebotaron e hirieron en el pie y en una oreja a Quiñones y también va- 
rios civiles salieron lesionados (Informe de Eduardo Toledo Villareal, s. f.). 

Resulta interesante que Lourdes Quiñones, tiempo después, reivin- 
dicó con cierto orgullo que ella le había disparado al policía y con ironía 
me explicó que después de varios años de haber cumplido una condena por 
dicha acción, fue amnistiada, pero su salida de la cárcel fue retrasada porque 
la policía política la consideraba “sumamente peligrosa”. Lo anterior ex- 


14 “Mira... lo difícil es decidirte. Cuando estás decidida, pos es como ir caminando... como decidiste 
ir al super, pues vas camino al super y compras. Decidiste eso, lo vas a hacer punto. Así fue, 
decidir. Nos decía Uranga, Francisco Uranga. Oiga ustedes parece que van al palo encebado... 
cuando íbamos ya en el coche robado... Ya directo al banco. Parece que van al palo encebado... 
tranquilos. Sí. Cuando estas dudando y sufres y dudas y lo que quieras... es antes. Antes de que 
te decidas. Cuando decides dejar a tus hijos, ahí está lo difícil. Ya después lo demás viene por 
añadidura” (Lourdes Quiñones, entrevista personal, 2020). 
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presa una reivindicación de género, pues las mujeres al posicionarse como 
guerrilleras, como seres capaces de decidir en el “mundo de Tánatos”, se 
empoderaron: 


Pero además yo no puedo vivir en mi casita linda, mi trabajo... no. 
No puedo. Estoy convencida de que no queda de otra que la lucha 
armada y eso nos puede llevar a la muerte, pues es así. Nada más que 
no me van a matar por ir en una manifestación, ni me van a macanear. 
Se van a agarrar a balazos conmigo y donde yo diga y cuando yo 
diga y contra quien yo diga. Así que... y éramos tres mujeres y tres 
hombres, el comando (Lourdes Quiñones, entrevista personal, 2020). 


De manera contraria, Francisco Uranga se mostró avergonzado por 
haberle disparado al policía e incluso, cuando fue detenido y en el proceso 
judicial, se careó con el policía del banco. Uranga se disculpó con el oficial 
por haberle disparado. De esta manera, el varón reivindicaba una masculi- 
nidad contrahegemónica al asumir que el deber revolucionario no implicaba 
matar policías, pues estos eran también parte del “pueblo”, y asumía que 
cualquier acción armada tenía que evitar la pérdida de vidas. Pero el sig- 
nificado y el sentido de dispararle a un gendarme eran muy diferentes para 
una mujer, pues socialmente no se creía que las mujeres pudiesen cumplir 
con el rol dominante de someter a un policía. Quizás el cuidador del banco 
tuvo cierta responsabilidad de haber recibido el tiro, pues al no hacerle caso 
a Quiñones (quizás por tratarse de haber oído la voz de una mujer y de ha- 
ber visto un hombre con arma larga enfrente) no tomó en serio la amenaza. 
También intervino la masculinidad hegemónica en el gendarme al querer 
“hacerse el héroe”, al tratar de enfrentar a un grupo de guerrilleros que ya lo 
habían rebasado en número y armamento. 

Resulta interesante cómo la representación social de la mujer que 
estaba asociada a su papel pasivo es subvertido en la expropiación al Ba- 
namex. Todos los integrantes del FUZ acordaron utilizar el estereotipo fe- 
menino para que las fuerzas policiacas no sospecharan, por ello Lourdes 
Quiñones y Francisca Calvo participaron en la acción luciendo maxifaldas, 
que se quitaron después del asalto para dejar expuestas las minifaldas que 
portaban debajo. La mayor transgresión la hizo Margarita Muñoz, quien 
aparentando cumplir el rol reproductivo asignado socialmente a la mujer 
como “dadora de vida”, como madre, se puso un bulto en el abdomen para 
“estar embarazada”. Ella y Paquita Calvo tuvieron la función fundamental 
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de servir como “muro de contención”, pues en caso de que llegaran refuer- 
zos policiacos al lugar serían las primeras en exponer sus vidas y se enfren- 
tarían al enemigo armadas con pistolas y unas bombas molotov, con las que 
incendiarían algunos objetivos para distraer a los gendarmes. 

Cabe mencionar que, si bien Francisco Uranga fue el principal estra- 
tega militar de la operación, no impuso su autoridad, sino que, al contrario, 
aceptó las propuestas de los demás. De esta manera no había un solo “jefe”, 
sino que era un grupo donde todos eran autoridad política y militar, así las 
mujeres tuvieron voz y voto a la hora de deslindar responsabilidades y lo- 
graron ser incluidas con papeles protagónicos dentro de la expropiación.'* 
La democracia que nacía en el seno de este grupo se encontraba en constante 
tensión, pues no todos estaban de acuerdo con la forma en que se condu- 
cía la guerrilla; es el caso de Rigoberto Lorence, quien cada vez, con más 
fuerza, empezaba a cuestionar a quien reconoció como la principal líder del 
grupo: Francisca Calvo. Como lo veremos a continuación, para Lorence, 
Francisco Uranga no era su rival político, pues lo percibió como a un varón 
desempoderado, poco preparado ideológicamente que, según él, estaba bajo 
la influencia ideológica y política de Francisca Calvo. En cambio, recuerda 
como a una “caudilla” a esta última. Pero en la percepción de Margarita Mu- 
ñoz y Lourdes Uranga el principal “jefe” de la guerrilla fue Francisco Uran- 
ga, porque era el estratega militar y ellas no le reconocen ningún liderazgo 
importante a Paquita Calvo dentro del grupo, sino que la recuerdan como 
una militante más. Sin embargo, Rigoberto Lorence se enfrenta con Paquita 
Calvo y ese conflicto sería la punta de lanza que terminaría en la salida del 
grupo de él y de su esposa Lourdes Quiñones. ¿Dicho cuestionamiento de 
Lorence al liderazgo femenino de Calvo, además de expresar una pugna 
por el poder también fue una tensión de género? Veremos este problema a 
continuación. 


TÁNATOS, LA VIOLENCIA MASCULINA Y LA DIVISIÓN DEL FUZ 


Como se ha venido explicando, los varones aceptaron una dirección 
colectiva, pues a pesar de que algunos sentían que tenían una mayor capa- 
cidad y habilidad para las acciones armadas no quisieron imponerse —y 


15 “Nosotros éramos un poquito menos verticales, un poquito más democrático, dice Lulú Uranga 
que había muchos generales y poca tropa, pues eso era” (Rigoberto Lorence, entrevista personal, 
2020). 
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tampoco podían imponer su poder— ni defender sus privilegios como hom- 
bres, por el contrario, abrazaron los ideales igualitarios y compartieron con 
sus esposas o compañeras la dirección de la guerrilla. En la vida cotidiana el 
1gualitarismo también se expresaba cuando los quehaceres domésticos eran 
distribuidos de manera equitativa. 

Después de la expropiación al Banamex, Rigoberto Lorence y Lour- 
des Quiñones se fueron a Ciudad Juárez, Chihuahua, en donde visitaron a 
su hija e hicieron algunos contactos para nutrir de reclutas al grupo armado. 
Margarita Muñoz, quien era la tesorera, les dio dinero para que les trajeran 
unos juguetes para sus hijos, para solventar algunos gastos de manutención 
de su hija, así como un estuche de cirugía, un radio tocadiscos y ropa. Hasta 
ahí parecía que todo iba bien en el grupo, aunque empezaban a aflorar algu- 
nas diferencias insalvables que se volvieron antagónicas cuando Lorence y 
Quiñones regresaron de su viaje a Chihuahua. 

Según Margarita Muñoz y Francisco Uranga, hicieron una junta de crí- 
tica y autocrítica y esperaban que Lorence y Quiñones se “autoanalizaran, 
con objeto de que superaran su conducta”, pues habían tratado de abandonar 
a Uranga cuando este estaba en peligro de muerte. Muñoz explica que “todo 
resultó inútil, pues no aceptaron sus errores y, por el contrario, se pusieron en 
un plan agresivo”. Para Rigoberto Lorence no había forma de reconciliarse 
porque interpretó las críticas como una maniobra de Francisca Calvo y Fran- 
cisco Uranga para expulsarlos (Francisco Uranga, 1972 y Muñoz, 1972). 

Este desencuentro tenía su historia. Margarita Muñoz, en su decla- 
ración ministerial, expresa que desde la fundación del FUZ había un cierto 
descontento hacia Rigoberto Lorence, pues según ella no se integró en un 
principio a la casa de seguridad para vivir con todos los del grupo, además 
padecía alguna enfermedad, “tenía un carácter muy agresivo”, percepción 
que se iría tejiendo con una serie de desacuerdos, en cuanto a las accio- 
nes armadas. En la junta que se hizo para elaborar el plan de la expropia- 
ción al Banamex, Muñoz sostiene que Lorence estaba preocupado porque 
su esposa, Lourdes Quiñones, fuera la encargada de desarmar al policía, 
por lo que propuso que ella simplemente le disparara por la espalda sin 
advertirle nada, para que de esta manera no peligrara. Lorence y Quiño- 
nes en su versión de los hechos niegan esta afirmación, sin embargo, lo 
que aquí me interesa plantear es que sin existir pruebas que afirmen o nie- 
guen la versión de Muñoz, cabe situar que en su discurso los desacuerdos 
se expresan en torno al tema de la muerte y apuntan a rechazar que alguien 
del grupo decida quién debería ser sacrificado en aras de la revolución. 
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Por esta razón, las diferencias entre Francisco Uranga y Margarita 
Muñoz con Rigoberto Lorence y Lourdes Quiñones se volvieron antagóni- 
cas, después de que Muñoz acusara a Lorence de la siguiente manera: 


“Gabriel” [Rigoberto Lorence] se había bajado en el camino después 
de la exponente para ir en busca de la hermana de “Adán” [Francisco 
Uranga] o sea de “Toña” [Lourdes Uranga], pensando en que “Adán” 
se iba a morir, ya que tenía un derrame muy fuerte en un costado y la 
misma doctora pensaba que la bala le había perforado la pleura, les 
propuso a los compañeros que lo abandonaran y se llevaran el dinero 
obtenido en la expropiación, pero hubo un rechazo unánime de todos 
a esos planes de “Gabriel” (Muñoz, 1972).'* 


Para Margarita Muñoz, la falta más grave de Rigoberto Lorence fue 
haber pretendido decidir sobre la vida de su marido, de un integrante del 
grupo armado. Según Francisco Uranga, tardó dos meses en poder levantar- 
se y hasta entonces se enteró de que 


ya habían tenido problemas los otros compañeros con Lourdes y Ri- 
goberto con motivo del dinero, porque estos querían llevarse el total 
de los recursos económicos aduciendo que el declarante se iba a morir 
y entonces ellos lo emplearían con otras gentes (Declaración prepara- 
toria de miembros del Frente Urbano Zapatista, 1972). 


Cabe mencionar que mientras Muñoz sitúa como la afrenta más grave 
que Lorence haya tratado de abandonar a su esposo y dejarlo morir, para 
Uranga lo más importante era que usaba como pretexto su estado de grave- 
dad para pretender quedarse con el dinero. 

Según el testimonio de Rigoberto Lorence hubo un altercado con 
Francisco Uranga, con el resto del grupo, pero sobre todo con Paquita Calvo: 


Pero no le entraron al debate. No que tú propusiste... que yo... “oye, 
pero te estás quedando el dinero, las armas y me estás dejando solo”. 
Con una herida, con una combatiente herida, ¿eres capaz de hacer 
eso? ¿Así resuelves tus problemas ideológicos y políticos? Entonces 
podías decir lo que quieras, pero el motivo era otro (Rigoberto Loren- 
ce, entrevista personal, 2020). 


16 “Gabriel, que también llegó a decir que dejaran a la declarante si ella se obstinaba en permanecer 
al lado de *Adán”” (Muñoz, 1972). 
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Para Lorence, los problemas al interior del FUZ estaban “muy rela- 
cionados con la ambición de Paquita [Francisca Calvo], no lo veo de otra 
manera... o el choque de egos o lo que tú quieras o una combinación” (Ri- 
goberto Lorence, entrevista personal, 2020). Lorence reconoce que se le re- 
clamó: “no es que tú dijiste y un día me maltrataste. Lo cual indica el nivel 
de la discusión” (Rigoberto Lorence, entrevista personal, 2020). En opinión 
de Lorence, lo que debía importar en la guerrilla era el debate político e 
ideológico, pero consideraba que con excepción de Paquita Calvo y Lour- 
des Quiñones, ningún otro miembro del grupo tenía un buen nivel teórico 
o ideológico, concluyendo que “no son cuadros formados”. Al estimar que 
Francisca Calvo era la única que estaba en condiciones de dar una línea 
política, consideró que ella había hecho una guerrilla “a su imagen y seme- 
janza”, y por esto centró los ataques y reclamos a su persona, interpretando 
que todos los altercados se debían a una maniobra de Calvo para darle a él 
“un golpe de Estado” (Rigoberto Lorence, entrevista personal, 2020)."” 

La masculinidad contrahegemónica guerrillera que se había plantea- 
do un trato más igualitario y fraterno de pronto comenzó a tornarse con 
tintes hegemónicos, pues la discusión se volvió muy ríspida, y en opinión 
de Lourdes Quiñones: 


Era lucha de poder, Paquita contra Rigoberto Lorence. Eso, los dos. 
Querían ser los... no sé, no sé qué se sentían ellos. Pero ese era el 
problema, celo mutuo. Paquita, quería mangonear ella. Sí era la más 
preparada, desde el punto de vista cultural. Ella nació entre pañales 
de revolucionarios y fue arrullada por... por la familia que tenía re- 
laciones con... eh... con los españoles que vinieron acá, filósofos. 
Gente de la cultura. Paquita nació en medio de eso. Y ella tenía otra 
trayectoria cultural... y bueno, pues, se sentía jefa y acá el jefe. Y lue- 
go dinero de por medio y Pancho era interesado en el dinero y Carlos 
Lorence... no, no, no, no... ahí salieron todas las eh... cosas negativas 
que traes (entrevista personal, 2020). 


Lourdes Quiñones y el propio Rigoberto Lorence reconocen que en 
su actitud había una pugna por ser el “jefe” o la “jefa”, cuando el acuerdo 


17 — “Ahora todo eso ya se estaba discutiendo y el pretexto era lo de menos, en el fondo había una 
ruptura y Paquita quería tener todo el paquete en las manos, porque sabía que los únicos que 
podíamos contrarrestar esa influencia éramos nosotros, Lourdes y yo. Y los otros compañeros, pero 
los otros compañeros no estaban en el terreno de los hechos, entonces ella dio, cómo dijéramos, un 


golpe de estado pues y se separó” (Rigoberto Lorence, entrevista personal, 2020). 
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inicial era que debía haber una dirección colectiva y democrática, no vertl- 
cal. En opinión de Quiñones, lo que estaba fallando en el grupo armado era 
que el grupo no crecía “y no hacía contacto con el pueblo” (Lourdes Quiño- 
nes, entrevista personal, 2020). 

De acuerdo con los testimonios de Lourdes Uranga, Francisco Uran- 
ga, Margarita Muñoz y Carlos Lorence, nunca hubo ningún pleito o ambi- 
ción por el dinero, por el contrario, todo ellos enfatizan en sus declaraciones 
ministeriales o en sus testimonios que todos los recursos que se expropiaron 
fueron usados exclusivamente para los propósitos de la revolución (Declara- 
ción preparatoria de miembros del Frente Urbano Zapatista, 1972). 

Con base en la ruptura anterior, se puede ver que, sí bien en la orga- 
nización hubo por parte de varones y mujeres un esfuerzo por responder a 
los ideales del “hombre nuevo”, también queda claro que los conflictos de 
género y los restos ocultos de la masculinidad hegemónica no fueron resuel- 
tos. Esto se hace evidente cuando Rigoberto Lorence se enfrenta con Paquita 
Calvo, pretendiendo personalizar el poder en ella, sin embargo, los testi- 
monios de Margarita Muñoz, Lourdes Uranga, Carlos Lorence y Francisco 
Uranga son reveladores, pues ninguno de ellos considera que Calvo fuera la 
líder máxima, ni tampoco recuerda que ella fuera autoritaria o que quisiera 
“mangonear”. Por el contrario, la mayoría de los integrantes del FUZ vieron 
a Calvo como una mujer más dentro del grupo, que respetaba las decisiones 
colectivas. Contrario a la versión de Carlos Lorence, Margarita Muñoz dice 
que la “jefa” no era Calvo, sino su esposo, Francisco Uranga, quien era el 
estratega militar de la guerrilla. Con base en lo anterior, se puede ver que 
hay un cruce de subjetividades, pues en el caso de Lorence y Margarita 
Muñoz parecía más insoportable que una mujer liderara ideológicamente al 
grupo, mientras que no les molestaba que un varón como Uranga dirigiera 
lo militar. Esta legitimidad de Francisco Uranga para mandar en lo militar y 
el poco reconocimiento al liderazgo ideológico de Paquita Calvo responde 
a mandatos de género que derivaron en el menosprecio de las mujeres en 
tareas de dirección. Las mujeres en el FUZ estaban enfrentadas y poco so- 
lidarizadas con respecto al problema de la discriminación o dominación de 
la mujer,'* por lo que quizás resulta sugerente la conclusión a la que llegó 
Lourdes Uranga: 


18 “Era una mentalidad muy militarista, pero bueno... igual da. Yo ahí no sentí el machismo en 
contra de las mujeres. No dejaba de haberlo en la sociedad. Seguía habiendo, pero ahí en la vida 
interna, no, para nada, yo no lo sentí, nunca, en ningún sentido” (Lourdes Quiñones, entrevista 
personal, 2020). 
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La relación hombre-mujer, al interior del grupo guerrillero la defi- 
nían los hombres o compañeras guerrilleras que imitaban al “Che” 
[Ernesto Guevara], no había una propuesta en femenino, por lo tanto, 
las mujeres teníamos que disparar como el que más, caminar sin des- 
canso, en mi grupo podíamos maldecir como hombres, hacer nuestro 
diario, sepultar nuestras contradicciones, o para ser más precisas, las 
mías (Uranga, citada en Méndez, 2019, p. 59). 


A pesar de lo ríspido de las discusiones, se llegó a un acuerdo y se 
repartió el dinero en partes iguales. Pero la fractura del grupo deja entrever 
una serie de tensiones relacionadas con la ayuda material a sus hijas, a la os- 
cilante y tenue línea de hasta dónde era legítimo apoyarles, al enfrentamien- 
to entre Rigoberto Lorence con Paquita Calvo por un poder que no residía 
en ella, sino en una instancia colectiva, pero que a los ojos masculinos de 
Lorence se revestía como el peligroso liderazgo. A pesar de los tropiezos las 
mujeres avanzaron en su empoderamiento, lograron defender su derecho a 
formar parte en las decisiones, aunque con el costo de asumir un modelo de 
mujer que ocultaba la naturaleza de la opresión femenina. 


CONCLUSIONES 


Se pueden observar algunas masculinidades guerrilleras que tienden a 
cuestionar el tradicional rol del “macho mexicano”, por considerarlo como 
parte de la “moral burguesa” que prima en las sociedades capitalistas. Si 
bien en el discurso se posiciona la necesidad de ejercer una nueva mascu- 
linidad, en la práctica cotidiana de la vida clandestina existieron tensiones 
de género importantes, pues las prácticas políticas de los guerrilleros como 
parte de grupos subalternos, no necesariamente estaban desarticuladas de la 
masculinidad hegemónica, existiendo procesos de negociación y reconfigu- 
ración, volviendo complejas, y, a veces mucho más sutiles, las formas en 
que los subalternos ejercen poder y control sobre las mujeres y otros varo- 
nes. En este sentido, si bien los guerrilleros optaron por un modelo de “hom- 
bre nuevo” y tuvieron una identidad masculina contrahegemónica, también 
incorporaron algunos elementos que estaban articulados con las formas do- 
minantes del ideal del hombre. Esto se expresa en la idea generalizada de 
que el guerrillero debe ser heterosexual y fuerte. Los signos de debilidad, así 
como las muestras de dolor o de miedo, eran interpretados peyorativamente. 
Esto tuvo un papel importante al inicio del FUZ, pues como se dijo, las mu- 
jeres fueron excluidas de las acciones armadas. 
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Es importante recuperar que los hombres asimilaron una ideología y 
masculinidad contrahegemónicas y renunciaron a algunos privilegios pa- 
triarcales, como la posibilidad de monopolizar el mando militar; también 
cedieron terreno para que las mujeres definieran la línea política del grupo, 
sobresaliendo en este nivel la influencia de Paquita Calvo, sin embargo, 
como hombres se beneficiaron de algunos mandatos de género que los situa- 
ban en ventaja, pues en una organización armada las capacidades y aptitudes 
masculinas para la guerra fueron valorizadas colectivamente y se personifi- 
caron en el liderazgo militar de Francisco Uranga. 

En este sentido, es necesario mostrar los matices, ya que aunque los 
guerrilleros hayan optado por hacer un esfuerzo enérgico para cambiar las 
relaciones asimétricas de género por medio de nuevas prácticas políticas, 
hay evidencia empírica que apunta a que también hubo herencias de la mas- 
culinidad hegemónica. La dirección colectiva permitió una mayor partici- 
pación de las mujeres en las decisiones políticas y en las acciones armadas, 
pero el grupo carecía de un reglamento que de manera clara estableciera res- 
ponsabilidades y funciones en cada uno de sus militantes, por esta razón, se 
dieron liderazgos en la práctica como el de Francisco Uranga en lo militar y 
Francisca Calvo en la discusión ideológica y política. Frente a estos lideraz- 
gos, que estaban sostenidos en una legitimidad y un reconocimiento colecti- 
vo, comenzó a existir un descontento por parte de Rigoberto Lorence, quien 
buscó participar más activamente en la orientación política e ideológica de 
la guerrilla y vio como obstáculo a Calvo. Con base en lo anterior, se obser- 
va que hubo un fuerte jaloneo por parte de un varón por romper el empode- 
ramiento femenino y colocar la hegemonía masculina en la guerrilla. Lour- 
des Quiñones no ambicionaba ocupar puestos de dirección ni mandar en el 
grupo, pero sí apoyó a su esposo en los ataques que personificó con Calvo, 
asumiendo un apoyo indirecto a las posturas de su marido. Todo lo anterior 
nos permite ver que en el proyecto revolucionario del FUZ hubo tensiones 
por el poder que tuvieron trasfondos de género, que finalmente le dieron ma- 
yores ventajas a los hombres para desempeñarse en la organización, pues en 
primer término el liderazgo de Francisco Uranga tenía más legitimidad entre 
las mujeres que pertenecían a su clan familiar, mientras que estas mismas se 
sentían alejadas de Francisca Calvo, a quien hoy en día no le reconocen un 
liderazgo importante, cuestión que refleja que a pesar de la búsqueda por la 
igualdad entre hombres y mujeres, las memorias perduran para posicionar a 
un varón (Francisco Uranga) como el “jefe militar” del FUZ.'” 


19 — Resulta interesante que Margarita Muñoz reivindica la memoria de Francisco Uranga como el 
“jefe militar del FUZ”. 
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Resumen 


El Bloque de Constitucionalidad es una de esas figuras jurídicas de 
las que se tienen ciertas nociones, pero dentro de las cuales pocas ve- 
ces profundizamos un poco más. El presente ejercicio académico se 
preocupa por adentrarse en esta figura, además, intenta vislumbrar su 
entramado interno con la intención de comprender su funcionalidad 
y relevancia. Así entonces, se presenta la síntesis de un ejercicio aca- 
démico concienzudo cuyo propósito consiste en aportar a las discu- 
siones sobre el tema desde lo jurídico, teórico, político y el contexto 
social en el marco de los derechos humanos. 


Palabras clave: bloque de constitucionalidad, constitución políti- 
ca, corte constitucional, figura jurídica, normatividad constitucional, 
fundamentos constitucionales. 


Abstract 


The Constitutionality Block is one of those legal figures of which we 
have certain notions, but within which we rarely delve a little deeper. 
The present academic exercise is concerned with delving into this 
figure; in addition, it tries to glimpse its internal framework with the 
intention of understanding its functionality and relevance. Thus, the 
synthesis of a conscientious academic exercise is presented whose 
purpose is to contribute to the discussions on the subject, from the 
legal, theoretical, political and social context in the framework of hu- 
man rights. 


Keywords: constitutionality block, political constitution, constitu- 
tional court, legal concept, constitutional regulations, constitutional 
foundations. 


Resumo 


246 


O Bloco de Constitucionalidade é uma daquelas figuras jurídicas das 
quais temos certas nog0es, mas nas quais raramente nos aprofunda- 
mos um pouco mais. O presente exercício académico preocupa-se em 
aprofundar essa figura, além disso, tenta vislumbrar seu arcabougo 
interno com o intuito de compreender sua funcionalidade e releván- 
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cia. Assim, apresenta-se a síntese de um exercício académico cons- 
ciencioso cujo objetivo é contribuir para as discussdes sobre o tema, 
a partir do contexto jurídico, teórico, político e social no ámbito dos 
direitos humanos. 


Palavras-chave: bloco de constitucionalidade, constituigáo política, 


tribunal constitucional, figura jurídica, normas constitucionais, fun- 
damentos constitucionais. 
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INTRODUCCIÓN 


La promulgación de la Constitución Política de 1991 es el principal 
hito político del siglo xx colombiano. Ahora bien, sabemos que esta premi- 
sa puede parecer temprana y errónea, teniendo en cuenta que el siglo que 
nos precede es riquísimo en acontecimientos políticos a los que fácilmente 
pudiésemos investir con el mismo rótulo. Sin embargo, como ningún otro 
hecho, la Constitución del 91 representa, además, un hito en muchos otros 
sentidos, es decir, es a su vez un hecho económico, cultural, social y, como 
no, jurídico. 

Hablando justamente de lo jurídico, es en ello en lo que nos centra- 
remos de ahora en adelante. Advertimos que, partiremos de una premisa 
incontrovertible, y es que la Carta del 91 incorporó en su seno profundas 
innovaciones jurídicas que la diferencian de su predecesora. 

El presente artículo tiene entonces el propósito de exponer detalla- 
damente una de esas innovaciones jurídicas de la Carta del 91, esto es, el 
bloque de constitucionalidad. Esta figura jurídica, como advirtiera Uprimny 
(2005) a principios del siglo xxI en un tempranero análisis del tema, puede 
resultar confusa o etérea, máxime si se tiene en cuenta el uso diverso que le 
ha dado la Corte Constitucional, en todo caso, podemos afirmar que existen 
ya elementos dogmáticos y jurisprudenciales suficientes para hacer un acer- 
camiento cuidadoso al tema. 

Con el ánimo de cumplir con el mencionado propósito, hemos deci- 
dido dividir el presente trabajo en cuatro partes. En la primera, haremos un 
recorrido histórico que nos permitirá adentrarnos en la figura del bloque de 
constitucionalidad y remontarnos a sus orígenes; en la segunda, establecere- 
mos sus fundamentos constitucionales; en la tercera, sus restricciones, y, en 
la parte final, presentaremos unas conclusiones de carácter reflexivo. Para 
lo anterior se utilizó una metodología cualitativa, con características herme- 
néuticas, críticas y descriptivas, con instrumentos de análisis documental. 

Conviene subrayar que, aunque nos centraremos en ese aspecto jurí- 
dico que ya mencionamos, necesariamente acudiremos a otras disciplinas 
complementarias, en ese sentido, haremos uso de consideraciones propues- 
tas por autores que no se inscriben propiamente en el ámbito del derecho. La 
interdisciplinariedad en el ejercicio investigativo es menester sí se reconoce, 
como se debe hacer, la complejidad de nuestra cotidianidad. 
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CONSIDERACIONES INICIALES SOBRE EL BLOQUE DE 
CONSTITUCIONALIDAD. BREVE ANÁLISIS DE SU ORIGEN 
Y DE SU DESARROLLO HISTÓRICO EN COLOMBIA 


Antes de adentrarnos en los orígenes y en el desarrollo histórico del 
bloque de constitucionalidad, conviene, en primer lugar, establecer qué es, 
esto es, establecer de forma general a qué nos referimos cuando hablamos 
de esta figura jurídica. Ahora bien, la definición que presentamos a continu- 
ación se acota porque da una noción general lo suficientemente clara para 
que el lector entienda en qué va la discusión, sin embargo, vale aclarar, no 
ahonda en las problemáticas de la figura bajo análisis (cuestión que se abor- 
dará más adelante), a pesar de que sí anuncia la existencia de estas. En todo 
caso, es una definición muy útil para poder entender subsecuentes debates 
más complejos. Así entonces, el profesor Uprimny (2005), establece que 


la noción del bloque de constitucionalidad puede ser formulada recu- 
rriendo a la siguiente imagen paradójica: el bloque de constitucionali- 
dad hace referencia a la existencia de normas constitucionales que no 
aparecen directamente en el texto constitucional. ¿Qué significa eso? 
Algo que es muy simple pero que al mismo tiempo tiene consecuen- 
cias jurídicas y políticas complejas: que una constitución puede ser 
normativamente algo más que el propio texto constitucional, esto es, 
que las normas constitucionales, o al menos supralegales, pueden ser 
más numerosas que aquellas que pueden encontrarse en el articulado 
de la constitución escrita (p. 2). 


De la definición presentada anteriormente, extralgamos dos conclu- 
siones parciales. En primer lugar, que cuando hablamos de bloque de cons- 
titucionalidad nos referimos a normas que tienen rango constitucional y que 
aun así no aparecen textualmente en el contenido de una determinada cons- 
titución política. En segundo lugar, que la existencia de la figura jurídica en 
mención ha generado profundos debates en torno, por ejemplo, a su compo- 
sición o a su fin último. 

Las conclusiones expuestas anteriormente nos ponen ante una cir- 
cunstancia ciertamente particular, y es que si bien podemos llegar a saber a 
qué hace referencia la figura del bloque de constitucionalidad, resolver las 
dificultades en torno a su alcance, a su fin, y, principalmente, con respecto 
a su contenido estricto, no ha resultado para nada fácil, lo que ha implicado 
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debates jurídicos muy expuestos en el ámbito académico y en la jurispru- 
dencia de distintos tribunales constitucionales alrededor del mundo. 

Por ejemplo, en España, finalizando la década de los ochenta, Llo- 
rente (1989), realizando un acusioso análisis de la figura del bloque de cons- 
titucionalidad, criticaba el entusiasmo que había alrededor de la figura, ha- 
ciendo claras alusiones a que para esa época, ni del ámbito académico, ni de 
la jurisprudencia del Tribunal Constitucional español había salido claridad 
alguna sobre la plurinombrada figura jurídica, de este último decía, princi- 
palmente, que aunque la expresión la introdujó en el año de 1982, “ni el uso 
es constante ni la expresión remite siempre a la misma realidad” (Llorente, 
1989, p. 10). Estas dificultades que se experimentaron en España se presenta- 
ron en Colombia en la década siguiente y luego de promulgada la Constitu- 
ción Política de 1991, además, Francia, país donde se introdujo por primera 
vez el concepto, tampoco fue indiferente a estas mismas dificultades. Dicho 
esto, aprovechemos entonces para adentrarnos, ahora sí, en el origen del 
bloque de constitucionalidad. 

Lo primero que debemos decir, es que la concepción de bloque de 
constitucionalidad no es una elaboración jurisprudencial sino doctrinal (Far- 
fán, 2006), es decir, si bien en la práctica, la Corte Suprema de Estados Uni- 
dos y el Consejo Constitucional de Francia utilizaban la remisión a normas 
por fuera del texto constitucional en su ejercicio judicial, solo hasta el año de 
1986 un doctrinante francés llamado Louis Favoreu (1990) acuñó el famoso 
concepto. La profesora Suelt-Cock (2016), en un muy interesante y com- 
pleto análisis del bloque de constitucionalidad en Colombia, y al respecto 
del origen de esta figura jurídica, nos dice que “Louis Favoreu utilizó la 
expresión bloque de constitucionalidad para explicar la Decisión DC 71-44 
del 16 de julio de 1971 del Consejo Constitucional Francés” (Suelt-Cock, 
2016, p. 311). 

En esa decisión del Consejo Constitucional francés se declaró la in- 
constitucionalidad de una ley que databa de 1901, pero lo verdaderamente 
relevante del caso es que la decisión tomada se fundamentó no en el articula- 
do de la constitución francesa de 1958, sino en la remisión que el preámbulo 
de la misma constitución hacía a la declaración francesa de los Derechos 
del Hombre y del Ciudadano de 1789, por lo que esta última resultó siendo 
utilizada como parámetro de control de constitucionalidad. 

Así entonces, Favoreu (1990) introdujo el concepto de bloque de 
constitucionalidad con la intención de explicar la decisión que había tomado 
el Consejo Constitucional francés en 1971 e inspirado en la figura del bloque 
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de legalidad, muy utilizada en el derecho administativo francés para expli- 
car la existencia de principios que se imponen a la administración y que se 
encuentran incluso por fuera del entramado legal que supuestamente regula 
la materia. 

Ahora, como ya habiamos advertido, la introducción del concepto 
trajo consigo otro tipo de problemas. Si bien fue significativo establecer 
un concepto operativo que explicara el fenómeno de la remisión por man- 
dato constitucional a normatividades a las que se les otorgaba igual rango 
constitucional, pero por fuera del contenido específico de una determinada 
constitución, lo que empezó a preocupar a doctrinantes y tribunales consti- 
tucionales fue entonces el alcance de ese bloque de constitucionalidad, y, 
principalmente, su contenido estricto. 

Debemos advertir que el desarrollo de la figura del bloque de consti- 
tucionalidad se ha dado de forma diferente en cada país; el mismo Favoreu 
(1990) realiza un ejercicio comparativo entre Francia y España, en donde es- 
tablece las diferencias que se han creado a medida que el concepto ha venido 
evolucionando. En todo caso, lo que sí debe quedar claro es que en el desa- 
rrollo o evolución del concepto han tenido profunda incidencia, mediante su 
jurisprudencia, los tribunales constitucionales de cada país. 

El caso de Colombia no es una excepción, desde la promulgación de 
la Constitución Política de 1991 y gracias a la labor de la Corte Constitucio- 
nal, el concepto de bloque de constitucionalidad ha venido afianzándose, lo 
que incluso ha permitido a algunos doctrinantes aventurarse en propuestas 
al respecto de su contenido estricto, pero antes de adentrarnos en esas consi- 
deraciones conviene estudiar el desarrollo de esta importante figura jurídica 
en Colombia, para lo cual, presentaremos, con la ayuda de autores de otras 
disciplinas, un contexto somero que ayude a entender lo que significó para 
el país la promulgación de la Constitución Política de 1991. 

El historiador Jorge Orlando Melo (2017) explica, desde la historio- 
grafía, lo que significó la promulgación de la Constitución de 1991 en el 
escenario político nacional: 


La Constitución de 1991 creó grandes esperanzas, en parte confirma- 
das y en parte incumplidas. Muchas de sus normas constituían una 
actualización indispensable de una constitución formalista, ya cente- 
naria, convertida en obstáculo a la democracia: reemplazó a una cons- 
titución que existía en buena parte en la medida en que su vigencia se 
suspendía, de modo que se salió al fin de la arbitrariedad del estado 
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de sitio permanente. Las declaraciones de derechos y los mecanis- 
mos para defenderlos, en especial la tutela, convencieron al fin a los 
colombianos de que tenían derechos. Sirvieron para proteger a las 
minorías y los débiles y para obligar a la burocracia, sobre todo del 
sector salud, a atender a los ciudadanos. Las sentencias de la Primera 
Corte Constitucional desarrollaron nuevas visiones de los derechos 
sociales, ahora incorporados a la ley y transformaron a fondo la vi- 
sión del Estado (p. 270). 


De lo expuesto anteriormente se hace menester plantear lo siguiente. 
En primer lugar, la promulgación de la Constitución Política de 1991 signi- 
ficó un salto decidido hacia la garantía y la defensa de los Derecho Huma- 
nos; y, en segundo lugar, la Corte Constitucional ha jugado desde su primera 
cohorte un papel fundamental en cuanto a la interpretación de los derechos 
contenidos en la parte dogmática de la naciente constitución, llegando inclu- 
so a “transformar a fondo la visión del Estado” (Melo, 2017, p. 270). 

No pretendemos con nuestras anteriores apreciaciones negar el hecho 
de que a pesar de la promulgación de la Constitución Política de 1991 se 
ha mantenido en nuestro país una constante y sistemática violación de los 
Derechos Humanos, que se extiende hasta nuestros días, sin embargo, para 
nosotros es importante resaltar que ese acontecimiento político en específico 
ha servido para transformar la cultura política de amplios sectores sociales 
que se han apropiado progresivamente de esa extensa carta de derechos, 
para lo cual se han organizado y han exigido su cumplimiento a través del 
plano de lo jurídico (Yusti, 1998). 

Con respecto al papel que ha jugado la Corte Constitucional desde 
su creación, debemos añadir, que, además de haber transformado la visión 
del Estado, la jurisprudencia del alto tribunal ha terminado por transformar 
la visión que sobre las constituciones políticas se tenía en el país hasta ese 
momento, y lo ha hecho justamente a través de la figura del bloque de cons- 
titucionalidad que empezaba a introducirse durante los tres primeros años de 
labores de la Corte Constitucional. Centrémonos ahora en la introducción al 
país de la plurinombrada figura jurídica. 

De acuerdo con Olaya (2004), “el primer acercamiento de la Corte 
Constitucional en la aplicación de normas supranacionales al orden interno 
colombiano se da en las sentencias T-409 de 1992 M. P. Alejandro Martínez 
Caballero [...] y C-574 de 1992 M. P. Ciro Angarita Barón” (p. 81), sin em- 
bargo, la figura del bloque de constitucionalidad se introdujo formalmente a 
través de la Sentencia C-225/95 (República de Colombia, 1995) “que resolvió 
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un problema de interpretación entre el principio de supremacía constitucio- 
nal, contemplado en el artículo 4 de la constitución, y el de prevalencia de 
ciertos tratados de derechos humanos ratificados por Colombia establecido 
en el artículo 93” (Suelt-Cock, 2016, p. 325). Resolvió la Corte en aquella 
oportunidad que, para dar la respectiva prevalencia a los tratados de dere- 
chos humanos y de derecho internacional humanitario como manda el artí- 
culo 93 de la Constitución Política, debía partirse del hecho de que “estos 
forman con el resto del texto constitucional un bloque de constitucionalidad, 
cuyo respeto se impone a la ley” (República de Colombia, 1995). Ahora 
bien, para poder hacerse entender la Corte introdujo en esa sentencia el con- 
cepto de bloque de constitucionalidad y explicó a su vez de qué se trataba, 
diciendo lo siguiente: 


El bloque de constitucionalidad se refiere a aquellas normas y prin- 
cipios que, sin aparecer formalmente en el articulado del texto cons- 
titucional, son utilizados como parámetros de control de constitucio- 
nalidad de las leyes, por cuanto han sido normativamente integrados 
a la constitución, por diversas vías y por mandato de la propia consti- 
tución (República de Colombia, 1995, párr. 4). 


Como se logra interpretar, la definición de bloque de constitucionali- 
dad introducida por la Corte Constitucional a través de la Sentencia C-225 de 
1995 no presenta grandes variaciones con respecto a lo que, en otros países, 
se entendía al respecto, por lo que, de ahí en adelante, la preocupacion de la 
Corte pasó a ser el contenido estricto del bloque, es decir, lograr establecer 
cómo se conformaba. 

Son varios los doctrinantes en Colombia que se han preocupado por 
el contenido del bloque de constitucionalidad, llegando la mayoría de ellos a 
la conclusión de que de este puede explicarse en dos sentidos, esto es, stric- 
tu sensu y lato sensu. Por ejemplo, Moreno (2017) explica que de acuerdo 
con la primera noción, el bloque de constitucionalidad se conforma “por 
aquellos principios y normas de valor constitucional, los que se reducen al 
texto de la Constitución propiamente dicha y a los tratados internacionales 
que consagren derechos humanos cuya limitación se encuentra prohibida 
durante los estados de excepción” (p. 98), por otro lado, de acuerdo con la 
segunda noción, el bloque de constitucionalidad se encuentra conformado 
“no solo por el articulado de la constitución sino, entre otros, por los tratados 
internacionales de que trata el artículo 93 de la Carta, por las leyes orgánicas 
y, en algunas ocasiones, por las leyes estatutarias” (p. 98). 
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A través de la Sentencia C-1022/1999, la Corte Constitucional esta- 
bleció que “los tratados internacionales que definen los límites del Estado 
hacen parte de esa entidad constitucional” (Younes, 2017, p. 98). 

En todo caso, la introducción en el espectro jurídico del país del blo- 
que de constitucionalidad transformó la forma como comúnmente se había 
entendido el concepto de constitución política, pues progresivamente se ha 
venido consolidando la idea de que esta no es un entramado de artículos 
inmovibles, rígidos y estáticos, sino que, al contrario, gracias al bloque de 
constitucionalidad tiene la capacidad de hacerse adaptable y dinámica para 
evitar cualquier tipo de rezago. 

Por supuesto que la introducción de la figura del bloque de constitu- 
cionalidad fue posible gracias a la interpretación que de su articulado hiciera 
la Corte Constitucional. Habiendo ya hecho un recorrido por los orígenes de 
la figura, por su introducción al país y por su contenido, nos centraremos a 
continuación en determinar cuáles son los fundamentos constitucionales del 
bloque de constitucionalidad. 


FUNDAMENTOS CONSTITUCIONALES DEL 
BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD 


De acuerdo con Olaya (2004), “son seis los artículos de la Carta que 
definen los parámetros de adopción de las normas internacionales en el or- 
den interno” (p. 80), es decir, los artículos que fundamentan la introducción 
y la existencia del bloque de constitucionalidad en Colombia, a saber, son 
los artículos 9, 93, 94, 214, 53 y 102. Adentrémonos brevemente en un análi- 
sis de cada uno de los citados artículos. 

En lo atinente a lo preceptuado en el artículo noveno de la ley fun- 
damental, debemos decir que este mandato se convirtió, por un lado, en 
la puerta de ingreso obligada y automática de los principios generales del 
derecho internacional al ordenamiento interno, y, por el otro, como bien 
afirma la profesora Olaya (2004), da a estos el estatus de parte del bloque de 
constitucionalidad. 

Algunos doctrinantes han expresado que los principios del derecho 
internacional que conforman el artículo noveno tienen la importante labor 
de “fijar derroteros para el diseño y la ejecución de ciertas políticas públicas 
internas, en especial en materia de paz, y orientar el manejo de las relacio- 
nes exteriores de Colombia” (Ramelli, 2004, p. 164). No obstante, convie- 
ne realizar una disertación más concreta del artículo en comento, esto es, 
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desentrañar el sentido preciso de la disposición constitucional, y es que los 
principios del derecho internacional de los que habla el artículo noveno de la 
constitución nacional están llamados “únicamente a orientar el ejercicio de 
la política exterior del Estado colombiano” (Ramelli, 2004, p. 164). 

A modo de quienes escriben, y tomando una postura ecléctica en- 
tre las mencionadas, la interpretación del artículo noveno debe hacerse en 
sendas vías. En la primera, se permitiría, por ejemplo, que las facultades 
discrecionales del primer mandatario se vieran limitadas a la hora de adoptar 
políticas tendientes a regular el orden público del país. En la segunda, ayu- 
daría a que las decisiones que en materia de política exterior que se tomen 
sean beneficiosas al mayor número de ciudadanos posibles. 

En lo concerniente a lo estipulado en el numeral segundo del artículo 
214, ha sido reiterativa la jurisprudencia en advertirnos en múltiples provi- 
dencias que no es posible hacer una lectura de este mandato separada de lo 
dispuesto en el artículo 93. Ambas disposiciones mencionan el más revolu- 
cionario concepto del siglo xx, los derechos humanos. La interpretación que 
se debe realizar parece sencilla, pero es más compleja de lo que hemos leído 
en múltiples ocasiones, es un mandato imperativo que tiene límites irrestric- 
tos e innegociables de los que gozamos gracias a nuestra condición humana 
y que las grandes conquistas convirtieron en obligaciones internacionales 
del Estado. La Sentencia T-1319/01 (República de Colombia, 2001b) es inci- 
siva y clara en reconocer que: 


El inciso primero incorpora, por vía de prevalencia, los derechos hu- 
manos que no pueden limitarse bajo estados de excepción. La norma 
constitucional no establece relación alguna entre normas constitucio- 
nales y las disposiciones que se incorporan al ordenamiento jurídico 
nacional. De ahí que pueda inferirse que se integran al bloque de 
constitucionalidad inclusive derechos humanos no previstos en la 
Constitución, que cumplan con el requisito mencionado (p. 17). 


A su turno, el artículo 53 de la Constitución Política dispone la obli- 
gación del Congreso de la República de expedir un estatuto laboral, mandato 
que hasta la escritura de este artículo no ha cumplido la Rama Legislativa. 
Sin embargo, el constituyente desarrolló una serie de garantías laborales 
que deberán ser tenidas en cuenta al momento de constituir relaciones labo- 
rales. Es por ello y en concordancia con la temática de nuestro artículo, que 
conviene examinar cuáles de los tratados internacionales en materia laboral 
deben ser considerados parte del bloque de constitucionalidad. Sentencias 
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como la C-401/05 (República de Colombia, 2005) han dispuesto que algunos 
de los tratados harán parte del bloque de constitucionalidad en sentido lato, 
es decir, se constituyen en un parámetro de interpretación en lo que respecta 
al principio fundamental de protección al trabajador y derecho al trabajo. 

En otras palabras, corresponde a los honorables magistrados de la 
Corte Constitucional indicar cuáles de los tratados internacionales en mate- 
ria laboral se integrarán al ordenamiento colombiano en sentido estricto, y 
ello básicamente ocurrirá cuando de su desarrollo se permita colegir que se 
está hablando de lo ordenado en el inciso primero del artículo 93, es decir, de 
derechos humanos con prohibiciones de limitación expresas en circunstan- 
cias específicas. Además, se logra extractar de la misma sentencia que los 
convenios expedidos por la Organización Internacional del Trabajo (OIT) 
“ratificados por Colombia son fuente principal y son aplicables directamen- 
te para resolver las controversias” (Fajardo, 2007, p. 22). 

Otro de los artículos que precisan las medidas de acogimiento de las re- 
glas internacionales en las disposiciones internas es el inciso segundo del pre- 
citado artículo 101 de la ley suprema. En él se explica la obligación de definir 
límites territoriales, la cual corresponderá de manera exclusiva al Congreso de 
la República y al mandatario nacional en términos de aprobación y ratifica- 
ción, respectivamente. Sin embargo, cabe hacer una inmensa salvedad en esta 
disposición constitucional consignada en la Sentencia C-191/98 (República de 
Colombia, 1998), cuando subraya que, en tratándose de tratados limítrofes, 
son parte del bloque de constitucionalidad lato sensu. En otras palabras, son 
un parámetro para llevar a cabo el control de constitucionalidad de cualquier 
ley que se expida a ese respecto, pero no “tienen valor constitucional sino un 
valor normativo similar al de las leyes orgánicas y las leyes estatutarias; dicho 
de otro modo, ostentan una jerarquía intermedia entre la Constitución y las 
leyes ordinarias” (Fajardo, 2007, p. 28). 

El bloque de constitucionalidad encuentra su fundamento en las an- 
teriores disposiciones constitucionales, empero, son los artículos 93 y 94 los 
que sustentan de mejor manera el sentido de la figura que ha sido objeto de 
nuestro estudio. Incluso, es la interpretación integral del artículo 93 lo que 
permite a la Corte Constitucional introducir la figura del bloque de consti- 
tucionalidad en nuestro ordenamiento jurídico interno y con respecto a ella 
hacer los controles constitucionales respectivos. 

Según lo dispuesto en la Sentencia T-1318/01 (República de Colom- 
bia, 2001a) el artículo 93 tiene dos importantes facultades. La primera, es la 
que permite agregar algunos “derechos y principios” al bloque de constitu- 
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cionalidad, aun cuando ellos no hayan sido integrados expresamente en los 
preceptos constitucionales; la condición requerida es que se trate de dere- 
chos que no puedan ser limitados en los “estados de excepción”. La segun- 
da, contempla la facultad de complementar e imprimirles vigor a los dere- 
chos allí contenidos, en otras palabras, supone una obligación hermenéutica 
en cuanto a lo aprobado y ratificado por Colombia. 

A modo de quienes escriben, las prerrogativas de las que disponen los 
dos primeros incisos del artículo 93 se resumen en facultades integradoras 
e interpretativas. Sin embargo, del segundo apartado habrá que decirse que, 
según los magistrados de la precitada jurisprudencia, efectivamente este se 
estableció con carácter interpretativo, pero también en donde “ha de fundirse 
la norma nacional con la internacional y acogerse la interpretación que las 
autoridades competentes hacen de las normas internacionales e integrar dicha 
interpretación al ejercicio hermenéutico de la Corte” (Fajardo, 2007, p. 19). 

En lo ateniente a lo que se indica de manera expresa en el artículo 
94 de la Constitución Política de Colombia, ordena el constituyente que los 
derechos y las garantías de la carta magna y los instrumentos internacionales 
no pueden entenderse contrarios a otros que siendo inalienables a la persona 
humana no estén expresamente señalados en aquellos. En otras palabras, en 
tratándose de prerrogativas humanas, no por el simple hecho de que no apa- 
rezcan en la constitución pueden entenderse contrarias a las ya enunciadas. 

Como corolario de lo anterior, la Corte Constitucional plantea un 
importante concepto en las Sentencias C-580/02 (República de Colombia, 
2002b) y T-419/03 (República de Colombia, 2003). La Convención contra la 
Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes no es un 
tratado de derechos humanos per se, sino un componente de eliminación de 
delitos específicos en donde se tratan complejos temas de integridad física 
y psicológica, sin embargo, fue incluida dentro del bloque arguyendo lo 
siguiente: 


No obstante, la Convención Interamericana sobre Desaparición For- 
zada de Personas no es en sí un tratado de derechos humanos sino 
un mecanismo de erradicación del delito que comparte con aquellos 
el mismo fin protector de los derechos esenciales de las personas, 
ya que reconoce los derechos humanos y establece mecanismos que 
contribuyen en gran medida a su protección. Por eso, atendiendo el 
artículo 94 de la carta, hacen parte del bloque de constitucionalidad 
las garantías adicionales de la convención, que no estén expresas O 
adscritas directamente en la constitución (Fajardo, 2007, p. 24). 
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Así las cosas, y teniendo muy claros los anteriores fundamentos de 
la ley suprema, la misma Corte Constitucional se ha encargado de restringir 
el bloque de constitucionalidad, es decir, no todo tratado internacional hace 
parte de este. Doctrinaria y jurisprudencialmente, esta figura se ha erigido 
como las restricciones del bloque de constitucionalidad. 


RESTRICCIONES DEL BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD 


Antes de entrar en las restricciones propiamente dichas, conviene 
subrayar que estas tienen una razón lógica y necesaria. No todos los tratados 
y convenios internacionales ratificados por Colombia hacen parte del bloque 
de constitucionalidad. En la Sentencia C-582/99 (República de Colombia, 
1999) se estableció que “solo constituyen parámetros de control constitu- 
cional aquellos tratados y convenios internacionales que reconocen dere- 
chos humanos y que prohíben su limitación en estados de excepción”. La 
intención de esta precisión es determinar el alcance del bloque y no volverlo 
superfluo e indeterminable, además, esta precisión es consecuente con los 
fundamentos constitucionales que se abordaron en el acápite anterior. 

Hay una referencia, a nuestro juico determinante, que utiliza el pro- 
fesor Fajardo (2007) para reforzar el concepto de las normas que no hacen 
parte del bloque de constitucionalidad, extractada de la ponencia del hono- 
rable magistrado Fabio Morón Díaz en la Sentencia C-327/97 (República de 
Colombia, 1997), que expone de manera muy sencilla que 


si bien es cierto que los tratados internacionales vigentes en Colom- 
bia encuentran un incuestionable fundamento en normas constitucio- 
nales, ello no significa que todas sus normas integran el bloque de 
constitucionalidad y sirven de fundamento para realizar el control de 
constitucionalidad de las leyes que lleva a cabo esta corporación “en 
los estrictos y precisos términos” del artículo 241 del Estatuto Su- 
perior. Una cosa es que las normas de los tratados internacionales 
tengan fundamento constitucional y otra, por entero diferente, que se 
hallen incorporadas al bloque de constitucionalidad y que deban ser 
tenidas en cuenta en el momento de decidir si una ley se ajusta o no a 
los preceptos de la Carta (Fajardo, 2007, p. 29). 


A su vez, Ramelli (2004), con base en las precisiones hechas en la 
Sentencia C-582/1999, dice que no hacen parte del bloque de constitucio- 
nalidad “los tratados internacionales referentes [al] comercio internacional 
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de bienes y servicios, la cooperación en materia económica, la integración 
subregional, la inversión extranjera, la protección de la propiedad intelectual 
e industrial, los derechos de autor y la transferencia de tecnología” (p. 174). 
Este tipo de tratados internacionales quedan excluidos del bloque por las re- 
stricciones que vimos anteriormente, es decir, este tipo de tratados no recon- 
ocen derechos humanos ni prohíben su limitación en estados de excepción. 

De esta manera, la Corte Constitucional ha restringido el bloque de 
constitucionalidad, estableciendo como conditio sine qua non para que un 
tratado internacional haga parte de esta, los siguientes: 


1. Que el tratado internacional reconozca derechos humanos. 


2. Que el tratado internacional prohíba la limitación de derechos en 
estados de excepción. 


Vale aclarar con respecto al segundo punto, que se está haciendo re- 
ferencia a los derechos que se consideran por la constitución y la doctrina 
como intangibles, es decir, son solo estos los que no pueden ser limitados in- 
cluso durante los estados de excepción. Sobre aquellos habrá que decir que 
la Corte Constitucional, en sentencias disímiles, ha delimitado las condicio- 
nes para que los derechos adquieran dicha categoría, o se considere per se su 
intangibilidad. Una de las providencias que mejor expone tal situación es la 
Sentencia C-200/02 (República de Colombia, 2002a), en donde se delimitan 
tres reglas para determinar la condición de un derecho intangible. En primer 
lugar, habrá de considerarse que un derecho es intangible si de su lectura 
logra concluirse que no se trata de uno sino de un conjunto de “prerrogativas 
que guardan relación entre sí” (Fajardo, 2007, p. 25). En segundo lugar, se 
trata de una prescripción que tiene el Estado para darles carácter de excep- 
cional a ciertas medidas que no conversen con normas internacionales, salvo 
que “los instrumentos suscritos existan previsiones sobre su suspensión en 
los mismos términos de los artículos 27 de la Convención y 4” del Pacto” 
(Fajardo, 2007, p. 25). En tercer lugar, un derecho es considerado intangible 
cuando en un estado de excepción se hable de garantías judiciales, partic- 
ularmente en los “recursos de amparo y de habeas corpus, también están 
excluidas de la restricción de su ejercicio” (Fajardo, 2007, p. 25). 


En suma, las restricciones al bloque de constitucionalidad deben ser 


delimitadas por las fuentes de creación del derecho, las cuales han mutado 
desde la promulgación de la Constitución de 1991. Desde hace varios años 
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hay acuerdo expreso con respecto a aceptar que la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional es fuente formal y de creación del derecho. Así las cosas, 
no hay otro camino razonable que no sea otro que estudiar las providencias 
de dicha corporación para entender el alcance y los límites del bloque de 
constitucionalidad. 


CONCLUSIÓN 


A lo largo del presente ensayo hemos realizado un somero recorri- 
do por la figura del bloque de constitucionalidad. Hemos repasado sus orí- 
genes, la forma en cómo se incluyó en nuestro ordenamiento jurídico, sus 
fundamentos constitucionales e incluso sus restricciones. 

Por supuesto que todo este ejercicio académico alienta profundas 
reflexiones. Conocer esta figura jurídica ayuda a adentrarse en una de las 
innovaciones más interesantes que permitió la promulgación de la Consti- 
tución Política de 1991 y que, además, ha posibilitado ampliar el rango de 
protección y garantía de los derechos humanos, un paso necesario en esa 
lucha que implica la construcción de un Estado fundado verdaderamente en 
el respeto por la dignidad humana. 

Por desgracia, incluso ya superados debates en torno al significado, al 
fin o al contenido del bloque de constitucionalidad, persisten las críticas de 
aquellos que consideran que esta figura representa una tiranía de los jueces, 
un atentado a la soberanía nacional y una degradación profunda de la segu- 
ridad jurídica. Por fortuna, para otros, incluidos quienes escriben, el bloque 
de constitucionalidad representa la oportunidad de construir un derecho lo 
suficientemente capaz de responder a la complejidad de nuestra cotidiani- 
dad, representa la oportunidad de ampliar el abanico de derechos y liberta- 
des, representa otorgarle la capacidad a nuestra constitución de adaptarse 
sin reformarse, pero eso sí, adaptarse conforme al respeto por la dignidad 
humana que es el mayor sustento filosófico del Estado social de derecho que 
todos los días lucha por consolidarse. Para nosotros es claro que el bloque 
de constitucionalidad es una herramienta que ha probado ser lo suficiente- 
mente funcional a los fines, valores, principios y derechos que estableció el 
constituyente, y que sustentan el ejercicio político que llamamos Colombia. 
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Resumen 


La gentrificación, como categoría conceptual que explica el fenóme- 
no de transformación de la urbe, no es la respuesta a los cambios ex- 
presados en las ciudades latinoamericanas, ya que en esta región, las 
Obras públicas y la renovación urbana van de la mano de las decisiones 
estatales que deberían regular el mercado y proteger los moradores, 
pero, por el contrario, se alían con los inmobiliarios para expulsarlos 
de sus hogares, lo que genera una nueva categoría que denominamos 
reordenamiento criminal del territorio urbano, en tanto se hace uso 
de la norma para no pagar la indemnización previa y acumular por 
despojo con la disculpa de la declaratoria de bien de interés público 
en pro de un reordenamiento urbano que concentra la riqueza, lo que 
atenta contra los derechos humanos, los derechos de los moradores y 
el derecho a la ciudad; además, produce desplazamientos, afectacio- 
nes a la salud, daños sociales y ambientales. 


Palabras clave: reordenamiento autoritario del territorio, gentrifica- 
ción, afectaciones a la salud, derechos humanos, víctimas del desarro- 
llo, despojo, extractivismo urbano. 


Abstract 


264 


Gentrification as a conceptual category that explains the phenome- 
non of transformation of the city, is not the response to the changes 
expressed by Latin American cities, since there is no change of one- 
to-one properties and on the contrary goes beyond authoritarianism 
capitalist. Because in Latin America public works and urban renewal 
go hand in hand with state decisions that should regulate the market 
and protect residents, but on the contrary, it is allied with real estate 
agents to expel them from their homes, generating a new category 
that we call criminal reorganization of the urban territory, because it 
uses the norm not to pay the previous compensation and accumulate 
by dispossession, with the apology of the declaration of good of pu- 
blic interest in favor of an urban reorganization, which concentrates 
wealth, which attempts against human rights, the rights of residents 
and the right to the city, because 1t produces displacement, affects 
health and social and environmental damage. Medellín case. 
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Keywords: authoritarian reordering of the territory, gentrification, 
effects on health, human rights, victims of development, disposses- 
sion, urban extractivism. 


Resumo 


A gentrificagáo como categoria conceitual que explica o fenómeno 
da transformagáo urbana náo responde ás mudangas expressas nas 
cidades latino-americanas, pois nessa regiáo as obras públicas e a re- 
novagáo urbana andam de máos dadas com as decis0es estatais que 
devem regular o mercado e proteger os moradores , mas, ao contrário, 
aliam-se aos agentes imobiliários para expulsá-los de suas casas, ge- 
rando uma nova categoria que chamamos de reordenamento crimi- 
noso do território urbano desde que a norma seja utilizada para náo 
pagar a indenizagáo anterior e acumular para desapropriagáo , com a 
desculpa da declaragáo de interesse público em prol de uma reorgani- 
zagáo urbana, que concentra riqueza, que viola os direitos humanos, 
os direitos dos moradores e o direito á cidade, produz deslocamento, 
danos á saúde e danos sociais e ambientais. Caso Medellín. 


Palavras chave: reordenamento autoritário do território, gentrifi- 


cacáo, efeitos na saúde, direitos humanos, vítimas do desenvolvimen- 
to, desapropriagáo, extrativismo urbano. 
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INTRODUCCIÓN 


Los nuevos y acelerados procesos de crecimiento urbano en América 
Latina han cambiado de forma drástica la composición poblacional de rural 
a urbana, lo que repercute en el reordenamiento urbano-rural en el mundo. 
Estas dinámicas generan fenómenos de tipo social, económico, político y 
cultural que exigen estudios a fondo. Por ello, el presente trabajo busca com- 
prender cómo estos cambios espacio-territoriales repercuten de una u otra 
forma en las comunidades que habitan dichos territorios, y enunciaremos 
algunas líneas sobre los impactos al interior de las ciudades y en el campo. 

Para ello, se construye una metodología crítica comparativa de estudios 
sobre el tema, retomando insumos derivados de investigaciones que venimos 
realizando en la ciudad de Medellín en torno a las afectaciones a comunidades 
derivadas del desarrollo y los impactos de la gentrificación o de la construc- 
ción de obra pública o inmobiliaria en las poblaciones y el medioambiente, 
sobre el entendido de que América Latina cuenta con una composición po- 
blacional diversa desde lo político, económico y social que hace complejo 
cualquier proceso de cambio, y, además, tiene una importante reserva natural 
y biológica que es prioritario proteger y conservar para bien de la humanidad. 
De este hecho no escapa Colombia, ni sus ciudades capitales, y mucho menos 
Medellín, siendo esta última sobre la que enfatizaremos. 


¿Por qué crecen las ciudades? 


El crecimiento urbano se explica, como fenómeno, gracias al aumen- 
to de la población o la explosión demográfica, las mejoras en la salud pú- 
blica y la mayor senectud de los pobladores (“Los retos de Colombia como 
el tercer país más poblado de América Latina”, 2017 y Ministerio de Salud 
y Protección Social, 2013), la industrialización (DANE y Banco de la Repú- 
blica, 2016 y Vélez-Tamayo, 2016), entendiendo que no necesariamente las 
ciudades latinoamericanas se hayan convertido en industriales (Lefebvre, 
19764), la reorientación de la economía (de industrial a venta de servicios, 
agrícola a extractiva, de pancoger a monopolio, etc.) (Sánchez-Jabba, 2013), 
la migración del exterior al interior (Tovar, 2001), el desplazamiento forza- 
do, tanto desde lo rural hacia lo urbano o lo intraurbano (Duriez, 2019), las 
dinámicas del narcotráfico y el desarrollo (Granados-Jiménez, 2010). 

Las ciudades siguen creciendo y ahora a un ritmo acelerado, pasando 
incluso de ciudades a metrópolis o teniendo un crecimiento indiscriminado 
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hacia las periferias, dando paso a centralidades, localidades y nuevas di- 
námicas de despojo, discriminación, racismo y desconocimiento del otro 
(Soja, 2001). Se agrega que, muchas ciudades, en la actualidad, ya no tienen 
más suelo de expansión, carecen de espacio para crecer y los que quedan son 
geográficamente de difícil acceso, como ocurre en la ciudad de Medellín. 

Ahora bien, como lo mencionan Pereira e Hidalgo (2008), el capitalis- 
mo se viene reestructurando en Latinoamérica y trae como consecuencias, 
en las ciudades, la elaboración de nuevos mecanismos de expansión, los 
efectos de fragmentación y segregación, la trasformación de nuevas cen- 
tralidades, las dinámicas de glocalización y masificación de estilos de vida 
en condominios cerrados, las urbanizaciones verticales y la centralización 
de comercios, empresas y hoteles, además de los cambios de las dinámicas 
entre lo público y privado, citoyens y burghers (Simmel, 1974) y, la más 
importante, la exclusión socioespacial como dispositivo de control y ejerci- 
cio del poder por medio de mallas, cámaras, nuevos panópticos (Valencia y 
Marín, 2017), nuevos tipos criminales y el uso de la percepción de la opinión 
pública (Pereira y Hidalgo, 2008), poniendo en jaque el derecho a la ciudad 
como obra colectiva que satisface el uso al suelo y su territorio, a la libertad 
de encuentro y de compartir espacios, donde lo económico se subordina al 
valor de uso de la ciudad y la vida urbana, a la vida cotidiana en el mundo 
moderno (Gasca-Salas, 2017 y Lefevbre, 1976a, p. 167). 

El derecho a la ciudad se comprende como una creación humana, 
producida históricamente sobre la dialéctica del objeto espacial que contie- 
ne el orden, la transición entre el ayer, el hoy y el mañana con sentido de 
modelación de estética artística, en él se presenta el conflicto entre la cos- 
tumbre y lo que se entiende hoy por moderno, entre modelos de producción 
económica frente a la segregación violenta entre las seudoclases sociales 
que se concretan en lo urbano como categoría que admite la sociedad ur- 
bana, la centralidad, la monumentalidad, el habitar, el morar, la simulta- 
neidad, la centralidad y las periferias, permitiendo las contradicciones del 
espacio-tiempo, redes y flujos, donde aparecen las topías (lugares), que se 
dividen en isotopías (lugares homogéneos, recurrentes o encajables), dis- 
topías (o antiutopía, lugar indeseable), heterotopías (espacio heterogéneo 
o superpuesto) y utopías (el no lugar ideal). Donde la uniformidad con la 
planeación nacida de una supuesta racionalidad no se puede cumplir, porque 
finalmente niega la potencialidad (Lefebvre, 1976b, pp. 63-71). 
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COLOMBIA ENTRE EL DERECHO A LA CIUDAD 
Y EL INTERÉS GENERAL 


Colombia viene realizando una serie de políticas públicas encamina- 
das, aparentemente, a conciliar el derecho a la ciudad que tiene la ciudada- 
nía, frente al interés público que media en la administración (hoy entendido 
como progreso) como un asunto de complementariedad (Correa, 2008). Sin 
embargo, es evidente que se presenta una contrariedad en el momento de 
la aplicación de las políticas públicas dirigidas a producir desarrollo con el 
sello de bien público o interés general, porque estas terminan por avasallar 
a grupos humanos desmejorando sus condiciones de vida y vulnerando sus 
derechos, mientras que, claro, otro grupo recibirá los beneficios, pero estos 
impactos y vulneraciones pueden ser previstos, eliminados o reducidos. 

Es decir, lo que termina ocurriendo es que simplemente se despla- 
za O se expulsa a aquellas personas que de una u otra manera impiden o 
se oponen a la forma como se implementa y, en algunos casos, se planea 
el desarrollo de la ciudad, una planeación que en últimas es ordenamiento 
institucional de la miseria (Insuasty, Zuluaga y Palechor, 2019). Mientras 
en lo rural el proceso no solo lo marca la imposición institucional, sino que 
allí se acompaña de la criminalidad corporativa que surge del interés de los 
particulares para apropiarse de territorios a bajos precios o de forma violen- 
ta, con fines de constituir monopolios, monocultivos, ganadería extensiva y 
extractivismo minero (Mesa y Insuasty, 2021). 

Pero ello está determinado por las inmobiliarias, los empresarios o 
grupos de presión, en la ciudad, incluyendo los mandatarios de turno, que 
tergiversan los conceptos de desarrollo, interés general, utilidad pública o 
interés social con fines personales, de negocios, de acumulación e incluso 
estéticos, pero que afectan de forma negativa a todos los demás moradores 
del territorio (Mesa, et al., 2019). 

Sin embargo, entender lo anterior no tendría por qué generar confu- 
siones si se comprendieran los fines del Estado Social de Derecho (ESD) 
(República de Colombia, 1992). Es decir, si se aplicaran con claridad los 
postulados del Esp, lo que primaría en el momento de realizar las declara- 
torias de “utilidad pública”, se vislumbraría más allá de la postura de los 
empresarios, inmobiliarias o grupos de presión, en tanto que este, al apli- 
carse, busca respetar la diversidad, resolver las necesidades específicas y 
reconocer la diferenciación de los grupos sociales por su cultura, ubicación, 
tiempo vivido, definición de sexo y tipo de trabajo. Además de proteger los 
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derechos económicos, sociales y culturales con un único fin, el de alcanzar 
la justicia (República de Colombia, 1992). 

El interés general no es una categoría de carácter absoluto, porque no 
puede estar por encima de todos los demás derechos de la sociedad, es por 
ello por lo que debe estar limitado cuando se encuentra frente a derechos 
de particulares y conglomerados sociales, respetando los derechos funda- 
mentales, colectivos, de los niños, adultos mayores, discapacitados, grupos 
discriminados, étnicos y culturales. E incluso frente a los abstractos, como el 
medioambiente, los ecosistemas, las minorías y los marginados. 

Derechos que son supraconstitucionales, es decir, normas fundamen- 
tales para regir un Estado soberano fijando límites en las relaciones de poder, 
siendo el principal garante de los derechos de los asociados y que exige re- 
solver las necesidades particulares de dichos individuos o colectivos previo 
a cualquier posible afectación o ejecución de obra pública, atendiendo que 
hay elementos que se deben prever como lo hace la teoría de la imprevisión 
y el principio de precaución ante la probabilidad de daño a la comunidad o 
al medioambiente (República de Colombia, 2012). 

Ahora bien, el desarrollo urbano cobrará aún mayor valor en las re- 
flexiones y los análisis en materia de derechos, esto en tanto la misma Or- 
ganización de las Naciones Unidas proyecta que para 2050 el 70 % de la 
población mundial estará concentrada en la urbes, ciudades y megaciudades, 
asunto que en territorios tan diversos y con un índice de desigualdad tan alto 
como América Latina cobra especial valor de análisis. 

En este orden, nos remitimos al caso de nuestras investigaciones so- 
bre el tema en la ciudad de Medellín. 

Medellín tiene unas particularidades que van más allá de las dinámi- 
cas anteriormente descritas, porque la ciudad es un valle rodeado de la cor- 
dillera central (Giraldo, 2010), que la convierte en un acantilado por el que 
circula el aire de norte a sur y un río que la cruza de sur a norte, partiendo 
en dos la urbe. Tiene unas montañas muy jóvenes compuestas de elementos 
arcillolimosos, sumadas a una gran cantidad de nacimientos de agua y un 
clima húmedo tropical (López, 2013) que hacen difícil la construcción por 
las características del terreno, lo que lleva a que las montañas presenten 
deslizamientos frecuentes tanto por la calidad del suelo y la construcción 
sin técnica, así como por las filtraciones de agua que se generan por la hi- 
drografía y por las aguas negras que no son encausadas debido a la falta de 
infraestructura del acueducto y alcantarillado en las zonas de invasión o sin 
legalización (Universidad Nacional de Colombia, 2009). Estas particulari- 
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dades, sumadas a la alta tasa demográfica y la falta de espacio físico para 
construir o expandirse, provocan un fenómeno adicional que se fundamenta 
en que tanto las obras públicas como las de renovación urbana, de forma 
inevitable, generen dos fenómenos: uno de expulsión, por medio de la ex- 
propiación, tanto administrativa como judicial, y la segunda de especulación 
inmobiliaria, causada por los sectores ricos, financieros e inmobiliarios o la 
administración pública con fines de lucro, en algunos casos no muy claros. 
Pero dichos intereses son difíciles de cumplir de forma pacífica, pues al no 
tener tierras nuevas y disponibles optan por la renovación, el redesarrollo o 
la densificación. 


Medellín y la expansión urbana 


Dichos fenómenos provocan que en Medellín la clase media en as- 
censo, la media y la pobre se disputen el territorio en dos frentes: 1) por la 
presión inmobiliaria sobre terrenos que no están densamente poblados o que 
se adquieren con fines de plusvalía, y 2) la necesidad de viviendas por parte 
de los sectores menos favorecidos en zonas marginales que, por lo general, 
son las periferias de las laderas. Ambos actores terminan por provocar fenó- 
menos de legalidad e ilegalidad y de expansión de la urbe (Valencia, 2014) 
que se resuelven en la práctica consuetudinaria de la compraventa en vez 
de la escritura pública, o en la edificación sin permiso de Planeación. No 
obstante, dentro de la hipótesis es bueno aclarar que los ricos, si bien hacen 
parte de la presión y disputa por la tierra, juegan con la especulación inmo- 
biliaria y se favorecen, ya que estos concentran su habitación familiar en las 
afueras de la ciudad que pelean, zonas urbano-rurales como Llanogrande en 
Rionegro (“Adentro del hogar del cantante J. Balvin”, 2017 y “El despacho 
político de Uribe en su finca de Rionegro”, 2017), Sonsón, El Peñol (“La 
expansión urbana en Rionegro ¿estamos listos para afrontarla?”, 2018), las 
afueras de Bogotá o en otro país (“Cómo viven y quiénes son los más ricos 
de América Latina, según revista Forbes”, 2010; “Estos son los más ricos de 
Colombia, según Forbes”, 2019 y “La mansión de James Rodríguez en Ma- 
drid”, 2015). Aunque es cierto que sus compañías inmobiliarias o financieras 
están tras la presión inmobiliaria, estos solo lo hacen con fines de plusvalía, 
pero no por requerir del espacio para su vivienda o negocio personal. 

Según datos del Censo 2018, del Departamento Administrativo Na- 
cional de Estadística (DANE), a ese año Medellín contaba con una población 
de 2.427.129 habitantes, 47 % hombres y 53 % mujeres (DANE, 2018) aproxima- 
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damente, lo que la sitúa como la segunda ciudad más poblada de Colombia 
detrás de Bogotá con 8.281.030 habitantes pero con una superficie de 1.587 
km?, lo que nos daría 1,9 m? para cada habitante aproximadamente; si hace- 
mos el mismo cálculo para cada habitante de Medellín, a cada uno le tocaría 
solo 1,4 m2 de los 382 km? que tiene como superficie la urbe, más o menos. 

Es decir, que la ciudad de la eterna primavera está más densamente 
poblada que la capital, aunque esta última tiene una población tres veces 
mayor, pero cuenta con un área cuatro veces más grande. Además, la econo- 
mía de la capital colombiana desde lo político-administrativo pone el 25,7 % 
del Producto Interno Bruto (PIB) nacional, mientras la capital de la montaña 
pone el 6,59 % del PIB nacional y el 45,5 del PIB departamental (DANE, 2015). 

A lo anterior se suma que Antioquia, donde se incluye Medellín como 
principal componente, no logra superar el crecimiento del país y tampoco 
logra superar a Bogotá (Cámara de Comercio de Medellín, 2019 y “Por pri- 
mera vez en ocho años, Antioquia no supera crecimiento del país”, 2019). Es 
decir, que los factores económicos predominantes sumados al poco espacio 
de área de expansión hacen que el comportamiento inmobiliario sea explica- 
do por el concepto de gentrificación de forma indiscriminada. 


PERO ¿QUÉ ENTENDER POR GENTRIFICACIÓN? 


La mayoría de los autores hacen referencia a Ruth Glass como la 
primera en conceptualizar el término “gentrificación” en 1964; esta soció- 
loga británica lo define como la llegada uno a uno de miembros de clase 
media que desplazan a los trabajadores de clase baja de los barrios centra- 
les, hecho particularmente visible en Islington, un antiguo barrio obrero de 
Londres, superpoblado y pequeño que se transforma en un distrito de clase 
alta y costoso; Glass narra cómo se da un hecho lento y gradual, en el cual 
se aprecia un interés inusitado de las clases medias por apropiarse de sitios 
degradados y bohemios pero con bajos precios, asequibles frente al costo del 
metro cuadrado, teniendo como ventaja que son amplios y con facilidades 
de trasformación física al pasar de caballerizas a mansiones, de modestas 
casas a chalets urbanos, después de renovar sus fachadas, interiores, puertas 
y ventanas para darles una mayor categoría por medio del cambio del diseño 
interior y exterior. Pero, además, provocando que las clases trabajadoras 
o bohemias iniciales abandonen dichas villas y den paso a una nueva cla- 
se-media en ascenso (Glass, 1964, p. xvii; Smith, 2012, p. 77). 
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La gentrificación como explicación histórica 


La gentrificación es la idea de construir algo nuevo en un lugar mar- 
ginal o aledaño a la ciudad, o dentro de ella, con una percepción renovada de 
modernidad que derive en el aumento del precio de la propiedad, en el cambio 
del uso del suelo, en la masificación de la recién constituida centralidad, en 
la posible expulsión de sus moradores además de la llegada de una clase so- 
cial más alta, sumado al deseo de ser parte de ese nuevo lugar. Es un evento 
que se puede considerar un elemento presente en las grandes civilizaciones, 
O, para ser más precisos, en los antiguos pueblos conquistadores de carácter 
hegemónico. Un ejemplo de ello se encuentra en los romanos. Estos no solo 
transformaron su propia ciudad al secar el lago Palus Caprae para habitarlo, 
sino que después, bajo la regencia de Nerón, quemarían las casas de los lu- 
gares aledaños para apropiarse del terreno y construir la casa Domus Aurea, 
además de los jardines que luego se transformaron en el Anfiteatro Flavio, hoy 
denominado el Coliseo romano (Monterroso, 2010); también sirve de ejmplo 
lo ocurrido con la ciudad de Celti (Peñaflor, Sevilla) (Chevallier, 1983), la 
cual no es construida por los romanos sobre sus ruinas, sino que se toman 
terrenos aledaños que luego son edificados y ocupados por esta nueva clase 
romanizada, un hecho que es constante en las ciudades hispanorromanas, don- 
de se aplicaba potenciar ciudades en las ya existentes promoviendo su con- 
centración poblacional y la renovación urbana por medio de la marmorización 
de las fachadas y la construcción de templos y jardines más propicios para 
los nuevos ciudadanos ricos que las ocuparían, además de la replicación de la 
antigua ciudad de Roma o lo que se denominara romanización arquitectónica 
(Bendala, 2001 y Keay, Creighton y Remesal, 2000). 

Lo anterior es reforzado por historiadores como Raymond Chevallier 
(1983) en su obra La romanisation de la Celtique du Pó. Essai d 'histoire pro- 
vinciale [La romanización del Celta del Po. Ensayo de historia provincial] 
o Helen Parkins, Christopher Smith, Amélie Kuhrt, Gocha R. Tsetskhladze 
y Jeremy Paterson (Parkins y Smith, 2005) que lo refieren al comercio como 
elemento central de dichos cambios urbanos, los cuales se dan en la antigua 
Roma y en la Bretaña romana del siglo 111 d. C., que luego derivarán en la gen- 
terise francesa del siglo xIV al XvI y que después se denominará, en Inglaterra, 
como landed gentry, en donde los ascendidos caballeros adquieren estatus 
social y se mudan a la ciudad sin que ello implique que estos nuevos miem- 
bros de la sociedad sean en realidad nobleza, más bien se entienden, de forma 
despectiva, como igualados o arribistas en las zonas del sur. 
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Pero el término gentrificación, antes de que lo usara la profesora 
Glass, ya era una palabra popular en autores como Sidney Perutz (1955) 
ante la división de clases en los barrios en la ciudad de Tepoztlán (Méxi- 
co); aunque no existían realmente grandes diferencias económicas de todas 
formas se excluyen a los otros que no se dicen iguales a los nuevos ricos. 
En este mismo sentido, William Xenophon Weed y Oscar Le Roy Warren 
realizan un estudio frente a los cambios del uso del suelo, porque buscaban 
el cumplimiento de la ley para el respeto de los bienes reales, que luego se 
atribuirá a los inmuebles de la ciudad de Nueva York, y de cómo varió su 
aplicación generando la gentrificación como hecho derivado al aumento de 
los alquileres, hipotecas e impuestos, además de traer un aumento en los 
negocios inmobiliarios, combinado con la entrada de la inversión privada 
(Le Roy Warren y Weed, 1950). 

Sobre este tema, Manuel Castells (1971) realizó un estudio derivado 
de la renovación urbana durante el período de 1970 y siguientes localizado 
en la París moderna, y analizó cómo la reforma tenía una incidencia directa 
en favor de las clases medias en ascenso porque el cambio estructural arqui- 
tectónico generaba una presión simbólica sobre los predios que se pensaban 
ocupar en razón de los aumentos del valor del precio del suelo que generaba 
dos cambios esenciales: primero, la versión imaginaria de limpieza y belleza 
sumada a, segundo, la transformación del centro histórico que comenzó a 
ser ocupado por clases altas provenientes de otros países o regiones, lo que 
provocó una nueva clase social de elite global turística (Castells, 1971); esto 
lo refuerza Michael Pacione (1990) cuando hace referencia a la gentrifica- 
ción, y considera que la misma se explica en razón a dos vectores: que los 
habitantes tienen una mayor movilidad, y, debido al fenómeno económico 
de desvalorización y revalorización que se presenta con la renovación urba- 
na y luego de ello, la especulación del mercado por las mismas zonas que 
antes estuvieron a bajo costo, pero que con el cambio se evidencia un trán- 
sito en el uso (Pacione, 1990). 

Lo anterior puede ser constatado por Jeffrey Lin en su texto Unders- 
tanding Gentrification?s Causes, donde explica cómo la gentrificación ha 
estado presente en una ciudad como Filadelfia desde el siglo xvi hasta la 
actualidad, y cómo se presentará en el futuro, definiendo las causas que van 
desde la migración, las leyes y el comercio hasta los cambios de infraestruc- 
tura y tecnológicos (Lin, 2017). 

Sobre lo anterior, David Ley complejiza lo dicho al considerar que la 
expansión de la clase media es una de las generadoras de la gentrificación, 


| Revista Ratio Juris Vol. 17 N.* 34.UNAULA |ISSN 1794-8638 273 


Eulalia Borja Bedoya, Alfonso Insuasty Rodríguez, José Fernando Valencia Grajales 


sumada al posmodernismo mercantil de consumo conspicuo o suntuoso, 
estético, artístico o bohemio (Ley, 1986; 1996; 2003; Ley y Mills, 1993 y 
Sequera, 2015). Mientras Saskia Sassen (2008; 2014) indica que ha sido 
la polarización social de la ciudad global, derivada de la polarización en el 
empleo a causa de la huida de la ciudad industrial, que se ve reemplazada 
por el autoritarismo del mercado de capitales que expulsa a los más pobres 
por medio de los subterfugios del mercado inmobiliario o la renovación ad- 
ministrativa; para Chris Hamnett (1984; 2003), la gentrificación es un fenó- 
meno simultáneo tanto físico (infraestructura) como económico (tipos de 
comercio e intercambios en la zona), social (movilidad de las clases socia- 
les) y cultural (cambios simbólicos del paisaje), en razón a la invasión de 
las clases medias en ascenso sobre los vecindarios obreros, mixtos y de re- 
novación, lo que genera desplazamiento de los habitantes originales por no 
cumplir los nuevos estándares económicos y los estilos de vida. Por ello, el 
fenómeno expulsa a los desfavorecidos de sus casas y negocios y los trans- 
forma en zonas de lujo, lo que genera una lucha contra el nuevo capitalismo 
y la nueva globalidad. 

El teórico latinoamericano Emilio Pradilla Cobos, por su parte, sostie- 
ne que el concepto de gentrificación no explica los fenómenos que acaecen 
en Latinoamérica y aboga por la construcción de una teoría urbana propia 
que sea más robusta y sólida a la hora de abordar las problemáticas latinoa- 
mericanas con las singularidades que ellas implican: 


Los que son obsoletos y poco útiles para explicar nuestras realidades 
son esos conceptos descriptivos acuñados para otras realidades y que 
se tratan de imponer como novedades o como nuevos paradigmas 
—sin serlo— a la realidad actual [...]. 


Una de ellas ha sido precisamente la importación indiscriminada y 
acrítica de conceptualizaciones que se construyeron para explicar 
otras realidades económicosociales y que se han impuesto a la rea- 
lidad latinoamericana. Mucha de esa investigación se hace no para 
explicar nuestras realidades, sino para acomodar nuestra realidad a 
estas conceptualizaciones, a estas descripciones —puras y simples, 
en muchos casos— que se construyen en los países hegemónicos del 
capitalismo. Entonces, una parte de esa investigación muestra este 
colonialismo intelectual autoasumido (Delgadillo, 2013, pp. 187 y 
188). 
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¿GENTRIFICACIÓN O REORDENAMIENTO AUTORITARIO 
Y CRIMINAL DEL TERRITORIO? 


Ahora bien, la gentrificación, como se ha venido estudiando, tiene 
unas definiciones y conceptualizaciones que resuelven algunas de las difi- 
cultades que genera la transformación de la ciudad por medio de la renova- 
ción de los inmuebles, por las ventas individuales y los cambios en el uso de 
estos por parte de los nuevos propietarios. 

Pero la misma no explica los cambios surgidos de la renovación urba- 
na o la construcción de obra pública, a excepción de lo realizado por Sassen, 
que combina la gentrificación con el autoritarismo capitalista, pero aunque 
se acerca sustancialmente a los cambios provocados por la hegemonía del 
capital, no explica los resultados y hechos propios de las ciudades latinoa- 
mericanas, en donde la única que impone el cambio no es la mano invisible 
del mercado, sino que se combina con las decisiones estatales. 

Es decir, surge una nueva categoría que denominaremos reordena- 
miento autoritario y criminal del territorio, porque ella identifica una rea- 
lidad que se construye con prácticas no instituidas, ya que se le hace un 
esguince a lo que legalmente se puede desarrollar y en el corto plazo permite 
beneficios económicos para las empresas y se evitan sanciones. 

Ello se logra por medio de la desinformación, el acompañamiento 
malicioso, la participación sin incidencia, la confusión y la corrupción desde 
lo estatal con sus funcionarios o desde lo particular con los privados. 

Adicionalmente, se realiza la selección de los líderes comunales, ba- 
rriales o afectados directos que tengan alta influencia en el colectivo para 
indemnizarlos por separado y quebrar las comunidades, generando expro- 
piaciones de las propiedades sin el pago previo del valor de sus viviendas 
antes de desalojarlos, entre otros. 

Vale recordar que en Medellín ocurre un fenómeno que da cuenta de 
una constante “captura de lo público”, entendida esta como lo refiere Cañete 
(2019), y que se presenta cuando las elites, que siendo parte o no del Estado, 
lo cooptan al ejercer presión económica sobre lo político en esferas como los 
parlamentos o congresos, el ejecutivo o el judicial, pero, además, utilizando 
todos los medios de los que disponen para provocar cambios en la cultura de 
la población y las esferas de lo público y lo privado en favor de sus intereses 
personales o corporativos, y cuyo sistema de funcionamiento se podría resu- 
mir como lo detalla la figura 11.1: 
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Figura 11.1 Cómo funciona la captura de lo público 


Fuente: elaboración propia con base en Cañete (2019). 


Es así como en Medellín el sector empresarial, agrupado en el Grupo 
Empresarial Antioqueño, sumado a las constructoras, inciden fuertemente 
en el rumbo y la planeación de la administración pública por medio de la 
financiación de campañas. 

Por otra parte, se cuenta con protagonistas en el nivel más bajo de la 
cadena de incidencia como los actores legales representados en los institutos 
descentralizados del Estado, sumados a las bandas del crimen organizado 
que influencian la posibilidad de actuar en los suelos en razón a la plusvalía 
y las ganancias ilegales que se incluyen allí (Mesa, et al., 2019). 

Pero dicha influencia de tipo paramilitar, mafiosa o corrupta provoca 
la marginalización de las zonas urbanas y los barrios periféricos en razón al 
ejercicio de la violencia, que además provoca condiciones de riesgo en los 
habitantes y baja el valor del suelo o por lo menos el metro cuadrado desde 
lo comercial, aunque desde las economías subterráneas el precio pueda tener 
otro, regulado por los grupos al margen de la ley, sin que de ninguna manera 
se llegue a creer que dichas condiciones no terminen siendo prefabricadas 
con fines estratégicos. 

Por ello no se puede pensar en la casualidad, ya que el suelo es un 
asunto político, económico y cultural que se refleja en lo que se denomi- 
na territorio como apropiación de la ciudadanía para lograr dentro de su 
contención resolver sus necesidades, redes y apropiaciones. Pero dichas 
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condiciones tienen como contraposición la planeación del espacio que por 
momentos denominamos público y otras veces privado. 

Ello provoca un reordenamiento que termina convirtiéndose en un 
reordenamiento criminal, porque el nuevo orden no se compadece con las 
necesidades de las comunidades, sino que por el contrario busca el beneficio 
económico para las inmobiliarias, los financiadores de los políticos o las 
bandas criminales que operan en los territorios y que definen el ordenamien- 
to territorial del sector que controlan, sea en razón a sus necesidades ilegales 
u obedeciendo a las directrices de acumulación del neoliberalismo. 

Las consecuencias del reordenamiento criminal y forzado se eviden- 
cian en las afectaciones sobre la comunidad y el medioambiente. El primero, 
porque se desplaza forzosamente a los moradores desde la administración 
al expropiar su bien inmueble por vía judicial o administrativa, o porque los 
grupos armados los expulsan con amenazas o por medio de la práctica de 
la violencia y con el fin de desahuciarlos del terruño propio. La segunda se 
presenta cuando se realizan reformas sin tener en cuenta los riegos geológi- 
cos, la proximidad sobre las quebradas, la disminución o desaparición de los 
árboles, la fauna y la flora nativa. Dentro de las estrategias de la adminis- 
tración se encuentran las falsas promesas, tradiciones o compras, la oferta 
que no se cumple, la represión a la protesta, el rompimiento de las redes y 
vecindad por medio de la compra de los líderes o la presión, la amenaza y, 
en caso extremo, la eliminación física por actores ilegales, lo que quiebra los 
circuitos económicos que permiten la supervivencia y los lazos de identidad. 

Acá se hace más fuerte el planteamiento de Pradilla Cobos (citado en 
Delgadillo, 2013), en entrevista para la revista Andamios: 


Esas generalidades son lo que el capitalismo genera en las ciudades 
y las grandes tendencias que el capitalismo imprime a las ciudades. 
Pero eso es distinto a otros niveles, donde estamos tratando de des- 
cribir e interpretando realidades concretas. Hay muchos ejemplos. Tú 
mencionas gentrificación; que yo sepa, gentrificación es un concepto 
puramente descriptivo de algo que tiene que ver con el retorno de 
los gentilhombres al centro de las ciudades. ¿¿Aquí regresan los gen- 
tilhombres a los centros de las ciudades? ¿Cuáles gentiles hombres? 
Aquí no hay nobleza que yo sepa, salvo quienes se quieren atribuir 
noblezas del pasado. Quienes regresan a los centros urbanos, ¿cómo 
regresan? ¿Regresan igual en Quito, en México, en Buenos Aires, 
en Bogotá; regresan como en Nueva York o París? ¿Cómo son los 
procesos particulares? (2013, p. 194). 
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Así mismo, anotan Villa e Insuasty (2014) que la presencia de la gue- 
rra en Colombia, por ejemplo, es el capitalismo mismo que ingresa de mane- 
ra contundente a los territorios a expoliar; dicha dinámica sufre transforma- 
ciones ligadas al modelo de city marketing, la ciudad de los servicios donde 
se impone un discurso globalizador que tiene efectos en la retícula urbana y 
las clases sociales, los sujetos y los sectores populares. 

Por esta razón, los procesos de renovación, reforma urbana y desarro- 
llo urbano no se pueden entender en Medellín, y en general en Colombia, 
como gentrificación, toda vez que no se da un cambio en la ocupación de 
los barrios o remodelación de los mismos de forma natural, por la presión 
urbana de una clase emergente o por el cambio del uso del suelo provocado 
por los cambios temporales y paulatinos al interior de la sociedad. 

Es decir, es todo lo contrario, por ello se deben comprender como 
reordenamiento criminal urbano, porque su concepción no se enraíza en los 
cambios propios de la comunidad, sino en la decisión autoritaria de la admi- 
nistración, sumada a la presión económica e inmobiliaria de generar riqueza 
a partir de los cambios urbanos desde lo arquitectónico, el espacio y las 
megaobras. 

Ahora bien, dichos cambios, al ser estrepitosos, no permiten que la 
ciudadanía los asimile desde el punto de vista psicológico y que esta sea ca- 
paz de reponerse desde lo económico, es decir, no logra obtener un bien de 
iguales condiciones económicas a la pérdida, porque el valor que se le paga 
por el bien es demasiado bajo frente a los precios que circundan la ciudad. 
Por esta razón se generan víctimas de un desarrollo forzado. 

Este proceso, que puede asumirse como despojo o como acumula- 
ción por desposesión, se presenta en cinco etapas: primero, se vende un 
nuevo modelo de ciudad, de remodelación urbana, desde lo comunicacio- 
nal, los Planes de Desarrollo Urbano y las seudoconsultas participativas de 
papel, en las cuales las comunidades no son tenidas en cuenta; segundo, 
se presenta un deterioro de la zona, bien sea porque el entorno del barrio, 
desde el punto de vista arquitectónico, se ha envejecido y derruido sin tener 
este un valor patrimonial apreciable, o porque desde lo social sus habitantes 
son marginales y estigmatizados; tercero, se procede con el menosprecio 
del sector desde lo simbólico, promovido por los medios de comunicación, 
la magnificación de hechos violentos o la estigmatización de sus habitan- 
tes; cuarto, la expropiación de las propiedades desde lo administrativo o lo 
judicial con la previa declaratoria de utilidad pública, o definiéndola como 
de interés general para su demolición y renovación total, y, finalmente, se 
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procede con la mercantilización, es decir, se entrega a inmobiliarias para que 
se realice el extractivismo urbano (Colectiva Huertopía, 2018) al convertir el 
sector en zonas costosas, pasando de un estrato económico bajo a uno alto 
en un solo parpadeo. 

Ahora bien, dicho reordenamiento criminal corporativo se ha veni- 
do imponiendo desde las versiones mal copiadas del modelo de Barcelona 
(Borja, 1995) que fueron introducidas en ciudades de Colombia como Me- 
dellín, Bogotá y Cali, pero a pesar de los aparentes efectos visuales urbanos 
que se evidencian en cada una de las obras inmobiliarias, de amoblamien- 
to, estructurales viales o de infraestructura, la realidad que ocultan es más 
preocupante, ya que dentro de sus eslóganes de producción de ciudad no 
se advierten las consecuencias generadas por la construcción de selvas de 
cemento y que son solo detectables en los habitantes o antiguos moradores 
que se ven expoliados del espacio físico, geográfico y de contención de sus 
antiguas redes, de los antiguos circuitos económicos o de las circunstancias 
emocionales que derivaron de su desplazamiento forzado. Ello, porque las 
Obras no tienen en cuenta las condiciones económicas previas de los ciu- 
dadanos que habitaban el lugar y el entorno que los rodeaba y protegía, 
tampoco son conscientes de los efectos económicos que acarrea no tener 
estabilidad en materia de ingresos desde el espacio físico de la propiedad 
como refugio, o como modo de sustento, adicionalmente, no evidencian las 
circunstancias de pérdida de redes sociales, familiares y culturales que se di- 
sipan y que provocan afectaciones en la salud física y emocional entendidas 
como irreparables (Mesa, et al., 2018). 

En Medellín, los actores y factores de esta forma de reordenamien- 
to son principalmente cinco: 1) la administración pública desde la creación 
de los Por, los cuales son construidos desde dos posiciones, la tecnocracia, 
representada en los ingenieros, arquitectos, planeadores, abogados, econo- 
mistas y contadores, que definen los lineamientos presupuestales, legales y 
arquitectónicos, y la democracia representativa, compuesta por los políticos 
que representan la voluntad personal, ideológica y de elite que en razón a 
sus embelecos personales, sus creencias políticas, económicas o culturales 
O la presión de sus financiadores o elites que lo financiaron actuará en fa- 
vor o disfavor de aquellos que no representan votos en las campañas; 2) el 
sector privado, que se ve reflejado en las inmobiliarias aunadas a las entida- 
des financieras que tienen intereses económicos de plusvalía en diferentes 
puntos de la ciudad; 3) la captura del Estado a causa de la racionalidad del 
mercado, la cual combina elementos legales, gremios, inmobiliarias y f1- 
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nancieras, además de los ilegales que proceden con el desplazamiento de 
las personas, bien sea por factores económicos devenidos de las ganancias 
que se le ofrecen por el servicio de expulsar o por el rescate exigido para 
permitir la construcción de la obra en los territorios que controlan, y 5) la 
celeridad y eficiencia como elemento de reactivación económica o de pro- 
moción del desarrollo, ejecutando para ello todo tipo de ardid para engañar 
a la comunidad con falsas expectativas, de imposible cumplimiento, que se 
ven resueltas u ocultas por medio de la violencia ejercida por los grupos al 
margen de la ley. 


CONCLUSIONES 


La definición del concepto de reordenamiento criminal del territorio 
urbano desplaza el de gentrificación para nuestro caso y para la realidad de 
América Latina. 

El recorrido histórico y conceptual permite establecer que el concep- 
to de gentrificación, en nuestro caso, no aplica en tanto dicha construcción 
ideológica no surge como una imposición forzada que cruza dispositivos 
legales e ilegales por parte del Estado, por el contrario, es un proceso social 
de renovación individual sectorizada que se puede extender o no, y que se 
entiende como una condición de renovación urbana por el cambio de clase 
social que se puede presentar en un barrio ante el ascenso social de un grupo 
poblacional en medio de una puja en el mercado por comprar bienes inmue- 
bles baratos para transformarlos en otros de mayor valor, sin que ello im- 
plique grandes obras urbanas o la intervención de proyectos inmobiliarios. 

Es por ello por lo que el reordenamiento criminal como categoría se 
entiende como aquel que deriva de la presión directa del Estado por medio 
de la administración local, o la entrega de proyectos inmobiliarios a parti- 
culares O asociaciones público-privadas para intervenir por medio de me- 
gaproyectos, haciendo uso de dispositivos de presión legales e ilegales que 
vulneran los derechos de las comunidades y el medioambiente. 

El reordenamiento criminal hace uso de un ejercicio autoritario del 
ente público que impone un modelo de ciudad, un arquetipo de obra pública 
y la intervención de sectores que se declaran deprimidos previamente por la 
institucionalidad, para autolegitimarse y ser renovados. Ahora bien, por lo 
menos en Colombia, tanto su constitución como las leyes que desarrollan 
el derecho a la participación son un canto a la bandera, en el sentido de que 
la participación solo está en el papel, es decir, los afectados dentro de las 
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Obras públicas son llamados a participar por medio de diferentes mecanis- 
mos, pero ninguno de los existentes obligan al cumplimiento de la decisión 
que toma la ciudadanía, por el contrario, su actividad es meramente circuns- 
tancial y formal; esto significa que se da solamente para llenar un requisito 
o documento previo al ejercicio de la acción estatal. 

Por tanto, la obra siempre se va a llevar a cabo tal y como se proyectó 
en las oficinas de Planeación municipal, sin cambiarle ni una sola coma 
después de la intervención ciudadana. 

Dicho autoritarismo de planeación urbana, a manera de gran panópti- 
co (Valencia y Marín, 2017), termina por definir cada espacio de la ciudad, 
vigilando cada uno de sus rincones para determinar la condición social de 
cada estrato dentro de Medellín. 

Pero cuando lo hace no solo planea la condición arquitectónica, de 
espacio o de uso del suelo, sino que también define las condiciones econó- 
micas de los individuos, condenándolos a la eterna marginalidad, porque al 
intervenir de forma inquisitiva desgarra los hilos sociales y de sentido frente 
a lo que significa el territorio para cada uno de los miembros que se ven vili- 
pendiados en sus derechos económicos (trabajo y propiedad), culturales (re- 
creativos y expresivos), sanitarios (salud y dignidad), de interacción (lazos 
y redes), de comunidad (grupo social o étnico) y políticos (participación). 

Al hacerlo, se vulneran derechos como el de protección a las víctimas 
de desplazamiento forzado que desde 1950 han venido poblando los sectores 
marginales de la ciudad de Medellín; se viola el derecho a la propiedad, ya 
que la expropiación no garantiza un pago justo que le alcance al expropiado 
para comprar una vivienda igual o mejor con lo que se le paga, pues el valor 
siempre es inferior al valor del mercado y cuando es igual no alcanza porque 
el pago se realiza a cuotas y por tanto nunca podrá comprar nuevamente; se 
afectan también los moradores, que al no ser propietarios son expulsados sin 
ninguna consideración pagándoles una indemnización que nunca les alcan- 
zará ni para comprar una vivienda o resolver el problema de falta de vivien- 
da digna; y se impide el derecho a reasentamiento in situ, adicionalmente, 
la población es reprimida con mecanismos como los Escuadrones Móvi- 
les Antidisturbios de la Policía Nacional o por medio de la intimidación de 
los grupos al margen de la ley, para que no pueda protestar pacíficamente 
(Mesa, et al., 2019). 

Esta versión autoritaria de planeación del territorio contrasta con la 
aparente función del Estado, que supone la protección de la ciudadanía ante 
los eventos de particulares o de la misma administración pública. Ello se 
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evidencia cuando se observa que solo en el año 2019 se han contabilizado, 
dentro de la presente investigación, 5.924 personas que se autodenominan 
víctimas del desarrollo por ser expulsadas del territorio por una obra pú- 
blica, y que atendiendo que la ciudad de Medellín tiene un registro de las 
víctimas del desplazamiento forzado por la violencia interna, al compararlo, 
se evidencia que son 3.394 para el año 2017, es decir, son cifras menores a 
las que generan los megaproyectos. Esta es una condición perversa del sis- 
tema porque provoca una mayor vulnerabilidad de las personas que se ven 
expropiadas, pero a su vez aumenta las ganancias de las inmobiliarias y los 
bancos, sin que dentro de dichas condiciones se busque un equilibrio que 
impida un colapso social (Múnera, 2018). 

Medellín viene enfrentando fenómenos similares al que se ha visto en 
lo rural, como lo es el extractivismo, debido a la acumulación por despojo, 
que concentra la riqueza y produce desplazamientos para implementar un 
modelo de negocio que se apropia de lo público, generando así múltiples 
daños sociales y ambientales, degradando la sociedad, destruyendo lo múl- 
tiple, ahondando en una hegemónica cultura del consumo y el individualis- 
mo; en esta dinámica se pierden las identidades e historias de los barrios, se 
va diluyendo la capacidad organizativa incidente, se apalanca la mercantili- 
zación de la vivienda, y el inmueble es ahora el verdadero commodity, pues 
deja de ser un bien de uso para transformarse en un mero bien de cambio. Es 
una verdadera reconfiguración mercantil de los territorios (Colectiva Huer- 
topía, 2018). 
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Resumen 


La democracia es el gobierno del pueblo, por cuanto este es el titular 
de la soberanía, que puede ser ejercida de forma directa o por medio 
de sus representantes. Según el mayor o menor protagonismo y la ac- 
tuación del pueblo en el proceso de decisión política, sea porque actúa 
por sí mismo, se habla de democracia directa o participativa, o por 
medio de representantes que él elige, se habla de democracia indirecta 
o representativa. Entre estas dos se ubica una intermedia, ya que toma 
elementos de la directa y la indirecta, que se denomina democracia 
plebiscitaria, y aquella que utiliza dispositivos informáticos para ges- 
tionar la política con instrumentos propios de la tecnología digital se 
denomina democracia electrónica. El presente artículo buscar aproxi- 
mar al lector sobre los diferentes tipos de democracia que se han dado 
en la historia: la participativa, la representativa, la plebiscitaria y la 
electrónica, describiendo sus ventajas y los peligros que representa. 


Palabras claves: democracia directa, democracia participativa, de- 
mocracia plebiscitaria, democracia electrónica, pueblo, soberanía, 
participación, referéndum, plebiscito. 


Abstract 


290 


Democracy is the government of the people; given that, people is 
the holder of sovereignty, which can be exercised directly or throu- 
gh their elected representatives. According to the role of prominence 
and performance of people in the political decision-making process, 
either because they act by themselves, in that case is possible to talk 
about direct or participatory democracy; or by representatives that 
they elect, that is the meaning of indirect or representative democra- 
cy. Between these types of democracy, there is another one which is 
located in the middle, because it takes important elements of direct 
and even indirect, its name is plebiscitary democracy and that one 
which uses electronic devices to manage politics with digital techno- 
logy is called e- democracy. In this sense, this article seeks to bring the 
reader closer to the different types of democracy that have occurred 
in history: participatory, representative, plebiscitary and electronic 
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democracies, describing its advantages and its risks. 


Keywords: direct democracy, participatory democracy, plebiscitary 
democracy, electronic democracy, town, sovereignty, participation, 
referendum, plebiscite. 


Resumo 


A democracia é o governo do povo, pois este é o detentor da soberania, 
que pode ser exercida diretamente ou por meio de seus representantes. 
Dependendo do maior ou menor protagonismo e atuagáo do povo no 
processo de decisáo política, seja porque atua por sí só, falamos de 
democracia direta Ou participativa, ou por meio de representantes que 
ele escolhe, falamos de democracia indireta ou representativa. E entre 
essas duas, há uma intermediária, pois leva elementos do direto e do 
indireto, que se chama democracia plebiscitária e aquela que utiliza 
dispositivos informatizados para gerir a política com instrumentos de 
tecnologia digital, chama-se democracia eletrónica. Nesse sentido, o 
artigo busca aproximar o leitor dos diferentes tipos de democracia que 
ocorreram na história: participativa, representativa, plebiscitária e ele- 
trónica, descrevendo suas vantagens e os perigos que ela representa. 


Palavras-chave: democracia direta, democracia participativa, demo- 


cracia plebiscitária, democracia eletrónica, cidade, soberania, partici- 
pacáo, referendo, plebiscito. 
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INTRODUCCIÓN 


La soberanía popular, como elemento fundamental de la democracia, 
significa que el pueblo tiene pleno derecho a determinar la forma de gobier- 
no y por quién será gobernado. En otros términos, esa soberanía es puesta 
en práctica cuando establece las instituciones encargadas del gobierno, par- 
ticipa libremente en la elección de sus representantes, constituye con el voto 
fuente de legitimidad de sus mandatarios, fija la orientación general de las 
acciones y de las políticas públicas y considera responsables a los gobernan- 
tes de sus acciones u omisiones. 

Los elementos centrales en el funcionamiento de la democracia, sus- 
tentados en la soberanía popular, son la participación, que debe garantizarse 
a todo ciudadano, los medios con los que debe funcionar y los fines u obje- 
tivos que debe satisfacer, pues en torno a estos elementos se construyen las 
modalidades con que opera la democracia. Unas ya consagradas en textos 
constitucionales y otras analizadas y recomendadas por científicos y filó- 
sofos políticos como Habermas, Barber, Giddens y Pateman, entre otros. 
Sobre participación, su práctica histórica ha producido y ensayado dos ti- 
pos de democracia: la directa o participativa y la indirecta o representativa. 
Y entre estas dos, se ubica una intermedia, ya que toma elementos de 
la directa y la indirecta, que se denomina democracia plebiscitaria. Sobre 
los medios y los fines u objetivos se habla de democracia instrumental 
O procedimental y democracia sustantiva, sustancial o material. 

A su vez, la Unión Soviética y sus aliados conformaron el Pacto de 
Varsovia en 1955, con dos fines: poner en práctica un sistema de gobierno 
llamado democracia popular y defenderse de la Organización del Tratado 
del Atlántico Norte (OTAN). Sobre el sistema de gobierno, Giddens (2000) 
apunta que “la antigua Unión Soviética y sus colonias de Europa del Este 
se calificaban a sí mismas como democracias populares” (p. 82), de las que 
Borja (2012) expresa: “las “democracias populares” del Este europeo, que en 
realidad fueron monocracias autoritarias” (pp. 461-462). Y en verdad, estas 
democracias constituyeron un sistema autocrático de gobierno que, en la 
búsqueda de la igualdad material, desconocen los principios básicos de la 
democracia real como la libertad individual y la existencia de varios parti- 
dos políticos en competencia para acceder al poder. 

Y sobre el pacto, manifiesta Held (1997) que: “si bien los miembros 
del pacto eran en principio iguales, la Unión Soviética ocupó una posición 
predominante” (p. 147) hasta su disolución en 1989. Situación que es corro- 
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borada por Deutsch (1993) cuando afirma: “los países satélites —Alemania 
Oriental, Polonia, Checoeslovaquia, Hungría, Bulgaria—, dependen bastan- 
te directamente de la voluntad del gobierno soviético” (p. 85). 


De esta manera, estos Estados, que abrazaron el comunismo, fueron 
gobernados, según afirma Hobsbawm (1998), con “el patrón soviético, es 
decir, estalinista”, que se caracteriza por tener 


sistemas políticos monopartidistas con estructuras de autoridad muy 
centralizadas; una verdad cultural e intelectual promulgada oficialmen- 
te y determinada por la autoridad política; economías de planificación 
central; y hasta la reliquia más evidente de la herencia estalinista: la 
magnificación de la personalidad de los dirigentes supremos (p. 394). 


La democracia popular es la que en la actualidad se aplica en China, 
Corea del Norte y Cuba, entre otros Estados, sin que pueda afirmarse que 
sean auténticas democracias. De China, por ejemplo, Chevalier (2011) dice 
que “el marco del Estado totalitario continúa presente (monopolio del Par- 
tido Comunista, ideología oficial, omnipresencia de los aparataos de coer- 
ción, represión de la disidencia)” (p. 255). A lo que Vallés y Martí (2016) 
agregan, sobre China, que su sistema político continúa dirigido por el Partido 
Comunista, que “sigue controlando en exclusiva el gobierno y la administra- 
ción sin garantías para el ejercicio libre de los derechos políticos” (pp. 110, 
111). Por su parte, Touraine (2001), en referencia a Cuba, habla del “régimen 
totalitario de Fidel Castro” (p. 151). Y se sabe que muerto Fidel el régimen 
político con que se gobierna Cuba no se ha modificado en lo más mínimo. 
En el caso de Corea del Norte, Pinker (2018) manifiesta: “país que incluya 
la palabra democracia en su nombre oficial, como la República Popular 
Democrática de Corea (también denominada Corea del Norte) [...] no es tal” 
(p. 256). Y no lo es porque se trata de un régimen comunista caracterizado 
por su rigidez ideológica y el culto a la personalidad del gobernante de turno. 

También se mencionan la democracia ideal y la democracia real como 
tipos de democracia. Otros adjetivos que se agregan a la palabra democracia 
provienen de construcciones teóricas que buscan el mejoramiento de la ope- 
ración del sistema democrático mediante la ampliación de la participación 
del pueblo en la toma de decisiones, como ocurre con la democracia deli- 
berativa de Habermas, la democracia cosmopolita de Held y la democracia 
radical de Barber. 


| Revista Ratio Juris Vol. 17 N.* 34.UNAULA [ISSN 1794-6638 293 


Armando Estrada Villa, Edgar William Cerón González 


Si la hermenéutica es el arte de interpretar lo dicho o lo escrito, como 
diría Gadamer (1992, p. 243), nos proponemos comprender los diferentes 
tipos de democracia que se han dado en la historia: la participativa, la re- 
presentativa, la plebiscitaria y la electrónica describiendo sus ventajas y los 
peligros que representan. Para ello, nos han sido útiles las lecturas de los 
diferentes actores que permiten develar sentidos argumentativos para com- 
prender, desde la institucionalidad, la trasformación de la democracia. 


DEMOCRACIA DIRECTA O PARTICIPATIVA Y DEMOCRACIA 
INDIRECTA O REPRESENTATIVA 


Por definición, democracia es el gobierno del pueblo, por cuanto este 
es el titular de la soberanía que puede ser ejercida de forma directa o por me- 
dio de sus representantes. La distinción o contraposición entre democracia 
directa e indirecta se hace con respecto a la manera como participa el pueblo 
en la formación y el ejercicio del gobierno, o como el pueblo interviene en 
la elaboración de las leyes y en la constitución o ley fundamental de un Es- 
tado; en suma, según el mayor o menor protagonismo y actuación del pueblo 
en el proceso de decisión política, sea porque actúa por sí mismo, se habla 
de democracia directa o participativa, o por medio de representantes que él 
elige, se habla de democracia indirecta o representativa. En el entendido que 
la modalidad y las formas en que es practicada la democracia emanan del 
mismo principio de la soberanía popular. 

El principio de participación concede a los ciudadanos el derecho de to- 
mar parte en la vida política del Estado de diversas maneras. Unas, para influir 
sobre el gobierno y los representantes por ellos elegidos en las decisiones que 
adoptan, y otras, para decidir, bien de modo directo, cuando deciden ellos mis- 
mos, o indirecto, cuando seleccionan a quienes deciden por ellos. Para influir, 
conforman mecanismos de participación como los grupos de presión, originan 
nuevos movimientos sociales tipo feminismo y ecologismo, intervienen en los 
medios de comunicación, crean organizaciones no gubernamentales (ONG), 
asociaciones sindicales, comunitarias, vecinales, colegios profesionales y vo- 
luntariados y también se hacen presentes en manifestaciones o marchas de 
protesta reivindicativas, siendo estos grupos y movimientos con sus juicios, 
apreciaciones y creencias parte importante de la opinión pública. 

Para decidir, los ciudadanos utilizan los distintos modos de participa- 
ción que ofrecen los órganos y canales constitucionales, como formar parte 
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de partidos políticos en calidad de simpatizante, afiliado, militante, financia- 
dor o dirigente, elegir por medio del voto a sus gobernantes, ocupar cargos 
públicos de alta o mediana jerarquía y presentarse como candidato a unas 
elecciones; o en el caso de la democracia directa, que busca pesar sobre la 
decisión y no solo sobre la escogencia de los que toman las decisiones, votar 
referendos, plebiscitos y consultas populares, optar por la iniciativa popular 
y la revocatoria del mandato de ciertos gobernantes e intervenir en cabildos 
abiertos en caso de que sean convocados. 


DEMOCRACIA DIRECTA O PARTICIPATIVA 


En la democracia directa o participativa la titularidad y el ejercicio del 
poder reside exclusivamente en el pueblo; por ello, este, como depositario 
único de la soberanía, ejerce el poder sin intermediarios y toma decisiones 
directamente. Para Sodaro (2004), “la democracia directa se caracteriza por 
el ejercicio directo del gobierno por parte del pueblo. Es el “gobierno por 
el pueblo” en su sentido más literal” (p. 135). En tanto que Borja (2012) 
la define así: “es aquella que permite a todos los ciudadanos participar de 
manera directa en la toma de decisiones políticas de su comunidad. Por tan- 
to, el pueblo ejerce el gobierno por sí mismo, esto es, sin intermediarios” 
(p. 460). Gobierna el pueblo directamente porque es el titular y depositario 
de la soberanía. 

La democracia participativa le da más importancia al ciudadano al 
permitirle intervenir en los asuntos públicos mucho más que en la demo- 
cracia representativa, lo que hace posible que el sistema político pueda ser 
más eficiente, ya que tiene una mayor capacidad de controlar los poderes 
públicos, de calificar los resultados obtenidos para exigir responsabilidad 
política y de impulsar la acción estatal para satisfacer, en mayor grado, las 
necesidades de sus miembros con el fin de alcanzar altos niveles de igual- 
dad. El sistema democrático participativo se propone construir una sociedad 
más justa y mucho más incluyente en lo social, ya que otorga al ciudadano 
una amplia, más activa y directa capacidad de intervención y ascendiente en 
la adopción de decisiones de carácter público. 

En Grecia, en la polis o ciudad-Estado, se encuentra el mejor ejemplo 
de democracia directa, ya que los ciudadanos reunidos en el ágora conforma- 
ban una asamblea que constituía gobierno, por lo que ciudadanos y gobierno 
eran uno y el mismo cuerpo. Polis es una vOz griega que se traduce como 
ciudad-Estado, que incluía la ciudad y un territorio, y en ambos residían los 
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ciudadanos, que eran los que la gobernaban. Había una parte de la población 
que no eran ciudadanos: esclavos, extranjeros y capas bajas de la sociedad. 
Los ciudadanos formaban la asamblea del pueblo que tenía derecho a dis- 
cutir y decidir los asuntos del Estado. Completaban los órganos de gobierno 
el Consejo y una Magistratura cuyos miembros eran escogidos por elección 
popular o por sorteo. La constitución garantizaba los principios de igualdad 
de derechos (isonomía) e igualdad de palabra (isegoría), y permitía al pue- 
blo (démos) ejercer su soberanía por medio de la asamblea y del consejo. 

La polis griega, con una vida política que “se resuelve en la “pequeña 
ciudad” constituida en comunidad”, según Sartori (2009, p. 59), es conside- 
rada el germen de la democracia porque los griegos, sobre todo en Atenas, 
practicaban normas para la formación y decisiones del gobierno y para el 
ejercicio de los derechos ciudadanos vigentes en ese entonces. Su sistema 
democrático era considerado por ellos como la mejor forma de gobierno, ya 
que reemplazó a la tiranía que había regido antes; además, este modelo se 
constituyó en punto de referencia, en el siglo tv a. C., de la teoría política 
de Aristóteles y del Estado ideal de Platón, quienes manifestaron reservas 
sobre este tipo de democracia. Al respecto, Borja (2012) opina: “Ni aun en 
la democracia ateniense, considerada tradicionalmente como modelo de go- 
bierno ejercido realmente por el pueblo, fue realmente directa, puesto que 
se limitó a la participación de la clase esclavista en las funciones directivas 
de la sociedad” (p. 460). Democracia incompleta la de la polis por falta de 
participación de mujeres, esclavos y estratos inferiores de la sociedad. 

La democracia directa es objeto de diversas críticas: por el tamaño de 
la población, el desinterés o la apatía de los ciudadanos y el conocimiento, 
especialización y dedicación que se exige en el desempeño de las tareas políti- 
cas y administrativas. Con relación a la primera crítica, varios autores estiman 
que cada vez es más difícil el gobierno directo, según Uriarte (2002), por “el 
tamaño de las sociedades organizadas bajo el sistema democrático” (p. 130), 
o como dice Borja (2012), por “la extensión de los territorios y la creciente 
densidad de la población” (p. 460); y, conforme con Vallés y Martí 1 Puig 
(2016), por “los problemas prácticos que presentaban las comunidades de gran 
dimensión” (p. 114), mientras que Sodaro (2004) expresa que “estas democra- 
cias directas del pasado funcionaron solo a pequeña escala” (p. 136). 

Por su parte, Held (2001) manifiesta: “el tamaño, complejidad y la 
total diversidad de las sociedades modernas hacen que la democracia directa 
sea simplemente inapropiada como modelo general de regulación y control 
político” (p. 187). En consecuencia, dada la dimensión y complejidad de la 
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población en los Estados actuales, se hace inviable la democracia directa, 
aunque debe reconocerse que aún hay vestigios de ella en algunas partes 
del mundo, tal como lo plantea Bogdanor (1991): “la democracia directa 
sobrevive allí donde las unidades políticas son suficientemente pequeñas 
para permitirlo” (p. 204). Por eso, este tipo de democracia subsiste allí donde 
la dimensión de las unidades políticas son tan pequeñas como para hacerla 
posible, tal como se practica todavía en Inglaterra y Gales en las asambleas 
parroquiales, en las asambleas de las ciudades pequeñas de Nueva Inglate- 
rra, en Estados de Estados Unidos como Connecticut y Rhode Island y en 
algunos cantones suizos, mediante reuniones periódicas de toda la comuni- 
dad, o, en su defecto, con el recurso frecuente a la consulta directa por medio 
del referéndum, en que cada miembro de la comunidad puede manifestarse 
sobre el tema que debe decidirse. 


DEMOCRACIA INDIRECTA O REPRESENTATIVA 


Ante el impensable funcionamiento de un ágora del estilo griego en 
el mundo moderno, la imposibilidad de reunir una asamblea con centenares 
o millones de participantes para deliberar sobre los asuntos públicos, y el 
inconveniente de que gente común y ordinaria asuma el manejo de la difícil 
y compleja dirección de los destinos de la comunidad, surge la democracia 
representativa en la que el poder se ejerce por personas, que elegidas por el 
pueblo, actúan en su nombre y representación y lo vinculan por medio de 
las decisiones que toman. De modo que el pueblo es gobernado por medio 
de representantes que, en ejercicio de su soberanía, él mismo elige, para que 
asuman la tarea gubernativa, por medio del proceso electoral con sufragio 
universal, en el que cualquier ciudadano tiene derecho a elegir y ser elegido. 
En consecuencia, en nombre del pueblo estos representantes toman decisio- 
nes que vinculan a la comunidad. 


Así, según Bogdanor (1991): 


La representación, que era anatema para Rousseau en El contrato so- 
cial, se ha convertido en inevitable y es generalmente aceptada como 
institución democrática. Como “el pueblo” es demasiado numeroso 
(y está demasiado disperso) para gobernar directamente reuniéndose 
en asamblea, no tiene más remedio que ejercer su soberanía por me- 
dio de representantes elegidos (p. 197). 
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El pueblo titular de la soberanía la delega en representantes que ejer- 
cen su mandato en los poderes del Estado y están sometidos al menos al 
control del voto y a la rendición de cuentas, ante la imposibilidad física de 
la práctica de la democracia directa. 

De esta manera, se llegó a la democracia indirecta o representativa 
que, sin abandonar el principio esencial de que el pueblo sea el depositario de 
la soberanía, corrige las fallas de la democracia directa, pues puede aplicarse 
en poblaciones amplias, de miles y millones de ciudadanos, y en territorios 
extensos, de cientos, miles y millones de kilómetros cuadrados; también 
permite la participación de los ciudadanos en momentos cruciales de la 
vida de las sociedades, cuando entre partidos y candidatos competidores 
escogen, por vía electoral, sus representantes, es decir, los mandatarios 
de los Estados, e igualmente porque hace posible tener al frente del 
destino de los países a funcionarios competentes, lo que permite que los 
ciudadanos presten mayor atención a sus asuntos particulares. 

Hoy, es indispensable que los servidores estatales que representan al 
pueblo estén debidamente capacitados para que puedan desempeñarse con 
suficiencia, acierto y destreza. Al respecto, Borja (2012) manifiesta que la 
democracia representativa “es la única modalidad compatible con la cre- 
ciente especialización técnica de las funciones del gobierno en la sociedad 
del conocimiento contemporáneo” (p. 461). Por otro lado, en el mundo ac- 
tual, no es factible que el ciudadano le dedique todo su tiempo a la activi- 
dad política, como acontecía con los ciudadanos griegos, pues es necesario 
que destine la parte considerable de este a sus compromisos económicos y 
familiares. De allí la manifestación de Sartori (1994): “el gobierno represen- 
tativo libera para los fines extrapolíticos, de actividad económica u otra, el 
conjunto de energías que la polis absorbía en la política” (p. 142). De esta 
forma, la democracia representativa posibilita la mayor idoneidad de los ser- 
vidores públicos y facilita al ciudadano atender otras obligaciones distintas 
a la política. 

Bogdanor (1991) define esta modalidad de democracia como la que 
“otorga el derecho a adoptar decisiones políticas a los representantes o de- 
legados que son elegidos por los ciudadanos” (p. 203). Mientras que para 
Bobbio (2006) “la democracia representativa, que es una forma de gobierno 
en la que el pueblo no toma las decisiones que le atañen, sino que elige 
a sus representantes que deben decidir por él” (p. 35). Por su lado, Borja 
(2012) dice que es aquella “en que la sociedad está gobernada por personas 
elegidas por ella y a quienes confía el cumplimiento de funciones de man- 
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do de naturaleza y duración determinada y sobre cuya gestión conserva el 
derecho a una fiscalización regular” (p. 460). Se trata, por tanto, de acuerdo 
con estos criterios, de una práctica electoral en la que el pueblo elige unos 
representantes para que, en su nombre, ejerzan el poder y tomen las decisio- 
nes políticas. 

Por su parte, Held (1997) plantea las exigencias que debieron llenarse 
para que la democracia representativa opere como es debido en la actualidad: 


Solo con la efectiva conquista de la ciudadanía para todos los hombres 
y mujeres mayores de edad la democracia liberal adquirió su forma dis- 
tintivamente contemporánea: una constelación de reglas e instituciones 
que permite una amplia participación de la mayoría de los ciudadanos 
en la selección de los representantes encargados de tomar las decisio- 
nes políticas, esto es, las decisiones que afectan a toda la comunidad 


(pp. 32-33). 


Voto universal para hombres y mujeres, plena libertad para votar, 
reglas e instituciones que los facultan para elegir sus representantes, que 
son los encargados de la toma de decisiones de alcance comunitario, son los 
instrumentos que permiten aplicar la democracia representativa. 

Pero no se trata simplemente de que el pueblo en ejercicio de su sobe- 
ranía elija sus representantes, sino que es indispensable reunir una serie de 
requisitos para que pueda hablarse de auténtica democracia representativa. 
Para Held (2001), esos requisitos están conformados por reglas e institucio- 
nes que, en conjunto, le dan vida a esta modalidad de democracia. Ellos son: 


Gobierno electo, elecciones libres en las que los votos de todos los 
ciudadanos tienen el mismo valor, un sufragio que abarca a todos 
los ciudadanos independientemente de su raza, su religión, su clase 
social, su sexo, etc., libertad de pensamiento, información y expre- 
sión en todos los asuntos públicos, el derecho de todos los adultos 
a Oponerse a su gobierno y presentarse a elecciones y la autonomía 
asociativa, derecho a formar asociaciones independientes, incluidos 
movimientos sociales, grupos de interés y partidos políticos (p. 142). 
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DEMOCRACIA PARTICIPATIVA CONTEMPORÁNEA 


La noción de democracia participativa contemporánea es reciente, de 
los años sesenta del siglo pasado en adelante, y con ella se busca el pronun- 
ciamiento popular, en votaciones que se verifican sobre temas de trascen- 
dencia jurídica como la aprobación o reforma de la constitución, y sobre 
hechos y sucesos relevantes de naturaleza política como la aceptación o re- 
chazo de las orientaciones y acciones de un gobierno. A su vez, instituciona- 
liza instrumentos políticos y jurídicos de expresión de la voluntad colectiva 
para que el cuerpo electoral se pronuncie frente a diferentes opciones y tome 
decisiones concretas, tal como ocurre con los mecanismos de participación 
directa: referendo, plebiscito, iniciativa popular, consulta popular, cabildo 
abierto, revocatoria del mandato y voto programático. Asegurada la univer- 
salización del voto para elegir representantes, se requería extender el objeto 
del voto y eliminar intermediarios entre gobernantes y gobernados. 

Sartori (2009), escudero de la democracia representativa, plantea la uti- 
lidad de incrementar la participación de la ciudadanía, por lo que afirma que: 
“La invitación a participar más es meritoria” (p. 37), a la vez que reconoce 
que “a primera vista, un sistema fundado en la participación directa de los 
ciudadanos puede parecer más auténtico y también más fiable que un sistema 
que se deja en manos de unos representantes” (p. 57). Empero, no se casa con 
esta última idea porque la experiencia de la democracia directa en Grecia y en 
los ayuntamientos medievales fue negativa, dado que su existencia fue fugaz, 
agitada y turbulenta. Sartori no rechaza que haya más participación, pero no 
acepta que se trate de reimplantar la democracia directa, pero sí una clase de 
democracia intermedia entre la participativa y representativa. 

Aquí es válido preguntar: ¿para qué es la ampliación de la participa- 
ción? ¿Cuáles son sus propósitos? Es claro que no se conforma con que solo 
se aplique como método de selección de gobernantes, sino que reclama que 
la intervención ciudadana sea lo más alta posible en la toma de decisiones 
sobre asuntos públicos, a la vez que demanda se ocupe de atender los dere- 
chos económicos y sociales de la ciudadanía y que se le asigne el propósito 
de trabajar por la igualdad social. Macpherson (2003) dice con claridad el 
fin que debe tener la democracia participativa: “la poca participación y la 
desigualdad social están tan inextricablemente unidas que para que haya 
una sociedad más equitativa y humana hace falta un sistema político más 
participativo” (p. 122). Para hacer realidad la equidad y la humanidad debe 
extenderse la participación. 
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Abellán (2011), por su lado, resalta que los autores partidarios de este 
tipo de democracia “coinciden igualmente en pedir, junto a la ampliación 
de la participación política, derechos sociales que permitan completar la in- 
tensa relación que ven necesaria entre el individuo y la comunidad política” 
(p. 283). En atención a estos argumentos, las constituciones empiezan a 
aprobar la ampliación de la participación ciudadana en la toma de decisio- 
nes de importancia para la comunidad y establecen los objetivos de carácter 
social que deben cumplir en búsqueda de la igualdad. 

También se busca que la participación directa supere el campo estric- 
tamente político y se extienda a otras áreas de la actividad social, tal como 
Goodwin (1993) lo plantea: 


La participación no se refiere tan solo a un mayor nivel de partici- 
pación política en los canales establecidos, convencionales, sino a la 
intervención de los ciudadanos en áreas consideradas anteriormente 
como una provincia reservada a los políticos, los funcionarios y los 
expertos (p. 271). 


Fue así como la democratización superó el plano estrictamente polí- 
tico y se extendió a otras organizaciones que la sociedad iba creando para 
enfrentar diversa clase de problemas y necesidades. Sindicatos, cooperatl- 
vas, juntas de acción comunitaria, colegios de profesionales, voluntariados 
y Organizaciones mutuales empezaron a aplicar la democracia directa en 
las reuniones de sus asambleas para designar a sus autoridades y tomar las 
decisiones más importantes. 

Ampliación de la participación que comparte plenamente Arblaster 
(1991) cuando afirma que en “instituciones particulares como fábricas, ofi- 
cinas, universidades y escuelas, es bastante claro que no existen problemas 
de tamaño o comunicación que no puedan manejarse de acuerdo con el prin- 
cipio de democracia participativa directa” (pp. 129-130). Como resultado, 
surgieron propuestas de participación directa promovidas desde abajo, que 
propiciaron su aplicación en los consejos comunitarios de salud, las asocia- 
ciones de propietarios en los edificios y urbanizaciones de propiedad ho- 
rizontal, los consejos universitarios y estudiantiles, las organizaciones no 
gubernamentales, los vecinos de los barrios, los grupos de ayuda solidaria, 
de mujeres y de minorías étnicas, y también a la propuesta de democracia 
industrial, que no tuvo acogida de los empresarios ni de los sindicatos. 

Concebida la participación como la fuente última del poder político, ya 
que como lo afirma Borja (2012) no existe democracia sin participación [...]. 
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La democracia es participativa o no es democracia” (p. 462), la democracia 
directa O participativa ofrece al electorado unos mecanismos de control del 
gobierno, asegura una mayor legitimidad, obra como instrumento de informa- 
ción acerca de determinados problemas jurídicos y políticos, facilita la valora- 
ción sobre asuntos de carácter moral como el divorcio, el aborto, la eutanasia 
y la legalización de las drogas y presta mayor atención a la satisfacción de los 
derechos sociales y económicos. 

De esta manera, se hizo posible la participación de los ciudadanos 
en la toma de decisiones sobre problemas específicos de carácter político 
o jurídico con un enfoque intermedio entre la democracia representativa o 
indirecta y la democracia participativa o directa. Uno de los mecanismos 
que se puso en práctica para consultar la voluntad popular fue la democracia 
plebiscitaria o refrendaria, y la otra posibilidad, fruto de la innovación tec- 
nológica de las comunicaciones, internet y computadores, ha dado lugar a la 
llamada tecnodemocracia o democracia electrónica. 


DEMOCRACIA REFRENDARIA Y DEMOCRACIA PLEBISCITARIA 


Referendo y plebiscito constituyen tipos de democracias en las cuales 
el pueblo tiene más oportunidades de participar que en la indirecta, y no 
tanto como en la directa, pero dispone de algunos mecanismos para influir 
en las decisiones que toma el Estado. Con ellas se busca ampliar los espa- 
cios democráticos para darle al pueblo la oportunidad no solo de elegir a sus 
representantes en el ejecutivo y en el legislativo, sino de participar directa- 
mente en la adopción de ciertas decisiones que afectan a la comunidad. 

Esta ampliación de la participación se alcanza principalmente por me- 
dio del referendo y el plebiscito, en el entendido que tanto el uno como el 
otro son formas directas de participación popular en las democracias, que, 
si bien son iguales desde el punto de vista formal, difieren en cuanto al 
contenido y alcance de la consulta al pueblo. Según Borja (2012): “Formal- 
mente son iguales, pero difieren por su objeto, ya que en un caso la decisión 
popular recae sobre diversas cuestiones de interés general y en el otro, sobre 
asuntos jurídicos exclusivamente” (p. 1509). Naranjo (2000) describe con 
precisión la diferencia entre estas instituciones: 


Mientras el referendo se hace sobre un texto ya elaborado de proyecto 
de constitución o de reforma constitucional o de ley o de cualquier 
otro tipo de decisión normativa, para que sea refrendado por el pue- 
blo, el plebiscito generalmente se hace en torno a una pregunta, a una 


302 | Revista Ratio Juris Vol. 17 N.? 34.UNAULA |ISSN 1794-6638 


La trasformación de la democracia: participativa, representativa, plebiscitaria y electrónica 


propuesta genérica o, en algunos casos, como ocurre en las dictaduras 
a una persona (p. 371). 


A lo largo del siglo xx, un conjunto de democracias representativas 
han incluido en sus constituciones principios de democracia participativa O 
directa, que han brindado a sus ciudadanos la posibilidad cierta de votar y 
decidir sobre cuestiones jurídicas y políticas específicas por medio de con- 
sultas populares, iniciativas legislativas, revocatorias del mandato y espe- 
cialmente con la convocatoria a referendos y plebiscitos, como mecanismos 
democráticos que le permiten a Bobbio (1997) considerar que constituyen 
“el camino que puede conducir a la ampliación de la democracia sin desem- 
bocar necesariamente en la democracia directa” (p. 73). 


EL REFERÉNDUM 


Para Borja (2012), el referéndum “es una forma de sufragio que con- 
siste en el acto por el cual los ciudadanos con derecho al voto aprueban o 
desaprueban una disposición constitucional o legal” (p. 1674). Mientras que 
el Diccionario Jurídico Espasa (2007) lo define así: 


Instituto de democracia directa (o semidirecta) mediante el que pue- 
de expresarse directa y válidamente la voluntad del cuerpo electoral 
sobre un asunto sometido a su consulta. Según la materia sobre la 
que recaen, los referendos pueden ser constitucionales, legislativos o 
relativos a decisiones políticas no formalizadas todavía en textos de 
esa naturaleza (p. 1239). 


Se trata, por tanto, de la convocatoria que se le hace al pueblo para 
que apruebe o rechace una propuesta de nueva norma jurídica o derogue 
una norma que está vigente. Por esta razón, ya no es una asamblea, sino el 
pueblo quien adopta o niega una norma constitucional o legal. 

El referendo puede ser de distintas clases o modalidades. En primer 
lugar, puede ser aprobatorio o derogatorio abrogatorio. Aprobatorio cuando 
se convoca al pueblo para que decida si aprueba o rechaza, total o parcial- 
mente, un acto legislativo, una ley o una norma de carácter jurídico, puesta 
a su consideración. Derogatorio abrogatorio cuando se convoca al pueblo 
para que decida si deroga o no, en alguna de sus partes o en su integridad, 
un acto legislativo, una ley o una norma de carácter jurídico, puesta a su 
consideración. 
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En segundo lugar, puede ser obligatorio u opcional o facultativo. Es 
obligatorio cuando la constitución ordena que para determinadas normas 
jurídicas debe realizarse como condición necesaria para su promulgación y 
validez, siempre y cuando la expresión de la voluntad popular sea afirmativa 
o de aprobación. Es facultativo u opcional cuando la convocatoria al pueblo 
depende de la voluntad del ejecutivo, del legislativo o de determinado nú- 
mero de electores, de modo que la consulta popular no es requisito para la 
vigencia de las normas jurídicas. 

En tercer lugar, es vinculante o consultivo. Es vinculante cuando obli- 
gan al ejecutivo o al legislativo a tomar determinadas decisiones o anular 
algunas de las ya tomadas de acuerdo con la decisión popular, o, en otros 
términos, cuando el convocante tiene la obligación de respetar la decisión de 
los convocados. Es consultivo cuando la consulta popular se realiza con el 
fin de que la ciudadanía se pronuncie sobre una decisión política de signif1- 
cativa transcendencia o sobre cuestiones políticas o administrativas especia- 
les, sin que la decisión mayoritaria tenga carácter vinculante. 

Sobre esta institución, Bobbio (1997) expresa: “Por lo que respecta 
al referéndum, que es la única institución de la democracia directa que se 
aplica concreta y efectivamente en la mayor parte de los Estados de demo- 
cracia avanzada, es un expediente extraordinario para circunstancias excep- 
cionales” (p. 62). De esta manera, Timor Oriental, mediante referéndum, se 
separó de Indonesia y se convirtió en Estado soberano en 2002; Sudán del 
Sur también, por medio de referéndum, se separó de Sudán y se convirtió 
en Estado soberano en 2011. En Suiza, donde funciona en forma frecuente, 
se han celebrado múltiples referendos de carácter obligatorio, como el de 
2001 para decidir su adhesión a la Unión Europea y en donde triunfó el no; 
en 2002 decidieron despenalizar el aborto; en 2008 rechazaron la propuesta 
para despenalizar el consumo y la posesión de marihuana y oponerse a la 
prescripción de los crímenes de los pederastas. 

Otros ejemplos son los siguientes. En Estados Unidos, aunque no se 
realizan referendos en el plano federal, son bastante habituales en el nivel 
local o municipal y en el nivel estatal de los Estados federados. En España, 
en 1986, se celebró el referendo sobre la incorporación de España a la OTAN, 
y en 2005 sobre el tratado por medio del cual se instaura una constitución 
para la Unión Europea. En Francia, en 2002, vía referendo se aprobó la refor- 
ma constitucional que rebajó el período presidencial de siete a cinco años, 
se ratificó en 1958 la nueva constitución propuesta por el general Charles de 
Gaulle y en 1962 se aprobó la elección de presidente por sufragio universal. 
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En Colombia, la Constitución de 1991 incorpora el referendo en su articu- 
lado y solo se ha acudido a él una vez en el gobierno de Álvaro Uribe, en 
2003. Pese a que las quince preguntas fueron aprobadas por la mayoría de 
los votantes, solo una entró en vigencia, ya que alcanzó el número de votos 
necesarios para llegar al umbral, que era el 25 % del censo electoral. 

A estos países con referendo pueden agregarse, entre muchos otros, 
Italia, Uruguay, Venezuela, Cuba, Ecuador y Bolivia. Por eso, puede afir- 
marse que hoy en día muchos Estados en el mundo combinan la democra- 
cia representativa con una efectiva medida de democracia directa, en el 
sentido de que proponen determinados asuntos de orden constitucional o legal al 
voto de los ciudadanos en su totalidad por medio del referendo. De allí la 
validez de la afirmación de Dahl (1999), “en más de la mitad de las democra- 
cias más antiguas se ha celebrado algún referendo al menos una vez” (p. 142). 


EL PLEBISCITO 


El plebiscito es un instrumento de democracia directa que busca un 
pronunciamiento popular sobre hechos o sucesos de relevancia política en la 
vida de la comunidad. Para Borja (2012) “consiste en la consulta directa a los 
votantes sobre algún asunto de excepcional importancia en la vida colectiva, 
que, por comprometer el destino nacional, requiere el expreso consentimien- 
to de los ciudadanos” (p. 1508). En tanto que el Diccionario Jurídico Espasa 
(2007) lo define así: 


Instituto de democracia directa mediate el cual se expresa directa- 
mente la voluntad del cuerpo electoral sobre una decisión sometida a 
su consulta. A diferencia del referéndum, el plebiscito no interviene 
en el procedimiento de aprobación de una norma o en relación con 
su vigencia; el término se emplea, en efecto, en relación con la adop- 
ción de decisiones fundamentales sobre la estructura o forma de del 
Estado (p. 1129). 


Consiste, entonces, en la convocatoria al pueblo para que apoye o re- 
chace, mediante el voto, una decisión o la orientación política del ejecutivo. 

Ejemplos de casos de plebiscitos en varios países son los siguientes. 
En los años noventa del siglo xx se hicieron plebiscitos en varios países de 
Europa occidental para que su ciudadanía decidiera si ingresaban o no a la 
Unión Europea y si ratificaban o no el Tratado de Maastricht que la creó. 
En Austria, Finlandia y Suecia ganó el sí y estos países se incorporan a la 
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Unión. En cambio, en Noruega triunfó el no y se mantiene por fuera de 
la Unión. Ya en los albores del siglo xx1, después de la desintegración de la 
Unión Soviética y de Yugoslavia, también Eslovaquia, Hungría, Lituania, 
Polonia, la República Checa, Estonia, Letonia, entre otros países, aprobaron 
en sendos plebiscitos su afiliación a la Unión Europea. 

En Canadá, en 1980 y 1995 se celebraron plebiscitos a propósito de 
la posible secesión entre las comunidades de habla francesa e inglesa y en 
ambos ganó el no, y se mantiene un solo Estado. En Suiza, se convocó un 
plebiscito para decidir su ingreso a la Organización de las Naciones Unidas 
(ONU) en 1986 y ganó el no, y luego en 2002 se citó otro y triunfó el sí y este 
país ingresó a la ONU. Por medio de un plebiscito, Montenegro se separó de 
Serbia en 2006. En Panamá, en 2006, en el gobierno de Martín Torrijos, se 
celebró un plebiscito que fue aprobado para resolver la ampliación del canal 
con un tercer juego de esclusas. 

En Colombia, en 2016, en el gobierno de Juan Manuel Santos, se con- 
vocó un plebiscito como mecanismo de refrendación para aprobar los acuer- 
dos de paz suscritos entre el Gobierno nacional y la guerrilla de las Fuerzas 
Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) y ganó el no. Empero, los 
acuerdos mantuvieron su vigencia y se pusieron en práctica por decisión del 
Congreso de la República, avalado por la Corte Constitucional. 

S1 bien el plebiscito formula preguntas sobre temas políticos, se da el 
caso de que la pregunta se refiera a una persona concreta, lo que es de co- 
mún ocurrencia sobre todo con dictadores que buscan que el pueblo legitime 
sus gobiernos. La consulta popular la convoca el gobierno para pedir apoyo 
de la ciudadanía a su manera de administrar. Así, por ejemplo, procedieron 
Sadam Hussein en Irán, que lo ganó y se mantuvo en el poder, y Augusto 
Pinochet en Chile, que lo perdió e inició la restauración de la democracia. 
Dada esta circunstancia, los distintos teóricos previenen sobre la amenaza 
que implica esta forma de utilizar la democracia plebiscitaria. 

De allí la opinión de Borja (2012): “En principio el plebiscito es una 
genuina manifestación democrática, puesto que es una forma de consulta 
popular. Pero se lo ha utilizado también para legitimar poderes usurpados. 
Se ha suplantado así a las elecciones” (p. 1511). Lo que corroboran Valles y 
Martí (2016): “El plebiscito es un instrumento utilizado por sistemas autorl- 
tarios para enmascarar la ausencia de consultas electorales libres y para ob- 
tener una cierta legitimación interna e internacional” (p. 221). El plebiscito 
sobre temas políticos es un instrumento democrático, en cambio, el referido 
a personas por lo general no lo es. 
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DEMOCRACIA ELECTRÓNICA 


Este tipo de democracia empieza a ser impulsada gracias al desarrollo 
de la informática, la electrónica y las telecomunicaciones dentro del cam- 
po de acción de la Tercera Revolución Industrial, mediante el empleo de 
ordenadores o computadores, teléfonos celulares, internet, satélites, redes 
de comunicaciones, correo electrónico, chips, web, fibra Óptica, CD-ROM, 
DVD, Wi-Fi, chat, Twitter y WhatsApp. Se trata, por consiguiente, de una 
democracia ejercida por medio de dispositivos informáticos que hacen po- 
sible gestionar la política con instrumentos propios de la tecnología digital. 
Frente al tamaño de las sociedades y los Estados organizados, bajo sistemas 
democráticos con la imposibilidad práctica de una democracia que funcione 
para todo ciudadano con base en una asamblea y con un alto costo en tiempo 
de esa participación como ocurría en Grecia, se abre paso el empleo de la 
moderna tecnología para ampliar y fortalecer la democracia. 

Por ello, distintos autores muestran respaldo y amplio optimismo por- 
que por este medio se puede dar vida plena a una democracia más partici- 
pativa y directa. Así, Knowles (2001) presenta su visión de la democracia 
electrónica: 


Si pensáramos que la democracia directa es la forma ideal de toma 
de decisiones políticas, podríamos implantar procedimientos de deci- 
sión apropiados con la suficiente rapidez. Podríamos suministrarles 
a todos un teléfono y, de ser necesario un módem conectado a una 
computadora central diseñada para registrar los votos (p. 274), 


ya que si se tuviera “en cuenta el poder de la tecnología moderna” 
es posible descartar “la idea de que la democracia directa es imposible en el 
Estado-nación moderno” (Knowles, 2001, p. 274). 


Por su lado, Macpherson (2003) respalda la idea y manifiesta: 


La idea de que los progresos recientes y previstos de la tecnología 
de las computadoras y las telecomunicaciones permitirán lograr la 
democracia directa al nivel multimillonario necesario no solo resulta 
atractiva a los tecnólogos, sino también a los teóricos sociales y los 
filósofos políticos (p. 123). 
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Por eso, pide esfuerzos de teóricos y científicos de la política para que 
se busque la posibilidad de tener en el mundo de hoy democracia directa, por 
medio de los avances tecnológicos. 


Por su parte, Borja (2012) le augura una enorme influencia y utilización: 


La informática está llamada a tener efectos impredecibles sobre los 
regímenes democráticos del siglo xx1. Las votaciones populares se 
harán mediante el ordenador que los ciudadanos tendrán en su casa. 
Por este medio los gobiernos podrán también consultarles temas im- 
portantes de la vida pública. Ya no será necesario que se trasladen a 
los recintos electorales. El voto se depositará electrónicamente des- 
de sus domicilios. Será un televoto. Unos pocos minutos después de 
cumplido el acto electoral se conocerán los resultados. La democracia 
del futuro, en la sociedad digital, será una democracia informatizada: 
una telecracia (p. 456). 


Según Borja, desaparecerán las papeletas o tarjetas electorales, las 
urnas para depositar los votos, los sitios de votación, los jurados y los escru- 
tadores, y los votantes, desde su casa, podrán votar hundiendo una tecla de 
su computador; luego un dispositivo electrónico entregará los resultados en 
el momento de terminar el tiempo para votar. 

Otros teóricos animados con la viabilidad de la democracia electróni- 
ca para llegar a la democracia directa son, entre otros, los siguientes. Según 
Uriarte (2002): “se ha llamado la atención en los últimos tiempos sobre las 
posibilidades abiertas por internet para hacer realidad la democracia directa, 
O, al menos, una democracia más participativa” (p. 132). En tanto que para 
Sodaro (2004): “Los sorprendentes avances de la tecnología de la comunica- 
ción de nuestros días ofrecen una oportunidad sin precedentes de potenciar 
la capacidad de los ciudadanos para transmitir sus deseos a sus representan- 
tes de forma directa o instantánea” (p. 136). 


Para Rosanvallon (2015): 


En la década de 1980 la idea dominante era que las nuevas tecnologías 
de la comunicación iban a revolucionar las prácticas democráticas, al 
permitir una intervención más directa de los ciudadanos. Repentina- 
mente, las restricciones propiamente materiales que condujeron his- 
tóricamente a privilegiar los procedimientos representativos parecían 
en efecto poder ser superados (p. 80). 
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Por su lado, Casado (1998) sostiene: 


La aplicación de las nuevas tecnologías a la democracia tendría por 
metas infundir nueva vida a la democracia, una más amplia partici- 
pación de los ciudadanos en la política y una mejor comprensión de 
los problemas gracias al acceso a una abundante información poco 
costosa (p. 167). 


Parten de la base de que las nuevas tecnologías hacen posible una 
mayor participación popular, la superación de la representación y una más 
amplia información. 

A su vez, Arblaster (1991) sostiene que “la tecnología moderna ha con- 
vertido la participación directa del pueblo en el debate político y la toma de 
decisiones en una posibilidad perfectamente practicable” (pp. 128-129). Y 
más adelante agrega: “De hecho, la democracia directa podría practicarse más 
ampliamente de lo que en realidad se practica y que el desarrollo tecnoló- 
gico facilita su instrumentalización” (p. 130). Colombo (2012), por su lado, 
manifiesta: “La red (la web, la internet) parece estar destinada a incidir de 
manera dominante, en un futuro muy próximo, sobre el sistema mismo de 
representación adoptado hasta ahora en las democracias” (p. 62). Según Vallés 
y Martí (2016), los promotores de posiciones libertarias “apelan al potencial de 
las actuales tecnologías de la información y comunicación que crean nuevos 
espacios —globales y locales— de intervención y permiten a los ciudadanos 
construir redes virtuales de debate, movilización y decisión” (p. 125). 

A pesar de estas enormes ventajas y beneficios, la tecnología implica 
riesgos, inseguridades e incertidumbres que varios autores destacan. Para 
Sartori (2009) 


la democracia electrónica constituye su encarnación más avanzada. 
Allí el ciudadano se sienta ante una mesa con su ordenador y todas 
las tardes, supongamos, le llegan diez preguntas que ha de responder 
sq» 


si” o “no” apretando una tecla [...]. Tecnológicamente la cosa es por 
completo factible. Pero ¿ha de hacerse? (p. 40). 


Para que opere bien este sistema Sartor1 (2009) considera “indispen- 
sable “un nuevo demos”, un pueblo que esté verdaderamente informado y 
sea verdaderamente competente. Si no, el sistema se vuelve suicida” (p. 40). 
Este es el serio peligro que le ve Sartori a la tecnocracia y que le da pie a la 
crítica que le formula. Por su parte, Macpherson (2003) duda de su alcance 
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y manifiesta: “El cuadro electrónico de mandos al lado de cada cama no es 
la solución. O sea, que la tecnología electrónica no nos puede aportar demo- 
cracia directa” (p. 127). 

Del mismo modo, Colombo (2012) le ve riesgos a la tecnodemocra- 
cia: “puede transformarse en un vector de la voz, no del pueblo, sino de la 
multitud, de la masa informe que no está basada en razones y en la revisión 
de errores, sino en las emociones del momento; corre el riesgo de ser mani- 
pulada”; luego hace una advertencia: “la red, en definitiva, para beneficiar 
la democracia tiene que ser administrada en modo transparente”, y a diario 
se puede apreciar que algunos la utilizan para engañar, confundir y propalar 
noticias falsas, y concluye con una afirmación rotunda: “La red, de todos 
modos, está expuesta a un riesgo gravísimo, el de ser bloqueada” (p. 64). 

Al mismo tiempo, Casado (1998) muestra inquietudes sobre el empleo 
generalizado de las nuevas tecnologías para el ejercicio de la democracia. Al 
respecto, en cita que hace de Abramson, afirma que “trivializa la naturaleza 
de la deliberación democrática, impide desarrollar la capacidad argumenta- 
tiva y no contribuye a la educación cívica” y agrega, de acuerdo con Sartori, 
“que, por una variedad de razones, puede no resultar positiva para uno de 
los objetivos esenciales, la comprensión de los problemas”, y remata, de 
acuerdo con Schudson: “las telecomunicaciones podrían ser utilizadas por 
las élites para manipular al pueblo hasta extremos solo concebidos hasta 
ahora por la literatura de ciencia ficción” (p. 167). 


Por otro lado, Rosanvallón (2015) expresa: 


Este entusiasmo se ha apagado un poco por múltiples razones. Las 
principales han sido intelectuales, subrayando que la democracia no 
podía limitarse a un proceso de decisión inmediata. La atención inte- 
lectual por lo mismo se ha visto en parte desviada hacia la temática 
más rica y más compleja de la deliberación (p. 81). 


Aunque no rechaza el uso de la tecnología, considera necesario el de- 
bate y la deliberación. Y luego mira lo positivo y el peligro que trae consigo: 


En la metáfora de lo que internet está en capacidad de realizar en el 
orden político: un espacio generalizado de vigilancia y evaluación 
del mundo. Lejos de constituir un simple “instrumento”, es la fun- 
ción misma de control; es el movimiento que la define de manera 
particularmente adecuada, con sus potencialidades, pero también los 
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desvíos, incluso las manipulaciones, que ello puede implicar (Rosan- 
vallón, 2015, p. 82). 


Reconoce Rosanvallón la importancia de internet como medio de 
control, sin descartar que puede ser objeto de desvíos y manipulación. 

A los riesgos e incertidumbres de la tecnodemocracia, a la que se re- 
fieren estos autores, deben agregarse los problemas propios de la operación 
técnica y el empleo político de la tecnología informática, electrónica y de 
comunicaciones. En la operación de herramientas digitales se observa que la 
acción de hackers permite el ingreso no autorizado al sistema operativo que 
posibilita modalidades de estafa, suplantación, robo de datos por internet, 
robos en línea a bancos y entidades financieras; además, debe resaltarse que 
la informática no está libre de virus electrónicos que infectan los computa- 
dores, les impiden operar, alteran sus programas, borran su memoria e inha- 
bilitan el hardware, a lo que debe agregarse que no hay cura definitiva para 
los virus que aparecen periódicamente. También con estos medios operan la 
ciberdelincuencia, la piratería virtual y el terrorismo informático. 

Sí bien estos problemas se presentan con relativa frecuencia en acti- 
vidades comerciales, industriales y financieras en el mundo de la economía, 
nada garantiza que política y tecnodemocracia estén exentas de esta proble- 
mática, ya que es factible el fraude electrónico en elecciones por medio de las 
máquinas de votación y la manipulación del software. Acerca de las dudas que 
puede producir el resultado de unas elecciones donde se utilicen medios elec- 
trónicos, Borja relata lo ocurrido en Venezuela con el referendo revocatorio 
efectuado el 15 de agosto de 2004, que en realidad era plebiscito porque no se 
pretendía la aprobación o desaprobación de normas constitucionales o legales, 
sino la permanencia o el retiro del presidente Hugo Chávez. 

Como el resultado oficial entregado por la autoridad electoral arrojaba 
el 59,25 % de los votos válidos por el “no” y el 40,75 por el “sí”, discrepaba 
abiertamente de los sondeos a boca de urna (exit polls) realizados por firmas 
especializadas en este ramo, que mostraban 59,4 % por el “sí” y 40,6 % por 
el “no”, los partidarios de la revocatoria “impugnaron la legitimidad de la 
consulta en razón, según dijeron, de un “fraude electrónico masivo” efectua- 
do mediante la manipulación del software de los aparatos de votación para 
favorecer la tesis gobiernista y se negaron a obedecer los resultados” (Borja, 
2012, p. 1510). 

En cuanto al empleo de esta tecnología en política y como instrumen- 
to de impulso a la democracia directa, si bien ofrece posibilidades por su 
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cobertura, difusión de informes y noticias al instante, consulta al pueblo con 
más frecuencia, no está libre de problemas, pues se ha visto que se utiliza 
también para difundir fake news, calumnias, difamaciones, denuncias infun- 
dadas, agravios, insultos y home page apócrifos, muchas veces por parte 
de políticos encubiertos que aprovechan el anonimato que permiten las re- 
des sociales, siendo objeto de estos ataques otros políticos, los partidos, los 
gobiernos, los servidores públicos o los ciudadanos. Esta circunstancia les 
permite a Valles y Martí (2016) afirmar que “facilita la difusión sesgada de 
información no verificada, la improvisación sin fundamento, las reacciones 
emocionales, el anonimato irresponsable” (p. 307). En este orden de ideas, 
Borja (2012) sostiene que “las avanzadas tecnologías han abierto un amplio 
cauce a la simulación, el engaño, el truco y el fraude político” (p. 1748). 
Dada la acogida que ha tenido entre académicos la viabilidad de apli- 
car el voto electrónico como mecanismo de ampliación de la democracia 
representativa para construir una más participativa, es conveniente conocer 
cómo se ha comportado en la realidad, qué viene ocurriendo con su imple- 
mentación en el mundo de hoy y cómo ha avanzado su práctica. Al respecto, 
el Departamento de Seguridad de Procesos Electorales del Gobierno Vasco 
ofrece una información pertinente del comportamiento del voto electrónico 
en distintos países y produce informes actualizados sobre su evaluación y 
adelanto, diferenciando entre los países con implantación, países en estudio 
o implantación parcial y países legalmente prohibidos o paralizados. El in- 
forme a 26 de marzo de 2021 arroja los datos que aparecen a continuación. 
Los países con implantación son los siguientes: Bélgica, Brasil, Bul- 
garia, Estados Unidos, Emiratos Árabes Unidos, Estonia, Filipinas, India y 
Venezuela; nueve en total. Debe destacarse que el presidente Bolsonaro ha 
criticado con dureza el voto electrónico en Brasil, y en Estados Unidos el ex- 
presidente Trump. El primero, porque cree que con esta modalidad de voto 
le van a hacer fraude para impedirle su reelección, y el segundo afirma que 
no fue reelegido porque sirviéndose del voto electrónico realizaron trampas 
que le restaron votos, además, también formula reparos al voto anticipado. 
Los países en estudio o en implantación parcial son los siguientes: 
Argentina, Australia, Colombia, Ecuador, España, Francia, Guatemala, Irak, 
Italia, Japón, México, Mongolia, Namibia, Paraguay, Perú, Rusia y Suiza; 
en total diecisiete. 
Los países donde está legalmente prohibido o paralizado son los si- 
guientes: Alemania, Finlandia, Holanda, Irlanda, Kazajistán, Noruega y el 
Reino Unido; siete en total. Estos países han utilizado el voto electrónico 
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en elecciones generales y actualmente lo prohíben por varias razones, como 
que la seguridad y las garantías que brinda son insuficientes, da pie a sospe- 
char sobre falsificaciones, el software es vulnerable y permite ciberataques, 
falta verificabilidad, fiabilidad y no asegura el secreto electoral, no contri- 
buyó como se creyó en un principio a aumentar la participación ciudadana, 
ofrece potencial de que las elecciones sean hackeadas y no garantiza una 
votación secreta y un control democrático del cómputo. Como por estas 
razones la seguridad del voto no está garantizada, dichos países se vieron 
obligados a rechazar la utilización del voto electrónico. 

En unos países se prohíbe por decisión de la Corte Constitucional, 
como Alemania, en otros por recomendaciones de expertos contratados por 
los gobiernos, como Finlandia, Holanda e Irlanda, en otros por decisión de 
la Comisión Electoral, como el Reino Unido y Kazajistán, y en Noruega por 
la controversia política que provocó y por la escasa participación que tuvo. 
En conclusión, de los nueve países que han experimentado el voto electróni- 
co en distintas elecciones siete han vuelto al voto tradicional de lápiz, papel 
y conteo manual por los jurados con testigos electorales. En suma, de los 183 
Estados miembros de la Naciones Unidas 9 lo han utilizado y en 7 de ellos 
hoy está legalmente prohibido o paralizado, esto es, que ya no lo aplican, y 
17 estudian la viabilidad y conveniencia de emplearlo, datos que demuestran 
que no ha tenido mayor penetración en los países y en las democracias. 

Ante las enormes potencialidades que brinda la tecnología electrónica 
para mejorar la democracia, pero también los serios riesgos que trae consi- 
go, Vallés y Martí (2016) hace varias preguntas que reclaman respuestas: 


¿Cómo aprovechar las ventajas de la comunicación digital para estimu- 
lar el debate democrático de calidad? ¿Cómo atenuar sus efetos nega- 
tivos? ¿Hasta qué punto sustituye al intercambio personal en el ágora 
democrática? ¿Permite prescindir de la mediación de los representantes 
políticos y conduce a la primacía de la democracia directa? (p. 307). 


Y desde el punto de vista estrictamente técnico, caben unos interro- 
gantes que hagan posible que la informática sea instrumento adecuado para 
ampliar la democracia: ¿cómo garantizar la votación secreta y el control 
democrático del cómputo? ¿Cómo disponer de aparatos y dispositivos elec- 
trónicos suficientemente confiables? ¿Cómo garantizar que no haya intro- 
misión de hackers en la votación y superar las dudas sobre la verificabilidad 
y fiabilidad del recuento de los votos? ¿Cómo hacer invulnerable el software 
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e impedir ciberataques? ¿Cómo impedir que por la acción de los virus se 
dañen programas y se alteren los resultados? 

Pero los problemas de la tecnodemocracia no son solo de carácter po- 
lítico o técnico, sino también de cobertura, pues los dispositivos electrónicos 
están desigualmente repartidos y la mayoría de los países no disponen de la 
tecnología indispensable. Borja (2012) informa cuál era el panorama de la 
población conectada con internet en 2009 en el mundo: 


Inglaterra con 79,8 %, Malta 78,3 %, Nueva Zelanda 77,6 %, Corea del 
Sur 77,3 %, Islandia 76,5 %, Suecia 75,2 %, Estados Unidos 74,7 %, 
Japón 73,8 % y los demás países. Los países latinoamericanos mejor 
situados eran Argentina con 48,9 % y Brasil con 34,3 %, en tanto que 
los más rezagados eran Nicaragua 1,6 %, Cuba 1,1 % y Haití 0,9 %. 
Los países árabes, en su conjunto, no llegaban a 1,6 % (p. 1125). 


Estos datos demuestran que existe una brecha digital entre los países 
desarrollados y los subdesarrollados, que es todavía mayor en los subde- 
sarrollados, entre la ciudad y el campo y entre los estratos más altos de la 
sociedad y los de más baja capacidad económica. 

Si se pretende, como muchos sugieren, para llegar a la democracia 
directa que todos los que puedan votar lo hagan desde su casa, debiera ga- 
rantizarse que la totalidad de electores tengan acceso a un computador y a 
internet, pues de no hacerlo la democracia participativa sería posible úni- 
camente en los países desarrollados y para los más pudientes. Para corregir 
estas situaciones entre países y dentro de países hay que propugnar por el 
acceso democrático a la red de todos los pueblos del mundo y extender las 
oportunidades de que el servicio de internet se preste también a los más 
desfavorecidos donde quiera que estén ubicados. Compañías informáticas y 
Estados tienen la palabra para enmendar esta condición y que así las moder- 
nas tecnologías sean un mecanismo apto para extender la democracia, hasta 
convertirla de verdad en participativa. 

Más puede admitirse la existencia de otros inconvenientes y riesgos 
con el uso y abuso de la red que atentan contra derechos individuales básicos 
en una democracia. Uno de ellos, que los Estados pueden llegar a coartar la 
libertad de expresión en internet como ocurrió en China, los países árabes de 
la cuenca del Mediterráneo y como ocurre actualmente con Cuba, Nicaragua 
y Venezuela, entre otros. El otro, es la factible posibilidad que tienen los Esta- 
dos autocráticos o de democracia débil de emplearla para realizar actividades 
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de espionaje con el fin de recopilar información de personas e instituciones de 
oposición a los gobernantes y partidos políticos que ejercen el poder. 

Otra implicación de las modernas tecnologías, imposible de soslayar, 
es la forma decisiva como contribuyen a aumentar el poder y la influencia 
de las tecnocracias, en este caso de los especialistas en el manejo de los pro- 
gramas de informática, las telecomunicaciones y la electrónica, por medio 
de los cuales asumen la conducción de modernizar los procedimientos y las 
gestiones del Estado, ya que programan y calculan las medidas que serán 
tomadas por los gobiernos en sus diferentes campos de acción. Al respecto, 
Borja (2012) sostiene: “El poder de la tecnocracia nunca ha sido mayor que 
en nuestros días, en el marco de la llamada sociedad digital” (p. 1898). Y po- 
dría agregarse que mucho más ahora con el alcance de la cuarta revolución 
industrial y sus componentes de inteligencia artificial, internet de las cosas 
y big data. 


CONCLUSIONES 


La democracia, con el tiempo, no ha sido la misma, se ha transforma- 
do porque no es estática y es susceptible de mejoramiento; en sus inicios, 
en el siglo v a. C, se opuso a la tiranía, y sus ciudadanos libres y racionales 
podían participar directamente del poder, sin intermediarios, esto permitía 
eficiencia y control en los asuntos públicos, calificar los resultados obte- 
nidos para exigir responsabilidad política e impulsar la acción estatal para 
satisfacer en mayor grado las necesidades de sus miembros con el fin de 
alcanzar altos niveles de igualdad. 

Pero como la población creció y la democracia griega era excluyente, 
apareció en la modernidad la democracia representativa, aquella en la cual 
el pueblo participa del poder con intermediarios, es decir, elige a sus repre- 
sentantes. Este tipo de democracia necesita unos requisitos mínimos, como 
elecciones libres, sufragio universal, libertad de pensamiento, información 
y expresión en todos los asuntos públicos y el derecho de derrotar a sus go- 
bernantes cuando no cumplen con el pacto establecido. 

Ahora bien, en nuestros días podemos decir que por medio del refe- 
réndum y el plebiscito tenemos una democracia refrendaria, ya que el pue- 
blo participa directamente del poder, sin intermediarios. En otras palabras, 
el referéndum es el sistema en el cual la democracia representativa participa 
de la democracia participativa, esto implica que el pueblo aprueba y desa- 
prueba un texto político, mientras que el plebiscito es la consulta directa que 
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se le hace al pueblo sobre un asunto excepcional; recordemos los acuerdos 
de paz en Colombia donde gano el NO. 

La democracia electrónica desde los teóricos posee muchos beneficios, 
pero también peligros, como la ciberdelincuencia. Entre los beneficios está 
que simplemente a partir de un computador con internet el ciudadano puede 
votar desde su casa sin desplazarse, esto ha generado mayor participación del 
pueblo, pero el resultado ha sido otro, la inseguridad y el fraude electrónico, 
incluso los pocos países que la han aplicado la han prohibido. 

En conclusión, la soberanía popular permite el funcionamiento de la 
democracia sustentada en la participación que debe garantizarse a todo ciu- 
dadano, los medios con que debe funcionar y los fines u objetivos que debe 
satisfacer. Y la participación concede a los ciudadanos el derecho de tomar 
parte en la vida política del Estado en diversas formas: elegir y ser elegi- 
dos, formar parte de partidos políticos, ocupar cargos públicos, presentarse 
como candidato a unas elecciones, votar referendos, plebiscitos y consultas 
populares, optar por la iniciativa popular y la revocatoria del mandato de 
ciertos gobernantes e intervenir en cabildos abiertos en caso de que sean 
convocados. 
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Resumen 


La posibilidad real de firmar e implementar de forma efectiva un pac- 
to de paz con las distintas organizaciones y facciones armadas que 
hicieron y hacen presencia en la subregión del Bajo Atrato (Chocó, 
Colombia), ha creado altas expectativas a lo largo de las últimas dé- 
cadas en Colombia, con la esperanza de reducir la violencia asociada 
a la confrontación armada y a las actividades ilícitas de estos grupos 
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en esta zona del país. Sin embargo, pareciera que la guerra se impo- 
ne. A los intentos de pacificación de distintos gobiernos persiste el 
abandono estatal, el despojo y la extrema pobreza, combustibles idó- 
neos de la reactivación o sumario del conflicto armado. El presente 
artículo busca ofrecer un panorama por distintas décadas del conflicto 
armado en el Bajo Atrato, subregión marcada por su heterogeneidad 
poblacional —entre afro, negros, indígenas y mestizos— y locación, 
que, dicho sea de paso, brinda entre otras cosas grandes oportunida- 
des económicas y estratégicas militares sin precedentes. Dicho pa- 
norama podrá ofrecerse con base en el enfoque de análisis de coyun- 
tura, que reconoce un horizonte estratégico y relacional de la acción 
político-militar que comprende la identificación de hechos, actores, 
escenarios, correlación de fuerzas y relación estructura-coyuntura y a 
partir de la revisión bibliográfica de instituciones expertas e investi- 
gadores, además, de informes del Ministerio Público representado en 
la Defensoría del Pueblo. 


Palabras clave: guerrilla de las FARC, paramilitares, acciones bélicas, 
guerrilla del ELN, comunidades del Bajo Atrato. 


Abstract 


320 


The real possibility of signing and effectively implementing a peace 
pact with the different organizations and armed factions that were 
and are present in the Bajo Atrato subregion (Chocó, Colombia) has 
created high expectations throughout the last decades in Colombia, 
with the hope of reducing the violence associated with the armed 
confrontation and the illicit activities of these groups in this area of 
the country. However, 1t seems that the war is imposed. Concomitant 
with the pacification attempts of different governments, state aban- 
donment, dispossession and extreme poverty persist, ideal fuels for 
the reactivation or summary of the armed conflict. Thus, this article 
seeks to offer an overview of different decades of the armed conflict 
in Bajo Atrato, a subregion marked by its heterogeneous population 
-among Afro, black, indigenous and mestizo- and location, which, 
by the way, provides between other things unprecedented great eco- 
nomic and strategic military opportunities. Based on the conjuncture 
analysis approach, which recognizes a strategic and relational horizon 
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of political-military action that includes the identification of facts, 
actors, scenarios, correlation of forces and structure-conjuncture re- 
lationship from the bibliographic review of institutions experts and 
investigators, as well as reports from the Public Ministry represented 
in the Ombudsman's Office. 


Keywords: FARC guerrilla, paramilitaries, war actions, ELN guerrilla, 
communities of the Lower Atrato. 


Resumo 


A possibilidade real de assinar e programar efetivamente um pacto de 
paz com as diferentes organizacóes e facgdes armadas que estiveram 
e estáo presentes na sub-regiáo de Bajo Atrato (Chocó, Colombia) 
criou grandes expectativas ao longo das últimas décadas na Colóm- 
bia, com a esperanga de reduzir a violéncia associada ao confronto 
armado e ás atividades ilícitas destes grupos nesta zona do país. No 
entanto, parece que a guerra é imposta. Concomitante ás tentativas 
de pacificacáo de diferentes governos, persistem o abandono do Es- 
tado, a desapropriacáo e a extrema pobreza, combustíveis ideais para 
a reativagáo ou súmula do conflito armado. Assim, este artigo bus- 
ca oferecer um panorama das diferentes décadas do conflito armado 
em Bajo Atrato, sub-regiáo marcada por sua heterogénea populacáo 
-entre afros, negros, indígenas e mestigos- e localizagáo, que, aliás, 
proporciona entre outras coisas grandes oportunidades económicas 
e militares estratégicas sem precedentes. Com base na abordagem da 
análise de conjuntura, que reconhece um horizonte estratégico e re- 
lacional de agáo político-militar que inclui a identificagáo de fatos, 
atores, cenários, correlagáo de forgas e relagáo estrutura-conjuntura 
com base na revisáo bibliográfica de instituigóes especialistas e pes- 
quisadores, como bem como relatórios do Ministério Público repre- 
sentado na Ouvidoria. 


Palavras-chave: guerrilha das FARC, paramilitares, ag0es de guerra, 
guerrilheiro do ELN, comunidades do Baixo Atrato. 
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INTRODUCCIÓN 


La subregión del Bajo Atrato chocoano está constituida por la zona 
conocida como el Urabá chocoano,' formada por los municipios de “Acandí, 
Unguía, Belén de Bajirá, Carmen del Darién y Riosucio. [...] La gran biodi- 
versidad, las tierras fértiles, los minerales, el petróleo, el agua y la madera 
son solo algunos de los recursos que se pueden encontrar en la zona” (Santo- 
yo, Jimeno y Valderrama, 1995, p. 324). Hay que mencionar, además, que la 
subregión hace parte de “la mejor esquina de Colombia”, ya que conforma 
el punto más estrecho de tierra entre el océano Pacífico y el mar Caribe, 
por lo que brinda “oportunidades económicas y estratégicas militares sin 
precedentes” (Tenthoff, 2008, p. 1). En otras palabras, la salida al océano 
Pacífico y al golfo del Urabá no es lo único que importa, la frontera con 
Panamá también es de interés porque facilita el tráfico de armas y permite 
tener injerencia en una naciente y creciente actividad económica ilegal: el 
tráfico de inmigrantes provenientes del mundo Caribe, asiático y africano 
(Aponte y González, 2021). 

Por consiguiente, desde finales de la década de los noventa la región 
del Bajo Atrato ha estado en la mira de los actores armados ilegales; disputa 
por el territorio que ha dado lugar al desplazamiento de cerca de cinco mil 
personas en 1998 hacia la región del Urabá antioqueño y, desde entonces, no 
ha parado la escala del conflicto, que enfrentó, para la década de los noventa 
y la primera década de los años 2000, al Frente 57 de las Fuerzas Armadas Re- 
volucionarias de Colombia-Ejército del Pueblo (FARC-EP) y al Bloque Elmer 
Cárdenas (BEC) de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC). Y que hoy 
sufre la confrontación (2021) de la guerrilla del Ejército de Liberación Nacio- 
nal (ELNY y del Clan del Golfo (García-Perilla y Rodríguez Beltrán, 2018), 
anteriormente conocido como Clan Úsuga, Urabeños y también autodenomi- 
nado como Autodefensas Gaitanistas de Colombia (AGC). 


1 “Con el fin de facilitar la explotación y exportación de los recursos naturales de la región, se ha 
contemplado desde el año 2002 la ampliación de la infraestructura vial regional. Allí se incluyen 
planes de integración fluvial como el Plan Arquímedes y el canal interoceánico Atrato-Truandó, 
un puerto internacional en Turbo (Antioquia), la carretera panamericana (con conexión terrestre 
por el Darién)” (Medina, 2011, p. 119). 


2 “El Ejército de Liberación Nacional (ELN) sigue siendo una organización alzada en armas, 
que insiste en la lucha por esa vía. En la actualidad, es la fuerza rebelde activa más antigua en 
América Latina” (Ortiz, 2018, p. 7). El ELN se fundó a comienzos de los años sesenta (1964) en el 
Magdalena Medio colombiano. Surgió con una fuerte influencia de la Teología de la Liberación y 
la Revolución cubana. 
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La guerrilla tuvo, y posee en la actualidad, fuerte influencia en la zona 
de frontera con Panamá y las costas del Pacifico, por su parte, las antiguas 
autodefensas, hoy “Clan del Golfo”, dominan las costas del Golfo de Urabá 
y los centros poblados de mayor importancia del Darién chocoano y Urabá 
antioqueño. Desde esa época la franja de los ríos Cacarica, Salaquí, Truandó 
y Domingodó se han convertido en un objetivo estratégico para los grupos 
armados ilegales. 


LA INCURSIÓN GUERRILLERA AL BAJO ATRATO 


De acuerdo con los pobladores del Bajo Atrato, “el primer grupo ar- 
mado en aparecer en la región fue el ELN” (Molano, 2017, p. 233) a mediados 
del año 1966. Lo siguió el Ejército Popular de Liberación (EPL).?* Y en la 
década de los setenta llegaron las FARC-EP.* De acuerdo con Molano (2017): 


Las guerrillas fueron atraídas por el ambiente de conflicto que enfren- 
taba a jornaleros y hacendados. Los sindicatos y las juntas de acción 
comunal fueron el espacio para socializar su proyecto político. En este 
escenario, las guerrillas hicieron control territorial y social (p. 233). 


Las FARC-EP fue el grupo que tuvo mayor intrusión en la subre- 
gión del Bajo Atrato para el decenio de 1970, movido en el trabajo político 
previo del Partido Comunista Colombiano (PCC) (Aponte y González, 2021, 
p. 8). La estrecha relación con los sindicatos de la industria del banano le 
permitió su incursión en 1972 con el Frente 5 0 Antonio Nariño desde el norte 
de Urabá hasta el sur de Córdoba y el norte de Antioquia, como parte de su 
proceso de expansión hacia las zonas de colonización campesina en el país 
(Bejarano, 1988, p. 50). Para el año 1978, en su Sexta Conferencia Nacional,? 


3 El EPL nació en 1967 como una expresión armada del Partido Comunista Colombiano Marxista 
Leninista (PCC-ML). Este partido se caracterizó por una rígida ortodoxia maoísta. Tras su 
desmovilización en 1991, quedó activa una pequeña disidencia que delinque hoy en día (2021) en la 
frontera colombo-venezolana (AUC, 2018). 


4 Los orígenes de las FARC-EP se remontan a las primeras luchas agrarias, lideradas por el Partido 
Comunista Colombiano (PCC) en el sur del país en la década del cincuenta. Las FARC-EP nacen 
oficialmente como guerrilla insurgente en la Segunda Conferencia del Bloque Sur (1966) en el Cañón 
del Duda, departamento del Meta. Este grupo armado acordó un Cese al Fuego y de Hostilidades 
Bilateral y Definitivo (CFHBD) y Dejación de Armas (DA) con el Gobierno nacional en el año 2016, 
luego de más de cincuenta años de confrontación armada contra el Estado colombiano (Ortiz, 2019). 


Ea) Las conferencias guerrilleras fueron consideradas, para las FARC-EP, su máxima instancia de 
participación y decisión, en las que se definían los planes y las líneas estratégicas de la Guerra 
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las FARC-EP, por orden directa de los comandantes guerrilleros alias “Ma- 
nuel Marulanda” y alias “Jacobo Arenas”, destinan a alias “Efraín Guzmán” 
como comandante del Frente 5 en reemplazo de alias “Alberto Martínez”, 
quien había sido neutralizado por el Ejército en El Limón, jurisdicción del 
municipio de Turbo. El Frente 5, al mando de alias “Efraín Guzmán”, ex- 
tiende su presencia hacia el eje bananero y Chocó alcanzando a Riosucio y 
Carmen del Darién, y se establece por las subcuencas de los ríos Cacarica, 
Salaquí y Truandó (Defensoría del Pueblo, 2005). Esto, teniendo en cuenta 
que los territorios ocupados por las FARC-EP entre los años 1964-1980 son 
regiones del país con precaria representación del Estado y, al mismo tiempo, 
corresponden a ambientes climáticos difíciles con acceso complejo por falta 
de vías de comunicación (Medina, 2011). 

De forma análoga, el ELN creó sus estructuras, pero a diferencia de las 
FARC, su inserción se dio desde variadas e inconexas iniciativas. Desde el 
inicio, este emprendimiento armado tuvo problemas de coordinación con las 
bases heterogéneas. El primer proyecto se asentó en la parte suroccidental 
del Chocó y estaba constituido por el plan guerrillero Luis Carlos Cárdenas 
Arbeláez, adscrito al actual frente de guerra suroccidental; el segundo fue 
El Turpial, que estaba vinculado directamente al frente José Antonio Galán, 
con el objeto de tener presencia en Bajirá, Riosucio y Murindó, y el tercer 
proyecto hizo parte de una comisión logística del ELN nacional, la cual se 
insertó en la parte costanera (Bahía Solano y Juradó) (Aponte y González, 
2021, p. 9). 

Por tanto, la presencia continuada de las FARC-EP en el Chocó, en 
Riosucio y Quibdó se hizo más fuerte y notoria con la creación del Frente 
34 en 1987, el cual se desdobla del Frente 5 (Acunzo, 2016; “Frente 5 de las 
FARC-EP, protagonista de la guerra”, 2016 y Medina, 2011) —instaurado una 
década antes en el eje bananero del Urabá antioqueño—, además de influir 
en el accionar de las Fuerzas Armadas Revolucionarias Indígenas del Paci- 
fico (FARIP).* Las FARC-EP realizaron actividades armadas y de regulación 
de la vida social en la región con mayor rigor y frecuencia. Por lo cual, para 
1988 el Frente 34, bajo el mando de alias “Isaías Trujillo”, conseguiría con- 


revolucionaria. En la Séptima Conferencia se planteó, fundamentalmente, y como parte de un plan 
estratégico, el crecimiento y la expansión de la organización guerrillera. 


6 Inicialmente orientadas por las FARC-EP y su Frente 34; este movimiento armado se independiza, y 
entra en coordinación con la guerrilla del EPL, en la zona del Bajo Atrato. Posteriormente, a finales 
de los años noventa desaparece como grupo armado. Véase Observatorio de Paz y Conflicto 
(2016). 
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trolar la zona costera de Unguía, Sapzurro y Santa María hasta la serranía 
del Darién (Molano, 2017). 

Para el año 1991, el Frente 34 consigue hacer presencia en la fronte- 
ra colombo-panameña (Cabrera, 2016) con una comisión de doce unidades 
militares” pertenecientes a este frente. Más tarde, en la Octava Conferencia 
realizada entre los días 27 de marzo y 3 de abril del año 1993, las FARC-EP, 
en su despliegue territorial, deciden que el Frente 34 se desdoble y se cree el 
Frente 57 Mariscal Sucre a cargo de Rodolfo Restrepo Ruiz alias “Víctor Ti- 
rado”, para operar en el Atrato y el Darién chocoano (FARC-EP, 2020). Por su 
parte, el Frente 34 continúa su presencia en el occidente del río Atrato y en 
las cabeceras del río Baudó (Molano, 2017). También, en dicha conferencia 
guerrillera se resuelve instaurar el Bloque José María Córdoba o Norocc1- 
dental, que aglutinaba, entre otros, los frentes 5, 34, 57 y 58 con el propósito 
de controlar territorios en el Urabá y en el área de frontera con Panamá, 
“donde confluyen los departamentos de Chocó y Antioquia, y una parte de 
Córdoba, así como hacer presencia en las zonas aledañas de la cordillera 
central, incluyendo los departamentos de Risaralda y Caldas” (Jurisdicción 
Especial para la Paz, 2021, p. 61). 


De manera que las FARC-EP entran en una fase de ofensiva militar mu- 
cho más violenta e intentan tomar el control de los territorios por vías más 
llanas y autoritarias. A la extorsión del latifundio y el gravamen a los mo- 
nopolios se les sumó el secuestro? a terratenientes que sacudieron aún más 
el ambiente. Muy pronto empezaron a surgir grupos de seguridad privada. 
Más aún, a principios de los años noventa la guerra arreció todavía más con 
la desmovilización del EPL en 1991, pues los espacios dejados empezaron a 
ser ocupados por el ELN y las FARC-EP. 


il Para finales de los ochenta y principios de los noventa, la estructura militar de las FARC-EP 
corresponde al siguiente orden: “La escuadra es la unidad básica y consta de doce hombres, dos 
escuadras forman una guerrilla, dos guerrillas una compañía, dos compañías una columna y dos o 
más columnas un frente” (Ortiz, 2019, p. 216). 


8 “Entre las víctimas acreditadas en el Caso N.* 01, un total de 45 lo son del Bloque Noroccidental 
en esta modalidad y en sus descripciones señalan a los frentes 5%, 9%, 34, 36, 47 y 57” (Jurisdicción 
Especial para la Paz, 2021, p. 15). 
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Tabla 13.1 FARC-EP. Bloque 
José María Córdoba o Noroccidental 1980-2000 


Frentes Localización geográfica 
5, 34,57, 58 Urabá chocoano y antioqueño 
18 Córdoba y Bajo Cauca antioqueño 
9,36, 47 Antioquia y Magdalena Medio 


Fuente: elaboración propia con base en Cadena (2011). 


LA OFENSIVA ESTATAL Y LA BARBARIE PARAMILITAR 


En este contexto, comandos armados del grupo Los Giielengues 
—estructura delictiva al servicio del narcotráfico y el contrabando en el 
Urabá— fueron avanzando sobre el río Atrato hacia el municipio de Riosu- 
cio. En 1996 hacen su aparición en las selvas chocoanas y se adentran en las 
zonas donde la guerrilla de las FARC-EP erige el poder que ejerce sobre las 
comunidades en control y dominio territorial. La tropa delictiva organizada 
en Los Giielengues se propone expulsar a la guerrilla de las cuencas de los 
ríos Cacarica, Salaquí y Truandó, en el Bajo Atrato (Ronderos, 2014, p. 271). 
Más tarde, este grupo criminal se ampara dentro de la estructura organizati- 
va de las autodenominadas Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá 
(ACCU) o Casa Castaño; el objetivo de esta organización era expandirse 
desde el Urabá hacia otras zonas del país. Así, de ella se desprenden varios 
frentes que dieron lugar a las estructuras conocidas como los Bloques Bana- 
nero y Elmer Cárdenas, grupos que ejercieron la violencia paramilitar en la 
región entre 1996 y 2006. 

De modo que, en 1996 y 1997 se desencadenó de manera intempes- 
tiva la confrontación bélica en el Bajo Atrato, de allí el desplazamiento 
masivo y la desocupación de cuencas y subcuencas que produjo la fuerte 
ofensiva paramilitar. Así, a finales del año 1996 se acrecienta el conflicto en 
el departamento del Chocó con las incursiones paramilitares hacia el Bajo 
Atrato —lugar que hasta ese entonces había estado bajo el dominio de los 
subversivos— (“Guerrilleros se tomaron Riosucio”, 1996). 


9 Las ACCU fueron una coalición de ejércitos privados de ultraderecha que utilizaron el conflicto 
para camuflar sus actividades económicas ilícitas dentro de las que se incluyen narcotráfico, 
desplazamiento, secuestro y extorsión. Las ACCU tienen como fecha de conformación el año de 
1994. En 1997 se reorganizan en una estructura nueva de carácter nacional autodenominada las 
Autodefensas Unidas de Colombia (AUC, 2020). 
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Dentro de las incursiones paramilitares se documentan, en primer lu- 
gar, el 6 de octubre de 1996, en el que un grupo de paramilitares de las ACCU 
al mando de Freddy Rendón Herrera, alias el “Alemán”, realizaron una ma- 
sacre en el corregimiento Brisas de las Madres en el municipio de Riosucio, 
donde obligaron a un grupo de comerciantes a reunirse. A continuación, 
escogieron entre ellos a ocho personas y las asesinaron (“Masacre de Rio- 
sucio, Chocó, octubre de 1996”, 2019). El mismo año, en la mañana del 20 
de diciembre, nuevamente un grupo de paramilitares de las ACCU llegan por 
el río Atrato a la cabecera municipal de Riosucio, donde se llevaron a cinco 
personas hacia la vereda Santa María la Nueva del Darién. Allí asesinaron 
a cuatro de los campesinos y dejaron ir al quinto (“Masacre de Riosucio, 
Chocó, octubre de 1996”, 2019). 

Por otra parte, como bien lo explica la periodista e investigadora Ma- 
ría Teresa Ronderos (2014), bajo la premisa de que “el enemigo interno” 
no era solo la guerrilla, sino toda subversión social, algunos miembros de 
la Fuerza Pública en el Bajo Atrato chocoano, como lo expone la Corte In- 
teramericana de Derechos Humanos (2013), en contravía de “la protección 
activa del derecho a la vida por parte del Estado y de quienes deben proteger 
la seguridad sean estas sus fuerzas de policía o sus fuerzas armadas” (p. 70), 
incurren en actos de colaboración entre integrantes de las Fuerzas Militares 
y unidades paramilitares. 

De modo que, en enero de 1997, en concomitancia con los avances 
operacionales en contra de la guerrilla de las FARC-EP y su Frente 57 por 
parte del Ejército en la zona de Cacarica, con Orden de Operaciones 004 
“Operación Génesis” suscripta por el general Rito Alejo del Río en calidad 
de comandante de la Brigada XVI, las ACCU realizan incursión armada dirl- 
gidos por alias el “Alemán” a la zona de la cuenca del río Cacarica y arriban 
por la vereda Salaquisito. Según la investigación de María Teresa Ronderos 
(014), la mixtura de las operaciones “Génesis” y “Cacarica” produce el 
desplazamiento de más de cuatro mil personas (p. 271). Las amenazas contra 
la vida e integridad física de la comunidad de la zona, el acto ejemplarizan- 
te (el asesinato del líder Mariano López), la cadena de pánico producida, 
la intimidación y los hostigamientos producen el abandono forzado de la 
mayoría de las comunidades de los Consejos Comunitarios y Resguardos 
Indígenas de las cuencas de los ríos Cacarica, Salaquí, Truandó y Domin- 
godó. Por consiguiente, las comunidades de Curvaradó y del río Salaquí se 
desplazaron a la cabecera municipal de Riosucio. Por su parte, las comuni- 
dades de los ríos Truandó, Chintadó, Domingodó, Pedeguita y La Grande 
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se desplazaron a Pavarandó, corregimiento de Mutatá del departamento de 
Antioquia. 

Puede afirmarse que para el período 1996-1997 la denominada má- 
quina de terror paramilitar se apoderó del Bajo Atrato. Toda esta barbarie'” 


no puede explicarse simplemente mediante el análisis de las diná- 
micas de una confrontación armada. Estos procesos de incremento 
de la violencia en el Bajo Atrato y, en particular, en Riosucio se dan 
casi que de manera simultánea con la primera titulación de territorios 
colectivos en el país (Comisión Interétnica de la Verdad, 2019, p. 28) 


para el año 1996. De tal forma que la incursión y expansión del para- 
militarismo se explica, en parte, por servir de antesala al despojo y la concen- 
tración de tierras, con destinación de uso a los sectores ganadero, bananero 
y palmicultor'' (Defensoría del Pueblo, 2016 y Franco y Restrepo, 2011). 
De manera semejante, la consolidación del proyecto paramilitar en el Bajo 
Atrato (1996-2006) convirtió el río Atrato en una arteria de economía ilegal 
(Zelik, 2015), agravada por la cooptación de políticos y empresarios (Basset 
et al., 2017). De donde resulta que “el dominio territorial de los paramilitares 
en Chocó se profundizó finalizando la década de los noventa, cuando hicie- 
ron fuertes incursiones que terminaron en masacres y desplazamientos de 
comunidades afrocolombianas e indígenas” (Medina, 2011, p. 133). 

De modo que la población del Bajo Atrato, por su condición de “mar- 
ginalidad” y por la presencia histórica de la guerrilla de las FARC-EP en sus 
territorios, fue vista por la recién creada (1997) coalición de ejércitos pri- 
vados, las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC)'*? y su Bloque Elmer 


10 Como bien lo explica el politólogo Raúl Zelik (2015) “la violencia de los paramilitares difícilmente 
puede describirse como “económica” o “moderada”. Al contrario, ella se caracteriza por ser 
desmesurada”. Asimismo, añade: “El horror y la conmoción generados por las masacres destruyen 
tejidos sociales y estructuras de comunicación y crean una cultura de la desconfianza” (p. 209). 


11 “Noen vano, en la sentencia contra Freddy Rendón quedó señalado que el Bloque Elmer Cárdenas 
tenía como función ser “agente facilitador en el desarrollo de proyectos agroindustriales de 
palma en la región del Bajo Atrato”. A su vez, la industria bananera se vio beneficiada “por el 
rol de pacificación de conflictos laborales, así como la seguridad que prestaba la organización”” 
(Comisión Colombiana de Juristas, 2018, p. 129). 


12 “Las AUC tomaron forma el 18 de abril de 1997 cuando bajo ese nombre se agruparon los hasta 
entonces frentes independientes de las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá (ACCU), 
las Autodefensas de los Llanos Orientales, las Autodefensas de Ramón Isaza (Autodefensas del 
Magdalena Medio Antioqueño —ACMMA—) y las Autodefensas de Puerto Boyacá (Autodefensas 
Campesinas del Magdalena Medio —ACMM—). El 16 de mayo de 1998 se incorporaron tres nuevas 
organizaciones: las Autodefensas de Santander y Sur del Cesar (AUSAC), las Autodefensas del 
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Cárdenas (BEC) y el Frente Álex Hurtado (Tribunal Superior de Medellín, 
2014), ajenos a la región, como “población subversiva”. Esta estigmatiza- 
ción y señalamiento produce la constante intimidación y hostigamiento a 
los moradores de la subregión chocoana, con el fin de desterrarlos (Barbosa, 
2015). En consecuencia, la dinámica de la guerra contrainsurgente origina el 
desplazamiento masivo de las comunidades; desplazamiento que, como se 
dijo antes, fue “aprovechado por los paramilitares y sus aliados para hacerse 
a las tierras abandonadas. Incluso, promovieron un repoblamiento regional 
con personas afines al proyecto de las autodefensas” (Barbosa, 2015, p. 52). 

En el último trienio de la década de los noventa, como resultado de 
las intensas incursiones armadas paramilitares y de los enfrentamientos del 
BEC de las AUC con el Frente 57 de las FARC-EP —por tener el control del 
cultivo y la movilización de la hoja de coca!” por los ríos y caminos del Bajo 
Atrato— los paramilitares terminan controlando, de manera estratégica, los 
cascos urbanos y poblados ubicados sobre la margen del río Atrato, y la gue- 
rrilla, por su parte, se repliega de forma táctica a la cabecera de las cuencas 
de los ríos Salaquí, Truandó y Domingodó. La repercusión inmediata para la 
población es el éxodo masivo (Defensoría del Pueblo, 2018, p. 60). 

Del mismo modo, para el primer lustro de los años 2000, la amenaza 
que se cierne contra las comunidades del Bajo Atrato continuó manifestán- 
dose en pérdida y fractura del tejido comunitario, en especial, se atenta con- 
tra la identidad, el parentesco y los intercambios de productos, en referencia 
a las costumbres que se posee como poblaciones negras de las riberas de 
los ríos de la subregión biopacífica. La penetración de la violencia ejercida 
por los paramilitares de las AUC y la guerrilla de las FARC-EP en el río Atrato 
y sus afluentes paralizan el libre intercambio entre comunidades, impiden 
la movilidad por los territorios colectivos, imposibilitan el ejercicio de la 
autonomía y el gobierno propio y restringen la implementación de los pla- 
nes de manejo de los territorios por parte de los Consejos Comunitarios y 
Resguardos Indígenas. 


Casanare y las Autodefensas de Cundinamarca” (Serrano, 2009, p. 23). 


13 Como ya se señaló, la posición geográfica de la subregión del Bajo Atrato resulta estratégica para 
este comercio ilegal, en parte, por la cercanía a aguas internacionales y, en especial, por la frontera 
con Panamá, que facilita sacar el producto de la coca hasta el vecino país y de allí hacia Estados 
Unidos. 
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Figura 13.1 Presencia del Bloque Elmer Cárdenas en el Bajo Atrato 


Fuente: Centro Nacional de Memoria Histórica (2021). 


Número de víctimas 


Figura 13.2 Víctimas de desplazamiento forzado en el Bajo Atrato, 1984-2016 
Fuente: Instituto de Estudios Interculturales (2019). 
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LA DESMOVILIZACIÓN PARAMILITAR Y LA CONTINUACIÓN 
DE LA GUERRA 


Con todo, para el año 2006, después de una intensa negociación entre 
el Gobierno nacional y las AUC, y en un intercambio paralelo, el BEC de las 
AUC, con fuerte influencia en la región del Bajo Atrato, después de superar la 
resistencia a los acuerdos de desarticulación de los grupos paramilitares en 
el Darién chocoano, por parte de su máximo comandante, Freddy Rendón, 
alias el “Alemán” (Ronderos, 2014), accede finalmente a acogerse al proceso 
de Desarme, Desmovilización y Reintegración (DDR) de la confederación 
de tropas mercenarias de las AUC. Así, el 12 de abril, en el corregimiento El 
Mello-Villavicencio, municipio de Necoclí (Antioquia), en una primera fase 
se desmovilizan 309 efectivos pertenecientes al denominado Frente Costa- 
nero (Presidencia de la República y Oficina Alto Comisionado para la paz, 
2006, p. 87). Después, el 30 de abril, 484 unidades de los Frentes Pavarandó y 
Dabeiba, en el corregimiento El Cuarenta, municipio de Turbo (Antioquia) 
(Presidencia de la República y Oficina Alto Comisionado para la paz, 2006, 
p. 89). Por último, el 15 de agosto, “unos 745 combatientes pertenecientes al 
Frente Norte Medio Salaquí —o Frente Chocó— del BEC de las AUC entrega- 
ron sus armas al Gobierno Nacional, en un acto que tuvo lugar en el munici- 
pio de Unguía, Chocó” (Organización de las Naciones Unidas, 2015, p. 282). 
En total, fueron 1.538 hombres del BEC que se reintegraron a la vida civil, 
hecho que no pasó sin que existieran algunas dudas o cuestionamientos. 

Dentro de las irregularidades denunciadas en la desmovilización del 
BEC, se encuentra la entrega anómala de 156 niños, niñas y adolescentes 
que habían sido reclutados a la fuerza en el Darién chocoano y el Urabá an- 
tioqueño (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2014). Muchos de ellos, 
según contaron sus familiares, “fueron devueltos a sus familias de manera 
encubierta en la escuela de El Mello de Necoclí (Antioquia)”. Por lo menos 
80 niños, niñas y adolescentes afrodescendientes e indígenas devueltos ope- 
raron en el Frente Norte Medio Salaquí del BEc y el Frente Álex Hurtado 
(Centro Nacional de Memoria Histórica, 2014, p. 302). 

Por otra parte, luego de la desmovilización del BEc en la subregión del 
Bajo Atrato, con el Frente Norte Medio Salaquí o Frente Chocó, la situación 
del conflicto armado en el municipio de Riosucio no tuvo mayores cambios. 
Según la Misión de Apoyo al Proceso de Paz de la Organización de los 
Estados Americanos (MAPP/OEA) (2006), progresivamente se advertía de la 
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presencia en los cascos urbanos y poblados de la zona de nuevas estructuras 
armadas lideradas por excombatientes de las antiguas AUC. 
De forma que, 


una vez iniciado el proceso de desmovilización de las AUC, algunos 
de sus miembros, que en ese momento eran mandos medios como 
“Don Mario”, iniciaron un proceso de reagrupamiento, puesto que el 
negocio del narcotráfico era lo suficientemente lucrativo para volver- 
se a organizar y afianzar, en vez de pretender desmovilizarse (Espitia, 
2017, citado en García-Perilla y Rodríguez-Beltrán, 2018, p. 136). 


Con la captura de alias “Don Mario” en el año 2009, quien era la cara 
visible del nuevo actor del conflicto conocido como Bandas Criminales, 
surgieron los grupos criminales conocidos como Águilas Negras, Héroes de 
Castaño, Los Machos, Renacer, Rastrojos y Urabeños (McDermott, 2014). 


Raúl Hazbún alias “Don Mario” 


(Desmovilizado) (Capturado) 
* Frente Álex Hurtado 


Carlos Castaño Gil alias “el alemán” > ma 


(Desaparecido) (Desmovilizado) alias “Geovanni” alias “Otoniel” alias “Marihuano” 
* Bloque Elmer Cárdenas (Muerto) (Prófugo) (Muerto) 
AUTODEFENSAS CAMPESINAS AUTODEFENSAS UNIDAS BACRIM “Urabeños” 
DE CÓRDOBA Y URABÁ DE COLOMBIA GAO Clan del Golfo o Úsuga 
(ACcU) (auc) AUTODEFENSAS GAITANISTAS DE COLOMBIA 

HA a 
Desde Hasta Desde Hasta Desde 
1994 1996 1997 2006 2007 


Figura 13.3 Línea evolutiva GAO Clan del Golfo en el Bajo Atrato, Chocó 


Fuente: elaboración propia con base en el Centro Nacional de Memoria Histórica (2014). 
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Estos nuevos grupos armados delictivos, sucesores del paramilitaris- 
mo, se identificaron y agruparon en una especie de confederación crimi- 
nal conocida por las autoridades como el Grupo Delincuencial Organizado 
Clan del Golfo (García-Perilla y Rodríguez-Beltrán, 2018 y República de 
Colombia, Ministerio de Defensa Nacional, 2016). Liderados por Juan de 
Dios Úsuga, alias “Geovanni”,'* y su hermano Dairo Antonio Úsuga, alias 
“Otoniel”,'* “quienes habían hecho parte del EPL, desmovilizado en 1991; y 
que después de su desmovilización migraron a otras organizaciones delin- 
cuenciales, como por ejemplo grupos paramilitares” (Cañas, 2016, citado en 
García-Perilla y Rodríguez-Beltrán, 2018, p. 136). 

En el siguiente septenio, en el departamento del Chocó y la subregión 
del Bajo Atrato, esta estructura armada Clan del Golfo, autodenominada 
Autodefensas Gaitanistas de Colombia, se expande hacia las zonas rurales 
del municipio de Riosucio, reinician una fuerte confrontación bélica con la 
guerrilla de las FARC-EP y atrapan de nuevo, en medio del fuego cruzado, a 
las comunidades de las subcuencas del Cacarica, Salaquí y Truandó. 


DEJACIÓN DE LAS ARMAS POR PARTE DE LAS FARC-EP 
Y NUEVA INCURSIÓN DEL ELN 


Por otra parte, la mayor presión militar sobre el Frente 57 de las FARC- 
EP en la frontera con Panamá, desde el año 2010, bajo el objetivo de debilitar 
una de las estructuras de mayor peso financiero para este grupo, inclinó, 
entre otras razones y motivos político-militares, a que las FARC-EP en su con- 
junto buscaran una salida negociada (Cabrera, 2016). En el caso del Frente 
57 se efectuaron bombardeos de la Fuerza Aérea Colombiana, el Ejército y 
la Policía y dieron de baja a importantes cabecillas de esta organización, así, 
por ejemplo, el 6 de octubre de 2010, en zona rural de Juradó (Chocó), “las 
autoridades identificaron a Jorge de Jesús Posada Medina, alias “Ignacio”, 
como uno de los guerrilleros abatidos en la frontera con Panamá. “Él era el 
cuarto cabecilla en importancia y jefe de finanzas de esa estructura, creada 
por “Iván Márquez en 1993” (“Alias “Ignacio”, de las FARC, sí fue abatido en 


14 En el año 2012 el líder del Clan del Golfo, alias “Geovanni”, fue dado de baja por las autoridades 
(Huertas, Cielo y Díaz, 2016). 


15  Enuna operación conjunta entre la Policía, el Ejército y la Fuerza Aérea, en octubre de 2021, fue 
capturado en el Urabá antioqueño Dairo Antonio Usuga David, alias “Otoniel”, el narcotraficante 
hasta entonces más buscado de Colombia. 
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operación Darién”, 2010). También, el 18 de abril de 2011 cae alias “Gloria” 
O la “Patrona”, tercer cabecilla del Frente y la principal de la compañía de 
organización y masas de este frente guerrillero (“Alias “Gloria” murió en 
bombardeo contra campamento de las FARC en Chocó”, 2011). Luego, el 26 
de agosto de 2013 dieron de baja a Virgilio Antonio Vidal Mora, alias “Sil- 
ver”, jefe del Frente en la vereda La Nueva, municipio de Riosucio (Chocó); 
este cabecilla era considerado un hombre clave para el tráfico de drogas y 
armas en la zona del Bajo Atrato (“Abatido jefe del frente 57 de las FARC en 
Riosucio, Chocó”, 2013). 

Esta ofensiva oficial se conservó hasta que, en septiembre de 2016, y 
luego de un proceso de diálogo de paz entre el Gobierno Nacional y la máxi- 
ma dirigencia de las FARC-EP, en La Habana, República de Cuba, se pacta un 
Cese al Fuego y de Hostilidades Bilateral y Definitivo (CFHBD) y Dejación 
de Armas (DA) del grupo guerrillero (República de Colombia, Ministerio de 
Defensa Nacional, 2018). Inicialmente, en las Zonas Veredales Transitorias 
de Normalización (ZVTN), y posteriormente con los Espacios Territoriales 
de Capacitación y Reincorporación (ETCR), las extintas FARC-EP, en el Bajo 
Atrato, al mando de Olmedo Ruíz, comandante del Estado Mayor del Frente 
57, perteneciente a la Unidad Iván Ríos'* Bloque Comandante Efraín Guz- 
mán'” —antes José María Córdoba o Bloque Noroccidental— se concentran 
y desmovilizan con más de 130 excombatientes en el lugar conocido como 
Las Brisas, en el municipio de Riosucio (Chocó) (Fundación Ideas para la 
Paz, 2018). 

Empero, si bien la desactivación como organización insurgente de las 
FARC-EP fue un hecho, en la subregión del Bajo Atrato el conflicto armado 
no se detuvo (Defensoría del Pueblo, 2020). Desde el año 2016, la guerrilla 
del ELN ha establecido una ruta de avanzada en el norte del departamento del 
Chocó, desde Bojayá hasta Riosucio (Aponte y González, 2021). Esta nueva 
incursión del grupo armado organizado, con la Compañía Néstor Tulio Du- 
ran del Frente de Guerra Resistencia Cimarrón del Frente Occidental Omar 
Gómez, a los territorios que estuvieron sometidos en el pasado reciente bajo 
el dominio de la extinta guerrilla, activó de nuevo la situación de conflicto y 


16 En el 2008, el secretariado de las FARC-EP cambió el nombre del Bloque José María Córdoba o 
Bloque Noroccidental a “Iván Ríos”, en homenaje al asesinado comandante del bloque (¿Quién 
era Iván Ríos?”, 2008). 

17 — Efraín Guzmán era uno de los campesinos que en 1964 fundaron el Bloque Sur, posteriormente las 
FARC, bajo el liderazgo de Pedro Antonio Marín, alias “Manuel Marulanda” o “Tirofijo” (“Efraín 
Guzmán, dirigente de las FARC”, 2003). 
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entraron en confrontación directa con el Clan del Golfo, subestructura Ro- 
berto Vargas Gutiérrez (“Gaula militar de la Armada captura integrante del 
Clan del Golfo en Bolívar”, 2019). 

En lo que se refiere a estas últimas, se han configurado como un actor 
armado ilegal mixto, que se concibe como grupo de crimen organizado con 
un aparato militar sostenido. Por otro lado, la expansión de la guerrilla del 
ELN hacia los municipios de Riosucio y Carmen del Darién se realiza “au- 
nando fuerzas desde los municipios de Juradó, Bojayá y Murindó, los cuales 
tienen conexión directa con la subregión del Bajo Atrato por las cuencas de 
los ríos Atrato, Truandó, Salaquí y Cacarica” (Defensoría del Pueblo, 2020, 
p. 5). 

A su vez, una de las estrategias de control territorial del Clan del 
Golfo 


en estos municipios, cuyo acceso a los territorios es eminentemen- 
te fluvial, es la instalación de puntos de control en algunos lugares 
clave como es el caso de La Nueva y Bocas de Quiparadó en el río 
Truandó, la desembocadura del río Dupurdú, en el río Domingodó, 
en el río Salaquí y el río Cacarica. [...] En la actualidad, se identifica 
la construcción de viviendas en las que se radican personas dedicadas 
exclusivamente a las labores de monitoreo y vigilancia para este gru- 
po, y que en primera medida pasarían inadvertidas, dado que pueden 
ser confundidas fácilmente como miembros de la población civil (De- 
fensoría del Pueblo, 2020, p. 18). 


De manera que la disputa territorial entre estos dos grupos armados 
ilegales ha ocasionado, en el último trienio (2017-2020), según la Defensoría 
del Pueblo, 1.100 personas desplazadas y 8.000 en estado de confinamiento 
(“Preocupante panorama de DD. HH. en Chocó por guerra entre las AGC y el 
ELN”, 2020). En la actualidad, el ELN quedó dominando el costado izquierdo 
del río hasta la frontera con Panamá, y los paramilitares el costado derecho, 
incluido el casco urbano de Riosucio. Esto suscita, en los municipios de 
Riosucio y Carmen del Darién, el posicionamiento del Clan del Golfo como 
actor hegemónico en las localidades, al lograr expulsar a las estructuras “ele- 
nas” que se han expandido en años recientes (Defensoría del Pueblo, 2020). 
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Figura 13.4 Presencia del ELN y el GAO Clan del 
Golfo en el Bajo Atrato tras la salida de las FARC, año 2016 


Fuente: elaboración propia con base en Defensoría del Pueblo (2017). 


Para finalizar, uno de los aspectos que ha caracterizado la incursión 
del ELN en el territorio del Bajo Atrato ha sido la capacidad de instalar Ar- 
tefactos Explosivos Improvisados (AED) (Vicepresidencia de la República, 
2012) como estrategia de guerra en la lucha territorial que ha continuado con 
el Clan del Golfo y que ha sido un hecho definitorio para la configuración 
de un escenario de emergencia humanitaria por confinamiento y abandono 
forzado, según la Defensoría del Pueblo (2020), para los Consejos Comuni- 
tarios de 


Dos Bocas, Bocas de Taparal, Cacarica, la cuenca del río Quiparadó, la 
cuenca del río Salaquí, La Nueva, Pedeguita y Mancilla, Ríos de Larga 
y Tumaradó, Truandó Medio, Clavellino; y los Resguardos Indígenas 
de Peña Blanca-Río Truandó, Yarumal Barranco, Perancho, Peranchi- 
to, Río La Raya, Río Quiparadó, Río Salaquí Pavarandó (p. 1) 


en el municipio de Riosucio, Chocó. 
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CONCLUSIONES 


Como se evidencia en el Chocó, en particular en el Bajo Atrato, la 
guerra es persistente pese a los intentos de pacificación de los distintos go- 
biernos. Pareciera que la guerra se impone y sobrepasa los esfuerzos insti- 
tucionales de garantizar una subregión en paz. La convergencia de distintos 
intereses en economías extractivas, ilegales y megaproyectos, sumada a una 
escasa presencia estatal, posibilita, en gran medida, la persistencia de los 
distintos grupos armados ilegales por adquirir el control territorial y asu- 
mir las rentas de estas economías. Esto produce el abandono, el despojo y 
el confinamiento de las comunidades rurales que, en su mayoría, son afro, 
negros e indígenas. La generalidad de dichos colectivos humanos, según 
la Defensoría del Pueblo, son desplazados o confinados en sus territorios. 
Finalmente, en el panorama descrito, se muestra que por décadas el Bajo 
Atrato ha estado sumido en las coordenadas de la violencia, y aún continúa 
en su penosa situación de marginalidad y muerte. 


Revista Ratio Juris Vol. 17 N.* 34.UNAULA [ISSN 1794-6638 337 


Carlos Alfonso Ortiz Lancheros 


REFERENCIAS 


Abatido jefe del Frente 57 de las FARC en Riosucio, Chocó (16 de 
agosto de 2013). El Universal. https://bit.ly/300GAa3. 

Acunzo, P. (21 de noviembre de 2016). Entrevista al comandante del 
Frente 34 de las FARC-EP, Pedro Baracutao [video YouTube]. https://www. 
youtube.com/watch?v=DymxcN43pMg-. 

Alias “Gloria” murió en bombardeo contra campamento de las FARC 
en Chocó (18 de abril de 2011). El Colombiano. https://bit.ly/3pqgMYig. 

Alias “Ignacio”, de las FARC, sí fue abatido en operación Darién (6 de 
octubre de 2010). El Colombiano. https://bit.1y/3B4J2pF. 

Aponte, A. F. y González, V. (2021). Un poder popular distorsiona- 
do: madera, oro y coca como determinantes organizacionales y armados del 
ELN chocoano. En A. F. Aponte y F. González (Eds.), ¿Por qué es tan difí- 
cil negociar con el ELN? Las consecuencias de un federalismo insurgente, 
1964-2020 (Ss. p.). CINEP. 

AUC (7 marzo de 2020). nSight Crime. https://bit.ly/3m60tSJ. 

Barbosa, J. (2015). Configuración diferenciada de las Autodefensas 
Campesinas de Córdoba y Urabá en el Urabá: norte de Urabá, eje bananero, 
sur del Urabá antioqueño y Urabá chocoano. Análisis Político, 28(84), 39-57. 

Basset, Y., Guerrero, J. C., Ceron-Steevens, K. y Pérez, A. M. (2017). 
La política local en Riosucio (Chocó): ¿un caso de autoritarismo subnacio- 
nal? Revista Colombia, 91, 45-83. 

Bejarano, A. M. (1988). La violencia regional y sus protagonistas: el 
caso de Urabá. Análisis Político, (4), 43-54. https://bit.1y/3pq62gT. 

Cabrera, 1. (2016). Conflicto armado, criminalidad y violencia en la 
frontera colombo-panameña: elementos críticos para buscar una transición. 
En A. Molano (Comp.), Las fronteras en Colombia como zonas estratégi- 
cas: análisis y perspectivas (págs. 221-244). Instituto de Ciencia Política 
Hernán Echavarría Olózaga. 

Cadena, M. J. (2011). La geografía y el poder. Territorialización del 
poder en Colombia —el caso de las FARC— de Marquetalia al Caguán. Pers- 
pectiva Geográfica, (1), 156-183. https://bit.ly/2XzKGC9. 

Centro Nacional de Memoria Histórica (2014). Nuevos escenarios de 
conflicto armado y violencia. Panorama posacuerdos con AUC. Centro Na- 
cional de Memoria Histórica. 

Centro Nacional de Memoria Histórica (2021). Validación del infor- 
me analítico sobre el paramilitarismo en el Urabá antioqueño, el Sur de Cór- 
doba, el Bajo Atrato y Darién. https://bit.ly/3vGsovx. 


338 | Revista Ratio Juris Vol. 17 N.* 34-UNAULA [ISSN 1794-6638 


Entre la fragilidad de la paz y la persistencia de la guerra: 
el caso de la subregión del Bajo Atrato, Chocó, Colombia 


Comisión Colombiana de Juristas (2018). Lecciones para aprender del 
eterno retorno de la guerra. https://b1t.ly/3m0WIDp. 

Comisión Interétnica de la Verdad (2019). Impactos étnico-territoria- 
les del conflicto en el Chocó. Fondo Multidonante de las Naciones Unidas 
para el Sostenimiento de la Paz. https://b1t.1y/33qShuj. 

Corte Interamericana de Derechos Humanos (2013). Caso de las co- 
munidades afrodescendientes desplazadas de la cuenca del río Cacarica 
(Operación Génesis) vs. Colombia. https://bit.ly/30TFfiR. 

Defensoría del Pueblo (13 de septiembre de 2005). Sistema de Alertas 
Tempranas (SAT) Informe de Riesgo Núm. 044-05. Sin datos. 

Defensoría del Pueblo (2016). Problemática humanitaria en la región 
pacífica colombiana. Defensoría del Pueblo, ACNUR. 

Defensoría del Pueblo (27 de abril de 2017). Nota de seguimiento 
N. 004-17 Quinta Nota al Informe de Riesgo N. 031-09A.I. chrome-exten- 
sion://efaidnbmnnnibpcajpeglclefindmkaj/http://www.indepaz.org.co/ 
wp-content/uploads/2020/02/NS-N%C2%B0-004-17-a-IR-N%C2%B0-031- 
09A.I.-Carmen-del-Darien-y-Riosucio-CHO.pdf. 

Defensoría del Pueblo (2018). Informe especial: economías ilegales, 
actores armados y nuevos escenarios de riesgo en el posacuerdo. Sin datos. 

Defensoría del Pueblo (18 de marzo de 2020). Informe de riesgo Núm. 
009. https://bit.ly/33pqHxP. 

Efraín Guzmán, dirigente de las FARC (14 de diciembre de 2003). El 
País. https://bit.1y/2Zfu3MI. 

FARC-EP (14 de septiembre de 2020). Octava Conferencia Nacional 
de Guerrilleros. https://b1t.1y/3aXn1 yu. 

Franco, L. y Restrepo, J. D. (2011). Empresarios palmeros, poderes de 
facto y despojo de tierras en el Bajo Atrato. En M. Romero (Ed.), La eco- 
nomía de los paramilitares: redes de corrupción, negocios y política (págs. 
269-410). Nuevo Arcoíris. 

Frente 5 de las FARC-EP, protagonista de la guerra (25 de septiembre de 
2016). Verdad Abierta. https://verdadabierta.com/frente-5-de-las-farc-prota- 
gonista-de-la-guerra-en-antioquia/. 

Fundación Ideas para La Paz (2018). Chocó. Informe sobre el estado 
de la implementación del Acuerdo de Paz. https://bit.ly/3C65KPI. 

García-Perilla, J. C. y Rodríguez-Beltrán, C. A. (2018). “Clan del gol- 
fo”, una amenaza para el acuerdo de paz con las FARC-EP. Un acercamiento 
desde el fenómeno de la convergencia. Entramado, 14(2), 132-146. https:// 
bit.ly/30FgFBU. 


| Revista Ratio Juris Vol. 17 N.* 34.UNAULA |ISSN 1794-6638 339 


Carlos Alfonso Ortiz Lancheros 


Gaula militar de la Armada captura integrante del Clan del Golfo en 
Bolívar (2019). https: //www.cgfm.mil.co/es/blog/gaula-militar-de-la-arma- 
da-captura-integrante-del-clan-del-golfo-en-bolivar. 

Guerrilleros se tomaron Riosucio (21 diciembre de 1996). El Tiempo. 
https://b1t.1y/3B7T3T0. 

Huertas, O., Cielo, L. M. y Díaz, L. B. (2016). Caracterización del Clan 
del Golfo como actor del conflicto armado interno en Colombia desde el 
factor de intensidad. Revista Jurídica Derecho, 4(5), 37-52. https://bit.ly/2Z- 
fZLtn. 

Instituto de Estudios Interculturales (2019). Pacífico norte: laborato- 
rio de violencia paramilitar. Dinámicas históricas y territoriales del conflic- 
to político, social y armado 1958-2016. Pontificia Universidad Javeriana. 

Jurisdicción Especial para la Paz (2021). Auto N.* 19 de 2021. Caso N.* 
01. Toma de rehenes y graves privaciones de la libertad cometidas por las 
FARC-EP. https://b1t.1y/2XxstoC. 

Los niños perdidos del “alemán” (11 agosto, 2008). Revista Semana. 
https://bit.ly/3G6E12B. 

Masacre de Riosucio, Chocó, octubre de 1996 (16 de octubre de 2019). 
Rutas del Conflicto. https://bit.ly/3jppyGx. 

McDermott, J. (2014). ¿La última bacrim en pie? chrome-extension:// 
efaiddnbmnmnibpcajpcglclefindmkaj/https://library.fes.de/pdf-files/bueros/ 
kolumbien/11074-20150116.pdf. 

Medina, C. (2011). FARC-EP flujos y reflujos: la guerra en las regiones. 
Universidad Nacional de Colombia, Instituto Unidad de Investigaciones Ju- 
rídico-Sociales Gerardo Molina (UNIJUS). 

Misión de Apoyo al Proceso de Paz de la Organización de los Estados 
Americanos (2006). Sexto informe trimestral del secretario general al con- 
sejo permanente sobre la misión de apoyo al proceso de paz en Colombia. 
https://b1t.1y/3nbwY 10. 

Molano, A. (2017). De río en río. Vistazo a los territorios negros. 
Aguilar. 

Observatorio de Paz y Conflicto (2016). Organizaciones Guerrilleras 
en Colombia desde la década de los sesenta. Universidad Nacional de Co- 
lombia. 

Organización de las Naciones Unidas (14 de diciembre de 2015). De- 
rechos Humanos Colombia. El paramilitarismo en Colombia, ¿realmente se 
desmontó? https://bit.ly/3vAU7xD. 


340 | Revista Ratio Juris Vol. 17 N.? 34.UNAULA |ISSN 1794-6638 


Entre la fragilidad de la paz y la persistencia de la guerra: 
el caso de la subregión del Bajo Atrato, Chocó, Colombia 


Ortiz, C. A. (2018). Diálogos de paz Gobierno-ELN y las encrucijadas 
para una paz completa en Colombia. Revista Ratio Juris, 13(27), 223-234. 

Ortiz, C. A. (2019). La derrota estratégica de la insurgencia armada. 
El caso de las FARC-EP- Colombia 1994-2010. Revista Ratio Juris, 14(29), 
207-224. 

Presidencia de la República, Oficina Alto Comisionado para la paz 
(2006). Proceso de Paz con las Autodefensas. Informe Ejecutivo. chrome-ex- 
tension: //efaidnbmnnnibpcajpcelclefindmkaj/http://cja.org/cja/downloads/ 
Proceso%20de%20Paz%20con%20las%20Autodefensas.pdf. 

Preocupante panorama de DD. HH. en Chocó por guerra entre las AGC 
y el ELN (17 de febrero de 2020). Revista Semana. https://bit.ly/3B8UNEeF. 

¿Quién era Iván Ríos? (7 de marzo de 2008). El Espectador. https:// 
bit.ly/2Z1HyLB. 

República de Colombia, Ministerio de Defensa Nacional (2016). Di- 
rectiva permanente N.” 15. Expedir los lineamientos del Ministerio de De- 
fensa Nacional para caracterizar y enfrentar a los Grupos Armados Organi- 
zados (GAO). https://bit.ly/3nenm50. 

República de Colombia, Ministerio de Defensa Nacional (2018). In- 
forme de Gestión enero 2017 a abril de 2018. https://bit.ly/3DYHz64. 

Ronderos, M. T. (2014). Guerras recicladas. Una historia periodística 
del paramilitarismo en Colombia. Aguilar. 

Santoyo, M., Jimeno, M. L. y Valderrama, L. M. (1995). Chocó: diver- 
sidad cultural y medio ambiente. Fondo FEN Colombia. 

Serrano, A. (2009). Paraco. Debate. 

Tenthoff, M. (24 de septiembre de 2008). El Urabá: donde el desarro- 
llo alternativo se confunde con intereses económicos y la reinserción del 
paramilitarismo. https://bit.ly/33nuH10. 

Tribunal Superior de Medellín (27 de agosto de 2014). Sentencia pri- 
mera instancia, Bloque Elmer Cárdenas. Sala de Justicia y Paz. https://bit. 
ly2XybbaY. 

Vicepresidencia de la República (2012). Glosario Nacional Básico 
General de Términos de Acción Integral contra Minas Antipersona. https:// 
bit.ly/3prvx0OU. 

Zelik, R. (2015). Paramilitarismo. Violencia y transformación social, 
política y economía en Colombia. Siglo del Hombre Editores. 


Revista Ratio Juris Vol. 17 N.* 34.UNAULA [ISSN 1794-6638 341 


Revista Ratio Juris Vol. 17 N.* 34, 2022, pp. 343-368 O UNAULA 


ARTÍCULOS DE REFLEXIÓN 


LA CIENCIA POLÍTICA EN COLOMBIA EN EL SIGLO XXI: NOTAS 
SOBRE CÓMO LA DISCIPLINA HA REFLEXIONADO ACERCA 
DE SUS MARCOS EPISTEMOLÓGICOS 


POLITICAL SCIENCE IN COLOMBIA IN THE 21ST CENTURY: 
NOTES ON HOW THE DISCIPLINE HAS REFLECTED 
ON ITS EPISTEMOLOGICAL FRAMEWORKS 


A CIÉNCIA POLÍTICA NA COLÓMBIA NO SÉCULO XXI: 
NOTAS SOBRE COMO A DISCIPLINA REFLETIU EM 
SEUS MARCOS EPISTEMOLÓGICOS 


JORGE ESTEBAN ROMERO* 
MANUELA BETANCUR MORALES** 


Recibido: 23 de noviembre de 2021 - Aceptado: 2 de abril de 2022 
Publicado: 30 de junio de 2022 
por: 10.24142/raju.v17n34a15 


Resumen 


A pesar del largo proceso de institucionalización de la ciencia política 
en el ámbito nacional, regional e internacional, sigue siendo un reto 
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reflexionar y discutir sobre los marcos epistemológicos que la han 
erigido, particularmente por su arraigo a ciertas corrientes que han 
hegemonizado la manera en que se piensa la disciplina politológica. 
Por esta razón, el presente artículo se realiza a partir de un estado del 
arte que estudia el desarrollo de la reflexión sobre los marcos episte- 
mológicos en la disciplina politológica en Colombia en el siglo XXI; 
marcos epistemológicos que de alguna manera han sido reflejo de la 
ciencia política norteamericana, es decir, que se encuentran bajo los 
presupuestos del positivismo y el empirismo. De ahí que estos mar- 
cos no puedan dar cuenta de la transformación y la compleja realidad 
social del país. Para nuestra investigación, utilizaremos la tradición 
cualitativa debido a que la información recolectada, en su mayoría, 
emplea está tradición, pues en los textos leídos solo encontramos un 
artículo que tenía una tradición mixta. También nos apoyaremos en 
las descripciones y los análisis críticos que se han hecho con respecto 
a nuestro tema. El segundo método será el estado del arte, debido 
a que en nuestra investigación abordaremos diferentes autores, los 
cuales contrastaremos teniendo en cuenta patrones de regularidad, di- 
ferenciación y alternativas. 


Palabras clave: ciencia política, posittvismo, empirismo, epistemo- 
logía. 


Abstract 


344 


Despite the long process of institutionalization of political science at 
the national, regional and international levels, 1t is still a challenge to 
reflect on and discuss the epistemological frameworks that have erec- 
ted the discipline, particularly due to its roots in certain currents that 
have hegemonized the way in which the political science discipline 1s 
thought. That is why this article is based on a state of the art on the de- 
velopment of reflection on epistemological frameworks in the politi- 
cal science discipline in Colombia in the 21st century. For this reason, 
we affirm that the political science discipline in Colombia has erected 
epistemological frameworks that in some way have been a reflection 
of North American political science, that is, under the assumptions of 
positivism and empiricism. Hence, these epistemological frameworks 
cannot account for the transformation and the complex social reality 
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of the country. We will use the qualitative tradition for our research, 
because the information collected mostly uses this tradition, in the 
texts read we only found one article that had a mixed tradition. We 
will rely on descriptions and critical analyzes that have been made 
regarding our topic. The second method will be the state of the art 
because in our research we will address different authors, which we 
will contrast taking into account patterns of regularity, differentiation 
and alternative. 


Keywords: political science, positivism, empiricism, epistemology. 


Resumo 


Apesar do longo processo de institucionalizagáo da ciéncia política 
nos níveis nacional, regional e internacional, ainda é um desafio re- 
fletir e discutir os arcabougos epistemológicos que erigiram a disci- 
plina, principalmente por suas raízes em certas correntes que hege- 
monizaram o modo como em que se pensa a disciplina de ciéncia 
política. É por isso que este artigo se baseia em um estado da arte 
sobre o desenvolvimento da reflexáo sobre os marcos epistemoló- 
gicos na disciplina de ciéncia política na Colómbia no século XXI. 
Por isso, afirmamos que a disciplina de ciéncia política na Colómbia 
eriglu marcos epistemológicos que de alguma forma foram reflexo 
da ciéncia política norte-americana, ou seja, sob os pressupostos do 
positivismo e do empirismo. Assim, esses marcos epistemológicos 
náo podem dar conta da transformagáo e da complexa realidade social 
do país. Utilizaremos a tradigáo qualitativa para nossa pesquisa, pois 
as informagdes coletadas em sua maioria utilizam essa tradigáo, nos 
textos lidos encontramos apenas um artigo que possuía uma tradigáo 
mista. Contaremos com descrigóes e análises críticas que foram feitas 
em relagáo ao nosso tema. O segundo método será o estado da arte, 
pois em nossa pesquisa abordaremos diferentes autores, que contras- 
taremos levando em conta padróes de regularidade, diferenciagáo e 
alternativa. 


Palavras-chave: ciéncia política, positivismo, empirismo, epistemo- 
logia. 
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INTRODUCCIÓN 


La tarea imperante de pensar los marcos epistemológicos de la disci- 
plina politológica en Colombia durante el siglo xxI es una apuesta reflexiva 
que se sitúa, en primer lugar, en la tradición cualitativa, en la medida en que 
nos apoyaremos en descripciones y análisis críticos que se han realizado 
frente al tema propuesto. El método utilizado en este trabajo parte de la 
realización de un estado del arte, ya que nos permitió abordar y contrastar 
autores, así como analizar regularidades, diferencias y alternativas. 

En ese sentido, el impulso de esta reflexión se cimienta en dos gran- 
des razones. En primer lugar, que cierta crítica, en el ámbito regional, ha 
señalado los límites que tiene lo que llamaremos la ciencia política con- 
vencional. Es decir, desde voces como las de Ravecca (2010), Retamozo 
(2009), Puello-Socarrás (2011), Puello y Jiménez (2019) y Múnera (2019), 
entre otros, se ha visto la necesidad de apuntar a esas aristas problemáticas 
del modelo convencional de reflexión de la política y lo político. En general, 
estos autores tienden a señalar los marcos estrechos que generan una disci- 
plina erigida sobre el positivismo y el empirismo, y, más aún, la imposibili- 
dad que tiene para pensar la complejidad social del mundo contemporáneo 
y, por ende, su transformación. 

Esto último nos parece una discusión imprescindible, no a fin de di- 
sertar eruditamente, sino de darle un papel renovado a la politología en la 
transformación del mundo. La segunda razón que sustenta la apuesta que se 
esboza en esta reflexión está estrechamente relacionada con la anterior. A 
saber, que la erigida objetividad científica de la que hace alarde la ciencia 
política convencional tiene por objetivo esconder que los politólogos están 
inmiscuidos en relaciones de poder, dígase de la interseccionalidad clase, 
raza y género, y que ese esconder, a veces, no es más que la legitimación de 
las formas de opresión. Esta característica de la ciencia política convencio- 
nal, y de las ciencias sociales, ha sido señalada por Ravecca (2010) cuando 
afirma la necesidad de preguntarse por los efectos políticos del discurso 
politológico; por Puello-Socarrás (2011) y Puello y Jiménez (2019) cuando 
hablan de la languidecida political science, así como por Múnera (2019), que 
busca alternativas para explicar y transformar la realidad latinoamericana 
desde y con perspectivas del sur global. 

Estas razones cimientan nuestra apuesta de indagar en los marcos 
epistemológicos de la politología colombiana durante el siglo xxI, buscando 
entender sus límites para reflexionar la política y lo político en el ámbito 
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nacional. Pero también, buscando esbozar vías que permitan una politología 
renovada y capaz de ser agente de transformación desde miradas críticas y 
situadas. 

Se defenderá entonces que la disciplina politológica en Colombia ha 
construido unos marcos epistemológicos sustentados en la ciencia política 
norteamericana cuyos presupuestos han sido el positivismo y el empirismo. 
Por consiguiente, estos marcos epistemológicos no puedan dar cuenta de la 
realidad actual y de su transformación. 

Proponemos cinco grandes apartados que agrupan los elementos más 
relevantes del abordaje del problema que nos hemos planteado. En el primer 
aparte esbozamos algunos elementos teóricos que son importantes a fin de 
acercarse a la discusión epistemológica de la disciplina politológica; en el 
segundo, se aborda la discusión por el objeto de estudio de la ciencia polí- 
tica, así como su relevancia social; el tercero esboza la reconstrucción his- 
tórica de la disciplina de forma internacional, regional y nacional; el cuarto 
discute sobre las relaciones de poder dentro del campo disciplinar de la cien- 
cia política y el quinto sitúa algunos horizontes y alternativas a la corriente 
hegemónica en la disciplina. Al final, se detallan algunas conclusiones de 
la reflexión. 


ALGUNOS ELEMENTOS TEÓRICOS PRELIMINARES 


En esta sección buscamos definir y relacionar algunos conceptos y 
autores importantes a fin de delinear nuestra reflexión. De ahí que hayamos 
seleccionado categorías como “institucionalización”, “objetividad científi- 
ca”, “ideología” y “crisis del paradigma científico dominante” para hilar 
nuestro marco de análisis. 

A fin de indagar por el cómo y el porqué de los marcos epistemológi- 
cos que han erigido la disciplina politológica en Colombia, creemos impor- 
tante tener en cuenta la categoría de “institucionalización”. La instituciona- 
lización, sin embargo, tiene dimensiones que nos interesan más que otras, 
de ahí que tomamos como referencia a Duque (2013) cuando diferencia los 
procesos heterogéneos que implica la institucionalización; en un primer sen- 
tido, tiene una dimensión epistémica y, a su vez, una organizativa mediante 
departamentos y facultades; así como un sentido curricular o conducente a 
crear programas que den títulos sobre la disciplina, y, por último, uno que 
atañe a la constitución de comunidad académica, como asociaciones disci- 
plinares y encuentros. 
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Nuestro interés gira específicamente en la dimensión epistémica del 
proceso de institucionalización de la ciencia política en Colombia. Entende- 
mos la institucionalización epistémica como el proceso de consolidación de 
ciertas pautas epistemológicas —cómo se conoce lo que se conoce— desde 
las que los politólogos piensan sus objetos de estudio, así como su propio 
lugar en la disciplina y en el espacio social; es decir, implica elecciones tá- 
citas o explícitas que los politólogos toman y con las cuales se sitúan en la 
realidad que tratan de entender. De ahí que sea menester señalar críticamen- 
te elecciones que, basadas en la literatura, son dominantes en la disciplina, 
dígase el acento positivista y empirista de la misma. En este sentido, los 
trabajos de Puello-Socarrás (2011), Puello y Jiménez (2019), Ravecca (2010) 
y Múnera (2019) resultan importantes en dos dimensiones: en primer lugar, 
para dar cuenta de los límites de las elecciones epistemológicas que la cien- 
cia política convencional ha tomado a fin de acercarse a la complejidad so- 
cial; y segundo, y quizá más importante, para develar el sentido ideológico 
de estas elecciones epistémicas que, regularmente, se presentan a sí mismas 
como neutrales u objetivas. 

La objetividad científica y lo ideológico son, a su vez, tal como se han 
relacionado, categorías importantes en nuestra apuesta de investigación. La 
objetividad científica atañe, para nosotros, a esa distinción común en la ra- 
cionalidad científica moderna de separar el sujeto y el objeto en la construc- 
ción de conocimiento. En ese sentido, creemos que miradas críticas como 
la de Santiago Castro-Gómez (2005), en su disertación sobre la hybris del 
punto cero como modelo de conocimiento —bajo los presupuestos de Gali- 
leo, Newton y Descartes— que presenta al sujeto epistémico, el que conoce, 
como un Deus absconditus, o los planteamientos de Bourdieu (1994), son 
importantes a fin de comprender lo epistemológico como político y ver la 
competencia que existe en dicho campo por el capital científico. 

En torno a lo ideológico, si bien esta es una categoría compleja, aquí 
se entenderá que atañe a un régimen de verdad desde donde y en el cual se 
da sentido a la realidad. En ese sentido, es menester tomar a Foucault (1979; 
1997), no porque utilice el concepto de ideología, sino por su indagación 
en los regímenes de verdad que permiten comprender cómo se construye 
lo verdadero y lo falso, lo decible y lo indecible, así como lo científico y lo 
extracientífico mediante relaciones de saber y poder. 

Estos elementos que ayudan a pasar por un tamiz teórico las eleccio- 
nes epistémicas de la ciencia política en Colombia, también se relacionan 
con las discusiones que se han venido dando en ciencias sociales frente al 
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conocimiento situado; es decir, un conocimiento que tiene un lugar de enun- 
ciación muy concreto y que no trata de convertir su particularidad (a veces 
disfrazada de no singularidad) en totalidad, como es común en la ciencia 
política convencional. Boaventura de Sousa (2009) ha desarrollado, desde 
hace algunos años, la categoría de “epistemología del sur”, con la que trata 
de dar cuenta de la necesidad de repensarnos desde los locus, otrora censu- 
rados, del sur global. 

De ahí que Sousa (2009) ha aludido a la crisis del paradigma científico 
dominante, a saber, aquel que se cimienta sobre el modelo de racionalidad 
que nace con la revolución científica del siglo xv1I por medio de las ciencias 
naturales, pero que en el siglo xIx se extiende a las ciencias sociales que 
empezaban a nacer, y que tiene como principios una escisión tajante entre el 
conocimiento científico y el conocimiento del sentido común; así como una 
separación entre naturaleza y persona. Esta crisis, dice Sousa (2009), delinea 
el surgimiento de un nuevo paradigma del cual no sabemos cuáles serán 
sus fundamentos, pero que puede verse en sus esbozos, que subvertirán los 
presupuestos dicotómicos, duales, del modelo de racionalidad dominante. A 
este punto, también resulta interesante el rescate que Múnera (2019) hace de 
la obra de Fals Borda en cuanto a sus aportes para pensar formas de cons- 
trucción de conocimiento desde y como sur global, y, más aún, en apostar 
por unas ciencias sociales para la liberación. 


DEL ESTATUTO EPISTEMOLÓGICO DE LAS CIENCIAS SOCIALES A 
LA DISCUSIÓN POR LA PRÁCTICA Y RELEVANCIA 
DE LA DISCIPLINA POLITOLÓGICA 


Este aparte abarca la relación entre ciencias naturales y ciencias so- 
ciales, y dentro de las ciencias sociales abordaremos las discusiones que se 
han dado en torno al objeto de la ciencia política, la relación existente entre 
teoría y práctica en la disciplina y, por último, su relevancia social. 

En primer lugar, nos enmarcamos en el debate existente entre las 
ciencias sociales y las ciencias naturales. Al respecto, Subirats (2012) plan- 
tea que existe una diferencia entre estas dos, ya que en las ciencias sociales 
no es posible un distanciamiento del contexto. En efecto, las ciencias so- 
ciales tienen una perspectiva y capacidad de significación diferente al de 
las ciencias naturales, que se enfocan en “contribuir a relacionar valores y 
acción social y política de los individuos y de los grupos” (p. 3). Apelando 
también a la diferencia entre estas dos, Mertz (2019) plantea lo siguiente: 
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La mayor diferencia entre [las] ciencias sociales y las naturales pa- 
rece residir, por lo tanto, en la diferencia de las materias que estudia. 
Una forma de observar esta diferencia es explorar la mente del cien- 
tífico en contraste con lo que sucede en el mundo exterior. [...] En 
suma, los fenómenos sociales son objeto de estudios diferentes, y las 
Ciencias sociales tienen que recurrir a métodos que son, al menos en 
parte, distintos a los de las ciencias naturales (p. 62). 


En esta misma línea argumentativa, Piedrahita-Guzmán (2019) resalta 
la necesidad de realizar una búsqueda y construcción de una epistemología 
acorde a las ciencias sociales, además, afirma que se deben reconocer “las 
limitaciones y potencialidades del estatus científico tradicional” (p. 317). 

Por otro lado, lo que pretende la perspectiva científica hegemónica es 
“construir una racionalidad general que explique lo que se quiere explicar, 
independiente del contexto social en que se produce” (Subirats, 2012, p. 4). 
Mientras que, para las ciencias sociales, el contexto social es imprescindible. 

Si bien encontramos ciertos puntos en común en cuanto a la concep- 
ción que se tiene de ciencias naturales y ciencias sociales en tanto a grandes 
rasgos, hay un reconocimiento de la diferencia entre ambas. Con respecto al 
objeto de la ciencia política no evidenciamos un consenso tan claro. 

Al respecto, Romero (2018) plantea que “para algunos la ciencia po- 
lítica es la ciencia del poder, para otros es la ciencia del estado, otros aún 
defienden concepciones intermedias entre ambos extremos. De hecho, todas 
las definiciones [...] tienen un punto común: todas giran alrededor del po- 
der” (p. 14). Y, aunque encontremos un punto en común, su objeto no puede 
reducirse solo al estudio y el ejercicio del poder, debido a que, en ese caso, 
se estarían excluyendo el condicionamiento y las consecuencias de tal ac- 
ción (Romero, 2018). 

Por lo tanto, Ravecca (2007), al intentar expandir el objeto de la cien- 
cia política, afirma que la disciplina: 


Estudia el poder y a sus ejercientes; analiza y reflexiona sobre las in- 
teracciones que dan cuenta de ciertos resultados en un tiempo y lugar 
determinado [...] el objeto de la ciencia política no son los partidos 
[...] es la política en sus distintas manifestaciones y formas (p. 10). 


Ampliando más el panorama, en el Manifiesto de Popayán se plan- 


tea que el estudio de la ciencia política está transversalizado por aspectos 
políticos, ideológicos, cosmovisiones e intereses (Grupo de Investigación 
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en Historia de la Ciencia Política en América Latina, 2017). Por otro lado, 
desde la ciencia política americana se ha considerado que es el sistema po- 
lítico el objeto central de la disciplina, que comprende exclusivamente las 
instituciones formales y deja por fuera el amplio campo de lo político (Pue- 
llo-Socarrás y Jiménez, 2019). 

En esta discusión también se ha planteado la necesidad de compren- 
der que la “producción del conocimiento moderno no es un fenómeno de 
grupos aislados, sino que principalmente constituye una construcción so- 
cial” (Bulcourf et al., 2018, p. 23), interpelada necesariamente por relaciones 
de poder. 

Otro aspecto que debemos resaltar, y ha sido otra de las consecuencias 
negativas para las ciencias sociales y la ciencia política al intentar perseguir 
el sueño positivista, ha sido la búsqueda constante de definiciones últimas 
transparadigmáticas, lo cual atenta directamente contra el pluralismo teórico 
(Retamozo, 2009). 

Dentro de la ciencia política se ha entablado otro debate sobre la re- 
lación que debería tener la teoría con la práctica, en donde ha sido trans- 
versal la pregunta sobre la posibilidad de que esta relación sea una realidad 
efectiva. Partimos de la afirmación hecha por Subirats (2012), en la cual hay 
dos consensos: el primero es que las ciencias sociales tienen relación con 
la práctica y con la realidad social; el segundo, es que esa relación no se ha 
desarrollado en la disciplina; en otras palabras, la ciencia política se ha des- 
cuidado en su dimensión práctica y transformadora (Murcia, 2018). 

Los motivos de este descuido se pueden explicar por medio de los si- 
guientes planteamientos: 1) se ha afirmado que los politólogos no han cons- 
truido “los marcos teóricos y metodología para realizar prácticas sociales y 
la investigación se ha reducido a la acumulación de datos, a la luz de unas 
teorías que no han podido ser validadas en la realidad política y social” 
(Piedrahita-Guzmán, 2019, p. 329) y 2) se ha planteado que “al privilegiar 
el enlace teoría-investigación y no teoría-práctica se ha creado una ciencia 
inútil de la política sin componente de aplicación” (Fortou ef al., 2013, p. 34). 

Con respecto a la relevancia social que debería tener la disciplina, se 
plantea que esta se debe enfocar más allá de la academia, en tanto se entien- 
de que tiene que ver directamente con la sociedad (Núñez, 2017). 

Por estas discusiones esbozadas es que consideramos acertada la pro- 
puesta de Piedrahita-Guzmán (2019): 
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Los cambios que se han presentado en la sociedad hacen un llamado 
urgente a las ciencias sociales, y en general a las ciencias, a actuali- 
zar los conceptos, métodos, metodologías y objetos de estudio para 
comprender y explicar las transformaciones sociales y para dar res- 
puestas más acertadas a las problemáticas de las realidades actuales. 
La ciencia política no es ajena a estas presiones que provienen desde 
las transformaciones actuales, lo que abre la posibilidad de mirarse 
a sí misma y mirar el papel de la intervención social en la disciplina 
(p. 319). 


En suma, seguir forzando a los investigadores sociales a la búsqueda 
de la cientificidad limita no solo al conocimiento que construye la cien- 
cia política, sino que también atenta contra el pluralismo metodológico. De 
igual forma, la disciplina politológica debe ampliar su horizonte y no enfo- 
carse únicamente en estudiar la institucionalidad y el poder, debido a que los 
escenarios de los conflictos sociales van cambiando y ampliándose, ya no se 
reducen solo a las instituciones formales y a las organizaciones de personas 
e intereses que están representadas, por el contrario, esto se extiende a las 
dimensiones cotidianas de las personas (Subirats, 2012). 


DISCUSIONES FRENTE A LA REFLEXIÓN HISTÓRICA DE LA 
DISCIPLINA EN EL ÁMBITO GLOBAL, REGIONAL Y NACIONAL 


En la siguiente sección se esboza la reconstrucción histórica de la dis- 
ciplina en el ámbito internacional, regional y nacional. Partamos primero del 
internacional, en donde se exponen como antecedentes de la disciplina los 
estudios sobre política de Aristóteles, Maquiavelo, Locke, Montesquieu y 
Marx, y se establece que es en 1945 cuando la ciencia política logra el estatus 
de disciplina en Estados Unidos y, luego, se introduce en las universidades 
de Europa occidental (Romero, 2018). Al respecto, Carpiuc (2013) plantea 
que “los años cincuenta también fueron un escenario de un importante im- 
pulso de la ciencia política moderna en algunos países de Europa y en Esta- 
dos Unidos, de la mano de la denominada “revolución conductista” (p. 6). 

Carpiuc (2013) también afirma que el proceso de institucionalización 
de la disciplina se dio simultáneamente en Estados Unidos y en algunos 
países de Europa, mientras que para Romero (2018) dicho proceso comenzó 
únicamente en Estados Unidos. 
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Por otro lado, Fortou et al. (2013) afirman que el inicio de la disciplina 
se dio en la década de los veinte, y plantean lo siguiente: 


En las historias de la ciencia política hay, por lo menos, dos con- 
sensos. Primero, pocos discuten que el nacimiento de ella se dio en 
Estados Unidos entre 1925 y 1950 (Goodin, 2010; Losada y Casas-Ca- 
sas, 2008; Sartori, 2011; Zolo, 2007) y que, antes de esto, los estudios 
políticos con pretensiones de cientificidad estaban atados a enfoques 
históricos y jurídicos (Sartori, 2011: 310-311) (p. 29). 


Cabe resaltar que la historia de la disciplina en el campo mundial, 
como sostienen Fortou ef al. (2013), ha estado relacionada con una reflexión 
basada en “revoluciones”. Así, como señala Goodin (2010, citado en Fortou 
et al., 2013), “la autoconcepción que tiene la disciplina de su propio pasado 
está firmemente organizada alrededor de épocas puntuadas por tomas revo- 
lucionarias exitosas” (p. 29). Cuando se plantea la idea de revolución en la 
ciencia política, esta es utilizada frecuentemente para hablar de la irrupción 
del conductismo en la década de 1950. No obstante, Goodin la ha exten- 
dido a tres momentos revolucionarios, que se pueden entender como otra 
forma de concebir la historia de la ciencia política. Desde esta perspectiva, 
el primer período sería el de la fundación de la disciplina a principios del 
siglo xx, caracterizado por la búsqueda de un estudio sistemático y profe- 
sionalizado de los procesos políticos. Almond (1999) lo identifica con el 
auge de la llamada “Escuela de Chicago”, con énfasis en las interpretaciones 
psicológicas y sociológicas, la organización de programas de investigación 
y la defensa del valor de la cuantificación. El segundo período es la llamada 
“revolución conductista”, la cual rompe con el formalismo y normativismo 
anterior y busca comprender cómo se comportan las personas en la realidad 
política. Por último, a partir de las décadas de 1970 y 1980, la elección racio- 
nal y el individualismo metodológico en la ciencia política llevan a cabo su 
propia revolución caracterizada por la introducción de métodos deductivos, 
estadísticos, matemáticos y de modelos económicos (Fortou et al., 2013). 

Una tesis diferente sobre la historia disciplinar, aunque en relación 
con lo planteado por Fortou ef al. (2013) en tanto también enuncia la Es- 
cuela de Chicago, es que el nacimiento de la ciencia política, como disci- 
plina, se ubica en Estados Unidos con las pretensiones de Charles Merriam 
(1874-1953) y la Escuela de Chicago. La intención era romper con las re- 
flexiones políticas normativas y darle un estatus científico al conocimiento, 
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lo que implicó el establecimiento de un método más adecuado para el trata- 
miento del material político (Piedrahita-Guzmán, 2019). 

Contrapuesto a los planteamientos anteriores, sobre la historia de la 
disciplina en el ámbito mundial, Laitin (2004) sostiene que la ciencia política 
se ha ido solidificando por medio de un conjunto de programas bien defini- 
dos que han involucrado a una comunidad internacional; los programas que 
dan cuenta de esto son la Teoría de la Justicia de John Rawls (planteada en 
1971), el teorema del votante mediano de Duncan Black y la relación entre 
programas de cómputo y el proyecto comparativo de Rokkan. 

Por otro lado, en América Latina el despegue de la disciplina fue más 
tardío, empezando en la década de los ochenta (Carpiuc, 2013). Al respecto, 
Barrientos (2013, citado en Carpiuc, 2013) propone que dicho proceso se 
realizó en tres etapas: la primera de ellas se enmarcó en los antecedentes 
y se caracterizó por la predominancia que tenía el constitucionalismo y el 
estudio de las normas y leyes; en la segunda etapa, denominada “socioló- 
gica” —década de los cincuenta y setenta—, las ciencias sociales fueron 
pensadas como las encargadas de dar respuestas al agotamiento del modelo 
económico de sustitución de importaciones, enfocándose en el desarrollo 
socioeconómico de la región; el último momento corresponde a los años 
ochenta, década en la que se concibe oficialmente el despegue de la ciencia 
política en América Latina (Carpiuc, 2013). 

En esa misma línea argumentativa, se plantea que la ciencia política y 
las relaciones internacionales han tenido un crecimiento sostenido en Amé- 
rica Latina desde los años ochenta. Al respecto, hay un consenso sobre el 
desarrollo y la consolidación dispar que ha tenido la disciplina en la región, 
que ha estado ligada estrechamente al contexto político de los diferentes 
países, lo cual limita de cierta forma la posibilidad de establecer tendencias 
generales (Fortou ef al., 2013). 

Cabe resaltar que los países en los que la ciencia política ha tenido 
un mayor desarrollo han sido Argentina, Brasil y México, mientras que Co- 
lombia, Chile y Uruguay han tenido un crecimiento menor (Bulcourf ef al., 
2018). 

En cuanto a las etapas del proceso de consolidación de la disciplina en 
la región, hay diferencias con respecto a Carpiuc (2013), en tanto Bulcourf 
et al. (2018) proponen unos período que abarcan temporalidades diferentes. 
La primera etapa, afirman, comienza en los años sesenta hasta el año 2005, 
que corresponde a un período exploratorio aislado; la segunda, comprende 
desde el año 2005 hasta el año 2014, momento en el que predominan estudios 
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descriptivos centrados en las experiencias nacionales y trabajos bibliométri- 
cos, y la tercera va desde el año 2014 hasta el año 2018, período en el cual se 
evidencia una construcción de un área dentro de la disciplina, resultados de 
proyectos de investigación y tesis de maestría y doctorado; de igual forma, 
se comienza una reflexión crítica sobre la historia disciplinar en la región 
(Bulcourf et al., 2018). 

La mayor diferencia de ambos planteamientos radica en que en Bul- 
courf ef al. (2018) no se enuncia el papel que tuvo la sociología en la insti- 
tucionalización de la ciencia política, importancia que ratifica Duque (2013) 
al afirmar que la ciencia política en Colombia surgió como una alternativa 
a la sociología influenciada por el marxismo. Al respecto, y desconociendo 
la contraposición con la sociología y la relevancia que esta tuvo, el autor 
sostiene que la ciencia política “surgió en esa tensión que se expresa en sus 
vínculos originarios entre filosofía y derecho” (Bulcourf, ef al., 2018, p. 21). 

Con respecto al caso colombiano, en el desarrollo de la ciencia políti- 
ca Duque (2013) detalla tres períodos, en los cuales se analiza la docencia en 
universidades como muestra de este proceso de institucionalización. Estos 
períodos son similares a los momentos planteados por Carpiuc (2013) en 
América Latina, sin embargo, son un poco más tardíos. El primer momento 
corresponde a los inicios de la institucionalización y va desde 1968, año de 
creación del primer programa de Ciencia Política en la Universidad de los 
Andes, hasta el año 1989. En este período, predominaban más los estudios 
políticos que la ciencia política. 

Referente a los inicios de la consolidación de la disciplina, es im- 
portante incluir en el debate, a modo de contextualización, que este proce- 
so comenzó “junto con el proceso de modernización que inició con fuerza 
el Estado colombiano tras la inauguración del Frente Nacional, la ciencia 
política ha venido “institucionalizándose” hasta el punto de ser una fuente 
importante de expertos/arquitectos del Estado-nación” (Rico et al., 2018, 
p. 192-193). 

El segundo momento presentado por Duque (2013) corresponde a la 
década de los noventa, llamado expansión gradual, y comienza con la crea- 
ción del primer programa de maestría fuera de Bogotá (aunque la carrera 
profesional seguía en las universidades privadas de la capital). Y el tercer 
momento va desde el año 2001 hasta el año 2012, es llamado proliferación 
y multiplicación de la oferta y fortalecimiento de la comunidad académica. 

Como vemos, hay diversas explicaciones sobre la historia disciplinar 
de la ciencia política, aunque ninguna de estas parece contemplar todos los 
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elementos y fenómenos que influyeron en la institucionalización de la dis- 
ciplina. Sin embargo, hay un aspecto que los autores comparten, en el cual 
se resalta la relevancia que tiene o que tuvo la ciencia política americana en 
América Latina, de la cual se tomaron los enfoques funcionalistas y sistémi- 
cos, los principios del liberalismo y la democracia (Duque, 2013). 

La influencia de la ciencia política americana ha tenido consecuen- 
cias negativas, como las que enuncia Murcia (2018): 


Los diagnósticos parecen apuntar a un mismo asunto: la influencia 
de la tradición estadounidense en el desarrollo de una ciencia polí- 
tica obsesionada por medir, por definir su estatuto de cientificidad 
y su autonomía disciplinar, y por universalizarse como ciencia, se 
ha olvidado de sus raíces filosóficas y teóricas, ha caído en estudios 
cuantificadores inútiles, ha perdido de vista las dimensiones cultura- 
les, sociales y económicas de la política, así como los lazos con otras 
ciencias sociales que le ayudan a comprender lo político, y, en un 
contexto de enormes desigualdades socioeconómicas y persistentes 
crisis políticas como América Latina (p. 29). 


No obstante, es importante hacer la siguiente salvedad: en un estudio 
realizado por Carpíuc, en el que se analizan las revistas especializadas en 
la disciplina en Brasil, México y Argentina, se da cuenta que, en razón de 
dicha americanización en las publicaciones, hay una fuerte orientación em- 
pírica, una gran cantidad de referentes estadounidenses, la prevalencia de 
estudios cuantitativos y la preferencia a investigar temas vinculados a parti- 
dos y elecciones —todas estas características de la ciencia política america- 
na—. Pero, en el estudio de los hallazgos más relevantes resalta que Brasil 
es el único país en donde los datos analizados recientemente muestran una 
tendencia contraria a la americanización (Carpiuc, 2013). 

Retomando la crítica que se le hace a la politología americana, Sar- 
tori, enfocado en la ciencia política a nivel general, afirma que la tradición 
estadounidense ha llevado a la disciplina por caminos que él considera equi- 
vocados por diversas razones, entre ellas: el hecho de tomar a la economía 
como ejemplo para seguir o el interés por centrarse en un enfoque conductis- 
ta, cuantificador y descuidando la relación teoría-práctica (Murcia, 2018). Al 
respecto, hay una mirada complaciente y muy dependiente de lo que enuncia 
el modelo norteamericano, de ello se deriva que dicha complacencia carezca 
de espíritu crítico para identificar las debilidades de la ciencia política de 
Estados Unidos (Carpiuc, 2013). 
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Hay un aspecto que se ha mirado con recelo por parte de Caripuc 
(2013) sobre dicho modelo, debido a que, si bien se ha hecho un uso exce- 
sivo de la cuantificación, el problema se enfoca en que este se considere 
como la única y la más avanzada forma de investigar en ciencia política, 
deslegitimando la utilidad y pertinencia que pueden tener otros métodos y 
estrategias. 

Aunque, en general, hay un consenso sobre la relevancia que ha teni- 
do la ciencia política americana y cómo este modelo ha desatado consecuen- 
cias de diverso tipo para la disciplina, estas críticas expresan un panorama 
poco alentador para ella. No obstante, en América Latina se ha incrementa- 
do el interés por su propio estudio, lo cual se explica a partir del surgimiento 
de un reconocimiento de la importancia de estudiar la propia disciplina y a 
un debate epistemológico que se exacerbó en el año 2000, en el contexto de 
la ciencia política estadounidense, en donde el “movimiento Perestroika” 
critica el énfasis empirista y cuantitativista de la disciplina (Carpiuc, 2013). 

El interés por la reflexión de la disciplina se ha expresado en dos fa- 
ses, la primera de ellas está caracterizada por realizar una investigación del 
desarrollo de la disciplina netamente descriptiva. La segunda, denominada 
fase crítica, se identifica por la crítica a lugares comunes de muchos politó- 
logos a la hora de entender su disciplina y su ejercicio profesional y acadé- 
mico. Si bien esta segunda fase es relativamente nueva, se podría calcular 
sus inicios en el año 2014. De esta forma, el cuestionamiento directo hacia 
el quehacer del modelo norteamericano, excesivamente empírico-analítico, 
abre nuevas líneas de análisis y procura el posicionamiento de una ciencia 
política latinoamericana desde sus realidades y bajo sus dinámicas y apren- 
dizajes (Rico et al., 2018). 

Así pues, es evidente el consenso que hay debido a la influencia que 
ha tenido el modelo americano en la ciencia política en la región; en se- 
gundo lugar, varios autores, tales como Carpiuc y Murcia, han reconocido 
deficiencias de la disciplina estadounidense. No obstante, como alternativa, 
Rico ef al. (2018) afirman que la disciplina está ingresando a un nuevo perío- 
do, caracterizado por revisiones críticas que pueden derivar en el abandono 
de los lugares comunes y a la transformación del ejercicio como politólogos. 


Revista Ratio Juris Vol. 17 N.* 34.UNAULA |ISSN 1794-6638 357 


Jorge Esteban Romero, Manuela Betancur Morales 


PROBLEMAS EPISTEMOLÓGICOS DE LA CIENCIA POLÍTICA 
CONVENCIONAL. HACIA UNA DISERTACIÓN ALREDEDOR DE 
LAS RELACIONES DE PODER EN EL CAMPO CIENTÍFICO 

DE LA DISCIPLINA 


Este aparte dará cuenta de una discusión densa frente a decisiones 
epistemológicas que han determinado el desarrollo de la ciencia política en 
Colombia. Dicho debate se ha gestado alrededor de la preeminencia de lo 
que podríamos llamar la ciencia política norteamericana, o como la nomi- 
nan Puello-Socarrás (2011) y Puello-Socarrás y Jiménez (2019), la political 
science convencional. Para muchos de los autores leídos esta apuesta mains- 
tream languidece las posibilidades para entender la política y lo político en 
sentido fuerte, dado que su acento en el positivismo y empirismo configura 
una relación reductiva con la realidad. De ahí que también florezca una dis- 
cusión frente al papel del politólogo, su locus y su relación con lo que inves- 
tiga; es pues, una disertación frente a las relaciones de poder que integran el 
campo científico de la ciencia política. 

Esta discusión tiene, claramente, una dimensión histórica, la cual se- 
ñala que, en la génesis de las ciencias sociales, y, más específicamente, de 
la ciencia política, hubo gran asimilación del paradigma científico moderno. 
Como dicen Piedrahita-Guzmán (2019) y Mertz (2019), la búsqueda de un 
acercamiento científico al conocimiento de la política ha estado fuertemente 
influida por los principios de las ciencias exactas y naturales. La expresión 
más sólida de esta asimilación se manifiesta en lo que en la historia de la 
disciplina se ha dado en llamar la revolución conductista, en la década de 
1950 (Fortou et al., 2013). 

Más específicamente, la revolución conductista y su asimilación del 
paradigma científico moderno desdeñó cualquier principio valorativo, ético, 
entre el ser y el deber ser, frente a la reflexión política, para privilegiar una 
explicación causal y objetiva de los fenómenos (Piedrahita-Guzmán, 2019; 
Mertz, 2019). Estos principios y decisiones epistemológicos claramente te- 
nían como cimiento un tipo de lógica formal, así como una afirmación de la 
razón de su carácter instrumental; esto consolidaría el sello de las ciencias 
sociales en general en torno al positivismo racional y el empirismo lógico 
(Puello-Socarrás y Jiménez, 2019). En últimas, “con esto se impone la visión 
de la Political Science: el tipo de ciencia política de cuño norteamericano 
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alcanzaría su cenit en el período de posguerra y se mantendría, al menos, 
hasta el final del milenio” (Puello-Socarrás y Jiménez, 2019, p. 136). 

En este conjunto de cuestionamientos frente a los principios del mo- 
delo dominante de la ciencia política convencional se denota una discusión, 
como se podrá inferir, alrededor de la objetividad científica, es decir, en la 
relación del “sujeto que conoce” y el “objeto que es conocido”, por nom- 
brarlo tradicionalmente. Esta discusión, que tiene sus cimientos en los prin- 
cipios del modelo cartesiano, galileano y newtoniano (Piedrahita-Guzmán, 
2019), posibilita que quien conoce haga abstracción de su situación subjetiva 
en el espacio social, permitiéndole objetivar la realidad (Múnera, 2019). 

A este modo de situarse para conocer la realidad, Castro-Gómez 
(2005, citado en Baquero, et al., 2015) le llama la Aybris del punto cero. Esta 
forma de conocer el mundo se basa en ubicarse en un lugar inobservado de 
observación, para conocer como lo haría una cámara o, quizá, como en la 
idea del panóptico de Bentham; es pues la posición de un Deus absconditus 
(Baquero, et al., 2015 y Múnera, 2019). Aunque, si bien se reivindica aún en 
el modelo de la ciencia política convencional la posibilidad de conocer la 
realidad al margen de ella, lo cierto es que desde muchos flancos se refuta 
la posibilidad de esa apuesta; más aún, se señala que en el manto ideológico 
se esconde esta “verdad”. 

A este respecto, Múnera (2019, citando a Fals Borda, 1994) dice que 
el saber científico se constituye de “reglas, métodos y técnicas que obedecen 
a un tipo de racionalidad convencionalmente aceptada por una comunidad 
minoritaria de personas humanas llamadas científicos” (p. 286). Así pues, 
en su condición de seres humanos estos científicos, creen Múnera (2019) y 
Rieiro, Rinesi y Ravecca (2019), están sujetos a sentimientos, intereses y for- 
mas de interpretar el mundo. En un sentido similar, Puello-Socarrás (2011), 
también desde y a través de voces del sur global, aduce que si aceptamos que 
la realidad es socialmente construida y por tanto los símbolos y la cognición 
son fundamentales, es razón suficiente para refutar el carácter objetivista o 
subjetivista para conocer la realidad; este es el cuestionamiento de la sepa- 
ración del sujeto y el objeto de la realidad social. 

En un sentido similar al de Puello-Socarrás (2011), pero quizá con 
una apuesta de carácter liberal, Souroujon (2015), haciendo un rescate del 
pensamiento de Charles Taylor para renovar la ciencia política, propone una 
ciencia hermenéutica que haga frente a una epistemología que se basa en los 
datos brutos. Taylor, dice Souroujon (2015), con esta apuesta hermenéutica 
busca separarse de una noción de sujeto desvinculado del mundo social, 
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pues en tanto el sujeto conoce está inmiscuido en la realidad a la cual dota de 
sentido, y ahí, en el dotar de sentidos la realidad, es donde radica la cualidad 
principal del hombre. 

No obstante, Múnera (2019), con base en lo planteado en la obra de 
Fals Borda, matiza este tópico de la objetividad del científico social y de la 
objetivación del mundo que hace cuando conoce. Así, dice Múnera (2019, 
citando a Fals Borda, 2010) que hay que mediar entre la racionalidad instru- 
mental u operativa, que le apuesta a controlar al mundo, la naturaleza y al 
hombre —como lo expresan las demás críticas al positivismo y al empiris- 
mo— con la racionalidad comunicada o cotidiana, que hace parte del saber 
popular y común de las personas. En últimas, que 


la objetivación significa tomarse en serio el juego del pensamiento 
desencarnado, debido a la pertinencia que ha demostrado para com- 
prender el mundo y establecer relaciones entre los seres humanos 
y con la naturaleza, para luego enmarcarlo en los saberes del cuer- 
po-pensante con su combinación heterogénea entre razón, sentimien- 
to, imaginación y percepción, y en la racionalidad de lo comunica- 
do socialmente, por la necesidad de construir intersubjetivamente el 
mundo de acuerdo con referentes éticos que no permitan la objeti- 
vación de los otros como la forma por excelencia de relacionarnos 
socialmente (Múnera, 2019, p. 295). 


Grosso modo, pues, este debate alrededor del modelo dominante 
de ciencia política y el lugar de enunciación del científico social abre un 
horizonte de posibilidades epistemológicas, muchas del sur global, dígase 
Puello-Socarrás (2011), Puello-Socarrás y Jiménez (2019), Ravecca (2010), 
Múnera (2019), Retamozo (2009) y Sousa (2009), entre otros, que permiten 
un acercamiento más amplio a la complejidad social, y, más aún, a la trans- 
formación de la realidad. A su vez, la catalización de este debate subvierte 
principios de la razón científica moderna que, por un lado, había erigido a la 
ciencia como el único modo de conocer la realidad, y, por otro, había gene- 
rado una relación de subordinación en la forma de conocer. 

Es así como voces críticas han puesto en el debate categorías como 
colonialidad del saber y pensamiento abismal (Baquero ef al., 2015) para ex- 
presar esa profunda relación de dominación que existe aún en las formas de 
conocer, y bajo las cuales se han marginado otras maneras de acercarse a la 
realidad. De ahí que, como enuncia Múnera (2019, siguiendo a Frantz Fanon, 
1952), las comunidades académicas latinoamericanas sufren de un complejo 
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de inferioridad epistémico, una “epidermización”, como la llama Fanon, que 
resulta en un tener que verse por medio de los ojos del dominador. 

De lo anterior resulta, como plantean algunos autores, que se etiquete 
de ideológicos —no científico— acercamientos y posicionamientos epis- 
temológicos que se salen de la narrativa mainstream de la ciencia política. 
Por ejemplo, Ravecca (2007; 2010) señala las afirmaciones ideológicas, pero 
cubiertas como científicas, que hacen múltiples politólogos cuando hablan 
de ciencia, objetividad y modelo norteamericano, y que, de algún modo, pa- 
san por la aceptación del modelo democrático estadounidense, así como el 
modo de producción capitalista en sí mismo. A Ravecca (2010), de igual for- 
ma, le resulta interesante la comodidad esperada que tienen los politólogos 
latinoamericanos con la concepción liberal, en tanto esta prioriza un modelo 
de crecimiento que da privilegio a la clase alta profesional. 

En suma, estas perspectivas argumentan que las decisiones teóricas, 
metodológicas y epistemológicas por las que opta un politólogo nunca son 
neutras (Ravecca, 2007), y el hecho de que la perspectiva hegemónica con- 
figure un “orden del discurso”, en donde unas visiones son científicas y 
neutrales, mientras otras son descalificadas por ideológicas, no tiene que ver 
más que con las relaciones de poder dentro del campo científico (Ravecca, 
2010). Hay pues una necesidad de mirar los efectos políticos del discurso 
politológico. 

Es menester propender, como dice Retamozo (2009), por una cien- 
cia política crítica que subvierta el consenso de que la única manera de 
hacer ciencia es la positivista, y, más importante, evitar que “se convierta en 
una ciencia [política] de la gestión y la administración de las desigualdades 
del orden social” (p. 88). 

Todo este gran debate se sintetiza en las palabras que Fals Borda 
(1994, citado en Múnera, 2019) dice cuando habla de la ciencia: 


En primer lugar, no es correcto hacer de la ciencia un fetiche, como si 
esta tuviera entidad y vida propias capaces de gobernar el universo y 
determinar la forma y contexto de nuestra sociedad presente y futura. 
La ciencia, lejos de ser aquel monstruoso agente de ciencia ficción, 
no es sino el producto cultural del intelecto humano, producto que 
responde a necesidades colectivas concretas —incluyendo las con- 
sideradas artísticas, sobrenaturales y extracientíficas— y también a 
objetivos determinados por clases sociales que aparecen como domi- 
nantes en determinados períodos históricos (p. 89). 
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VÍAS Y ALTERNATIVAS HACIA UNA(S) POLITOLOGÍA(S) 
QUE HAGA(N) FRENTE A LOS LÍMITES DE LA CIENCIA 
POLÍTICA CONVENCIONAL 


Como se ha visto, existe una discusión nutrida que señala los prin- 
cipios y límites de lo que llamamos la ciencia política convencional; por 
esta razón, en este apartado se tratará de esbozar cuáles son algunas de las 
alternativas que se proponen para constituir nuevas politologías. Las voces 
de estas alternativas, vale resaltar, son en su mayoría del sur global, cosa que 
no es de menor calado. 

Es así como nos vemos obligados a virar hacia otras orillas que, como 
anuncia Múnera (2019), expresan “la emergencia de saberes disruptivos que 
surgen en conflicto con la razón científica y con la separación que ella hace 
entre lo verdadero y lo falso” (p. 295). Estos saberes disruptivos ponen en 
el escenario las limitaciones del conocimiento científico convencional para 
aprehender y explicar las realidades de sujetos y comunidades en territorios 
concretos (Múnera, 2019). El auge de estos saberes no es un efecto simple 
de una disertación erudita de la ciencia política o las ciencias sociales en ge- 
neral, muy por el contrario, hay dimensiones de problemas contemporáneos 
que han obligado a los científicos sociales a repensar su tarea. 

Aunque el debate es denso e inacabado, Piedrahita-Guzmán (2019) 
aduce que hay dos fenómenos que tienen efectos de gran envergadura en las 
ciencias sociales: la globalización y lo que ella nombra la crisis de la mo- 
dernidad. Frente al primero, dice que no es un simple proceso económico, 
sino cultural y social, que por la complejidad de su expansión obliga a las 
ciencias sociales a dejar miradas simples, estado-céntricas por ejemplo, y 
empezar a analizar problemas sociales en diferentes niveles; a su vez, lo que 
se denomina la crisis de la modernidad atañe sobre todo al declive de los 
principios de la razón científica moderna que se ve subvertida desde otros 
espacios de enunciación. 

Esta crisis de la razón moderna da paso, según Piedrahita-Guzmán 
(019), a la denominada posmodernidad, y los principales acercamientos 
teóricos de esta mirada “son el posmodernismo, el posestructuralismo, el 
constructivismo social y el deconstructivismo” (p. 132). En un sentido pa- 
recido, Puello-Socarrás (2011) ha esbozado también las vías por las que se 
busca renovar la ciencia política ante esta crisis del paradigma hegemónico 
y la catalización de otros saberes. La primera de estas vías el autor la llama 
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el “posmodernismo vulgar”, que acusa de extremista en su crítica al pensa- 
miento clásico y la ciencia convencional, así como en su pretensión de dar 
por terminados los metarrelatos, como la razón moderna. La segunda vía, 
dice el autor, es la que considera una escisión explícita entre los principios 
científicos de las ciencias naturales y las ciencias sociales, aquí incluso entra 
el posicionamiento de Piedrahita-Guzmán (2019). 

Una tercera vía proclama la posibilidad de beber de los avances del 
pensamiento científico avanzado, por ejemplo, la teoría de la relatividad o 
la mecánica cuántica, con lo que se espera la ampliación epistemológica de 
la teoría social; esta se encuentra con el gran problema de aprehender los 
avances científicos al entendimiento de lo social. 

En este sentido, y ya en un texto más reciente, Puello-Socarrás y Ji- 
ménez (2019) explicitan mejor o se decantan por vías heterodoxas y se alejan 
de fórmulas únicas. Dicen los autores que para hacer frente a la languidecida 
political science (ciencia política convencional) es necesario una politología 
subversiva y renovada. En este punto se juntan con Retamozo (2009), cuan- 
do aduce que la apuesta más importante no es explicitar los sesgos epistemo- 
lógicos de la ciencia política convencional ni la búsqueda de cientificidad, 
tampoco el contenido ideológico de sus posiciones sobre la democracia li- 
beral; lo que interesa son las alternativas, las nuevas vías de una politología 
alternativa. 

Así pues, Puello-Socarrás y Jiménez (2019) señalan que un elemento 
fundamental de una politología subversiva y renovada pasa por dar prio- 
ridad a la complejidad, es decir, debe “interpretar las realidades —inclu- 
yendo, aquellas que denominamos “políticas” —, manteniendo la disposición 
de conocimiento dialéctica y atendiendo a sus múltiples determinaciones” 
(p. 195); esto implica, según Puello-Socarrás y Jiménez (2019), romper con 
la extrema especialización del conocimiento y su aislamiento, matizando 
que el aislamiento solo tiene sentido si se articula, de regreso, a una mirada 
de la totalidad. 

A su vez, una subversión y renovación debe pasar por el reconoci- 
miento de contextos y condiciones políticas que antaño eran descalificadas 
por no caber en los marcos científicos convencionales (Puello-Socarrás y 
Jiménez, 2019). También es menester la construcción de saberes en términos 
teóricos y prácticos en base a sujetos concretos de la sociedad. Es decir, pro- 
pender por un conocimiento situado, ligado a las relaciones sociohistóricas 
de una comunidad, quizá en consonancia con las propuestas que expone Fals 
Borda (citado en Múnera, 2019). 
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Por su parte, y con alguna similitud, Zolo (2006, citado en Bulcourf ef 
al.,2018) enuncia la apuesta para estudiar la política con base en la filosofía 
política, que se enmarca en una reflexión crítico-hermenéutica acerca del 
pensamiento político; este objetivo puede relacionarse con apuestas de corte 
constructivista en tanto resaltan la manera en que los individuos y colectivos 
dotan de significado a la realidad. A esta perspectiva para renovar la ciencia 
política se suma Charles Taylor cuando defiende la importancia de pregun- 
tarse por las significaciones intersubjetivas que se dan en los fenómenos 
políticos (Souroujon, 2015). 

Por esta vía, pues, se señala un límite de la ciencia política conven- 
cional, y es la incapacidad para dar cuenta de las condiciones sociohistóricas 
de colectividades y sujetos concretos que además dotan de significado los 
fenómenos políticos; más aún, se trata de una estrecha visión de la política 
ligada a las instituciones formales del “sistema político”, así como a una 
marginación de lo político en sentido fuerte. 

Por eso, una de las apuestas necesarias para una subversión y reno- 
vación politológica pasa por ampliar tanto lo que se entiende por política, 
así como por propender por el análisis del amplio campo de lo político, 
importantísimo para “pensar los asuntos concernientes a la construcción, ad- 
ministración y gestión del orden sociopolítico” (Retamozo, 2009, p. 82). En 
ese sentido, la apuesta por una ampliación de lo que es la política pasa por 
entender, como señala Piedrahita-Guzmán (2019, citando a Leftwich, 1996): 


Que la política está más allá de las instituciones formales, es concebi- 
da como el núcleo central de toda actividad social colectiva, formal e 
informal, pública y privada, en todos los grupos humanos, institucio- 
nes y sociedades [...] la política está relacionada con la influencia y lo 
influenciable de las relaciones humanas (p. 324). 


Es importante también, además de la ampliación del concepto de la 
política, comprender la importancia de lo político para el análisis politoló- 
gico. Para ello, Retamozo (2009) y Piedrahita-Guzmán (2019) se valen de 
Mouffe y aducen que para la autora lo político atañe a la naturaleza anta- 
gónica de las sociedades, es decir, está en un plano ontológico, un plano 
instituyente que es enriquecedor para la politología, por cuanto pone en el 
centro los significados y la dimensión simbólicas, cosa que constituye parte 
fundamental para entender el orden y el cambio (Retamozo, 2009). 
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En suma, en este tópico de la política y, sobre todo, de lo político, se 
denota un campo que es menester explorar y volver primordial en la poli- 
tología, si es que no se quiere languidecer aún más la disciplina reducién- 
dola a un análisis de las instituciones que gestionan el orden instituido; es 
decir, una disciplina del orden social, alejada de pensamientos críticos que 
“desafían formas de injusticia, opresión o dominación [...] e interpelan la 
naturalización de los modos dominantes de organizar la vida y la sociedad” 
(Rieiro ef al., 2019, p. 9). 


CONCLUSIONES 


En esta sección final señalaremos algunos elementos que creemos 
que se deben profundizar o examinar en la literatura sobre la reflexión dis- 
ciplinar de la ciencia política. En primer lugar, podríamos decir, con base 
en nuestro interés investigativo, que la literatura nacional sobre la reflexión 
epistemológica y metodológica de la disciplina en Colombia es escasa; es 
decir, si bien se obtuvieron algunos textos al respecto, estos hablan desde 
la generalidad y algunos son excesivamente descriptivos. Así mismo, po- 
dríamos decir que los textos que critican la ciencia política convencional 
esbozan alternativas epistemológicas y metodológicas de forma general, aun 
cuando estos reivindican un conocimiento situado, de sujetos concretos, so- 
ciohistórico. Hace falta, pues, profundizar sistemáticamente, por medio de 
la experiencia, en esas alternativas para el quehacer politológico. 

También se denota en la literatura un señalamiento de la influencia de 
la ciencia política norteamericana, y si bien este es un elemento importante 
a fin de comprender desde dónde habla una gran cantidad de la comunidad 
académica, resulta también de interés escudriñar con igual sistematicidad 
cuál ha sido el papel de los pensamientos críticos en la configuración del 
saber y quehacer politológico. 

Por último, es notorio el señalamiento de que la ciencia política ha 
dejado de lado el amplio campo de lo político, negándose a una dimensión 
instituyente que dice mucho de los procesos de orden y cambio social, no 
obstante, hace falta aportar en indagaciones más sistemáticas sobre cómo es- 
tas miradas nos dicen más de la complejidad política nacional, en vez de esa 
afirmación por la política en términos estrechos, formales e institucionales. 
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Resumen 


Los acontecimientos que se presentan hoy en Afganistán no son resul- 
tado del azar o del destino, sino de múltiples enfrentamientos, guerras 
y crisis en los que se ha visto envuelto el país con el paso de los años, 
por lo que, por medio de una revisión documental histórica y en linea- 
miento con la teoría del caos, el presente trabajo pretende explicar los 
efectos tanto sociales como políticos que se generaron en Afganistán 
a partir de la intervención rusa en el marco de la Guerra Fría y que 
perduran hasta hoy día. Para tales fines, se presentan los antecedentes 
históricos del país, la descripción de la intervención rusa y cómo esta 
se relaciona con el surgimiento de grupos afines al islamismo radical, 
y, finalmente, cómo todos esos acontecimientos descritos terminaron 
por dejar un país a merced de las potencias explotadoras y de los gru- 
pos extremistas violentos. 


Palabras clave: Afganistán, Unión Soviética, teoría del caos, Guerra 
Fría, intervención. 


Abstract 


370 


The events that occur today in Afghanistan are not the result of chan- 
ce or destiny, but of multiple confrontations, wars and crises in which 
the country has been involved over the years, that is why, through an 
historical documentary review and in line with chaos theory, this pa- 
per aims to explain the social and political effects that were generated 
in Afghanistan Due to the Russian intervention in the framework of 
the Cold War and that continue to this day. For such purposes, the his- 
torical background of the country is presented, the description of the 
Russian intervention and how it is related to the emergence of groups 
related to radical Islamism, and finally, how all these events described 
ended up leaving a country at the mercy of the exploiting powers or 
violent extremist groups. 


Keywords: Afghanistan, Soviet Union, chaos theory, Cold War, in- 
tervention. 
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Resumo 


Os acontecimentos que ocorrem hoje no Afeganistáo náo sáo fruto 
do acaso ou destino, mas de múltiplos confrontos, guerras e crises 
em que o país esteve envolvido ao longo dos anos, razáo pela qual, 
através de uma revisáo documental histórica e em consonáncia com a 
teoria do caos, este trabalho visa explicar os efeitos sociais e políticos 
que foram gerados no Afeganistáo a partir da intervengáo russa no 
quadro da Guerra Fria e que perduram até hoje. Para tanto, apresen- 
ta-se o pano de fundo histórico do país, a descrigáo da intervengáo 
russa e como ela se relaciona com o surgimento de grupos ligados 
ao islamismo radical e, por fim, como todos esses eventos descritos 
acabaram deixando um país a mercé das poténcias exploradoras ou de 
grupos extremistas violentos. 


Palavras-chave: Afeganistáo, Uniáo Soviética, teoria do caos, Gue- 
rra Fria, intervengáo. 
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INTRODUCCIÓN 


Tras el fin de la Segunda Guerra Mundial (1945) se gesta la Guerra Fría, 
un conflicto entre Estados Unidos y la Unión Soviética, quienes, en la carrera 
por imponer sus propias ideologías y modelos económicos sobre el resto del 
mundo, causaron múltiples enfrentamientos no solo en el campo de la investi- 
gación científica, sino también en los países pertenecientes al tercer mundo, ' que 
hasta hoy día evidencian las secuelas de tales intervenciones, como Afganistán. 

La historia de Afganistán ha estado fuertemente marcada por el con- 
flicto social y la inestabilidad política vinculada, entre otras cosas, a las 
intervenciones extranjeras de importantes potencias. En la actualidad, la re- 
tirada de las tropas estadounidenses y el ascenso de los talibanes al poder ha 
sumido nuevamente al país en una grave crisis social y económica; bloqueos 
de fondos internacionales, devaluación de la moneda, desempleo y las mi- 
graciones son algunas de las principales problemáticas a las que se enfrenta 
este país, que, por su importancia geopolítica, incide considerablemente en 
el desarrollo de las relaciones internacionales. 

El estudio de los efectos de las intervenciones estadounidenses, principal- 
mente en los países de Medio Oriente y América Latina, ha sido ampliamente 
abordado en los análisis internacionales. La ya inexistente Unión Soviética, por 
el contrario, ha sido un actor poco analizado en la mayoría de estudios sobre las 
crisis actuales, aun cuando sus acciones —principalmente durante el periodo 
de la Guerra Fría— siguen manifestando consecuencias a nivel geopolítico, así 
como en las condiciones sociales y económicas de los países sobre los que ac- 
tuó. Tal es el caso de Afganistán, que desde la intervención de 1979 se ha visto 
inmerso en diversos conflictos internos y externos. En este sentido, resulta de 
gran relevancia establecer relaciones causales entre los acontecimientos relacio- 
nados con la invasión soviética en el territorio afgano y la permanente situación 
de crisis en la que se ha encontrado el país del Medio Oriente. 

Es por lo anterior que en el presente ejercicio de investigación se 
pretenden identificar los diferentes resultados y las consecuencias deriva- 
das de las decisiones que se ejecutaron durante la intervención soviética en 
Afganistán en el período de la Guerra Fría y que incidieron en el desarrollo 
social y político del país asiático. Esto se realizará con base en los elementos 
explicativos proporcionados por la teoría del caos y a partir de la revisión 


1 Término de amplia difusión que designa al conjunto de países caracterizados por una situación 
económica diferenciada, en cuanto a potencial y resultados, de la de los países industrializados, 
así como por las condiciones de vida de su población, que en su mayoría presenta carencias 
importantes para lo que se considera una vida digna (Dubois, s. f., párr. 1). 
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documental histórica para así dar respuesta a la pregunta: ¿Qué efectos so- 
ciales y políticos trajo consigo la intervención soviética en Afganistán du- 
rante la Guerra Fría y que trazaron su desarrollo histórico y repercutieron en 
el conflicto actual? 

A continuación, se presentará una descripción del marco teórico elegido, 
los antecedentes históricos del país y una exposición de la intervención soviética 
en Afganistán; luego, un desciframiento de las relaciones de causa-efecto que 
inciden en el desarrollo internacional del país para finalizar con la interpretación 
de los impactos descritos y su repercusión en el contexto actual. 


LA TEORÍA DEL CAOS 


La intervención de la Unión Soviética en Afganistán se analizará por 
medio de la teoría del caos, denominada científicamente “teoría de sistemas 
dinámicos no lineales”, la cual es una rama de la ciencia que estudia los 
sistemas complejos y los sistemas dinámicos no lineales que se consideran 
inestables o vulnerables a sufrir cambios por mínimas variaciones. Esta teo- 
ría dice que “cualquier evento del universo, por insignificante que parezca, 
tiene el poder potencial para desencadenar una ola de eventos que alteren el 
sistema completo; en otras palabras, es el estudio de fenómenos que pueden 
parecer fortuitos”” (Herrera, 2009). La teoría pretende proporcionar la expli- 
cación más acertada a los fenómenos complejos de turbulencia o caos que 
surjan en sistemas ordenados y simples. 

La teoría del caos fue desarrollada principalmente por el meteoró- 
logo y matemático estadounidense Edward Lorenz en el año 1960, quien 
pretendía, gracias al estudio de sistemas,* que son inestables y aperiódicos, 
predecir los comportamientos climáticos y hacer un pronóstico meteoroló- 
gico más acertado. Lorenz propuso demostrar el antiguo proverbio chino 
que dice: “el aleteo de una mariposa en una parte del mundo puede desen- 
cadenar un tornado en un punto distinto”, entendiendo no solo una relación 
sencilla entre causa y efecto de las acciones dentro de un sistema, sino tam- 
bién la interconectividad que puede existir entre los sistemas no lineales que 
permite que cualquier cambio, incluso imperceptible a primera vista en una 
de las variables, puede afectar de manera desproporcionada el valor de otra 
dentro del mismo u otro sistema. 


2 Que sucede al azar, inesperadamente o por casualidad. 
3 Entendiendo un sistema como cualquier cosa o proceso particular compuesto de variables y 
parámetros. 
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Según Ghotme (2015), la propuesta teórica de Lorenz influyó en 
los estudios de los internacionalistas prestigiosos de la segunda mitad del 
siglo xx, quienes tenían la intención de agregar el carácter cientifista a las 
teorías de la sociedad; en consecuencia, durante la Guerra Fría la teoría del 
caos fue tomando relevancia en los distintos campos de estudio, por lo cual, 
fue y sigue siendo imprescindible para la explicación de los hechos que 
sucedieron durante el período de la guerra y es clave para comprender las 
complejidades internas del sistema internacional actual. La teoría del caos, 
en la presente investigación, permite comprender cómo la intervención de la 
Unión Soviética en Afganistán, como fenómeno estatal interno, ha afectado 
de diferentes formas a toda la comunidad internacional. 


ANTECEDENTES: HISTORIA DE AFGANISTÁN 


De 1945 hasta 1991 el mundo avanzaba en el marco de la denomina- 
da Guerra Fría, las dos potencias de aquel momento, Estados Unidos y la 
Unión Soviética, “buscaban ampliar geográficamente su poder y, por tanto, 
la cantidad de sus aliados, pero al mismo tiempo neutralizar subsidiariamen- 
te —por tanto indirectamente— la influencia de su contraparte en el mundo” 
(Rojas, 2017, p. 10). Sus estrategias, más allá de la carrera armamentística, 
nuclear y espacial, se desplazaron a diferentes territorios, pero ya no los del 
primer mundo, fueron los países olvidados de América Latina, Asia y África 
los que sufrieron las mayores consecuencias. Afganistán ha sido conocida 
como una región de interés geopolítico por sus recursos naturales y mine- 
rales, y por su posición geográfica de conexión entre diferentes regiones, 
pero comenzó sus años de tragedia luego de que, en medio de esta guerra de 
poderes e ideologías, la Unión Soviética decidiera invadirla para formar un 
Estado comunista. 

Según Maley (2010), antes de la intervención rusa el país asiático 
había sido, durante el siglo xvIIL, una confederación tribal; luego, para el 
siglo xIx se convirtió en un Estado colchón? para el imperio ruso y británico, 
aunque seguía manteniendo una forma de Estado premoderno: no usaban 
dinero sino especies y los gobernantes eran protegidos por externos. Fue a 
manos de Abdur Rahman Khan (1880-1901) que el Estado afgano se moder- 


4 Un Estado tapón, colchón o amortiguador es un Estado que se ubica geográficamente entre dos 
potencias que podrían entrar en conflicto y que por su posición geopolítica podría impedir un 
enfrentamiento entre estas. 
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nizó. Para 1919, el sucesor de Rahman, Habibullah, fue asesinado, y para 
1929, el hijo de este sucesor, Amanullah, fue derrocado. El Estado dinástico 
que había mantenido el país afgano llegó a su fin tras el asesinato de Mo- 
hammed Daud en 1978, quien había presidido el país tras el golpe de estado 
palaciego? realizado a su primo Zahir Shah, cuyo padre brevemente gobernó 
el país hasta su asesinato en 1933. 

Cuando Shah asumió el poder con tan solo 19 años, Afganistán se 
mantenía con los impuestos inmobiliarios, pero en 1964 se implementó la 
“nueva democracia” y el país terminó dependiendo de las exportaciones 
(Maley, 2010) y, por lo tanto, del valor que estas tuvieran en el mercado 
según las prioridades de la oferta y la demanda, lo que afectó los ingresos 
del país y, en consecuencia, los gastos públicos. Frente a tal inestabilidad 
financiera, el Estado peligra ante una crisis de legitimidad por no poder sa- 
tisfacer las necesidades de sus ciudadanos, creando conflictos internos entre 
los gobernados y los gobernantes que seguramente recurrirán al uso de la 
fuerza o la coacción para mantener el poder. El Estado afgano era un Estado 
insuficiente y ausente; su presencia era relativamente distante, lo que pro- 
fundizó aún más las problemáticas rurales que jugarían un papel importante 
a partir del 78 (Maley, 2010). 


INTERVENCIÓN RUSA 


Antecedentes: orígenes del acercamiento soviético-afgano 


El acercamiento de Afganistán al bloque soviético podría ubicarse en 
los inicios del siglo xx, cuando la Unión Soviética reconoció la independen- 
cia del país asiático y “les ofreció a los afganos su cooperación material y 
moral para ayudarlos en la lucha contra los británicos” (Bravo y Genet, 2017, 
p. 34). Sin embargo, el giro de Afganistán hacia la política socialista podría 
ubicarse en la década de los setenta, período en el que la Unión Soviética 
impulsó una política exterior dirigida a consolidar alianzas con los países 
del llamado tercer mundo, en un proceso de “distensión” en las relaciones 
con Estados Unidos. De esta manera, se planteaba la necesidad de interna- 
cionalizar el movimiento comunista bajo una visión unificada de los países 
que se integraban al bloque socialista, aunque también deben mencionarse 


5 Tipo de golpe de Estado donde el gobernante es removido ilícitamente de su cargo por grupos del 
mismo gobierno. 
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los importantes intereses económicos que guiaban las acciones de la Unión 
Soviética frente a países geopolíticamente estratégicos, como Afganistán. 

Ahora bien, debe tenerse en cuenta que, para dicha época, Afganis- 
tán se enfrentaba a una de sus peores crisis. La inestabilidad económica y 
política se agravaba debido a acontecimientos de gran impacto, como lo fue 
la sequía de 1972, causante de hambrunas y altos flujos migratorios hacia 
Pakistán e India (Quesada, 2019), lo que, entre otras cosas, incentivó el 
golpe de Estado de 1973, que consolida la dictadura de Mohammed Daud. 
Esta crisis incentivó la ayuda económica y militar por parte de la 
Unión Soviética. Según describe Carrére (2018), “desde 1956 hasta 
1978 la Unión Soviética proporcionó a Afganistán 1.265 millones de dólares 
en ayuda económica y aproximadamente 1.250 millones de dólares en ayuda 
militar” (p. 16). 

Tras el fracaso del régimen Daud, la revolución de Saur de 1978 se 
mostró como una alternativa socialista que logró un mayor acercamiento al 
bloque soviético. Sin embargo, la llegada del Partido Democrático Popular 
de Afganistán (PDPA) no trajo consigo el escenario de estabilidad política 
y social deseado. Bien relata Quesada (2019) que, para abril de 1979, “la 
polarización social era tal que los conflictos por la defensa de valores revo- 
lucionarios o tradicionales se daban por todo el país” (p. 20). 

Lo anterior se vincula estrechamente con el surgimiento de grupos 
subversivos islamistas que se fortalecieron gradualmente gracias al apoyo 
económico y militar de Estados Unidos. Dicha amenaza, aunada a la crisis 
social persistente en el territorio afgano, se convirtió, finalmente, en una 
razón decisiva para la intervención militar de la Unión Soviética. 


La consolidación de una fuerza subversiva islámica 


Como se mencionó antes, la lucha entre los valores socialistas y la 
fuerte tradición religiosa presente en Afganistán se convirtió en una proble- 
mática con graves consecuencias. Gradualmente se consolidaron y fortale- 
cieron grupos vinculados con el fundamentalismo islámico y en oposición 
al rumbo socialista que habría tomado el país oriental. 

En un primer momento, se crearon grupos de resistencia armada que 
“establecieron lazos con los partidos islamistas que habían huido a Pakis- 
tán durante la represión de Daud” (Carrére, 2018, p. 36). Estos se ubicaron 
principalmente en las zonas rurales, donde habitaba aproximadamente el 
85 % de la población del país. Bien podría decirse que los motivos iniciales 
de resistencia se vinculaban a la protección de sus tradiciones religiosas, lo 
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que se mostraba como un evidente problema político. Algunos de estos pe- 
queños grupos se fortalecieron en el ámbito militar y estratégico, y lograron 
establecer una importante resistencia armada frente al gobierno y, luego, al 
Ejército soviético. Se destacan así los “muyahidines”, los “árabes afganos” 
y las “tribus”, que se “dividían a su vez en una gran cantidad de organizacio- 
nes que perseguían objetivos disímiles y que se hacían la guerra entre ellos 
con tanta intensidad como contra los soviéticos” (Carrére, 2018, p. 38). De 
estos mencionados, los muyahidines' fueron los que recibieron mayor apoyo 
y entrenamiento militar por parte de Estados Unidos, aunque también por 
parte de Irán y la República Popular de China. 


ESTADOS UNIDOS Y LA OPERACIÓN CICLÓN 


Tras la cada vez más fuerte influencia que cobraba la Unión Soviética 
en el Medio Oriente, la estrategia de “distensión” que venía caracterizando 
las relaciones entre los dos bloques se empezó a debilitar. La crisis de Afga- 

. , nistán ya precedía una posible intervención soviética, por lo que Estados 
se deja assí? Unidos, mediante la CIA, pondría en marcha la Operación Ciclón. Los fines 
principales de esta intervención podrían resumirse en tres puntos “a) derro- 
car la República Democrática de Afganistán, dirigida por los socialistas, 
b) tender una trampa al Ejército soviético para empantanarlo en Afganistán, 
y C) instalar bases militares en las fronteras de la Unión Soviética, China 
e Irán” (Armanian, 2021, p. 67). Esta financiación y utilización de actores 
externos hace parte de una estrategia denominada guerra subsidiaria o proxy 
war,” empleada por Estados Unidos en múltiples conflictos a lo largo del 
siglo XX y XXI, especial y mayormente en Medio Oriente. 

Así, vemos concretamente que el papel de la CIA fue más que decisi- 
vo en el fortalecimiento y la formación militar de los muyahidines, quienes 
fueron entrenados en territorio pakistaní bajo la dirección de Osama Bin 
Laden, futuro líder de Al Qaeda. Dicha relación, a largo plazo, se convertiría 
en un arma de doble filo para Estados Unidos. Como bien menciona Quesa- 
da (2019): “cuando Estados Unidos financiaba las guerrillas, en Washington 
D. C. no sentían preocupación acerca de la naturaleza real de la yihad contra 


6 En el islam, los muyahidines se conocen como quienes ejercen la yihad o “los que hacen el islam”, 
es decir, quienes recurren a la defensa militar del islam. 


7 Este tipo de estrategia bélica consiste en la financiación y formación militar por parte de un Estado 
a grupos y actores no estatales de otros territorios. La confrontación entre estados no es directa, de 
allí que haya cobrado mayor relevancia a partir de la Guerra Fría. 
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Occidente, sino que creyeron que los muyahidines eran solamente antisovié- 
ticos” (p. 29). Ignoraban así el importante arraigo religioso de los grupos is- 
lámicos, lo que terminaría por impactar fuertemente al país norteamericano, 
así como también sería clave en la conformación del grupo talibán, mismo 
que para la década de los noventa tomaría el poder de Afganistán. 


Invasión: inicio de la guerra afgano-soviética 


El panorama de conflicto y tensión que generaba el gradual creci- 
miento de la resistencia afgana, así como la crisis político-económica pro- 
ducto de las reformas del PDPA, se convirtieron en causas suficientes para la 
intervención soviética del 27 de diciembre de 1979, fecha que marca el inicio 
de la guerra afgano-soviética. Este primer momento del conflicto, también 
conocido como la puesta en marcha de la Operación Tormenta-333, está 
marcado por el asesinato del dictador Amín, la ocupación de Kabul por parte 
del Ejército Rojo y el inicio del control sobre los territorios estratégicos del 
país afgano. 

Es preciso mencionar que la situación de la Unión Soviética en este 
período de invasión se caracterizaba por contar con importantes logros en 
política externa y la consolidación de un fuerte bloque soviético. Sin em- 
bargo, en el ámbito interno prevalecían problemáticas de carácter socioe- 
conómico que se muestran como factores que podrían explicar la derrota 
ante Estados Unidos en el territorio de Afganistán (Forigua, 2010). En el 
momento de invadir Afganistán, los dirigentes soviéticos partían de que la 
guerra no sería prolongada. 

Ahora bien, tras la primera etapa del conflicto antes descrita, siguió 
un período (1980-1983) de incremento en su intensidad, debido a la decisión 
soviética de aumentar el número de combatientes. Sin embargo, Quesada 
(2019) señala que esto no le aseguró a la Unión Soviética el control sobre la 
mayoría de las zonas del país, sino más bien solo un 20 % de su superficie. 
Las estrategias utilizadas por los soviéticos variaron múltiples veces duran- 
te este período debido a que no tenían conocimiento en la doctrina militar 
contrainsurgente (Quesada, 2019), hechos que se fueron acumulando como 
causas para el estancamiento de dicha región. 

En una tercera etapa del conflicto, desde 1983 hasta 1986, se eviden- 
cia un fortalecimiento en las fuerzas rebeldes afganas, especialmente los 
muyahidines, que ya contaban con un mayor respaldo estadounidense. Por 
otro lado, la llegada de Gorbachov al poder en la Unión Soviética planteaba 
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ya la discusión sobre la guerra en Afganistán, dado el considerable número 
de bajas y la situación interna que se presentaba en el país soviético, carac- 
terizada principalmente por la crisis económica, producto de los altos costes 
que esta guerra le generaba (Forigua, 2010). 

En una última fase, que comprende los años 1987 a 1989, se presenta 
la retirada por parte del Ejército soviético y se inicia un intento de diálogo 
que se materializa en el Acuerdo de Ginebra de 1988. Los rezagos de esta 
guerra habrían sido devastadores para Afganistán, costándole “1,6 millones 
de bajas y cinco millones de desplazados, dejando una gran cantidad de mo- 
vimientos y organizaciones con fuertes vínculos transnacionales que mos- 
trarían su capacidad desestabilizadora durante la década de los años noventa 
y los años posteriores” (Forigua, 2010, p. 228). 


RELACIONES DE CAUSA-EFECTO QUE INCIDEN 
EN EL DESARROLLO INTERNACIONAL DEL PAÍS 


La teoría del caos entiende el sistema internacional como dinámico, 
constantemente cambiante y sensible a transformaciones, que consta de 
ciertas fluctuaciones inmersas que simulan un sistema aparentemente orde- 
nado. Esta teoría afirma que hay una lucha constante entre poderes que no 
solo involucra a los estados, sino también a actores de orden privado o social 
quienes ven en riesgo sus intereses y a su vez generan nuevas estructuras po- 
líticas y relaciones internacionales. La intervención de la Unión Soviética en 
Afganistán es solo una prueba más de cómo las acciones políticas con fines 
estratégicos y económicos, que se han encubierto bajo paradigmas ideológ1- 
cos, han guiado el rumbo de las interacciones internacionales. 

Para la teoría, no hay ninguna relación sencilla entre causa y efec- 
to, porque los hechos en los sistemas dinámicos son irrepetibles o aleato- 
rios; el sistema internacional es dependiente de unas condiciones ideales de 
orden que no son congruentes con su constante dinamismo e interconexión, 
así que se vuelve necesario precisar el grado de susceptibilidad que tiene 
el orden internacional al caos, teniendo en cuenta que, “causas muy peque- 
ñas pueden tener efectos potencialmente mucho mayores de magnitud, lo 
cual refuerza la dinámica continuamente holística del mundo como entero” 
(McNabb, 2004), por lo tanto, la teoría del caos comprendería las conse- 
cuencias caóticas producidas por las acciones ejecutadas en Afganistán no 
como erráticas, sino como fuentes de evolución y transformación necesarias 
para que una vez vividas el sistema vuelva al equilibrio. De esta manera, 
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la ocupación militar soviética en Afganistán, que se dio en diciembre de 
1979, seguida del agudizamiento del conflicto, que provocó la decisión de 
aumentar las tropas en 1980 —teniendo en cuenta la influencia de la inter- 
vención estadounidense (Operación Ciclón) en el fortalecimiento militar de 
la resistencia afgana—, son decisiones que, a la luz de los elementos que 
nos ofrece la teoría del caos, pueden explicarse como parte del desarrollo 
del país, incluso si son acciones que no han sido premeditadas o elegidas 
internamente por el país afgano. Puede pensarse descabellado y totalmente 
alejado de la realidad considerar los momentos históricos de crisis como 
parte de un bienestar, teniendo en cuenta las consecuencias intensas que este 
hito ha tenido para la población afgana y la inestabilidad y crisis que seguirá 
teniendo en los siguientes años, que afectará no solo a la idea que se tiene 
de la población, sino a los distintos individuos que han sido vulnerados, vio- 
lentados y asesinados. ¿Qué asegura que en Afganistán ha existido orden?, 
¿se podría considerar la situación actual una fluctuación caótica y pasajera? 
o más bien, ¿es una complejidad presente desde siempre a la que no se le ha 
dado el adecuado estudio y, por tanto, alternativa o solución? 

La crisis actual de Afganistán, desde la teoría del caos, no solo es 
resultado de las manifestaciones y acciones más relevantes que se dieron en 
los últimos años por parte de la Unión Soviética y Estados Unidos, sino tam- 
bién de las condiciones propias de las interrelaciones de los actores aparen- 
temente no involucrados y de “ciertas regularidades caóticas (verbigracia, la 
tecnología, las comunicaciones, las armas, las guerras, las crisis económi- 
cas, las migraciones, los ascensos y caídas de actores estatales y no estatales, 
entre otras)” (Ghotme, 2015, p. 112), irrelevantes a primera vista, pero que 
afectan directamente los subsistemas. 


CONCLUSIONES 


El golpe realizado por la Unión Soviética en Afganistán terminó lan- 
zando al país a “un abismo social y político del cual aún no ha podido salir” 
(Maley, 2010, p. 5). Las consecuencias de tal intervención no solo jugaron 
un papel importante en la geopolítica asiática y europea condicionando las 
relaciones de los afganos con sus vecinos,? Europa y Estados Unidos, sino 
también en las vivencias y experiencias de sus ciudadanos que no han tenido 
más opción que agachar la cabeza ante los talibanes o ante el Ejército ame- 
ricano. Una sociedad desesperada por el más mínimo rayo de paz, que no 


8 Pakistán, Irán, Tayikistán, Turkmenistán y Uzbekistán. 
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se ha visto en el país desde hace décadas. Una sociedad que ha sufrido los 
horrores y ha pagado los costes de la guerra. 

La Unión Soviética, aunque se había encargado de sostener a Afga- 
nistán, tras su disolución dejó un Estado incapaz de sostenerse a sí mismo, 
una zona de guerra totalmente devastada que no tenía ningún poder ante la 
sociedad internacional y que además presentaba grandes divisiones tanto en 
sus élites políticas como entre sus civiles. La intervención rusa dio paso al 
fin de la monarquía afgana, el único factor que mantenía la unidad en el país, 
y tal disolución permitió que 


las tendencias autonomistas de los grupos tribales se vieran reforza- 
das, y se exacerbó el permanente conflicto entre facciones políticas 
rivales en un sistema político que se caracteriza por su bajo grado de 
institucionalización [...]. El golpe constituyó un punto de inflexión 
en la tendencia de ruptura del difícil equilibrio Este-Oeste que por 
largo tiempo se había mantenido en la posición internacional del país 
(Wilhelmy,1985, p. 318). 


Las diferentes consecuencias descritas en el desarrollo de este análisis 
desde la perspectiva teórica del caos permiten concluir, tal como expresa 
Ghotme (2015), que el sistema internacional, en la contemporaneidad, está 
en una fase de transición hegemónica, por lo tanto, se evidencian elementos 
de caos o, en su lugar, actores que han decidido no admitir el tipo de orden 
impuesto: el orden que promueve un ideal y seguridad. Los sucesos caóticos 
son inmodificables, irreversibles y en parte inevitables, entendiendo que los 
diferentes actores internacionales están tan interrelacionados entre sí, que 
son vulnerables y sensibles a los fenómenos como producto de las acciones 
O inacciones, acuerdos, posicionamientos y discursos de otros actores que 
pueden parecer a simple vista irrelevantes para todo el sistema. No obstante, 
las decisiones internas que parecen no afectar a los demás tienen incidencia 
en la estabilidad del sistema internacional y, de forma negativa, en mayor 
medida, para los actores con menos poder de decisión o de acción, cuando 
los hechos y posicionamientos son llevados a cabo por los países considera- 
dos potencias económicas, políticas o militares. 

Aun así, es necesario cuestionar lo que se determina en el sistema in- 
ternacional como equilibrio, cuando el papel y las posiciones de los actores, 
históricamente, han sido impuestas y no han permitido una igualdad entre 
los actores estatales, diferenciación de posiciones que continúan prolongan- 
do los períodos de caos. 
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